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AUTOMATIZACIÓN
E INTELIGENCIA ARTIFICIAL

CONCLUSIONES

I. Aclaración de términos: el significado
de automatización e inteligencia artificial

Aunque tanto la automatización como la inteligencia artificial implican la eje-
cución de tareas mediante computadoras, difieren en aspectos clave: la autom-
atización se refiere a sistemas que siguen reglas fijas y pre programadas para
realizar tareas rutinarias y repetitivas sin desviaciones; optimiza los procesos.
Por el contrario, la inteligencia artificial se basa en estos fundamentos incor-
porando métodos, como el aprendizaje automático y el reconocimiento de pa-
trones, que le permiten adaptarse, aprender de los datos y tomar decisiones de
una forma más cercana al razonamiento humano. En efecto, la inteligencia ar-
tificial puede considerarse una forma más elaborada y flexible de automati-
zación, mientras que sus principios operativos siguen siendo fundamentalmente
algorítmicos. Los métodos algorítmicos pueden entenderse como procedimien-
tos sistemáticos o conjuntos de reglas definidas que se utilizan para resolver
problemas o realizar tareas, esencialmente procesos paso a paso que transforman
los datos de entrada en datos de salida. Por el contrario, podría decirse que la
cognición y la comprensión humanas genuinas son de naturaleza no algorít-
mica, es decir, no computacional.

La inteligencia artificial “estrecha” – el tipo que podrían emplear los notarios –
está diseñada para sobresalir en tareas específicas, por ejemplo, extraer infor-
mación concreta de un texto de una manera que resulte natural e inteligente
(Large Language Models), utilizando métodos algorítmicos, mientras que la In-
teligencia Artificial General aspira a replicar todo el espectro de las capacidades
cognitivas humanas. Los críticos sostienen que la inteligencia artificial general
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– si requiere algún tipo de experiencia interna – puede ser inalcanzable porque
la cognición humana abarca procesos no algorítmicos y, por lo tanto, no com-
putacionales.

II. Beneficios potenciales de la automatización y la 
inteligencia artificial para los ciudadanos y el notario
Si se integran de manera adecuada en los procesos de trabajo, la automatiza-
ción y la inteligencia artificial pueden proporcionar herramientas útiles a los
notarios como actores clave en la administración preventiva de la justicia. 

En primer lugar, la automatización y la inteligencia artificial pueden reducir
los costes y ahorrar tiempo en las tareas rutinarias, permitiendo a los notarios
centrarse aún más en asuntos jurídicos complejos cuando asesoran de forma
imparcial a las partes contratantes y adaptan la ley a sus necesidades. 

En segundo lugar, al permitir que los notarios se concentren en sus funciones
principales, el uso de la automatización y la inteligencia artificial puede ayudar-
les a mantener la alta calidad de los servicios públicos que prestan, incluso cuan-
do las exigencias burocráticas y administrativas siguen aumentando (por ej.,
debido a las obligaciones en materia de prevención del blanqueo de capitales). 

En tercer lugar, los cambios demográficos están acentuando la escasez de per-
sonal cualificado. Dada la limitación de los recursos humanos disponibles, la
automatización y la inteligencia artificial tienen el potencial de reducir los
efectos negativos de esta evolución. 

Estas mejoras en la eficiencia para los notarios generarían un efecto dominó,
beneficiando en última instancia a los ciudadanos al acelerar los procesos y
mejorar la rapidez de los servicios públicos. 

III. Retos, riesgos y obstáculos que deben evitarse
La inteligencia artificial ofrece oportunidades, pero también plantea impor-
tantes preocupaciones sistémicas a nivel social y hasta existencial. Si bien
gran parte del debate en torno a los riesgos de la inteligencia artificial se centra
en retos inmediatos, como el sesgo y la transparencia, existen preocupaciones
más profundas acerca del impacto a largo plazo de la inteligencia artificial, en
particular en relación con la autonomía, el control y la estabilidad sistémica.
Sin embargo, en este contexto nos centraremos únicamente en las preocupa-
ciones relevantes para el uso de herramientas de automatización e inteligencia
artificial en el ámbito notarial. 
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En primer lugar, las herramientas de inteligencia artificial plantean retos im-
portantes a los notarios, que deben poder justificar sus decisiones (falta de
transparencia). La naturaleza compleja de los algoritmos de la inteligencia ar-
tificial, especialmente los de los sistemas de aprendizaje profundo, a menudo
funcionan como “cajas negras” opacas, lo que hace extremadamente difícil,
o incluso imposible, que los usuarios comprendan plenamente cómo se gene-
ran sus conclusiones, lo que suscita serias preocupaciones en materia de trans-
parencia y responsabilidad. 

En segundo lugar, los sistemas de inteligencia artificial dependen de grandes
cantidades de datos, lo que plantea una preocupación importante (privacidad
de los datos). El acceso no autorizado a los datos o su uso indebido puede
tener consecuencias negativas, minando la confianza en los servicios públicos
prestados por los notarios. 

En tercer lugar, los sistemas de inteligencia artificial pueden generar a veces
resultados impredecibles o “alucinar” información falsa, afectando su fiabili-
dad (falta de previsibilidad y fiabilidad). La imprevisibilidad se refiere a la
tendencia de los modelos de inteligencia artificial a producir respuestas in-
coherentes o inesperadas, a menudo debido a la complejidad de sus algorit-
mos subyacentes. La “alucinación”, un síntoma de la imprevisibilidad de la
inteligencia artificial, se produce cuando una IA genera información incorrec-
ta, engañosa o totalmente inventada, a pesar de parecer plausible. Por lo tanto,
debe evitarse confiar ciegamente en los resultados generados por herramientas
de inteligencia artificial. 

En cuarto lugar, existe una tendencia de los seres humanos al exceso de con-
fianza en los sistemas automatizados, asumiendo que sus resultados son siem-
pre correctos, incluso cuando hay errores o limitaciones (sesgo de automati-
zación y exceso de dependencia). Esto puede llevar a reducción del juicio
crítico, ya que los usuarios podrían ignorar evidencia contradictoria o no eva-
luar críticamente los resultados generados por la IA. Esta tendencia se agrava
si se combina con el temor a la responsabilidad legal: cuando se les hace res-
ponsables de los resultados, las personas pueden preferir la aparente objetivi-
dad y seguridad de las recomendaciones automáticas, incluso cuando su
propio juicio pueda discrepar, para mitigar los posibles riesgos legales. 

En quinto lugar, si la inteligencia artificial se entrena con datos sesgados,
puede reforzar o incluso exacerbar las desigualdades sociales, lo que da lugar
a resultados sesgados (sesgo algorítmico y discriminación). 
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En sexto lugar, la inteligencia artificial puede utilizarse con fines maliciosos,
como falsificaciones profundas (deep fakes) y estafas (seguridad). 

La soberanía digital se refiere a la capacidad de controlar la propia infraestruc-
tura digital, los datos y las decisiones tecnológicas sin depender de terceros
(soberanía digital). El reto está en equilibrar la innovación con la seguridad,
especialmente cuando los gigantes tecnológicos mundiales domiciliados en
Estados extranjeros dominan plataformas clave, lo que conlleva el riesgo de
vigilancia y/o dependencia. 

En séptimo lugar, resulta obvio – pero hay que subrayarlo – que el uso de he-
rramientas de automatización o inteligencia artificial debe ser permitido por
las normas legales pertinentes que rigen el notariado respectivo (permisibili-
dad reglamentaria). Como reflexión final, no deben subestimarse los aspectos
interpersonales que son cruciales para el trabajo del notario. Depender de la
automatización y la inteligencia artificial puede percibirse como algo imper-
sonal o incluso deshumanizador. En consecuencia, los ciudadanos podrían
perder la confianza en el notariado si creen que sus asuntos están siendo ges-
tionados por sistemas automatizados en lugar del notario que ofrece una
visión y empatía genuinamente humanas.  

IV. Responsabilidades notariales esenciales que deben
cumplirse en relación con el uso de herramientas de
automatización e inteligencia artificial
Siempre debe preservarse la autonomía de los notarios, tanto fáctica como
jurídica, en la toma de decisiones (“el ser humano al mando”). La capacidad de
navegar por dilemas éticos complejos y ganarse la confianza de los ciudadanos
sigue siendo una cualidad inherentemente humana. Los sistemas de automa-
tización e inteligencia artificial deben utilizarse únicamente para apoyar al no-
tario, concretamente para hacer frente a limitaciones de capacidad, como la
escasez de personal cualificado. Su uso no debe aspirar a emular el cumpli-
miento de las funciones que el legislador, por razones válidas, ha confiado a
los notarios para que las desempeñen personalmente. La responsabilidad úl-
tima recae siempre en el notario. En vista de los retos enumerados anterior-
mente, las responsabilidades esenciales incluyen las siguientes: 

En primer lugar, los notarios deben ser capaces de comprender y explicar a
los ciudadanos cómo y por qué se ha utilizado la inteligencia artificial y qué
tipo de resultados se han obtenido (transparencia).
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En segundo lugar, debe garantizarse el uso de datos de formación diversos y
representativos para minimizar los resultados injustos. Los notarios deben
seguir siendo administradores imparciales de la justicia preventiva y propor-
cionar asesoramiento jurídico imparcial a todas las partes implicadas (preven-
ción de sesgos y discriminación).

En tercer lugar, los notarios deben cumplir estrictamente la normativa de pro-
tección de datos, lo que se ajusta al principio de secreto, pilar fundamental
del notariado (privacidad de los datos). En cuarto lugar, los notarios deben
garantizar que son (de hecho) libres en sus elecciones y decisiones (evitar el
sesgo de la automatización y la dependencia excesiva). La responsabilidad
última recae en ellos. En quinto lugar, los notarios deben implementar o
garantizar que sus proveedores de servicios implementen y mantengan sólidos
escudos de ciberseguridad para prevenir los riesgos relacionados con la in-
teligencia artificial (seguridad). 

Es más, el uso de la automatización y, en especial, de las herramientas de in-
teligencia artificial – en particular en relación con las responsabilidades antes
mencionadas – implica la necesidad de que los notarios se formen y capa-
citen, tanto ellos mismos como su personal para adquirir las habilidades di-
gitales y los conocimientos técnicos necesarios.

V. Conclusión: 
Enfoques recomendados y mejores prácticas

Teniendo en cuenta los riesgos y retos, los enfoques recomendados y las
mejores práctica incluyen lo siguiente:

En primer lugar, los procesos de toma de decisiones de los modelos de IA
deben documentarse exhaustivamente de forma transparente y accesible para
fomentar la confianza y evitar malentendidos (“IA explicable”). Cuando esto
no sea posible debido al problema de la “caja negra” mencionado anterior-
mente, los notarios deben abstenerse de utilizar herramientas de inteligencia
artificial que puedan influir en sus elecciones o decisiones con respecto a las
funciones notariales esenciales. Además, los notarios deben tener siempre en
cuenta otras obligaciones legales relacionadas con el uso de la inteligencia ar-
tificial. Por ejemplo, puede ser necesario comunicar explícitamente a los
clientes el uso de la inteligencia artificial. 

En segundo lugar, para combatir los sesgos y la discriminación en la IA, es
esencial utilizar conjuntos de datos diversos y representativos, auditar perió-
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dicamente los sesgos y garantizar la transparencia mediante modelos explica-
bles. Además, los modelos deben ser objeto de un seguimiento y ajuste con-
tinuos. Deben implementarse bucles de retroalimentación. 

En tercer lugar, para ayudar a salvaguardar la privacidad de los datos, solo de-
ben recopilarse los datos necesarios, evitando la recopilación excesiva de in-
formación personal. Si es posible, deben eliminarse o cifrarse los identifi-
cadores personales. Además, debe obtenerse el consentimiento de los usuarios
antes de procesar sus datos. Deben implementarse mecanismos de autenti-
cación sólidos, controles de acceso estrictos y cifrados para evitar la fuga de
información y limitar el acceso a los roles autorizados. 

En cuarto lugar, un ejemplo destacado en el que se debe actuar con cautela
al integrar herramientas de inteligencia artificial es el de los procesos de iden-
tificación. El sesgo sistémico de la IA, resultado de la convergencia del sesgo
algorítmico y el sesgo de automatización inducido por la responsabilidad,
puede dar lugar a resultados erróneos, lo que ejerce una influencia perjudicial
sobre la seguridad jurídica y el control preventivo. 

En quinto lugar, los colegios y consejos notariales deben tratar de lograr un
equilibrio entre las soluciones informáticas innovadoras, que pueden requerir
aportaciones tecnológicas extranjeras, y el uso de las capacidades locales para
reducir el riesgo de dependencia y mejorar la protección de datos. 

En sexto lugar, el importante papel social que desempeñan los notarios debe
reflejarse también en el contexto de las nuevas tecnologías, especialmente en
lo que se refiere a las funciones reguladoras de la forma notarial. 

Las ventajas en términos de eficiencia podrían lograrse especialmente con el
uso de las siguientes herramientas. 

En primer lugar, las herramientas de inteligencia artificial, como los chatbots
internos – basados en grandes modelos lingüísticos – podrían agilizar el
cumplimiento de las obligaciones reglamentarias por parte de los notarios,
cuando se enfrentan a normativas muy detalladas que requieren una evalua-
ción caso por caso, como las relativas a la lucha contra el blanqueo de capitales. 

En segundo lugar, un portal notarial en línea podría transmitir datos que
luego se estructurarían – por ejemplo, empleando el formato Extensible
Markup Language –, potencialmente enriquecidos por herramientas de in-
teligencia artificial y luego integrados a la perfección en el proceso de trabajo

12
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de los notarios, desde la redacción hasta la comunicación e implementación
de una escritura notarial y sus efectos (por ejemplo, con registros públicos,
autoridades fiscales y terceros privados, como bancos), eliminando así la ine-
ficiencia de la extracción manual de datos. 

En tercer lugar, la extracción automatizada de datos podría aplicarse a los
datos almacenados en los registros nacionales, los documentos de los clientes
o el software notarial. De este modo, se podría responder más rápidamente a
las consultas y, al mismo tiempo, tratar en detalle cada caso concreto. 

En cuarto lugar, la inteligencia artificial también podría apoyar la ejecución
de instrumentos auténticos. Por ejemplo, la inteligencia artificial podría iden-
tificar a las autoridades competentes para la ejecución respectiva, basándose
en el contenido del instrumento auténtico, así como en la información
disponible en línea. La comunicación podría prepararse sobre esta base.
Además, los pasos de ejecución necesarios podrían identificarse basándose
en el contenido del instrumento auténtico. Al notario, o a sus empleados, se
les podrían mostrar los pasos de ejecución que aún deben completarse. De
este modo, se puede mostrar al ciudadano el progreso actual de la ejecución
en el portal de servicios o en una aplicación similar. 

En quinto lugar, se podría acelerar considerablemente la programación de
citas. Por ejemplo, es posible permitir que la inteligencia artificial fije citas
basándose en determinados parámetros. Esto se puede hacer de forma total-
mente autónoma o mediante un proceso de aprobación humana posterior.
De este modo, las citas se pueden programar de forma flexible y con el menor
número posible de recursos humanos. 

ef
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AUTENTICACIÓN E 
IDENTIFICACIÓN A DISTANCIA

CONCLUSIONES

I. Los conceptos de autenticación
e identificación a distancia (definición)

La autenticación a distancia se refiere al acto de redactar formalmente un ins-
trumento auténtico mientras se permite a las partes comparecer ante el notario
mediante tecnología audiovisual (videoconferencia). La identificación a distan-
cia se refiere al acto mediante el cual el notario verifica la identidad de las partes
involucradas, permitiendo igualmente que éstas comparezcan ante él por vía
audiovisual: Primero, las partes presentan un medio de identificación, normal-
mente un documento de identidad oficial. Si así lo exigen las normativas per-
tinentes, puede ser necesario recurrir a sustitutos electrónicos. Segundo, debe
verificarse que la persona que presenta la credencial de identificación corres-
ponda a la persona que figura en dicho documento. 

II. Responsabilidades esenciales del notario (en lo que
respecta a la autenticación e identificación a distancia)1

Los notarios deben cumplir siempre con las disposiciones legales aplicables y,
por ejemplo, verificar si se permite la autenticación e identificación a distancia,
qué procedimientos deben seguirse, si se acepta la firma electrónica y si se re-
quiere un tipo específico de firma electrónica. De hecho, los notarios deben
asegurarse que la realización de procedimientos en línea no obstaculice el pleno

1 Véase, en general, el Decálogo de la UINL para las escrituras notariales con comparecencia en línea, adoptado
por la Asamblea de Notariados Miembros el 3 de diciembre de 2021.
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y adecuado cumplimiento de sus obligaciones legales:2 Aunque éstas pueden
diferir entre jurisdicciones, siguen estando indisolublemente vinculadas a los
objetivos regulatorios que persiguen los requisitos de forma notarial, que no
deben verse menoscabados por los procedimientos a distancia. Estos objetivos
consisten, entre otros, en proteger a las partes mediante asesoramiento ju-
rídico imparcial y redacción de contratos con el fin de eliminar los sesgos y
equilibrar el poder de negociación, emitir advertencias y proporcionar salva-
guardias contra decisiones demasiado precipitadas, dotar a los documentos
de un valor probatorio especial y permitir el control preventivo público, es-
pecialmente garantizando la validez de los documentos jurídicos, aplicando
normas de transparencia y facilitando las auditorías con el fin de combatir 
el crimen. 

A partir de estos objetivos, se pueden derivar una serie de responsabilidades
generales esenciales: En primer lugar, la determinación de la identidad de
las partes involucradas reviste especial importancia, ya que forma parte del
documento notarial y, como tal, constituye prueba plena en las transacciones
jurídicas. Esta circunstancia es particularmente relevante en el caso de docu-
mentos públicos que deban presentarse en registros públicos, por ejemplo, el
registro mercantil. Por lo tanto, el notario debe estar personalmente conven-
cido de que las partes identificadas son realmente quienes dicen ser.3 En se-
gundo lugar, los notarios deben ser capaces de evaluar adecuadamente la
intención genuina de las partes, incluida una evaluación de su capacidad ju-
rídica y la autonomía de su voluntad. En tercer lugar, los notarios deben eva-
luar la legalidad del contenido de un instrumento auténtico, teniendo en
cuenta también la legislación aplicable en situaciones transfronterizas. En
cuarto lugar, los notarios deben garantizar que la autenticación a distancia
no comprometa la comprensión del contenido del documento público por
parte de las partes y deben proporcionar igualmente el más alto nivel de aseso-
ramiento jurídico imparcial, asegurando así que los documentos públicos
no solo estén protegidos contra conclusiones precipitadas, sino que también
sean transacciones jurídicas debidamente informadas. En quinto lugar, los
documentos públicos electrónicos deben gozar de la misma validez que sus
homólogos en papel, lo que implica que la firma electrónica y la conservación
de los documentos deben cumplir las mismas normas. 

2 Véase el Decálogo de la UINL para las escrituras notariales con comparecencia en línea, adoptado por la Asam-
blea de Notariados Miembros el 3 de diciembre de 2021, p. 2 y ss.
3 Véase el Decálogo de la UINL para las escrituras notariales con comparecencia en línea, adoptado por la Asam-
blea de Notariados Miembros el 3 de diciembre de 2021, p. 1 y ss.
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Además, debe garantizarse la discreción y la confidencialidad de los instru-
mentos auténticos. Asimismo, el acceso a los servicios notariales no debe verse
restringido por la introducción de herramientas en línea, sino que el acceso
presencial debe seguir siendo siempre una opción. 

III. Beneficios potenciales para los ciudadanos y el notario

La autenticación e identificación a distancia pueden ofrecer ventajas signi-
ficativas, especialmente en el ámbito del derecho de sociedades y en términos
de desarrollo.4 En primer lugar, permitir escrituras notariales a distancia se-
guras en asuntos de derecho de sociedades facilitará la creación de nuevas
empresas y apoyará el crecimiento de las ya existentes. Gracias a un proceso
rápido, accesible y de fácil manejo, personas de todo el país, e incluso de dife-
rentes naciones o continentes, pueden invertir fácilmente como accionistas
en empresas emergentes y prósperas sin necesidad de estar físicamente pre-
sentes en la notaría. En segundo lugar, la autenticación e identificación a dis-
tancia ofrecen muchas ventajas desde una perspectiva de desarrollo, ya que
eliminan los obstáculos geográficos: estas innovaciones permiten a las per-
sonas con movilidad reducida acceder a notarios habilitados para ejercer sus
funciones dentro de sus jurisdicciones designadas, es decir, asesoramiento ju-
rídico imparcial, asequible y de alta calidad, que puede igualar las condiciones.
En tercer lugar, los procedimientos a distancia garantizan la continuidad de
los servicios públicos notariales durante crisis como pandemias, desastres
naturales o interrupciones de las infraestructuras. 

IV. Socios clave, marco legislativo e infraestructura
práctica esenciales para el desarrollo y lanzamiento 
exitosos de proyectos de autenticación a distancia

Como titulares de una función pública, es esencial que los notarios actúen
dentro del marco normativo existente, que variará según el país. Para desa-
rrollar y poner en marcha con éxito proyectos de autenticación e identificación
a distancia, se requiere un esfuerzo coordinado entre múltiples ámbitos. Entre
ellos se incluyen la supervisión gubernamental, la cooperación institucional,
un marco jurídico favorable y una infraestructura técnica sólida. Por lo tanto,
la puesta en marcha de proyectos de autenticación a distancia debe basarse
en un fundamento legal que garantice que los procedimientos a distancia no

4 Véase el Decálogo de la UINL para las escrituras notariales con comparecencia en línea, adoptado por la Asam-
blea de Notariados Miembros el 3 de diciembre de 2021, p. 1.
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perjudiquen los objetivos normativos perseguidos con los requisitos de forma
notarial y las funciones notariales esenciales. Esto no quiere decir que las re-
formas normativas no puedan ir acompañadas del desarrollo paralelo de una
infraestructura informática que permita el cumplimiento y, por lo tanto, una
implementación fluida. Dicha infraestructura podría ser construida por las
propias colegios de notarios nacionales o en cooperación con socios externos.
Debería incorporar tecnologías sólidas de autenticación de identidad, una in-
fraestructura de firma electrónica fiable – como soluciones para firmas elec-
trónicas cualificadas (QES), que cumplan las normas jurídicas y técnicas más
estrictas para garantizar la integridad y el no repudio de los documentos fir-
mados – y el establecimiento de canales de comunicación seguros. Todas las
transferencias de datos deben estar cifradas, preferiblemente mediante cifrado
de extremo a extremo, y respaldadas por interfaces de programación de apli-
caciones (API) seguras para garantizar la interoperabilidad entre los sistemas.
Especialmente cuando las herramientas digitales se desarrollan en colabora-
ción con socios externos, son necesarias la certificación y las auditorías de
cumplimiento para garantizar que se cumplan las obligaciones notariales. 

V. Desafíos y riesgos

Los principales desafíos, tanto técnicos como jurídicos, consisten en garanti-
zar que la autenticación e identificación a distancia ofrezcan el más alto nivel
de fiabilidad y seguridad, y en alcanzar los objetivos perseguidos con requisitos
de forma notarial equivalentes a los de las actuaciones presenciales. El legis-
lador es responsable de proporcionar a los notarios un marco jurídico viable
a este respecto. 

Entre los desafíos técnicos se encuentra, en primer lugar, la verificación a dis-
tancia segura y fiable de la identidad, como en entornos virtuales el notario
no puede basarse simplemente en señales físicas o documentos de identidad
originales. El proceso de identificación debe permitir al notario determinar
plenamente la identidad de las partes con el mayor grado posible de convic-
ción. Deben adoptarse medidas para abordar adecuadamente el riesgo de
fraude de identidad o de documentos falsificados. En el contexto de la iden-
tificación, la integración de herramientas de inteligencia artificial requiere
cautela, ya que el sesgo sistémico de la IA, resultado de los efectos combinados
del sesgo algorítmico y el sesgo de automatización inducido por la responsa-
bilidad, puede producir resultados erróneos que afecten a la seguridad jurídica
y al control preventivo. Además, las herramientas de inteligencia artificial
plantean desafíos a los notarios, que deben ser capaces de justificar sus deci-
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siones. Los intrincados algoritmos de la inteligencia artificial suelen funcionar
como “cajas negras” opacas, lo que hace extremadamente difícil, o incluso
imposible, que los usuarios comprendan plenamente cómo genera un sistema
sus conclusiones, lo que suscita serias preocupaciones sobre la transparencia
y la responsibilidad. En segundo lugar, garantizar la integridad de los docu-
mentos y la validez de las firmas es un reto que debe abordarse con éxito, ya
que los procedimientos a distancia entrañan el riesgo de manipulación o pér-
dida de autenticidad de los documentos. En tercer lugar, otro desafío técnico
es la provisión de ciberseguridad y la garantía de una comunicación y un
tratamiento de datos seguros, ya que los instrumentos auténticos contienen
información confidencial, a menudo sensible. Por lo tanto, el uso de herra-
mientas privadas de videoconferencia plantea riesgos, especialmente en lo que
respecta a las conexiones seguras, el cifrado y el almacenamiento de datos, ya
que en estos casos el cumplimiento de las funciones notariales depende de la
fidelidad contractual de terceros, cuyas soluciones técnicas pueden no ser 
divulgadas o comprendidas. En cuarto lugar, el persistente problema de la
mala conectividad a Internet sigue siendo un desafío, pero los notarios tienen 
una influencia limitada en este aspecto cuando la causa radica enlas partes
implicadas. 

Como se mencionó anteriormente, la autenticación e identificación a distan-
cia no deben comprometer las funciones de la forma notarial ni las respon-
sabilidades notariales esenciales que se derivan de la misma. A este respecto,
los desafíos jurídicos incluyen, en primer lugar, garantizar la seguridad ju-
rídica y la validez procesal en el entorno virtual. Los instrumentos auténticos
redactados en un entorno virtual deben cumplir las mismas normas formales
que la autenticación presencial para constituir plena fe pública y permitir la ins-
cripción en los registros públicos, legitimando así su valor probatorio equiva-
lente. En segundo lugar, otro desafío es garantizar que, incluso en un entorno
virtual, las partes puedan actuar libremente, comprender el contenido del
documento auténtico y poseer capacidad jurídica. Todas estas obligaciones
son más difíciles de cumplir a distancia. De hecho, en tercer lugar, teniendo
en cuenta la función de protección de la forma notarial y que ésta podría
verse perjudicada por el uso de herramientas audiovisuales, otro desasafío ju-
rídico importante es, por lo tanto, la identificación de los contextos jurídicos
adecuados en los que la autenticación y la identificación a distancia son he-
rramientas apropiadas.5 En cuarto lugar, y en relación con lo anterior, las he-
rramientas en línea pueden poner en riesgo el cumplimiento de los objetivos
normativos que persiguen los requisitos de la forma notarial y las leyes que
regulan el ejercicio de la función pública: La principal preocupación es que
se descuide la función pública de los notarios como administradores del con-
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trol preventivo público, incluidas las normas de investigación, información y
transparencia, lo que perjudica especialmente la calidad de los registros públi-
cos. Además, existe el riesgo de que se pase por alto el objetivo de propor-
cionar a los ciudadanos una distribución geográfica justa y equitativa de los
notarios mediante la delimitación de las competencias geográficas.6

VI. Conclusión: ¿Cuáles son los enfoques 
recomendados y las “mejores prácticas”?

Para garantizar la seguridad jurídica, el control preventivo público y la fiabi-
lidad, y para justificar el valor probatorio de las escrituras notariales, especial-
mente los instrumentos auténticos redactados a distancia, se requiere un
conjunto de buenas prácticas técnicas y jurídicas. Estas prácticas deben abarcar
todas las etapas del procedimiento, desde la identificación de las partes hasta
la firma y el archivo seguro de los documentos. El punto de referencia para
estas prácticas debe ser el alto nivel exigido para la identificación y autenti-
cación en persona. 

Desde un punto de vista técnico, las mejores prácticas incluyen, en primer
lugar, la introducción de la identificación por vídeo cualificada y el uso de
sistemas de identificación certificados por el gobierno adecuados al contexto
en línea (por ejemplo, tarjetas de identificación electrónica nacionales con
chips digitales) para garantizar una verificación de identidad sólida y legal-
mente válida. La identificación por vídeo cumple los criterios de cualificación
si se realiza al menos un paso de verificación suplementario, además de la pre-
sentación y verificación del documento de identidad, que permita al notario
asegurarse de que la persona que presenta la credencial de identificación es
efectivamente la persona que figura en la misma. Algunos ejemplos son el
tratamiento de datos biométricos de conformidad con la normativa de pro-
tección de datos o la extracción digital de los datos de identificación personal
y la fotografía oficial de un documento de identidad electrónico para que el
notario verifique la validez del medio de identificación y compare la fotografía
con las personas que aparecen en la pantalla. 

En segundo lugar, deben utilizarse firmas electrónicas cualificadas (QES) y
sellos de tiempo electrónicos cualificados que garanticen la equivalencia ju-

5 Véase el Decálogo de la UINL para las escrituras notariales con comparecencia en línea, adoptado por la Asam-
blea de Notariados Miembros el 3 de diciembre de 2021, p. 5.
6 Véase el Decálogo de la UINL para las escrituras notariales con comparecencia en línea, adoptado por la Asam-
blea de Notariados Miembros el 3 de diciembre de 2021, p. 3 y ss.

19



RIN 134

rídica con las firmas manuscritas para proteger la integridad de los documen-
tos. En tercer lugar, las plataformas notariales virtuales para videoconferencias
deben ofrecer cifrado de extremo a extremo, control de acceso y registros de
auditoría a prueba de manipulaciones, de conformidad con las leyes de pro-
tección de datos y el deber de confidencialidad notarial. En cuarto lugar, el
alto nivel de confidencialidad adecuado se consigue mejor si la identificación
y la autenticación a distancia se realizan a través de una plataforma soberana
que aloje la herramienta de audio y vídeo gestionada por los colegios de no-
tarios como autoridades públicas competentes.7 En quinto lugar, también es
importante disponer de una conexión a Internet estable, de un entorno priva-
do y de una formación en alfabetización digital para los notarios y el personal.

Desde el punto de vista jurídico, para aplicar la autenticación e identificación
a distancia de manera que se protejan las funciones de la forma notarial y se
respeten las responsabilidades notariales, es esencial contar con una funda-
mentación jurídica clara, holística y específica. El marco jurídico debe definir
el alcance de los instrumentos auténticos a distancia admisibles y garantizar
su equivalencia con los procedimientos presenciales, especialmente regu-
lando cuándo y cómo – es decir, por qué medios técnicos – se identificará a
las partes y se redactará un instrumento auténtico con la participación a dis-
tancia de las partes. 

Para ello, en primer lugar, se debe reflexionar sobre la función de protección
del proceso de autenticación notarial e identificar las áreas en las que esta
no se vea afectada por el uso de herramientas audiovisuales. Hay ámbitos en
los que garantizar la verdadera intención de las partes y salvaguardar la au-
tonomía de su voluntad revisten una importancia especial. Dichos ámbitos
se caracterizan por la existencia de intereses contrapuestos, diferencias en
cuanto a experiencia y poder de negociación (especialmente en materia de
protección del consumidor). En apariencia, estos ámbitos serían menos ade-
cuados para la autenticación a distancia. En este contexto, los testamentos y
los contratos sucesorios deben seguir siendo objeto de autenticación presen-
cial. Los contextos jurídicos de carácter unilateral o asociativo, como determi-
nadas cuestiones de derecho de sociedades, suelen ser menos problemáticos.8

En segundo lugar, las disposiciones legales correspondientes deben diseñarse
de manera que se garantice que las salvaguardias necesarias, como el control
preventivo público a través de los tribunales nacionales, las autoridades públi-

7 Véase el Decálogo de la UINL para las escrituras notariales con comparecencia en línea, adoptado por la Asam-
blea de Notariados Miembros el 3 de diciembre de 2021, p. 2.
8 Véase el Decálogo de la UINL para las escrituras notariales con comparecencia en línea, adoptado por la Asam-
blea de Notariados Miembros el 3 de diciembre de 2021, 5.
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cas y/o los notarios como guardianes de los registros públicos, se mantengan
también en el ámbito digital. Esto incluye también garantizar que se man-
tengan los objetivos reglamentarios perseguidos con los requisitos de forma
notarial y las leyes que regulan el ejercicio de la función pública.

En tercer lugar, cuando existan, las competencias geográficas regionales con
respecto al entorno presencial para garantizar una distribución equitativa de
los notarios en beneficio de los ciudadanos deben reflejarse en el ámbito vir-
tual para evitar una concentración indebida de los procedimientos en línea
en un número reducido de notarios.9 La proximidad de los notarios es un
bien público que podría verse comprometido de hecho por dicha concen-
tración indebida. 

En efecto, en cuarto lugar, la identificación e autenticación a distancia deben
seguir siendo opcionales para no marginar a las personas que no tienen acceso
a ordenadores o a Internet. 

En quinto lugar, teniendo en cuenta la importancia fundamental del proceso
de identificación para la seguridad jurídica, las normas de verificación de la
identidad deben estar prescritas por la ley, incluido el uso de documentos de
identidad adecuados al contexto en línea y sistemas de identificación por
vídeo cualificados (es decir, de dos niveles), que garanticen que los notarios
puedan identificar a las partes con la mayor certeza posible. 

En sexto lugar, para garantizar, en este sentido, que se cumpla la responsabi-
lidad soberana de proporcionar seguridad jurídica y se garantice el valor pro-
batorio conferido a los documentos públicos procedentes del ámbito virtual,
especialmente en relación con los documentos presentados en los registros
públicos (por ejemplo, el registro mercantil), la responsabilidad de la verifi-
cación de la identidad debe seguir recayendo igualmente en manos de la au-
toridad soberana del notario, independientemente de que la firma se produz-
ca en el contexto de la redacción de un documento auténtico o no. 

Séptimo, esto debe ir acompañado de la garantía de la integridad de los do-
cumentos y la validez de las firmas. 

En octavo lugar, las garantías procesales deben permitir al notario evaluar la
capacidad jurídica y la intención de las partes en un entorno virtual, así
como proporcionar debidamente asesoramiento jurídico imparcial cuando

9 Véase el Decálogo de la UINL para las escrituras notariales con comparecencia en línea, adoptado por la Asam-
blea de Notariados Miembros el 3 de diciembre de 2021, p. 3 y ss.
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surjan tales obligaciones, como es el caso de la redacción de instrumentos
auténticos. Dado que estas funciones requieren un diálogo interactivo, en el
entorno virtual se llevan a cabo de manera más eficaz utilizando herramientas
audiovisuales (es decir, videoconferencias) alojadas en una plataforma sobe-
rana. El notario debe tener la facultad, cuando exista alguna duda sobre la
autonomía de la voluntad o la capacidad, de negarse a redactar un instru-
mento auténtico a distancia. 

Noveno, deben incluirse disposiciones sobre protección de datos y confiden-
cialidad que superen los requisitos estándar de protección de datos, dada la
naturaleza sensible de los datos notariales. 

El avance tecnológico se está acelerando, e incluso la trayectoria de los próxi-
mos cinco años sigue siendo incierta. Sin embargo, reflexionar sobre la im-
portancia perdurable de los objetivos reglamentarios fundamentales de los
requisitos de la forma notarial será útil para ayudar a los notariados a conciliar
el progreso tecnológico con la seguridad jurídica. 

ef
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CIBERSEGURIDAD
Y PROTECCIÓN DE DATOS

CONCLUSIONES

I. Los conceptos de ciberseguridad
y protección de datos: definición y diferencias

La ciberseguridad puede definirse como el conjunto de medidas, tecnologías y
procesos diseñados para proteger los sistemas informáticos, las redes, los progra-
mas y los datos frente a ciberataques, daños o accesos no autorizados.

• El objetivo:
Prevenir los ciberataques (por ej., piratería informática, malware, phishing),
Proteger la disponibilidad, integridad y confidencialidad de los sistemas 
informáticos y los datos,
Garantizar un funcionamiento estable y seguro de las TI.

• Ejemplos: uso de cortafuegos y software antivirus, actualizaciones y parches de 
seguridad, supervisión de la red y controles de acceso, almacenamiento cifrado, 
descifrado permitido exclusivamente mediante claves especiales en poder del 
notario. 

La protección de datos (privacidad) se refiere a la protección de los datos perso-
nales contra el uso indebido y la garantía de la autodeterminación informativa.

• El objetivo:
Garantizar que los datos personales se recopilen, procesen y almacenen de 
forma legal,
Proteger la privacidad de las personas,
Cumplimiento de las normativas legales, como el RGPD europeo (Reglamento  
General de Protección de Datos).

idiOma
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3
TEMA ITEMA I

23



RIN 134

• Ejemplos: derecho de acceso de los interesados, 
registro del tratamiento de datos.

En resumen: la ciberseguridad es un término utilizado para describir la pro-
tección de datos y sistemas en general. Por el contrario, la protección de datos
es un término utilizado para describir la protección de datos personales. La
protección de datos puede considerarse una subdisciplina de la ciberseguridad
en lo que respecta a la protección técnica de la información personal.

II. Principales responsabilidades de los notarios en el
contexto de la ciberseguridad y la protección de datos

Más allá de los mandatos generales de protección de datos, los notarios y sus
respectivas consejos están sujetos a obligaciones de confidencialidad específi-
cas y más estrictas en lo que respecta a los procesos electrónicos. Los notarios
no son simples procesadores de datos, sino garantes de la autenticidad. Por
consiguiente, los documentos que llevan la firma electrónica cualificada de
un notario, que es el equivalente digital de su firma manuscrita, deben tratarse
con el mismo cuidado meticuloso y confidencialidad que los documentos en
papel. Se trata de una responsabilidad sagrada, el uso de los sistemas y tec-
nologías de la información no debe comprometer la función notarial y debe
ser coherente con su identidad, adhiriéndose a los principios éticos y respe-
tando las normas profesionales. 

En las transacciones legales, la autenticidad de los documentos electrónicos
(notariales) debe ser tan clara y fiable como la de los documentos notariales
en soporte papel. 

Por lo tanto, desde el punto de vista técnico, debe garantizarse que los docu-
mentos electrónicos cumplan el mismo elevado nivel de seguridad e integri-
dad verificables. La responsabilidad de los notarios es encarnar la excelencia
y demostrar a los ciudadanos, los gobiernos y las instituciones en qué consiste
una práctica digital fiable. 

Los notarios deben cumplir las leyes nacionales de protección de datos per-
sonales y mantenerse al día para garantizar una protección adecuada de los
datos. Además, deben cumplir e con el máximo rigor las normas técnicas y
organizativas específicas al archivar documentos, escrituras públicas notariales
y otros datos. Estas normas son fundamentales para garantizar la seguridad,
la inmutabilidad y la disponibilidad a largo plazo de todos los registros digi-
tales archivados.
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III. Desafíos y riesgos

Los ciberataques, incluidas las violaciones de datos que comprometen tanto
la seguridad como la privacidad, el ransomware (software malicioso que cifra
los datos o bloquea el sistema y exige un rescate para liberarlos), que pueden
provocar daños legales y reputacionales, el phishing y la ingeniería social, que
explotan el comportamiento humano, junto con los ataques a la cadena de
suministro y las vulnerabilidades de día cero (debidas a nuevos programas in-
formáticos), suponen graves amenazas. 

Los sistemas cada vez más complejos, como los servicios en la nube, los dis-
positivos IoT y las aplicaciones de IA, amplían significativamente las superfi-
cies de ataque potenciales e introducen riesgos específicos para la seguridad
en la nube.

Posible fraude financiero por parte de ciberdelincuentes que alteran los datos
bancarios para desviar fondos (notaría o clientes). 

Las posibles amenazas internas por parte de empleados o contratistas, y los
intentos de fraude externo por parte de falsos técnicos (ciberdelincuentes que
se hacen pasar por técnicos para obtener acceso remoto a los sistemas infor-
máticos de las notarías), también representan un peligro considerable, espe-
cialmente cuando hay falta de personal cualificado. 

Consecuencias: En última instancia, en caso de incidente, todos estos riesgos
pueden dar lugar a una pérdida considerable de confianza por parte de los
requirentes y usuarios, con repercusiones negativas a largo plazo. La relación
especial de confianza entre los notarios y los requirentes, en particular, tam-
bién debe reflejarse en el ámbito digital. Los ciudadanos deben poder confiar
en la seguridad de la información y los documentos personales. 

IV. Conclusión: ¿Cuáles son los enfoques 
recomendados y las «mejores prácticas»?

Control de acceso (acceso restringido) y autenticación multifactorial, por ejem-
plo, mediante tarjetas especiales solo para el personal y los notarios con PIN
individualizados y confidenciales y certificados especiales.    

Mecanismos de supervisión para detectar rápidamente incidentes de seguri-
dad, incluidos sistemas de detección de intrusiones (todos los datos que en-

•

•

•

•

•

•

•
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tran y salen de la red se supervisan y analizan continuamente para detectar
cualquier anomalía o actividad maliciosa), registro de eventos y aplicación de
procedimientos de respuesta a incidentes. 

Cortafuegos robustos y software antivirus actualizado periódicamente. 

Copia de seguridad y recuperación ante desastres, estrategia de copia de seguri-
dad segura que incluye copias de seguridad fuera de línea (o nubes seguras cer-
tificadas o servidores locales) y formas de acceder a los documentos cifrados. 

Cifrado: transmisión de datos solo en forma cifrada y datos especialmente
sensibles cifrados de extremo a extremo, almacenamiento y archivo a largo
plazo de documentos también en forma cifrada. 

Seguridad por capas (seguridad de la red, seguridad de los puntos finales, se-
guridad de las aplicaciones), también conocida como defensa en profundidad:
estrategia de ciberseguridad que utiliza múltiples medidas de seguridad inde-
pendientes para proteger los activos de una organización. En lugar de depen-
der de una única barrera de seguridad, este enfoque crea varias capas de
protección, de modo que si una capa falla o se rompe, las demás siguen estan-
do en su sitio para prevenir o detectar un ataque. 

Prácticas seguras de trabajo en la nube y a distancia (arquitectura de confianza
cero, acceso remoto/VPN seguro). 

Medidas preventivas contra el fraude financiero: separación de funciones y
validación parcial de las transferencias; limitación de los tiempos de ejecución
de las transferencias; identificación multifactorial para aumentar la seguridad
de las transacciones; herramientas para proteger los datos IBAN-RIB con el
fin de verificar la autenticidad de los datos bancarios antes de las transferen-
cias de dinero. 

Colaboración con expertos especializados en ciberseguridad o TI jurídica. 

Formación periódica y campañas de sensibilización del personal para prevenir
intentos de fraude mediante prácticas adecuadas (especificando las normas
de uso, la confidencialidad y los comportamientos que deben adoptarse). Esta
formación es fundamental, ya que el comportamiento 

•

•

•
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•
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COMUNICACIÓN ELECTRÓNICA

CONCLUSIONES

I. El alcance de la comunicación electrónica
para la profesión notarial

La comunicación electrónica en el contexto notarial 
abarca cuatro dimensiones principales:

En primer lugar, la comunicación entre el notario y el usuario (“perspectiva
del usuario”), que es crucial en todas las fases del servicio notarial, desde la so-
licitud inicial hasta el intercambio de los datos necesarios para la redacción de
la escritura y, en última instancia, la entrega de la escritura notarial finalizada. 

En segundo lugar, la comunicación entre el notario y las autoridades públicas
(“perspectiva de las autoridades”), que también es imprescindible para la trans-
misión eficiente y segura de documentos y datos a los registros públicos, así
como a otras autoridades públicas que intervienen en las transacciones nota-
riales. El objetivo de la comunicación electrónica con las autoridades se basa
en el principio de “una sola vez”. Esto significa que el notario, tras redactar el
instrumento auténtico, completa todas las comunicaciones y procedimientos
adicionales con otras autoridades como un servicio adicional al usuario,
liberando a este de la responsabilidad de presentar el documento notarial a
diferentes oficinas, lo que ahorra tiempo y costes. Esta dimensión comprende
también la comunicación con otros notarios y colegios de notarios. 

En tercer lugar, la comunicación dentro de la notaría (“perspectiva intraofi-
cina”), que tiene un impacto significativo en la eficiencia general de la notaría
y, por lo tanto, en el servicio notarial. Por lo tanto, está indisolublemente ligada
a los otros dos aspectos.
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En cuarto lugar, el suministro de información a los ciudadanos sobre la exis-
tencia y la gama de servicios notariales (“perspectiva informativa”), que es im-
portante para el uso eficaz de los servicios notariales. Es posible que no todos
los usuarios potenciales comprendan plenamente la función jurídica del no-
tario. A través de medios de difusión digitales, como sitios web o redes so-
ciales, el notario o los colegios y consejos notariales pueden informar a los
ciudadanos sobre los servicios notariales sin perjuicio de las restricciones exis-
tentes en la legislación profesional.

Los cuatro aspectos de la comunicación notarial están sujetos a una posi-
ble digitalización.

II. Principales responsabilidades del notario 
en materia de comunicación electrónica

En general, la digitalización no exime a los notarios de su responsabilidad co-
mo garantes de la legalidad y el interés público. Por lo tanto, el notario debe
garantizar la legalidad de los documentos transmitidos electrónicamente, asegu-
rándose de que cumplan los requisitos reglamentarios sustantivos y formales. 

En el contexto de las responsabilidades técnicas, la principal responsabilidad
del notario que se dedica a la comunicación electrónica es, por lo tanto, garan-
tizar la seguridad de las herramientas digitales y los canales utilizados. Como
titulares de una función pública, los notarios tienen a su cargo información
altamente confidencial. 

Por lo tanto, es imperativo que todos los datos transmitidos digitalmente estén
protegidos contra el acceso no autorizado y se entreguen exclusivamente a
los destinatarios previstos. La integridad y la autenticidad de los datos trans-
mitidos son fundamentales para garantizar la fiabilidad y la validez jurídica
de los documentos electrónicos. En este contexto, el uso de firmas electróni-
cas cualificadas puede ofrecer una solución fiable. Para evitar el fraude y la
representación no autorizada, cualquier interacción digital debe permitir al
destinatario verificar que el notario actúa efectivamente en su calidad oficial.

Dada la importancia primordial de la seguridad de los datos, la responsabili-
dad recae no solo en los notarios individuales, sino también en los colegios
o consejos notariales y los órganos rectores. Estos deben garantizar la disponi-
bilidad de infraestructuras digitales seguras. A continuación, cada notario
debe cumplir las normas técnicas estipuladas por la autoridad competente. 
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Además, las herramientas de comunicación electrónica deben igualar – o,
idealmente, superar – la eficiencia de los métodos físicos tradicionales. Esto
significa que los notarios deben supervisar activamente los canales digitales y
utilizar todo el potencial de las tecnologías modernas en sus operaciones dia-
rias. Cuando se comunican digitalmente con los registros públicos, los nota-
rios están obligados a garantizar la exactitud de la introducción de datos y la
seguridad de la presentación de documentos a través de interfaces autorizadas.

En relación con el cuarto aspecto mencionado anteriormente, es fundamental
que los notarios cumplan las limitaciones establecidas por la legislación pro-
fesional pertinente. Por ejemplo, en varios notariados existe la prohibición
de hacer publicidad. 

III. Ventajas potenciales de la 
comunicación notarial electrónica

La comunicación digital puede hacer que los servicios notariales sean más
rápidos, seguros y eficientes en cuanto a recursos. Teniendo en cuenta que
la comunicación es un componente fundamental de todos los servicios no-
tariales, las herramientas digitales pueden mejorar en gran medida el acceso
de los ciudadanos a los servicios jurídicos y a la justicia. 

Existen numerosos ejemplos concretos de cómo la comunicación digitalizada
mejora los servicios notariales, que se pueden encontrar en las cuatro dimen-
siones de la comunicación notarial. 

Desde la perspectiva del usuario, la comunicación electrónica con el notario
es más rápida, más cómoda, más precisa y más segura (gracias al cifrado y a
las puertas de enlace seguras) en comparación con las soluciones en papel.
Las plataformas utilizadas podrían permitir al usuario supervisar el progreso
de su expediente en tiempo real. La comunicación electrónica amplía aún
más el acceso a los servicios notariales, especialmente para los ciudadanos que
residen en el extranjero o los grupos de población vulnerables, como las per-
sonas con discapacidad, los adultos mayores y las comunidades rurales remotas.
Ahorra recursos naturales al reducir los desplazamientos y el consumo de papel.

Además, la discontinuidad de los medios puede evitarse mediante la trans-
misión digital de instrumentos auténticos (véase el tema I. 2.), ya sea al usuario
o a otras autoridades públicas, para el posterior tratamiento de los datos con-
tenidos en la escritura notarial correspondiente. En lo que respecta a los re-

29



RIN 134

gistros públicos u otras autoridades públicas, la recopilación y transmisión de
datos en formato legible por máquina (por ejemplo, en lenguaje de marcado
extensible (XML)) puede simplificar considerablemente los procedimientos.
Las plataformas digitales integradas podrían facilitar la colaboración inter-
institucional. 

Además, el uso de herramientas de comunicación digital dentro de la notaría
(por ejemplo, chats grupales de empleados o gestión electrónica de datos)
puede mejorar los flujos de trabajo y se ajusta a las tendencias laborales mo-
dernas, como los modelos de trabajo a distancia o híbridos. 

Por último, en lo que respecta a la dimensión informativa, la comunicación
electrónica puede mejorar la sensibilización y la comprensión por parte de los
ciudadanos de los servicios notariales. 

IV. Retos y riesgos de la 
comunicación notarial electrónica

Un reto fundamental es el desarrollo de un sistema de comunicación unificado
y seguro que sea accesible tanto a los notarios como a las autoridades públicas
y los ciudadanos. Alcanzar este objetivo requiere un consenso en materia de
normativas técnicas, lo que puede resultar complicado debido a las infraestruc-
turas existentes y a los diferentes requerimientos de las partes interesadas. 

El mantenimiento continuo de dicha infraestructura supone un reto adi-
cional. Debe actualizarse y supervisarse periódicamente para garantizar su fun-
cionalidad y ciberseguridad. Los riesgos concretos en caso de medidas de
ciberseguridad insuficientes son el robo de identidad, la interceptación de co-
municaciones o la alteración de documentos. El establecimiento de un sistema
funcional y seguro requiere el apoyo de expertos en TI para todas las partes
implicadas, incluido el usuario, a fin de evitar la brecha digital, que puede ex-
cluir a determinados grupos vulnerables. Desde el punto de vista técnico, un
reto al que se enfrentan algunos notariados en relación con la comunicación
electrónica es la calidad irregular del suministro de Internet. En determinadas
regiones todavía hay lugares en los que la conectividad a Internet no es uniforme. 

Entre los principales riesgos se encuentran además la pérdida o el robo de
datos sensibles, así como los fallos técnicos. La mayor dependencia de la in-
fraestructura digital en los servicios notariales los hace más vulnerables a las
interrupciones del sistema o a los ciberataques. 

30



RIN 134

V. Buenas prácticas de la 
comunicación notarial electrónica

Aunque una plataforma centralizada para la comunicación entre notarios,
autoridades públicas y usuarios puede parecer ideal en teoría, a menudo resulta
poco práctica debido a las diferentes necesidades. Los usuarios esperan un pro-
ceso de comunicación rápido, sencillo y transparente, incluso en circunstancias
en las que intervienen múltiples autoridades. 

Para cumplir con este requisito, el notario debe actuar como una “ventanilla
única”, encargándose de recopilar toda la información necesaria del usuario y
gestionar la posterior distribución de esos datos a las autoridades pertinentes. 

Para respaldar la posición del notario como “ventanilla única” por medios di-
gitales, sería práctico implementar dos herramientas de comunicación: 

En primer lugar, un portal para usuarios a través del cual estos puedan enviar
todos los datos necesarios al notario y mediante el cual el notario pueda com-
partir los documentos notariales con el usuario. Dicho portal podría incluir
una herramienta que permita al usuario realizar un seguimiento de los dife-
rentes pasos que el notario lleva a cabo en su nombre (“barra de progreso”). La
implementación de este tipo de herramienta no solo contribuiría a una mayor
transparencia en los servicios notariales, sino que también mejoraría la expe-
riencia general del usuario. 

En segundo lugar, un buzón digital unificado con el fin de garantizar una co-
municación profesional segura entre organismos públicos como notarios, tri-
bunales, registros, autoridades fiscales y otras autoridades públicas. 

Para garantizar una alta eficiencia, la comunicación debe realizarse con un es-
tándar uniforme utilizando registros de datos estructurados (por ejemplo, XML).
El uso de firmas electrónicas cualificadas puede garantizar la autenticidad e in-
tegridad de los documentos transmitidos. 

•

•
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ARCHIVOS ELECTRÓNICOS Y
CONSERVACIÓN DE DOCUMENTOS

CONCLUSIONES

I. Evolución histórica:
¿De dónde venimos y qué significa el concepto de

archivos electrónicos y conservación de documentos?

Raíces históricas 
El concepto de archivo y conservación de documentos tiene sus raíces en las
primeras formas de registro, que van desde tablillas de arcilla y rollos de papiro
hasta archivos en papel en instituciones estatales y religiosas. Tradicionalmente,
la conservación de documentos cumplía dos funciones esenciales: preservar la
seguridad jurídica y permitir el acceso a largo plazo a registros oficiales. Durante
siglos, esto se hizo mediante el almacenamiento físico en entornos controlados,
a menudo supervisados por el Estado, como archivos notariales, registros judi-
ciales u oficinas de registros públicos. A menudo, estos documentos estaban
destinados a ser almacenados de forma permanente; sin embargo, en muchos
casos, por razones prácticas, se impusieron límites de tiempo para el almace-
namiento de entre 10 y 30 o incluso 100 años, que variaban de una jurisdicción
a otra y dependían del tipo de documento archivado. 

Uso de la tecnología de la información por parte de los notarios 
Con el auge de las tecnologías de datos electrónicos, estas responsabilidades de
archivo comenzaron a trasladarse gradualmente al ámbito electrónico. Inicial-
mente, la digitalización se centró simplemente en escanear y almacenar docu-
mentos físicos de manera informal para facilitar su accesibilidad y manejo en
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las oficinas notariales. Esta situación sigue siendo una realidad para muchos
notarios de todo el mundo: los documentos notariales auténticos se crean en
papel y las copias electrónicas escaneadas de los documentos originales son
almacenadas por los notarios de forma individual en sus propios archivos, sin
ninguna centralización ni estandarización. 

Desarrollo del archivo electrónico moderno 
Sin embargo, en muchas jurisdicciones, esta práctica ha evolucionado hacia
una disciplina más compleja: el archivo electrónico, que no solo implica el al-
macenamiento digital, sino que garantiza la autenticidad, la integridad, la ac-
cesibilidad a largo plazo y el valor probatorio legal de los documentos a lo
largo del tiempo. Hoy en día, el archivo electrónico se refiere a la gestión sis-
temática, segura y conforme a la ley de los documentos digitales, a menudo
bajo supervisión pública. Esto incluye el uso de metadatos, firmas digitales,
sellos de tiempo cualificados y sistemas de archivo certificados para garantizar
que los documentos archivados permanezcan inalterados, verificables y acce-
sibles durante décadas. 

II. Retos técnicos y riesgos, especialmente en el cumpli-
miento de las responsabilidades notariales esenciales

En ámbitos altamente regulados, como la profesión notarial, el archivo elec-
trónico ofrece algo más que comodidad: es una garantía de la confianza
pública en el ordenamiento jurídico. El paso de la conservación física a la di-
gital refleja una transformación más amplia en la práctica jurídica: de la for-
malidad basada en el papel a la seguridad y eficiencia digitales, sin compro-
meter la seguridad jurídica. La confianza de los ciudadanos es especialmente
importante en los principales ámbitos de la práctica notarial: derecho inmo-
biliario, derecho de sociedades, derecho sucesorio y derecho de familia. 

Los notarios tienen responsabilidades críticas que requieren los más altos 
estándares de fiabilidad, seguridad jurídica y protección. El cambio a proce-
sos digitales y remotos plantea varios retos y riesgos técnicos importantes,
entre ellos: 

Integridad y no repudio de los documentos 
Los documentos electrónicos deben permanecer a prueba de manipulaciones
durante todo su ciclo de vida. La implementación de firmas electrónicas cuali-
ficadas (QES) y sellos de tiempo seguros es esencial para garantizar que los
documentos no puedan ser alterados de forma indetectable. 
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Protección y seguridad de los datos 
El tratamiento digital de datos personales y jurídicos sensibles requiere centros
de almacenamiento de datos físicos seguros, un cifrado estricto (de extremo
a extremo), controles de acceso y el cumplimiento de las leyes de protección
de datos (por ejemplo, el RGPD). Cualquier infracción podría acarrear graves
consecuencias legales y reputacionales. 

Fiabilidad y disponibilidad del sistema (seguridad informática, 
como ya se ha tratado en el taller 3), ¿almacenamiento físico adicional? 
Los servicios notariales deben ser siempre accesibles y operativos. Los fallos
técnicos, las interrupciones del servicio o los ciberataques pueden interrumpir
los flujos de trabajo, retrasar el debido proceso de la justicia preventiva, im-
portantes transacciones comerciales o poner en peligro la validez de los pro-
cedimientos electrónicos. Sería recomendable disponer de almacenamiento
físico adicional de documentos para garantizar la máxima fiabilidad e inde-
pendencia de la infraestructura electrónica. 

Interoperabilidad y estandarización 
Los sistemas notariales digitales deben integrarse perfectamente con el soft-
ware notarial interno existente o previsto y con los registros externos, bases
de datos gubernamentales y otras plataformas institucionales, para poder
preparar y verificar la información de manera eficiente y precisa. Esto también
puede incluir el uso de documentos notariales (como poderes notariales) en
monederos electrónicos certificados, como las certificaciones electrónicas de
atributos (Electronic Attestations of Attributes; EAA) de acuerdo con el
reglamento europeo eIDAS que se incluirán en el monedero EUDI. 

Experiencia del usuario y accesibilidad 
Los sistemas técnicos complejos deben seguir siendo fáciles de usar y accesibles
para todas las partes, especialmente para todos los ciudadanos, incluidos aque-
llos con habilidades digitales limitadas o discapacidades, a fin de garantizar
la equidad y la inclusión de los procedimientos. Con sujeción a las normas
profesionales, los usuarios pueden tener acceso directo a algunos o a todos
sus documentos almacenados en el archivo electrónico. 

Obsolescencia tecnológica y migración 
El archivo a largo plazo requiere actualizaciones periódicas y la migración de
datos a nuevas tecnologías durante todo el período de conservación, que
puede llegar a ser de cien años. Las nuevas tecnologías pueden incluir el ADN
o la computación cuántica. 
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III. Aspectos económicos: ventajas y problemas

El archivo electrónico y la conservación de documentos ofrecen importantes
beneficios económicos a largo plazo gracias al aumento de la eficiencia. Sin
embargo, es probable que aumenten los costes, especialmente a corto plazo,
teniendo en cuenta los costes de la transición. Estas inversiones y su finan-
ciación requieren una planificación cuidadosa para mitigar los riesgos y garan-
tizar un funcionamiento sostenible y eficaz. 

Ventajas: 
Ahorro de los costes de almacenamiento físico 
El archivo digital elimina o reduce la necesidad de espacio de almacenamiento
físico, así como los costes de transporte y administrativos. 

Mayor eficiencia y recuperación más rápida 
Los archivos electrónicos permiten un acceso rápido y específico a los docu-
mentos, lo que acelera los flujos de trabajo y reduce los costes de personal. Si
la legislación lo permite, esto también puede permitir la búsqueda en toda la
base de datos de escrituras notariales dentro de la notaría o incluso en varias
oficinas notariales. 

Problemas: 
Altos costes iniciales de instalación y costes informáticos continuos 
El desarrollo, la implementación y el mantenimiento de sistemas de archivo elec-
trónico seguros requieren una inversión significativa y personal especializado. 

Obsolescencia tecnológica y costes de migración 
Hay que tener en cuenta las actualizaciones periódicas y la migración de datos
a nuevas tecnologías durante todo el período de conservación, que puede ser
de hasta cien años.

Dependencia de una infraestructura informática fiable 
Las interrupciones y fallos del sistema pueden bloquear el acceso a documen-
tos críticos. Es esencial contar con una infraestructura informática fiable (in-
cluida la seguridad informática). 

Distribución justa y transparente de los costes a través del arancel notarial 
Si bien los costes de los archivos físicos se reducen, los archivos electrónicos
conllevan costes, entre ellos los de archivo a largo plazo, que pueden ser difí-
ciles de prever. Estos costes deben considerarse abiertamente. 

•

•
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Los costes serán asumidos en última instancia por los usuarios y deben dis-
tribuirse de forma equitativa y recaudarse de manera eficiente. El sistema del
arancel notarial basado en el valor de la transacción permite una distribución
justa y transparente de estos costes, mientras que los notarios y sus colegios,
como organismos públicos, pueden garantizar la integridad y la disponibilidad
a largo plazo de los datos almacenados. 

IV. Aspectos políticos
Almacenamiento descentralizado - centralizado 
La decisión entre el almacenamiento descentralizado (distribuido entre múlti-
ples ubicaciones/actores) y los repositorios centralizados plantea cuestiones
políticas y prácticas sobre el control, la seguridad, la responsabilidad y la re-
siliencia. Los sistemas centralizados pueden aumentar la vulnerabilidad a los
ataques o al uso indebido, mientras que los enfoques descentralizados re-
quieren modelos de gobernanza sólidos. 

Propiedad - soberanía digital 
Coste y problemas de la propiedad 
Determinar quién es el propietario legal y quién controla los archivos elec-
trónicos implica decisiones políticas que afectan a la responsabilidad, la
obligación y los costes de mantenimiento y acceso. 

Acceso a los datos 
Quién puede acceder a los datos archivados, y en qué condiciones, es una
cuestión políticamente delicada, especialmente en lo que respecta a la super-
visión gubernamental frente a los derechos individuales. 

Tecnología de big data (capacidad de búsqueda, IA) 
El uso de búsquedas avanzadas, análisis e inteligencia artificial en los datos
archivados plantea retos políticos relacionados con la transparencia, la equi-
dad y el posible uso indebido. Surgen debates políticos sobre cómo y en qué
medida los sistemas de inteligencia artificial deben aprovechar los datos
archivados, incluyendo cuestiones de sesgo, responsabilidad, uso ético y quién
se beneficia de dicha tecnología. 

Protección de los datos personales: ¿confidencialidad frente al Estado? 
Garantizar que la información personal sensible esté protegida contra el acce-
so o la vigilancia no autorizados por parte del Estado es una cuestión política
importante, que suscita preocupaciones sobre los derechos de privacidad y
las libertades civiles. 

•

•
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Accesibilidad 
Equilibrar el acceso abierto para la transparencia y la confianza de la ciu-
dadanía con las restricciones necesarias para proteger la información sensible
es una cuestión políticamente compleja. Garantizar un acceso equitativo entre
los diferentes grupos sociales y regiones también es un retofundamental. 

¿Ofrecer servicios de archivo a terceros? 
Los notarios y los colegios que gestionan el archivo podrían ofrecer sus servi-
cios de archivo público seguro para almacenar los datos de los usuarios. Sin
embargo, por regla general, dichos servicios deberían limitarse a los datos ju-
rídicamente relevantes relacionados con los ámbitos de la actividad notarial.

V. Conclusión: enfoques 
recomendados y “mejores prácticas”

Función pública 
La justicia (incluida la justicia preventiva) es una función que emana del Es-
tado y debe ser garantizada, organizada y controlada por el mismo. Los nota-
rios, en particular, poseen datos personales muy sensibles que deben prote-
gerse. Entre los principios fundamentales se incluyen: 

Propiedad 
Deben existir marcos jurídicos claros que definan la propiedad y el control
de los datos archivados para garantizar la responsabilidad y la transparencia. 

Seguridad 
Es esencial contar con medidas técnicas y organizativas sólidas para proteger
los datos contra el acceso no autorizado, la pérdida o la manipulación. 

Confidencialidad 
Se necesitan salvaguardias estrictas para preservar la privacidad y evitar el uso
indebido de información sensible, especialmente frente a las autoridades del
Estado, de conformidad con los requisitos de las garantías constitucionales y
la legislación sobre protección de datos personales. 

Confianza 
Para mantener la confianza de la ciudadanía se requiere transparencia, pro-
cedimientos fiables y el cumplimiento de las normas más estrictas en materia
de tratamiento de datos. 

•
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Modelos de financiación 
La financiación sostenible es fundamental para sufragar los costes continuos
del archivo y la conservación electrónicos seguros. La aplicación de aranceles
más elevados cuando sea apropiado puede ayudar a cubrir los gastos de in-
versión y mantenimiento. Una distribución equitativa de la carga entre las
partes interesadas debe garantizar que los costes no afecten de manera despro-
porcionada a ningún grupo en particular, manteniendo la accesibilidad y 
la equidad. 

Papel de los notarios y colegios de notarios 
Los notarios y sus colegios representativos desempeñan un papel fundamental
en el impulso de estas iniciativas: 

La tecnología de almacenamiento informático se encuentra fácilmente dispo-
nible, lo que hace que su implementación sea factible con una planificación
y una gobernanza adecuadas. 

Los usuarios, el Estado, los registros, etc. no tienen conocimiento del interés
específico que reviste en este caso, ya que no se ocupan habitualmente de cues-
tiones de almacenamiento y confían en que los notarios se encarguen de ello. 

Colegios: Los colegios de notarios deben liderar la labor de establecer normas,
proporcionar orientación y coordinar la formación. Deben reunir a todas las
partes interesadas, explicar los retos y proponer soluciones prácticas. 

Sin embargo, los Estados deben proporcionar las bases y marcos jurídicos que
faculten a los notarios a gestionar archivos que merezcan la confianza de los
ciudadanos dentro de unos límites definidos. 

Recibir orientación a través de la cooperación internacional con otros nota-
riados y organizaciones de desarrollo para los colegios. La cooperación entre
colegios de notarios a nivel internacional puede facilitar el intercambio de
conocimientos y proporcionar apoyo a quienes solicitan asistencia. 

•

•
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TEMA II
APERTURA    INTRODUCCIÓN    PUBLICACIÓN DE ARTÍCULOS

LA JURISDICCIÓN
VOLUNTARIA

NUEVAS COMPETENCIAS AL SERVICIO DE LOS CIUDADANOS

Los notarios en el centro de un sistema jurídico moderno:
¿Qué competencias para acompañar la evolución social y económica?
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Jueces y Notarios en Europa:
Posibles denominadores comunes

Estimados representantes de los notarios, estimados organizadores de esta ini-
ciativa, estimados colegas, estimados amigos.

Es para mí un gran honor y un placer dirigirme a ustedes en este importante
evento de la Unión Internacional de Notarios en mi calidad de Secretario Ge-
neral de la Asociación Internacional de Jueces (IRV) y también en nombre de
su actual presidente, el Sr. Duro Sessa.

Me gustaría añadir que es un placer especial para mí intervenir en un evento
organizado por notarios, ya que yo mismo trabajé durante más de veinte años
como profesor y conferenciante en la Escuela Notarial de Turín.

He redactado un breve informe en alemán sobre las relaciones entre la Aso-
ciación Internacional de Jueces y la Unión Internacional de Notarios, que he
enviado a los organizadores y que también se publicará en el sitio web de la IRV. 

En este discurso de bienvenida, me gustaría destacar brevemente algunos as-
pectos de la labor de la organización que tengo el honor de representar aquí.

Por otra parte, también he preparado un informe en inglés sobre la libertad
contractual en el derecho de familia y el papel del notario en este ámbito. Como
muchos de ustedes sabrán, el objetivo principal de la IRV es reforzar la inde-
pendencia del poder judicial como característica esencial de como característica
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esencial de su función, garantizar la protección del estatus constitucional y
moral del poder judicial y promover el respeto de los derechos y libertades fun-
damentales de los ciudadanos. La IRV tiene carácter consultivo ante las Na-
ciones Unidas (en particular ante la Oficina Internacional del Trabajo y el
Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas, pero sobre todo ante la
Oficina del Relator Especial de las Naciones Unidas sobre la independencia de
los magistrados y abogados) y ante el Consejo de Europa. En lo que respecta a
este último, tenemos carácter de observador ante la CEPEJ (Comisión Euro-
pea para la Eficiencia de la Justicia) y el CCJE (Consejo Consultivo de Jueces
Europeos).

La Asociación Internacional de Magistrados cuenta con cuatro comisiones de
estudio, cuya tarea consiste en examinar cada año un tema diferente en distintos
ámbitos. En particular, la segunda comisión se encarga de examinar el derecho
civil y el derecho procesal civil. En particular, la segunda comisión se encarga
de examinar el derecho civil y el derecho procesal civil.

Por lo tanto, esta comisión es, naturalmente, la que más se ajusta a sus objetivos
y actividades. Desde su fundación, esta comisión ha tratado ocasionalmente
temas que pueden ser de interés para los notarios.

Las conclusiones de cada reunión anual están disponibles en el sitio web de la
IRV (https://www.iajuim.org/general-reports and-conclusions-by-the-2nd-study-
commission), y en mi informe escrito encontrarán una lista de temas de interés
notarial que se han tratado en estos foros.

Cabe mencionar ahora que el IRV y la Unión Internacional del Notariado fir-
maron un acuerdo de cooperación hace más de treinta años (el 29 de septiem-
bre de 1994). Tras la firma de este acuerdo, nuestras dos organizaciones han
colaborado con éxito en diversas iniciativas de formación. Este acuerdo se ren-
ovó en 2023 en Brasilia (Brasil). En mi informe escrito encontrarán una lista
completa de las actividades bilaterales de los últimos años.

Somos muy conscientes de que, a nivel internacional, existen toda una serie de
instrumentos y normas que han sido publicados por organizaciones como las
Naciones Unidas (véanse los «Principios básicos sobre la independencia de la
judicatura») y el Consejo de Europa (me refiero en particular a la Recomen-
dación n.º 12/2010 y a los dictámenes del Consejo Consultivo de Jueces Eu-
ropeos), que hacen hincapié en la necesidad de proteger la autonomía, la
independencia y la imparcialidad de los jueces.



Si examinamos detenidamente las normas básicas, nos damos cuenta de que
estos principios también forman parte del «patrimonio cultural» de la profesión
notarial, por así decirlo. Por lo tanto, creo que, a la luz de estos principios in-
ternacionales, deberíamos tratar de aprovechar la experiencia de los sistemas
jurídicos en los que los jueces y los notarios reciben una formación conjunta.
Me gustaría destacar en particular la experiencia alemana, que se basa en una
formación básica conjunta dividida en dos fases fundamentales  (formación en
dos fases): una más teórica y otra más práctica. Ambas partes se caracterizan
por exámenes muy exigentes y selectivos (primer examen jurídico, segundo exa-
men jurídico estatal). Entre estas dos fases, un servicio preparatorio ayuda a los
futuros jueces, notarios, abogados y profesores de Derecho a profundizar sus
conocimientos teóricos y prácticos de la mejor manera posible.

Personalmente, estoy convencido de que es hora de reflexionar y comparar estos
sistemas de selección y formación para determinar qué modelo sería el más ade-
cuado para la selección y formación conjunta de jueces y notarios a nivel eu-
ropeo. En este ámbito, los Estados deberían tener el valor de renunciar a su
soberanía para que podamos contar con juristas europeos y modernos. Todo
ello debería hacerse bajo la bandera de la aplicación de los principios interna-
cionales que acabamos de mencionar, lo que debería ayudarnos a encontrar un
terreno común entre nuestras dos profesiones.

Además, los tiempos modernos requieren profesionales del derecho capaces de
leer e interpretar correctamente leyes cada vez más peor redactadas y complicadas,
para darles vida y convertirlas en motores de la modernidad y el progreso.

Por lo tanto, necesitamos notarios y jueces competentes y bien informados que
sean conscientes de su función, pero que también sean valientes e innovadores:
tal éxito solo es posible mediante una cooperación cada vez más estrecha entre
nuestras dos profesiones.

Señoras y señores,
Pasando ahora brevemente (en inglés) a los temas que se abordarán durante
este Congreso, a través de las mesas redondas de hoy y el foro de mañana, deseo
subrayar el papel fundamental que desempeña la profesión notarial en los sis-
temas de derecho de familia contemporáneos en gran parte del mundo.

En un momento en el que tanto las disposiciones legales como las decisiones
judiciales hacen cada vez más hincapié en la autonomía de las partes, las fun-
ciones notariales se han convertido en una piedra angular indispensable para
establecer un marco sólido de acuerdos. Estos acuerdos sirven de base jurídica



para el futuro patrimonial de innumerables familias. Nos corresponde recono-
cer que los recientes acontecimientos históricos y sociales nos han llevado en
esta dirección.

Mi generación heredó un sistema jurídico en el que la figura central de cual-
quier posible conflicto familiar era invariablemente el juez. Este paradigma es-
taba profundamente arraigado en la autoridad que históricamente ejercía la
Iglesia sobre los asuntos matrimoniales y familiares, prohibiendo el divorcio, por
un lado, y manteniendo una estricta supervisión de las separaciones legales, por
otro. Con el fin de evitar lo que se consideraban separaciones «caprichosas», los
tribunales eclesiásticos estaban obligados a realizar investigaciones exhaustivas so-
bre los méritos, las causas y las consecuencias de las crisis de cada matrimonio.

Cuando tras la secularización de esta jurisdicción —cuando los casos relaciona-
dos con la separación y el divorcio pasaron a ser competencia de jueces legos—,
los tribunales de toda Europa siguieron adoptando durante muchos años una
postura intrusiva, incluso en los casos en que las partes estaban totalmente de
acuerdo. Solo en los últimos tiempos los jueces, magistrados y juristas han lle-
gado a apreciar la importancia de permitir que las personas determinen, de
mutuo acuerdo, su propio destino. Al fin y al cabo, estamos hablando de adul-
tos, a los que no se debe tratar con condescendencia.

Como se analizará con más detalle esta tarde y mañana, muchas jurisdicciones
aceptan ahora que un matrimonio pueda disolverse completamente fuera de
los tribunales. En tales casos, es imperativo que las partes estén plenamente in-
formadas de las implicaciones de sus decisiones. Los notarios, como profesiona-
les independientes e imparciales, se encuentran en una posición única para
proporcionar el asesoramiento y la asistencia jurídica necesarios. Su partici-
pación en este momento crítico de la vida de las personas es esencial para pre-
venir futuras disputas, como examinaremos más adelante. Esto también refleja
el enfoque que los organizadores pretendían adoptar al configurar nuestros de-
bates: partir de las necesidades reales de las personas, con el fin de determinar
el apoyo tangible que pueden ofrecer la experiencia profesional y la imparciali-
dad de los notarios.

Por ahora, les agradezco sinceramente su amable atención.
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Para este segundo tema del Congreso, elegimos destacar las nuevas misiones
de la “magistratura voluntaria”, también llamada jurisdicción voluntaria o ju-
risdicción no contenciosa. Todas tienen el mismo fundamento: nacen de la
ausencia de conflicto y se basan en un acto de voluntad de las partes. Pero in-
cluso sin litigio, la presencia de un tercero imparcial e independiente sigue
siendo necesaria para controlar, valorar y validar los acuerdos. Este rol puede
ser desempeñado no solo por el juez, sino también por el notario, verdadero
“magistrado de lo amigable”.

Como habrá quedado claro, el tema de la “magistratura voluntaria” es inescin-
dible del movimiento conocido como “desjudicialización”, es decir, la resolu-
ción de ciertas cuestiones por medios distintos al judicial.

Para comprender plenamente el interés de este tema para la profesión, es nece-
sario recordar su contexto, ya sea de (i) contractualización del derecho o de (ii)
saturación de los tribunales.

1. El término “contractualización o privatización del derecho” remite al lugar
cada vez más central que el Estado reconoce a la autonomía de la voluntad.
Vivimos un momento histórico en el que nuestra sociedad evoluciona rápida-
mente, impulsada por la tecnología y enfrentada al envejecimiento de la
población, la disminución de la natalidad y la creciente complejidad de la vida
familiar y económica.

Las familias y las empresas expresan necesidades en constante renovación que
el Estado, por razones prácticas, no logra satisfacer en plazos adecuados. El dere-
cho ya no es solo la ley del Estado impuesta desde arriba; se convierte en un
derecho vivo, a menudo anticipado y moldeado por la práctica notarial.
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Así, el notario, profesional cercano y garante de la legalidad, suele ser el primero
en detectar las necesidades de las personas —en la fase de escucha y recopilación
de la voluntad de las partes— y en traducirlas en formas contractuales innovado-
ras que preceden e inspiran posteriormente al legislador, quien las transformará,
con su propio ritmo, en normas generales. Pero, mientras tanto, la norma con
fuerza de ley entre las partes, la que rige sus relaciones y previene el litigio, es
el contrato concebido y redactado por el notario.

El notario es el único profesional capaz de asumir este rol de creador del dere-
cho vivo, de puente entre el Estado de derecho y la sociedad, pero también de
punto de equilibrio pacificador entre las partes, ya que combina las caracterís-
ticas de una profesión liberal con la neutralidad e imparcialidad propias del Es-
tado y del juez.

El notario es la seguridad jurídica.
Alimenta los registros públicos con datos fiables.
Garantiza la seguridad de las transacciones.
Es un factor de atractivo para los inversores.
Un motor de competitividad para toda la economía.
Como afirmó Mario Draghi, no puede haber 
crecimiento en un país sin legalidad.

Garante de la legalidad de los contratos, el notario también lucha contra el
lavado de dinero, la evasión fiscal (al recaudar impuestos en nombre del Estado)
y el urbanismo ilegal, convirtiéndose así en un aliado insustituible del Estado.

2. Los tribunales están saturados y los plazos de resolución se alargan. Por lo
tanto, es necesario redefinir el papel del juez: que se concentre en el contencioso
y que ciertas misiones sean confiadas a otras autoridades dignas de confianza.
El notario está listo para asumir este papel, no para reemplazar al juez, sino
para apoyarlo.

Dos límites permanecen claros:

1. El notario interviene solo en ausencia de conflicto.
2. Nunca impone una decisión a las partes, sino que las acompaña en la bús-
queda de un acuerdo conforme a su interés.

Ciertamente, las fronteras son a veces porosas. Tomemos el ejemplo de Italia,
país que me es muy querido: el notario puede ahora autorizar ciertos actos rela-
tivos a menores o personas vulnerables, donde antes solo intervenía el juez.



Es cierto que estas nuevas competencias implican más riesgos.
Es cierto que aumentan su responsabilidad.
Es cierto que hacen su tarea más pesada.
Pero, antes que nada, son prueba de la confianza del Estado.
Y son garantía de la continuidad de la profesión en la era de la inteligencia ar-
tificial que amenaza con hacer desaparecer tantas otras actividades.

Objetivos.
Los grandes objetivos de este congreso, en coherencia con el programa de la
presidencia de Lionel Galliez y en consulta con la Unión Internacional de Ma-
gistrados, son claros:
Identificar las materias no contenciosas.
Aquellas en las que el notario puede intervenir.
A veces en lugar del juez.
Pero la mayoría de las veces a su lado.

Y demostrar algo esencial:
Estas misiones pueden ser confiadas a otra autoridad pública.
Una autoridad legítima.
Una autoridad digna de confianza.
Esa autoridad es el notario.

Deseo también subrayar con fuerza que la desjudicialización no significa apartar
al juez. La presencia hoy de los jueces con nosotros es prueba viviente de ello.
Por el contrario, la descongestión de la justicia (y los jueces lo saben muy bien)
conlleva verdaderas ventajas.

Beneficia al Estado, que ve reducirse los plazos judiciales y sus gastos.
Beneficia a los ciudadanos, que obtienen procedimientos más rápidos, menos
costosos y más confidenciales.
Beneficia a la economía, como factor de atractivo para los inversores.

Como dice un viejo adagio italiano: “Más notario, menos juez”.
Un contrato redactado por el notario es un litigio menos y un juez liberado.
Un contrato redactado por el notario es un paso hacia la prevención.
Un contrato redactado por el notario es otro paso hacia la pacificación social.
Un contrato redactado por el notario es también un paso más en la protección
de las necesidades de la persona.

Un contrato redactado por el notario es, además, un activo para la competitivi-
dad de nuestras economías.



La desjudicialización a favor del notario no es apartar al juez.
Es evitar el juicio cuando no es necesario.
Es dar a la Justicia —con mayúscula— la fuerza para seguir siendo… justa.

Como decía Montesquieu: “Una cosa no es justa porque sea ley, sino que debe
ser ley porque es justa.”

Como coordinadora del Tema II, abrimos nuestra jornada de trabajo, que se
desarrollará según el siguiente programa:

Tres mesas redondas ilustrarán las nuevas misiones notariales de “Magistratura
voluntaria” en tres ámbitos:

La persona y la familia (la mesa será moderada por mí misma).
El patrimonio y la vivienda (mesa moderada por Sophie Potentier).
La empresa y la economía (mesa moderada por Fatou Mballo).

Al final de cada mesa redonda, vincularemos nuestro tema con el Tema nº 1
sobre nuevas tecnologías, dando un ejemplo de tecnología al servicio de la desju-
dicialización.

Finalmente, una cuarta y última mesa redonda, moderada por la Profesora
Daniela Piana, dará el punto de vista de actores externos al notariado sobre
estas nuevas misiones: magistrados, académicos, economistas…
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EL NOTARIO PERUANO Y SU ROL
EN LA DESJUDICIALIZACION MEDIANTE

LOS ASUNTOS NO CONTENCIOSOS

JOSÉ ALBERTO HUACHILLO CEVALLOS1 / NOTARIO EN PERÚ

1. INTRODUCCIÓN

En el derecho Procesal peruano está claro que la llamada jurisdicción volun-
taria ni es jurisdicción ni es voluntaria, por eso nuestro sistema procesal desde
el Código de Procedimientos Civiles de 1911 y el actual Código Procesal Civil
de 1992 no usa el término “jurisdicción voluntaria” los procesos actualmente
se los denomina contenciosos y no contenciosos en función a que, si existe o
no, un conflicto de intereses al interior del proceso. Esta distinción resulta muy
importante el sistema judicial peruano, pues es la base fundamental por la cual
en 1996 se le otorga al notario peruano, con formación jurídica, la facultad de
actuar en asuntos no contenciosos como alternativa al juez que también está
facultado por la ley procesal civil a conocer estos procesos.

Monroy Gálvez2 califica a la actividad del juez en los procesos no contenciosos
como “puramente administrativa de la actividad judicial” y que el legislador de
1992 había pensado encargar estos procesos “a determinados funcionarios
públicos, casi específicamente a los notarios” pero el número de notarios en
aquellos años y en su mayoría sin formación profesional en derecho y los arance-
les notariales, influyo para que el legislador no opte por esta alternativa.

idiOma
ORiGinal

1

MESA
REDONDA 1

LA PERSONA Y LA FAMILIA . ESTadO ciVil y filiación
mOdERadORa: ValEnTina RuBERTElli

1 Notario de la Provincia de Sullana, Piura, Perú; Decano del Colegio de Notarios de Piura y Tumbes.
2 Monroy Gálvez J. Introducción al Proceso Civil, Lima 1996, Temis, Estudio De Belaunde & Monroy 
Abogados, pg. 204
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El notariado peruano ha pasado por dos grandes etapas; la primera en 1911
con la promulgación de la ley N° 1510, mediante la cual se aprueba y promul-
gan tres leyes; la Ley Orgánica del Poder Judicial, el Código de procedimientos
Civiles y la Ley del Notariado, todas elaboradas por una mismo Comité de
Reforma Procesal, lo que desde ya nos daba a conocer que el notario se le
consideraba como parte del sistema de administración de justicia, tan es así,
que la Ley del Notariado establecía que quien nombraba, supervisaba y san-
cionaba administrativamente al notario era la respectiva Corte Superior de
Justicia. En cuanto a la formación profesional del notario, si bien la ley exigía
ser abogado, doctor o bachiller en jurisprudencia, la realidad nacional era que
no había suficientes abogados para asumir el cargo de notario, por lo que la
ley permitió nombrar notarios no abogados con requisitos adicionales.

La segunda etapa de notariado peruano se inicia 81 años después, en marzo
del año 1992 se promulga el Decreto Legislativo N° 768, Código Procesal
Civil, derogándose el Código de Procedimientos Civiles promulgado en 1911
y la Ley N° 1510; en diciembre del mismo año, por Decreto Ley N° 26002, se
promulga la segunda Ley del Notariado, derogándose la primera aprobada
por la Ley N° 1510. Este decreto ley con influencia liberal, rompe el vínculo
de dependencia que tenía el notario peruano con el Poder Judicial, estable-
ciendo un sistema notarial independiente y autónomo al organizar al notaria-
do en colegios profesionales con autonomía y personería de derecho público.

En el Perú el notario es abogado que ejerce una función pública de manera
privada, autónoma, independiente y a dedicación exclusiva, salvo para cargos
de elección popular, docencia universitaria, ministro o viceministro, no forma
parte de ninguna estructura de la organización estatal, por el contrario, el Es-
tado supervisa el ejercicio de la función notarial, a través, de los Colegios de
Notarios y del Consejo de Notariado, órgano dependiente del Ministerio de
Justicia y Derechos Humanos.

Aunque no se reconozca expresamente, consideramos que el legislador y las
autoridades reconocen que el notario peruano ejerce un poder estatal, el po-
der certificante que le otorga el Estado al entregarle el título de notario auto-
rizándolo a dar fe de los actos y contratos que ante él se celebran, así como para
la comprobación de hechos. Esta es la real fuerza del notario que le ha permitido
al legislador encargarle algunos asuntos son contenciosos, tomando además en
cuenta la calidad profesional y seguridad jurídica que brinda el notario.
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2. EL PODER CERTIFICANTE DEL NOTARIO

El maestro Eduardo Couture, publico en 1947 su obra, “El Concepto de Fe
Publica”3 en cuyo capitulo IV expone las teorías de aquella época, que trata-
ban de explicar la función de la fe pública, una de aquellas teorías es la del
poder certificante, que en palabras de Couture era, “… una concepción muy di-
fundida según la cual la fe pública actúa en el orden jurídico como una emanación
del poder certificante del Estado y con el propósito de validar en nombre de éste a
ciertos actos jurídicos (…) El escribano dentro de esta concepción vendría a actuar a
nombre y en representación del Poder Público. Esta actuación la realiza por delegación
según los más (….) Por oposición a la jurisdicción propiamente dicha a cargo de los
órganos del poder judicial la jurisdicción voluntaria que actúa “inter volentes”, se dice,
se ha radicado en el notariado…”. Hace referencia a Poggi, Mendes de Almeida,
Romagnosi, Montejo, Gerona, de Velazco, Bellver Cano, Paz, Bibiloni Soares,
Azpetia Esteban; autores de inicios del siglo XX que defendían está teoría.

Como buen ius positivista, Couture no hace un análisis constitucional,
mucho menos político (ciencias políticas) de la teoría del poder certificante
del Estado, sino que concluye que, el notario o la función notarial, nace de
la ley, para Couture los notarios son instrumentos de la Ley.

El análisis del poder certificante del Estado, no fue estudiado en profundidad
y no fue muy difundido, el ius positivismo primo para explicar la naturaleza
de la función notarial, sin embargo, en 1957 la Universidad de Chicago pu-
blica la obra de Karl Loewenstein: “Political Power and the governamental
Process”, cuya edición alemana ha sido traducida al español como: “Teoría
de la Constitución”4, en la cual Loewenstein propone una nueva teoría que
explica el poder estatal y la distribución del mismo, se aparta de la clásica dis-
tribución del poder de Montesquieu, para proponer una nueva adecuada al
constitucionalismo moderno y que, sin proponérselo, realza la teoría del poder
certifican del del Estado, aunque lo exactamente en esos términos; la concep-
ción de la “distribución del poder” propuesta por Loewenstein, nos reconduce
a este poder certificante propuesto por Romagnosi5.

Para Loewenstein, “El estado constitucional se basa en la distribución del
poder” y “La distribución del poder existe cuando varios e independientes
detentadores del poder u órganos estatales participan en la formación de la

3 Couture Eduardo J., El Concepto de Fe Pública, Introducción al estudio del Derecho Notarial, Segunda 
Edición, Montevideo 1954, Ed. Universidad de Montevideo.
4 Teoría de la Constitución, traducción y estudio por: Alfredo Gallego Anabitarte, Ed. Ariel 1° edición 2018.
5 Ob. Citada, El concepto de fe pública, Eduardo J. Couture, pág. 50.

50



RIN 134

voluntad estatal. Las funciones que les han sido asignadas están sometidas a
un respectivo control a través de los otros detentadores del poder; como esta
distribuido, el ejercicio del poder político está necesariamente controlado.”

En el Perú, el notario dejo la dependencia del Poder Judicial, quien lo nom-
braba y supervisaba y paso a ser un profesional del derecho que recibe del Es-
tado, al inicio a través de Presidente de la República, que personifica a la
nación, el título de notario para que ejerza la facultad (poder) de dar fe públi-
ca, es decir, el Estado distribuye parte de su poder certificante, esto es, imponer
a los destinatarios del poder, la fe pública; lo que tiene como consecuencia
que el ciudadano y las autoridades deben creer a priori que lo expresado por
el notario es verdadero y cierto, siendo esto, en palabras de Loewenstein la
“voluntad estatal” que como lo señala el mismo autor, está sometido al res-
pectivo control, en el caso peruano, a la supervisión de la función notarial
por parte del Consejo del Notariado, organismo dependiente del Ministerio
de Justicia y Derechos Humanos (cuyos representantes firman en la actualidad
el título de notario) y que forman parte del Poder Ejecutivo.

Esta opinión sobre el poder que ostenta el notario en el Perú se ve reforzada
por el estudio realizado por Fernando Dupuy Montori quien en 1996 (antes
que se le otorguen al notario la posibilidad de actuar en asuntos no con-
tenciosos) publica “Imperio y Jurisdicción Voluntaria”6; se trata en palabras
de la prologuista de la obra, Elvira Méndez Chang: “La cuidadosa investigación
realizada permite comprobar que, sobre la base de la tradición romanista, la función
del Notariado se interrelaciona y colabora con la jurisdicción; en especial, con la juris-
dicción voluntaria. Asimismo, no hay incompatibilidad entre las funciones del Notario
y las de los Jueces del Poder Judicial, pues ambos están al servicio de los individuos
desde distintas perspectivas: el juez actúa principalmente en los supuestos en los que
hay conflicto; por su parte, el Notario actúa en los supuestos en los que hay acuerdo
entre las partes. Por ende, no se puede señalar a priori que uno sea más adecuado para
la protección de los derechos que puede resumirse en lo siguiente: las actividades de jue-
ces y notarios deben darse en un clima de colaboración y coordinación, sin duplicación
innecesaria de esfuerzos. (…) Por ende, la jurisdicción voluntaria puede estar en manos
de los notarios, lo cual reduciría la carga de trabajo del Poder Judicial.”

En su trabajo, Dupuy señala: “En su inicio, los Notarios y Jueces tuvieron imperio
mixto; la especialización y atribución exclusiva de los litigios al Poder Judicial le
trasladaron la facultad de imperio en forma exclusiva. Ello hizo innecesaria la atribu-

6 Dupy Montori Fernando, Imperio y Jurisdicción voluntaria, Fondo Editorial, Pontificia Universidad Católica
del Perú, 1996.
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ción de imperio a los Notarios”7; entonces no es ajena al notario el “Iudicere” y la
autoridad que le otorga el “imperium”.

En esa misma línea Walter Zegarra Figueroa, expresidente del Consejo del
Notariado del Perú, escribió: “La idea de asimilar el notario al magistrado y,
en ciertos casos, sustituirlo proviene de su poder de homologación, de legiti-
mación, y de imposición de credibilidad pública, sus actuaciones tienen la
presunción de prueba privilegiada y en muchos casos de exención de prueba”8

El Poder Judicial del Perú a través de la Sala Civil Transitoria de la Corte
Suprema de Justicia9 a sentado precedente al reconocer que el notario ejerce
función jurisdiccional y como tal, autoridad, dentro de los límites establecidos
en la Ley N° 26662; dejando claramente establecido que la competencia del
notario en asuntos no contenciosos no es de naturaleza administrativa; al
señalar en sus considerandos:

“CUARTO.- (….) apreciándose que el trámite de sucesión intestada ante Notario
Público no constituye un procedimiento administrativo, pues está regulado por las nor-
mas de la Ley número 26662 y supletoriamente por la Ley del Notariado y el Código
Procesal Civil (…)”

“OCTAVO.- Si entendemos autoridad como la facultad de ejercer la función jurisdic-
cional, es claro que los Notarios Públicos están investidos de tal facultad (y, por lo
tanto, de autoridad), en virtud de lo previsto por la Ley número 26662, Ley de Com-
petencia Notarial en Asuntos no Contenciosos, con las limitaciones que allí se estable-
cen, por lo que, atendiendo a lo indicado, es indudable que la norma del artículo 139
inciso 2 de la Constitución Política del Perú10, concordante con el artículo 4 del Texto
Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial11 es aplicable a su actividad,
en cuanto está enmarcada en la ley en mención (…)”

7 Ibi Ob. citada pág. 61
8 Zegarra F. Walter, en: Cuestiones Preliminares en Asuntos no Contenciosos y Divorcio en Sede Notarial, Ed,
Gaceta notarial, Lima 2023.
9 Casación N° 4867-2015-Cusco, nulidad de trámite notarial
10 Constitución Política del Perú: “Artículo 139.- Son principios y derechos de la función jurisdiccional (…)
inciso 2: “La independencia en el ejercicio de la función jurisdiccional.”
11 Artículo 4.- Toda persona y autoridad está obligada a acatar y dar cumplimiento a las decisiones judiciales o
de índole administrativa, emanadas de autoridad judicial competente, en sus propios términos, sin poder calificar
su contenido o sus fundamentos, restringir sus efectos o interpretar sus alcances, bajo la responsabilidad civil,
penal o administrativa que la ley señala. Ninguna autoridad, cualquiera sea su rango o denominación, fuera de
la organización jerárquica del Poder Judicial, puede abogar al conocimiento de causas pendientes ante el órgano
jurisdiccional. No se puede dejar sin efecto resoluciones judiciales con autoridad de cosa juzgada, ni modificar
su contenido, ni retardar su ejecución, ni cortar procedimientos en trámite, bajo la responsabilidad política,
administrativa, civil y penal que la ley determina en cada caso. Esta disposición no afecta el derecho de gracia.
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En nuestra opinión, el poder certificante del que goza el notario se afianza
cada día más en nuestra doctrina y legislación al atribuírsele más competencias
en asuntos no contenciosos e incluso en algunos considerados por la legis-
lación procesal civil como contenciosos como en el caso del proceso de divor-
cio consensuado o por mutuo acuerdo.

Tal como le hemos señalado el poder certificante del notario peruano es re-
conocido por jueces del más alto nivel como son los de la Corte Suprema de
Justicia, y además valorado por el Poder Judicial12 al interrelacionarse el poder
certificante del notario con el poder jurisdiccional y coercitivo de juez, en el
proceso especial de “desalojo con intervención notarial”, mediante el cual el
notario contribuye eficaz y prontamente la restitución al propietario del in-
mueble arrendado a un inquilino que no paga la renta o que tiene el contrato
vencido, lográndose un proceso de desalojo muy rápido (llamado express),
que si se lleva exclusivamente en el poder judicial, demora no menos de cuatro
años y con la intervención del notario se concluye en tres a cuatro meses en
el peor de los casos.

La fe pública, es el poder certificante del notario, precisamente porque lo
público denota un poder estatal y la fe, es la verdad oficial que el Estado le
impone al ciudadano para garantizar la seguridad jurídica; que el notario este
al mismo nivel jerárquico que el Juez se lo da la fe pública que es un poder
del Estado. Esto se corrobora en la propia Ley Orgánica del Poder Judicial,
dado que en su artículo 58°13, otorga facultades notariales (no todas) a los jue-
ces de paz letrados, y también se corrobora este poder, con la Ley de Justicia

12 Facebook del Poder Judicial del Perú, 3 de agosto del 2023, #DesalojoNotarial (express)
13 Ley Orgánica del Poder Judicial; Artículo 58.- Los Juzgados de Paz Letrados, cuya sede se encuentre a más de
diez kilómetros de distancia del lugar de residencia de un Notario Público, o donde por vacancia no lo hubiera,
o en ausencia del Notario por más de quince días continuos, tienen además respecto de las personas, bienes y
asuntos de su competencia, las siguientes funciones notariales: 1.- Escrituras Imperfectas. Llevar un registro en
el que anota, mediante acta la fecha de presentación de la minu-ta, el nombre, apellidos, estado civil, nacional-
idad, ocupación, domicilio y documentos de identidad de los otorgantes y de sus cónyuges, la naturaleza del
acto o contrato, el derecho o cosa a que se refiere, su valor si se lo anuncia, el monto de los impuestos pagados
y derechos cobrados, anotándose fecha y número de los recibos correspondientes. Anota asimismo su apreciación
sobre la capacidad de los otorgantes. El acta es firmada por el Juez, los otorgantes y dos testigos mayores de edad
y vecinos del lugar. Las actas se extienden en estricto orden cronológico, una a continuación de otra sin dejar
espacios libres. Asentada y firmada el acta, el Juez devuelve la escritura imperfecta a los interesados, dejando
constancia del folio y libro, así como de la fecha de inscripción en su registro. 2.- Protestos. Efectuar el protesto
de letras de cambio y demás documentos susceptibles de esta diligencia, con las formalidades establecidas en la
ley de la materia. De la diligencia se asienta un acta en el registro al que se refiere el inciso anterior, en estricto
orden cronológico. El Juez imprime el sello"protesto"o dicha palabra en cualquier otra forma, en el documento
objeto de la diligencia. 3.- Legalizaciones. Legalizar las firmas de un documento cuando el otorgante lo solicite
y se encuentre en su presencia. Asentar el acta respectiva en el libro referido en los incisos anteriores y poner la
constancia en el do-cumento firmado.

53



RIN 134

de Paz, en cuyo artículo 17°14 se le otorgan un número limitado de facultades
notariales a estos jueces (que no necesariamente son abogados), que son elec-
tos por votación popular pero que dependen del Poder Judicial.

3. COMPETENCIAS A LOS NOTARIOS 
PERUANOS EN ASUNTOS NO CONTENCIOSOS

En el Perú, no hay antecedentes legislativos sobre competencia notarial en
asuntos no contenciosos; la Ley N°26662, es la primera norma que otorga
competencia a los notarios en asuntos no contenciosos, pero ni en los proyec-
tos de ley presentados, ni el dictamen de la Comisión de Justicia del Congreso
de la República, a la fuente que sirvió de base a la propuesta legislativa, solo
se hace mención, a modo de ejemplo, que en otros países el notario tiene
competencia en éstos asuntos y se describe en qué casos, sin embargo, ha-
ciendo un estudio sobre la institución procesal de la “oposición” y los “intere-
sados” en nuestra legislación, dado que la gran mayoría de notarios y en la
doctrina peruana consideran pacíficamente, que interesado es cualquier per-
sona, tenga o no derecho o legitimo interés en el asunto no contenciosos en
trámite y por tanto, se puede oponer al asunto no contencioso, inclusive sin
expresión de causa; encontramos que el artículo 6° de nuestra ley15, es casi
idéntico al artículo 1° del Decreto 54-77 de la Republica de Guatemala16, de-
nominada: “Ley Reguladora de la Tramitación Notarial de Asuntos de Juris-
dicción Voluntaria” cuyo artículo 1° establece que para que asuma competen-
cia el notario se requiere del consentimiento unánime de los interesados y
que si alguna de las partes manifiesta oposición el notario se atiene abstiene
de conocer y remite lo actuado al tribunal correspondiente.

14 Ley N° 29824; Artículo 17. Función notarial: En los centros poblados donde no existe notario, el juez de paz
está facultado para ejercer las siguientes funciones notariales: 1. Dar fe de los actos y decisiones que adopten en
asamblea las organizaciones sociales o comunales dentro de su jurisdicción. 2. Certificar firmas, copias de docu-
mentos y libros de actas. 3. Escrituras de transferencia posesoria de bienes de un valor de hasta cincuenta (50)
Unidades de Referencia Procesal y que se ubiquen dentro de su jurisdicción. 4. Transferencia de bienes muebles
no registrables hasta un límite de diez (10) Unidades de Referencia Procesal. 5. Otorgamiento de constancias,
referidas al presente, de posesión, domiciliarias, de supervivencia, de convivencia y otras que la población re-
quiera y que el juez de paz pueda verificar personalmente. En el caso de las constancias domiciliarias, debe llevar
el registro respectivo en el que conste la dirección domiciliaria habitual del titular e informar periódicamente
al Registro Nacional de Identificación y Estado Civil (RENIEC). " 6. Protestos por falta de pago de los títulos
valores. Las Cortes Superiores de Justicia, en coordinación con el Colegio de Notarios de la jurisdicción corres-
pondiente, definen y publican la relación de juzgados de paz que no pueden ejercer funciones notariales por
no cumplir con los criterios indicados en el primer párrafo del presente artículo. Las escrituras de transferencia
extendidas ante los juzgados de paz constituyen documento público, conforme al Código Procesal Civil. Las ac-
tuaciones notariales de los jueces de paz son supervisadas por el Consejo del Notariado.
15 Ley N° 26662, Artículo 6.- Consentimiento Unánime. - Es requisito indispensable el consentimiento unánime
de los interesados. Si alguno de ellos, en cualquier momento de la tramitación manifiesta oposición, el notario de-
be suspender inmediatamente su actuación y remitir lo actuado al juez correspondiente, bajo responsabilidad.
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El legislador peruano tomo lo dispuesto por la norma guatemalteca, sin tener
en cuenta que la realidad notarial y procesal en cada país son distintas.

En efecto, en Perú, salvo en los procesos de ejecución y en los asuntos no con-
tenciosos que en numerus clausus se tramitan ante juez, y en los cuales la
oposición sirve para que el emplazado con el asunto no contencioso presen-
tado contradiga la solicitud; la oposición conforme al Código Procesal Civil,
al igual que la tacha, es una “cuestión probatoria” que sirven para denunciar
la ineficacia de un medio de prueba presentado por la contraparte en un pro-
ceso contencioso; con la tacha cuestiona un documento o testigo en cuanto
a su validez o credibilidad, respectivamente, y con la oposición busca evitar
que un medio de prueba se actúe en audiencia o que tenga efecto probatorio.

En la legislación procesal de Guatemala para oponerse se requiere legítimo
interés o derecho legítimo y no se actúa como una cuestión probatoria, sino
como el ejercicio pleno del derecho de contradicción, por el cual el asunto
no contencioso pasa a ser competencia del juez, el juez resuelve la oposición
y continua con el trámite, a diferencia del Perú, donde ante una oposición,
conforme al artículo 6° de la Ley N° 26662, el notario debe suspender el
trámite notarial y remitirlo al juez competente, bajo responsabilidad; en la
práctica el Juez competente no resuelve la oposición, ni continua con el
trámite, simplemente lo recibe y lo reinicia el trámite como nuevo, dejando
de lado todo lo avanzado por el notario, lo que genera el efecto contrario a la
desjudicialización, pues se produce un nuevo proceso, esta vez judicial, sobre
el mismo asunto no contencioso y que puede terminar exactamente como lo
hubiera hecho el notario de no mediar la “oposición”. Evidentemente, esto
no es una simple comparación Legislativa, ni una disgregación doctrinal, es
fundamental en el Perú y en cualquier legislación, tener claro que es la insti-
tución procesal de la oposición, quien debe ser considerado “interesado” para
evitar todos estos problemas que se han generado en el Perú, por trasladar un
texto normativo de un país a otro, sin entender la lógica-jurídica de la institu-
ción procesal de la oposición en ese país, y como se aplicaría en el país que
acoge la norma, lo mismo sucede con quien tiene la calidad de interesado,
dado que estos dos conceptos resultan de primordial importancia para que 
el notario como autoridad ejerza si contratiempos la llamada “jurisdicción
voluntaria”, en nuestro caso, los asuntos no contenciosos que el Estado en-
carga al notario.

16 Decreto 54-77, Articulo 1. Consentimiento Uniforme. Para que cualquier asunto de los contemplados en esta
ley puede ser tramitado ante notario, se requiere el consentimiento unánime de todos los interesados. Si alguna
de las partes, en cualquier momento de la tramitación, manifestare oposición, el notario se abstendrá de seguir
conociendo y remitirá lo actuado al tribunal correspondiente. En estos casos el notario tendrá derecho a percibir
los honorarios que se hayan pactado o los que disponga el respectivo arancel.
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En el Perú los asuntos no contenciosos que se le han otorgado a el notario
no requieren de homologación judicial, ni de ninguna otra índole, tanto en
los casos contemplados en la Ley de Competencia Notarial en Asuntos No
Contenciosos, como tampoco en el proceso de desalojo con intervención 
notarial17, ni en el procedimiento no contencioso de la separación conven-
cional y divorcio ulterior en las municipalidades y notarias18, ni en los pro-
cedimientos de prescripción adquisitiva de dominio de vehículos e inmuebles,
titulo supletorio, así como en la rectificación de áreas y linderos.19 Esta pu-
blicado el Decreto Legislativo N° 1595, que deroga las leyes N° 27157 y 27333,
ampliando la competencia notarial, no solo a la usucapión de inmuebles, tí-
tulos supletorios y rectificación de áreas linderos y medidas perimétricas, sino
que agrega la regularización del tracto sucesivo y regularización de acciones 
y derechos (cuotas alícuotas) en predios determinados (dos asuntos con-
tenciosos nuevos).

En la práctica el notariado peruano está contribuyendo significativamente
con la desjudicialización y al alivio de la carga procesal de los jueces, en razón
que dada la elevada capacidad jurídica que se exige para acceder a una plaza
notarial y a la eficiencia en su trabajo, cumplimiento estricto de los plazos
legalmente establecidos en los asuntos no contenciosos que se le ha encar-
gado, no de manera exclusiva y excluyente, sino de madera alternativa al Poder
Judicial y a las municipalidades; está demostrando que el Estado reconoce el
poder certificante del notario, razón por la cual se le está asignado nuevas
competencias.

Quien aboga en contra que al notario se le encarguen más asuntos no con-
tenciosos son los abogados litigantes, quienes a través de su respectivo Colegio
de Abogados y de manera personal no recomiendan ni patrocinan con entu-
siasmo llevar un asunto no contencioso en sede notarial, sino que prefieren
el procedimiento judicial, dado el mayor tiempo que demanda resolver un
asunto no contencioso en el Poder Judicial, a pesar de ello, el ciudadano debi-
damente informado prefiere recurrir al notario, antes que al juez o la autori-
dad administrativa en el caso de la separación convencional y divorcio ulterior.

17 Ley N° 30933, Ley que regula el Procedimiento Especial de Desalojo con Intervención Notarial
Ley que regula el Procedimiento Especial de Desalojo con Intervención Notarial.
18 Ley N° 29227, Ley que regula el Procedimiento No Contencioso de la Separación Convencional y Divorcio
Ulterior en las Municipalidades y Notaría
19 Leyes N° 27157, 27333, 28325.
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4. LOS ASUNTOS NO CONTENCIOSOS 
DE COMPETENCIA NOTARIAL

En el Perú, no hay antecedentes legislativos sobre competencia notarial en
asuntos no contenciosos; la Ley N°26662, es la primera norma que otorga
competencia a los notarios En el Perú se adoptó la recomendación del XX
Congreso Internacional del Notariado Latino de Cartagena de indias 1992
de restringir el uso del término jurisdicción voluntaria al de "competencia no-
tarial en asuntos no contenciosos", es así que el 22 de setiembre de 1996 de
publica la Ley N° 26662, con la denominación de Ley de Competencia No-
tarial en Asuntos No Contenciosos, disponiendo que en seis asuntos no con-
tenciosos a saber: Rectificación de partidas, adopción de personas capaces,
patrimonio familiar, inventarios, comprobación de testamentos y sucesión in-
testada; el interesado pueda recurrir indistintamente al Poder Judicial (ante
el Juez de Paz Letrado y bajo las normas del Código Procesal Civil) o al notario
(bajo las reglas de la Ley N° 26662). Esta ley, establece en general, que para
que el notario asuma competencia debe: 1) Existir unanimidad de los intere-
sados (sin definir quién es el interesado), 2) que la petición sea por escrito y
autorizada por abogado, 3) que, se publicite la solicitud 4) que, en caso de
oposición el notario suspenda de inmediato su actuación y remita lo actúa al
juez correspondiente, 5) que, las protocolizaciones se hagan en el “Registro
de Asuntos No Contenciosos”, 6) que, se extienda la escritura o el acta res-
pectiva según el trámite; 7) y en concordancia con la Ley del Notariado, que
el documento (escritura o acta) es autentico y produce todos sus efectos mien-
tras no se rectifique o se declare judicialmente su invalidez.

En el ámbito del derecho de la persona, la rectificación de una partida solo
es posible en casos de error u omisión evidente en, acta de nacimiento, matri-
monio y defunción, no para cambio de nombre o apellidos. Este asunto no
contencioso, quien lo solicita, generalmente requiere celeridad el trámite que
no lo encuentra el Poder Judicial, ante notario, se lleva dentro de los plazos
previstos por la ley. Recientemente con la Ley N° 31721, publicada el 4 de
abril de 2023, se permite también rectificar partidas de nacimiento para fines
sucesorios, mediante anotación marginal en la misma acta de nacimiento,
con la finalidad de garantizar el derecho sucesorio de la persona titular del
acta de nacimiento, sin que ello implique modificar o cambiar otros docu-
mentos públicos y privados, esto en garantía también, del derecho a la iden-
tidad del titular del acta de nacimiento, con la rectificación de la partida de
nacimiento para fines sucesorios se logra un equilibrio entre el derecho a la
identidad con el derecho a suceder a su causante.

57



RIN 134

El Perú, mediante el Decreto Legislativo N° 1384 publicado el 4 de setiembre
del 2018, modifico el Código Civil, el Código Procesal Civil y la Ley del No-
tariado, para adaptar nuestras normas civiles a la Convención sobre Derechos
de las personas con Discapacidad y su Protocolo Facultativo, para incorporar
y regular la capacidad jurídica, institución jurídica que deja sin efecto la tradi-
cional institución de la capacidad, incapacidad absoluta y relativa y curatela,
es así que en el Perú ya no existen personas capaces e incapaces, sino personas
con plena capacidad de ejercicio y personas con capacidad de ejercicio restrin-
gida, no hay curatela, sino designación de apoyos para el ejercicio de la ca-
pacidad jurídica que la tiene toda persona natural por el solo hecho de tener
la calidad de ser humano.

La explicación antes esbozada, resulta necesaria para entender no solo a
quienes están legitimados para solicitar una rectificación de partidas, sino
también, la adopción de personas capaces (según Ley N° 26662) y la desig-
nación de apoyo para las personas adultas mayores.

La adopción de personas capaces (léase adultas) mediante la cual persona con
plena capacidad de ejercicio, acuden ante notario para que una persona lla-
mada adoptante adopte como hijo suyo a otra persona con plena capacidad
de ejercicio llamada adoptado, con el único requisito de presentar una minuta
autorizada por abogado para que el notario con la sola expresión de voluntad
(expresada en la minuta) del adoptante y adoptado y de sus respectivos
cónyuges, en caso de ser casados, así como la declaración jurada del adoptante
de gozar de solvencia moral, eleve la minuta a escritura pública para que con
el parte notarial de la escritura, la autoridad administrativa del Registro Civil
proceda conforme a Ley a anotar la adopción en la partida de nacimiento del
adoptado y extender una nueva con el nombre del padre o padres adoptantes.
Este asunto no contencioso no requiere publicación.

A fin de cuidar las necesidades básicas de la familia y su estabilidad, cualquier
cónyuge, padre o madre que enviudo o se divorció, puede recurrir al notario
para que una casa habitación o predio, cualquiera fuere su valor, destinado a
la agricultura, artesanía, industria o comercio se constituya en patrimonio fa-
miliar, institución prevista en el artículo 488 del Código Civil, a favor del
otro cónyuge, hijos y otros descendientes con capacidad de ejercicio restrin-
gida o a favor de los padres u otros ascendientes en estado de necesidad o her-
manos con capacidad de ejercicio restringida. Este asunto no contencioso se
publica a fin de garantizar el derecho del acreedor y de no mediar oposición
dentro del plazo de 10 días el notario eleva a escritura, la minuta con la cual
se solicita la constitución del patrimonio familiar y cursa los partes al Registro
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de Propiedad Inmueble, con lo cual el inmueble se convierte en inembarga-
ble, inalienable y transmitible por herencia, conforme a los dispuesto por el
Código Civil.20

El asunto no contencioso de inventario ante notario es el que menos atención
ha recibido del legislador, por cuanto el Código Civil, prevé muchos casos
para la realización de un inventario. A pesar de que la Ley N° 26662 estableció
que interesado puede recurrir ante notario o ante juez, en el caso del inven-
tario, no se modificó varios artículos del Código, en Civil donde está previsto
(en algunos casos obligatorio) el inventario21, para ejercer la alternativa de re-
currir al notario. En el Perú el inventario no solo es para fines sucesorios,
dado que el legislador dejo abierta la posibilidad para que el cualquier caso
el interesado, sin expresión de causa, solicite el inventario, dado que solo se
requiere una solicitud pidiendo el inventario, señalando el lugar donde se rea-
lizara el mismo, el notario señala fecha y hora y culminado el inventario ela-
bora el acta describiendo los bienes, su estado y características sin calificar la
propiedad, protocolizando lo actuado al final del mismo, cualquier interesado
puede solicitar el notario la inclusión de más bienes, en este caso se requiere
acreditar el titulo respectivo, pero la exclusión de bienes inventariado solo se
puede solicitar la juez.

En el Perú, la sucesión del patrimonial, mortis causa, es testamentaria o in-
testada, la más frecuente es la intestada, poco se usa el testamento, dado queel
Perú existe la institución de la legitima22 que equivalente a dos tercios del pa-
trimonio del causante y que corresponde obligatoriamente a sus herederos
forzosos, quedándole solo un tercio de libre disponibilidad, por tanto, no
puede disponer libremente de todo su patrimonio al testar. Este asunto no
contencioso es el más frecuente ante notario, dada la celeridad con que se
rea-liza, no obstante, existen algunos inconvenientes, se abusa de la oposición
(sin sustentar jurídicamente la misma) y que muchos casos se oponen, sin
tomar en cuenta que, en la sucesión intestada o legal, se debe seguir obligato-
riamente el orden sucesorio previsto en los articulo 816 y 817 del Código
Civil23, la mayoría de notarios considera que al existir oposición, así la misma

20 Artículo 488 del Código Civil: El patrimonio familiar es inembargable, inalienable y transmitible por herencia.
21 Código Civil: Art. 243, inciso 2), Art. 441, Art. 520, Art. 661, Art. 782, inciso 3). Art. 1006; en todos estos
casos el inventario es solo judicial.
22 Código Civil, Art. 723.- La legítima constituye la parte de la herencia de la que no puede disponer libremente
el testador cuando tiene herederos forzosos.
23 Código Civil, Art. 816.- Son herederos de primer orden, los hijos y demás descendientes; del segundo orden
los padres y demás ascendientes; del tercer orden el cónyuge, en su caso, el integrante sobreviviente de la unión
de hecho; de cuarto, quinto y sexto órdenes, respectivamente, los parientes colaterales del segundo tercer y
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no tome en cuenta los artículos antes indicados, debe suspender el trámite y
remitirlo al Juez, lo que crea innecesariamente carga procesal al juez y va con-
tra la desjudicialización, en nuestra opinión, el notario debe calificar la legali-
dad de la oposición de acuerdo a los establecido en los artículos antes glosados
y denegarla de no estar dentro del parámetro legalmente establecido, lo que
implica el ejercicio del principio de legalidad y como además lo señala Rodrí-
guez Adrados24, el ejercicio de la officium publicum (función certificante o auto-
rizante) y el officium civile (profesión jurídica de naturaleza privada) de y no la
resolución de un supuesto conflicto de orden jurisdiccional. Es tarea del no-
tariado impulsar la aclaración de la oposición para evitar caer en lo contrario
que busca le ley, desjudicializar asuntos no contenciosos a favor del ciudadano.

El articulo 4, del Decreto Legislativo 1417, publica el 13 de septiembre de
2028, prevé el procedimiento notarial para la designación de apoyo a las per-
sonas adultas mayores (más de 60 años de edad), que no pueden manifestar
voluntad, para el cobro de pensiones, devolución de aportes económico o
subvenciones de programas nacionales de asistencia social; las personas adul-
tas mayores que 12 pueden expresar voluntad lo pueden hacer mediante escri-
tura pública ante notario; lamentablemente no esta previsto un procedimiento
notarial similar para adultos menores de 60 años de edad, que no pueden ex-
presar voluntad, por lo que para estas personas solo les queda la vía judicial.

Posteriormente y dado el éxito que resulto la intervención notarial, sobre todo
en materia de familia como lo son los procedimientos de sucesión intestada
y rectificación de partidas, por Ley N° 29227, publicada el 16 de mayo del
2008, se incorpora a la Ley N° 26662, como un procedimiento no contencio-
so de competencia notarial, el de Separación Convencional y Divorcio Ulterior,
pero dicho procedimiento no se tramita bajo las normas de la Ley N° 26662,
sino bajo las normas previstas en la Ley N° 29227, que otorga, además del
juez, la alternativa de recurrir ante notario o ante el alcalde distrital o provin-
cial del último domicilio conyugal o donde contrajeron matrimonio para
tramitar la separación convencional y divorcio ulterior por mutuo acuerdo
de ambos cónyuges, sin modificar normas sustantivas y procesales previstas
para el divorcio en sede judicial (donde no solo se puede demandar por se-
paración convencional y divorcio ulterior, sino por otras causales), es decir,
un procedimiento que hasta antes de la publicación de la Ley N° 29227 era

cuarto grado de consanguinidad. El cónyuge, en su caso, el integrante sobreviviente de la unión de hecho tam-
bién es heredero en concurrencia con los herederos de los dos primeros órdenes indicados en este artículo. Art.
817.- Los parientes en línea recta descendente excluyen a los de la ascendente. Los parientes más próximos en
grado excluyen a los más remotos, salvo derecho de representación.

60



RIN 134

exclusivamente judicial, se extrae del Poder Judicial, sin dejarlo de lado. Con
esto el notariado contribuye significativamente en la desjudicialización del
proceso de separación convencional y divorcio ulterior, con la ventaja que los
cónyuges pueden separarse y divorciarse, inclusive, otorgando poder por es-
critura pública desde el lugar en el que se encuentren, ya que no es obligatoria
la comparecencia física ente notario.

Otro asunto no contencioso, de derecho de familia de competencia notarial
es el reconocimiento a los integrantes de la unión de hecho, realidad social
en el Perú, donde se generan familias con patrimonio, en algunos casos im-
portantes, y que con el transcurso del tiempo se les ha reconocido derechos.
A los llamados concubinos la legislación peruana les reconoce derecho patri-
moniales similares a los de la sociedad de gananciales que genera el matri-
monio civil, así como también derechos hereditarios, además tienen algunos
derechos laborales cuando alguno de ellos tiene una relación laboral con un
empleador, todos estos derechos los puede ejercer el integrante de la unión
de hecho, siempre y cuando tenga más de dos años de vigente la unión de
hecho y la misma se encuentre inscrita en el Registro Jurídico Personal a cargo
de Superintendencia Nacional de los Registros Públicos (SUNARP), para
estos efectos convivientes tienen dos opciones, si hay acuerdo mutuo recurrir
al notario para tramitar el reconocimiento de la unión de hecho e inscribir el
reconocimiento en la SUNARP o en caso no haya acuerdo o uno de los con-
vivientes falleció recurrir al juez para que se le reconozca la unión de hecho,
ordenando el juez la inscripción del reconocimiento de la unión de hecho.

En materia societaria o comercial, el notario está autorizado a convocar a
Junta Obligatoria Anual a pedido de un accionista titular una acción o a Junta
General de Accionistas, a solicitud del o los socios que representen más del
20% del capital social, quienes previamente le solicitaron notarialmente la
convocatoria al órgano encargado de hacerlo y éste transcurridos 15 días no
hizo la convocatoria. El notario debe verificar que en ambos casos se haya
cumplido con los dispuesto por le Ley General de Sociedades, Ley N° 26887
y los requisitos que exige el artículo 54 de la Ley N° 26662, convocando me-
diante publicación en el diario del domicilio de la sociedad a Junta Obligato-
ria Anual o Junta General de Accionistas, si no hay oposición, se lleva a cabo
la junta con presencia del notario, quien da fe de los acuerdos y si tiene a
mano el libro de actas de la empresa, extiende el acta en él, de lo contrario
elabora una acta y protocoliza los actuados en sus registro de asuntos no con-
tenciosos.
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En el campo de los derechos reales, en Perú, el notario está autorizado a trami-
tar, la Prescripción Adquisitiva de Dominio o usucapión de inmuebles ur-
banos, tengan o no construcción, titulo supletorio y rectificación de áreas por
las leyes N° 27157 y N° 27333. La usucapión, trámite notarial que resulta im-
portante en un país carente de un castro adecuado y que permite formalizar
la propiedad inmueble de asentamientos humanos creados por invasiones de
terrenos eriazos, se ha visto afectada por dos hechos; el primero es que la
oposición a la usucapión la puede hacer cualquier tercero sin expresión de
causa, esto origino que dicho procedimiento se frustre en sede notarial y se
tenga que reiniciar en sede judicial y lo segundo es que el Estado con la Ley
General del Sistema Nacional de Bines Estatales, N° 2915, publicada el 14-
12-2007, en su artículo 23, estableció, que los predios no inscritos en el Re-
gistro de Predios y que no constituyen propiedad de particulares, Comunida-
des Campesinas y Nativas, son de dominio del Estado, esto se complementó
con la Ley N° 29618 publicada el 24-11-2010, que declaro que los bienes parti-
culares de dominio del Estado son imprescriptibles. Esto dificulta la formali-
zación que vía prescripción adquisitiva de dominio se venía haciendo en pre-
dios de particulares no inscritos en zonas urbanas no catastradas y que tienen
posesión pacifica, publica y como propietarios, de generación tras generación.

En la actualidad esta publicado el Decreto Legislativo N°1595, que aún no
entra en vigencia y que va a derogar las leyes N° 27157 y N° 27333 al legislar
sobre la competencia notarial en regularización de tracto sucesivo, regulari-
zación excepcional de acciones y derechos, titulo supletorio, prescripción
adquisitiva de dominio, saneamiento de áreas, linderos y mediadas perimétri-
cas; deja al reglamento la descripción del trámite en cada caso, incluyendo la
oposición, pero recoge lo establecido en la jurisprudencia de la Corte
Suprema de Justicia respecto a la prescripción de bienes no inscritos en pos-
esión de particulares, esto es que, en aquellos casos que el poseedor particular
de un pedio no inscrito haya cumplido el plazo de 10 años de posesión con-
tinua, pacífica y publica como propietario antes de la entrada en vigencia de
la ley N° 29618, puede tramitar ante notario que se le declare propietario por
prescripción adquisitiva de dominio.

Aunque no es propiamente, un asunto no contencioso, la Ley N° 30933, publi-
cada el 29-04-2019; crea el procedimiento especial de desalojo con interven-
ción notarial, muy expeditivo y que permite al propietario, y todo aquel que
se considere con derecho a la restitución del inmueble, recuperar la posesión
del inmueble rápidamente. Este procedimiento compuesto por dos etapas; la
primera notarial; en la que el notario haciendo uso de su poder certificante,
verifica que se haya cumplido cualquiera de los dos hechos previstos por ley
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(vencimiento de contrato o incumplimiento de pago) como causal de desalojo
para que, cumplidos los requisitos de ley proceda a la formación de un “Título
Ejecutivo Especial” que se plasma en un acta protocolar que tiene mérito ejecu-
tivo; la segunda etapa es judicial, en la que se ejecuta en el Poder Judicial el
titulo creado por el notario, eso sí, previa comprobación por parte del juez
que se hayan cumplido los requisitos que exige la ley, comprobado esto, el juez
por mandato de la ley ordena el lanzamiento contra quien se encuentre en el
inmueble, el descerraje de ser necesario y auxilio de la fuerza pública. Este
proceso especial, fue tildado de inconstitucional, porque el notario estaría ha-
ciendo funciones jurisdiccionales, sin embargo, como lo reiteramos es el pro-
pio Poder Judicial, quien a través de sus resoluciones está demostrando que
no es inconstitucional, por el contrario, está contribuyendo a la desjudicializa-
ción del proceso judicial más frecuentes, en la medida que sus beneficios se
conozcan más por la ciudadanía, ya que el gremio de abogados no lo promueve.

5. CONCLUSIONES

1.- El notario debe ser consciente que al ejercer la función notarial no ejerce
simplemente una profesión, ocupación o una función pública por mandato
legal, lo que tiene es un verdadero poder que el Estado le otorga al nombrarlo
notario, poder certificante con “iudecere” e “imperim” identificado por Romag-
nosi, corroborado por la teoría de la distribución del poder de Loewenstein.

2.- El poder certificante hace que el notario sea la persona competente para
llevar adelante asuntos no contenciosos, que en la actualidad son de compe-
tencia judicial, no de manera exclusiva y excluyente, sino, como una alterna-
tiva, rápida, eficiente, segura, incorruptible e imparcial, desjudicializando
procesos que en la actualidad son de exclusiva competencia del juez, quien
tendrá más tiempo para resolver asuntos donde haya un litigio o una incer-
tidumbre jurídica que enfrente a dos partes contendientes.

3.- El notariado de cada país debe revalorar el poder certificante del notario,
que se cristaliza en la fe pública, haciéndole ver, al legislador, el poder público
que realmente ostenta el notario y así dejar de ver al notario como un profe-
sional más o como un simple empresario, al notariado como un monopolio
y a la fe pública como un mandato legal o mercancía; el día que lo haga se qui-
taran la vendas y otorgara más competencia al notario en asuntos no conten-
ciosos, de acuerdo a la realidad jurídica, notarial y procesal civil de cada país.
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4.- La excelencia profesional, que se logra con concursos de oposición aca-
démicamente exigentes para ocupar una plaza notarial, capacitación del más
alto nivel, supervisión acuciosa del o los órganos encargados por el Estado
para controlar el correcto uso del poder certificante, a través, de un proce-
dimiento disciplinario riguroso con todas las garantías de debido proceso,
garantiza un notariado eficiente, incorruptible y muy eficaz, en el que no
habrá la menor duda de encargarle asuntos no contenciosos.

5.- El sistema de “numerus clausus” en cuanto al número de notarios y a dedi-
cación exclusiva en el ejercicio de la función notarial, resulta el más adecuado
para la supervisión del ejercicio del poder certificante y por tanto, mayor se-
guridad en confiarle asuntos no contenciosos, sin embargo, en aquellos no-
tariados que el sistema es de “numerus apertus” y/o de no exclusividad en el
ejercicio de la función notarial, se debe promover que el notariado destaque
frente a los demás profesionales del derecho que ejercen o no el poder certi-
ficante, a efectos de se le confíen asuntos no contencioso o se les amplíen.

ef
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EL NOTARIO EN
EL EPICENTRO DE UNA

CONVENCIÓN FLORECIENTE

ME ALEXIS BRIEN-LANGEVIN B2192 / NOTARIO EN QUEBEC

INTRODUCCIÓN

Desde el 6 de marzo de 2024, el derecho quebequense ofrece nuevas perspec-
tivas a quienes desean fundar una familia. Mientras que la adopción, como vía
de acceso a la parentalidad, sigue presentando su cuota de obstáculos, variables
según los distintos Estados, las personas solas, las parejas heterosexuales y las
parejas del mismo sexo pueden ahora convenir jurídicamente un proyecto de
gestación por otra persona (gestation pour autrui, en adelante «GPA») con una
mujer gestante, para dar vida a su proyecto.

En el presente texto se abordará el reconocimiento jurídico de las convenciones
de GPA, las cuales deben instrumentarse en forma de escritura notarial para
los proyectos parentales locales, so pena de nulidad absoluta. Estemos o no a
favor de este medio de procreación, objetivamente hay que celebrar que los no-
tarios se conviertan en los guardianes del orden público y de los derechos de
cada parte en una realidad ya bien asentada, que antaño pertenecía al terreno
de lo indecible, de la incertidumbre jurídica y de sinuosos dilemas éticos.

Tratándose de una institución nueva en el ordenamiento jurídico quebequense,
la convención de GPA no ha sido objeto, estrictamente hablando, de un
traslado de competencia de los tribunales hacia los notarios. La gestación por
otra persona nunca formó parte de la competencia material de nuestras autori-
dades judiciales. Sin embargo, conviene subrayar el fin previsible de las solici-
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tudes de adopción por consentimiento especial en contexto de GPA (como
veremos más adelante) y, sobre todo, la revolución que constituye el hecho
de investir a una escritura notarial de una fuerza ejecutoria en materia de es-
tado, capacidad y filiación de las personas, permitiéndole producir sus efectos
de manera autónoma, sin necesidad de ser aprobada, homologada o verificada
por un tribunal, a semejanza del testamento notarial. En efecto, una vez lle-
vada a término la gestación de la mujer gestante, si esta otorga su consen-
timiento y se cumplen las condiciones de la ley y de la convención notarial,
la filiación del niño respecto de los padres de intención queda establecida de
pleno derecho.

No cabe duda de que estas repercusiones forman parte de las medidas de
desjudicialización adoptadas por el legislador. Perfectamente consciente del
alto nivel de confianza que la población quebequense otorga a los notarios y
de la opinión mayoritaria favorable a la imposición de la forma notarial para
las convenciones de GPA, el ministro de Justicia de Quebec, el Sr. Simon
Jolin-Barrette, impulsor de la nueva ley, ha convertido al notario en el profe-
sional central de la convención de gestación por otra persona, aprovechando
su misión de auxiliar de justicia en materia no contenciosa y su papel de asesor
jurídico de las familias quebequenses.

Antes, sin embargo, de avanzar más en la exploración de las responsabilidades y
del valor añadido del notario en esta materia, situemos la reforma en su contexto.

Breve descripción del derecho anterior

Desde hace tiempo se reconoce en nuestro derecho civil que cuando padres
de intención recurren a un tercero para beneficiarse de su material reproduc-
tivo (esperma, óvulos) con miras a dar a luz a un hijo, dicho tercero no puede
pretender ninguna filiación con el niño en cuestión, y viceversa. Pues bien,
bajo el imperio del antiguo artículo 541 del Código Civil, se hacía una excep-
ción a este principio para la mujer gestante, la cual, a diferencia del donante
de esperma o de óvulos, no podía invocar convención alguna para impedir el
establecimiento de la filiación entre ella y el niño al que daba a luz. Este
artículo rezaba como sigue:

541. Toda convención por la cual una mujer se compromete a procrear o a gestar un
niño por cuenta de otra persona es nula de nulidad absoluta.

La mujer gestante era entonces designada automáticamente como madre del
niño. Mater est quam gestatio demonstrat. Pero, ¿qué pensar del trato reservado
por el legislador a las mujeres que aceptaban prestar su cuerpo para gestar a
un niño encargado por otra persona? ¿Debe verse en la falta de recono-
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cimiento de los contratos de GPA una forma de disuadir esta práctica en la
sociedad? En tal caso, si realmente se la consideraba inmoral, ¿cómo explicar
que la gestación por otra persona nunca haya constituido una infracción penal
o criminal? En materia penal, el Parlamento quebequense habría podido tip-
ificar el hecho de gestar un niño para otra persona como conducta san-
cionable con multas, como lo ha hecho en la Ley sobre la protección de la
juventud respecto del hecho de realizar un pago para obtener un consen-
timiento a la adopción de un niño. En materia penal federal, en Canadá, el
Parlamento tiene competencia exclusiva para legislar. Así fue como en 2004
adoptó la Ley sobre la procreación asistida, en la que se determinan los delitos
que pueden cometerse en esta materia. Ahora bien, en el artículo 6 de dicha
ley se prevé que está prohibido remunerar a una madre gestante, ciertamente,
pero el hecho de gestar un niño para otra persona no está en absoluto con-
templado por esta ley. En definitiva, el hecho de ser mujer gestante a título
gratuito o de celebrar una convención de GPA no son actos sancionados penal
ni criminalmente, ni en Quebec ni en Canadá.

Tal vez, en definitiva, el legislador consideraba inmoral obtener la ejecución
forzosa de una convención de GPA, al no poder aceptar la idea de que la
fuerza judicial desposeyera a una mujer del niño al que ha dado a luz, en vir-
tud de un contrato. Así, para eliminar esta eventualidad, ¿qué mejor que hacer
la cosa imposible en sí misma? No hacía falta establecer sanciones penales o
criminales; bastaba con privar a estas convenciones de su fuerza obligatoria.

Carencias y dificultades del derecho anterior -
Aportación e interés de la nueva ley

Así, bajo el régimen de la ley antigua, como se ha mencionado anteriormente,
la filiación de la mujer gestante respecto del recién nacido se establecía au-
tomáticamente por el solo hecho de darle a luz. Por su parte, para los padres
de intención se planteaba una elección desgarradora, a saber, cuál de ellos in-
scribiría su filiación con el niño figurando como padre en la declaración de
nacimiento; el otro progenitor permanecía como tercero.

La posibilidad de que ese padre-tercero obtuviera reconocimiento como pro-
genitor del niño con posterioridad, y de liberar simultáneamente a la mujer
gestante de su filiación con este último, fue objeto de múltiples debates ju-
risprudenciales y doctrinales en los años 2000. Numerosas fueron las solici-
tudes de adopción por consentimiento especial presentadas ante la Cour du
Québec, en las que el padre de intención que no había sido inscrito en el acta
de nacimiento solicitaba al juez que homologara el consentimiento a la adop-
ción dado conjuntamente por la mujer gestante y el padre del niño.
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Si bien fueron acogidas por una corriente jurisprudencial mayoritaria, una
vez demostrado que respondían al interés del niño, habida cuenta de la pose-
sión constante de estado de la que daba prueba el padre adoptante respecto
de este, algunas solicitudes de adopción fueron rechazadas por constituir una
«fraude a la ley». Ante una cuestión tan delicada, no todos los jueces podían
compartir la misma opinión.

Pero, ¿qué decir de las consecuencias de tal rechazo en el contexto que nos
ocupa? El juez Benoît Moore, antiguamente profesor en la Facultad de Dere-
cho de la Universidad de Montreal, se ha detenido en esta cuestión y se ex-
presa en los siguientes términos:

Así, ¿qué ocurre con el niño cuando se deniega la adopción? En un primer
escenario, no es entregado a los padres de intención y la mujer gestante lo
confía en adopción. En tal caso, la lógica según la cual los padres de intención
no pueden adoptar al niño hará que este pueda ser adoptado por cualquiera,
salvo por los padres de intención. O bien, de manera más general, el niño
será entregado a su padre biológico. Transcurrido cierto tiempo desde el aban-
dono por parte de la mujer gestante, será posible solicitar la privación de la
autoridad parental de esta última. En tal caso, el niño será susceptible de ado-
pción. ¿Podrá entonces el padre de intención, cónyuge del padre biológico
con quien el niño siempre ha vivido y con quien se ha desarrollado una rela-
ción de parentalidad social, obtener la adopción del niño? Aceptarlo no solo
sería incoherente con la denegación inicial, sino que pondría también de relie-
ve la ineficacia de esta. A la inversa, la denegación participaría de una forma
de encarnizamiento, en la medida en que la persona mejor situada para velar
por el interés superior del niño sería también la única que no podría adoptarlo.

No olvidemos, además, las obligaciones parentales de la mujer gestante res-
pecto del niño durante el período comprendido entre su nacimiento y su
adopción por el segundo padre de intención. Es más, si durante ese mismo
período la mujer gestante fallece ab intestato, es muy probable que el niño al
que dio a luz forme parte de sus herederos. Por último, ¿es preciso extendernos
sobre las consecuencias de la negativa, por parte de la mujer gestante o de los
padres de intención, de respetar el acuerdo de GPA convenido entre ellos una
vez nacido el niño? Dejamos que sea el lector quien las imagine…

La nueva ley aparece así en un contexto sociopolítico preciso. Por una parte,
en 2019, el ministro de Justicia de Quebec se compromete a emprender una
reforma global del derecho de familia y, para ello, acoge en lo esencial las re-
comendaciones del Comité consultivo sobre el derecho de la familia. Por otra
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parte, a través de múltiples consultas de la Chambre des notaires y del gobierno,
se hace oír la voluntad popular de reconocer en el derecho quebequense,
como ya ocurre en otras provincias canadienses, la validez jurídica de las con-
venciones de GPA. En efecto, según una encuesta de la firma Léger, encargada
por la Chambre des notaires y realizada a 1000 quebequenses entre el 3 y el
5 de septiembre de 2021, “7 de cada 10 encuestados están de acuerdo en que
la ley permita que las parejas que han recurrido a una madre gestante para
que geste a un niño para ellas se conviertan legalmente en los padres de ese
niño, mediante el establecimiento de un contrato entre ellos”.

Por otra parte, desde hace algunos años, la comunidad jurídica se ha visto
obligada a lidiar con plazos judiciales cada vez más largos, por falta de personal
en los palacios de justicia para tratar el número creciente de expedientes. Se
alzan voces en la sociedad civil reclamando un mejor «acceso a la justicia» y
reivindicando, bajo ese estandarte, el acceso a servicios jurídicos más rápidos
y menos onerosos, así como una mayor eficiencia del sistema judicial. Nuestro
ministro considera que la solución pasa por la desjudicialización. A este res-
pecto, declara: “Es preciso que el sistema de justicia sea accesible, pero sobre
todo eficaz. En lo que concierne a la gestación por otra persona, por ejemplo,
el hecho de confiar [el proceso] a los notarios, en lugar de contar con un pro-
ceso inmediatamente judiciable, constituye un mecanismo alternativo que
permite a las personas acceder a la justicia”. Cuando se le pregunta por la
oportunidad de encomendar a los notarios el mandato de hacerse cargo de
las convenciones de GPA, añade: “Los notarios son el grupo de profesionales
mejor situado para informar adecuadamente a las personas que tienen un
proyecto parental y para garantizar que, objetivamente, dichas personas estén
bien informadas. […] Me parecía importante confiar ese papel al notario, sobre
todo en el marco de su función de oficial público”.

Misión del notario - descripción de su función - 
valor añadido de su intervención

La nueva ley constituye, pues, ni más ni menos, un acto de lucidez. “La gesta-
ción por otra persona, sabemos que ya se practica en Quebec. Pero los niños
que nacen no están protegidos. Los padres de intención no tienen obliga-
ciones ni respecto del niño ni respecto de la madre gestante. Era importante
actuar”, declaró nuestro ministro de Justicia. Así fue como la regla prevista
en el artículo 541 del Código civil fue derogada el 6 de junio de 2023 y reem-
plazada por una nueva subsección del Código civil, titulada Del proyecto
parental que implica una gestación por otra persona, que comprende 56
artículos de derecho nuevo.
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Para atemperar el riesgo de ver hacerse realidad la pesadilla de sus predece-
sores, a saber, la ejecución forzosa de la convención, que supondría la confis-
cación, a la mujer gestante, del niño al que ha dado a luz, el ministro de
Justicia se apresuró a introducir en la ley una facultad de desistimiento a favor
de la mujer gestante, efectiva durante toda su gestación, que le permite poner
fin unilateralmente y sin justificación al proyecto de GPA, y ello “sin com-
prometer su responsabilidad y sin exponerse a reclamaciones económicas”.
Una vez nacido el niño, también se permite a la mujer gestante cambiar de
opinión y mantener su filiación respecto del niño dentro de los 30 días si-
guientes al nacimiento.

En este contexto, en el que lo racional puede dar paso a lo emocional, “el no-
tario debe ejercer su deber de asesoramiento con sumo esmero. Aunque
ninguna norma lo prevea expresamente, idealmente debería reunirse con las
partes por separado, a fin de que cada una de ellas pueda expresar libremente
sus preocupaciones propias”. A pesar de las protecciones enunciadas más arri-
ba, el desafío sigue siendo considerable: la mujer gestante debe comprender
que la finalidad del proyecto es atribuir ab initio la filiación del niño a los
padres de intención. A tal efecto se requerirá de su parte un consentimiento
escrito, después del nacimiento del niño, otorgado mediante escritura notarial
o mediante documento bajo firma privada en presencia de dos testigos inde-
pendientes del proyecto.

Durante el embarazo, el notario también desempeñará un papel importante.
En primer lugar, deberá tener acceso a una cuenta en fideicomiso para recibir
y controlar los fondos de los padres de intención destinados al reembolso de
los gastos de la mujer gestante. Tal como prevé el artículo 14 del reglamento
de aplicación citado en la nota a pie de página 32, cada uno de los reembolsos
destinados a la mujer gestante debe ser objeto de una solicitud dirigida al no-
tario, transmitida por ella a los padres de intención y firmada por estos últi-
mos. En definitiva, corresponde al notario, y solo a él, a partir de los fondos
que detenga en fideicomiso, reembolsar a la madre gestante los gastos y de-
sembolsos admisibles y, en su caso, pagarle la indemnización por pérdida de
ingresos de trabajo. Las partes no podrán sustraerse a esta exigencia de orden
público cuyo objetivo es proporcionar a la madre gestante el beneficio de un
intermediario imparcial, en condiciones de evaluar la validez y la conformidad
de las reclamaciones, habida cuenta de las normas reglamentarias aplicables
y de los términos de la convención de gestación por otra persona.

Así, aunque no ocupa el lugar de decisor, el notario, a través de su rigurosa
deontología, garantiza la conservación de los fondos que le son confiados y
lleva la contabilidad de manera estricta, verifica que los gastos autorizados a
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favor de la mujer gestante se encuentren entre los permitidos por la ley y la
convención y comprueba la autenticidad de los documentos justificativos que
respaldan las reclamaciones.

CONCLUSIÓN

A los notariados que deseen desarrollar el marco legal de los proyectos de
GPA en su respectivo Estado, podemos proponerles un consejo: insistan en
hacer de la convención de gestación por otra persona un acto reservado a los
notarios. En el derecho quebequense, para que produzca el establecimiento
de la filiación sin intervención judicial, el legislador ha optado por imponer
la forma notarial obligatoria. Dado que Quebec está geográficamente rodeado
de Estados de tradición jurídica de common law, ha sido necesario, no obstan-
te, admitir la admisibilidad del documento bajo firma privada, sujeto a vali-
dación judicial, en los casos en que la mujer gestante no esté domiciliada en
Quebec. A nuestro juicio, sin embargo, esta concesión práctica no debería
tener lugar cuando los Estados vecinos conocen la institución notarial. Des-
pués de todo,

[si] se confirió al notario la exclusividad [del poder de redactar las conven-
ciones de GPA], fue debido al carácter auténtico que la ley otorga a los actos
que instrumenta. Habida cuenta de las cuestiones social y jurídicamente deli-
cadas que plantea el establecimiento de la filiación del niño nacido de una ma-
dre gestante, el legislador vio en la fuerza probatoria que confiere el acta no-
tarial una forma propiamente civilista de garantizar la integridad del proceso.

Si bien la mujer gestante y los padres de intención son los “actores principales”
del proyecto parental que implica una gestación por otra persona, el notario
constituye ciertamente su “director”. Esta acertada elección contribuye de
doble manera a la desjudicialización del proceso. Por una parte, de manera
directa, al evitar que el tribunal deba apadrinar los proyectos de GPA cuyas
partes estén domiciliadas en Quebec; por otra, instaurando un contexto fa-
vorable al buen entendimiento y a la solución amistosa de los diferendos que
puedan surgir. Como señalaba con razón la Association professionnelle des notaires
du Québec (APNQ) en la comisión parlamentaria,

[gracias] al acompañamiento del notario, un proyecto iniciado con este último
tiene un riesgo muy bajo de terminar ante los tribunales. El notario, que
además posee competencias naturales de mediador en el ejercicio de sus fun-
ciones, también estará en condiciones de desactivar y resolver muchos de los
conflictos que puedan surgir aguas arriba entre las partes.
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Por otra parte, el 6 de marzo de 2025, con motivo del primer aniversario del
reconocimiento de las convenciones de GPA, la Chambre des notaires du Québec
emitió el siguiente comunicado:

Desde el 6 de marzo de 2024, la convención de gestación por otra persona
puede firmarse ante notario, sin recurrir a los tribunales. Este proceso com-
pletamente desjudicializado permite establecer la filiación de los padres de
intención de manera más rápida y fluida, reduciendo así los plazos de espera
para el reconocimiento legal de su hijo.

Además de simplificar el trámite, esta convención refuerza la protección de
los derechos de los niños y de las mujeres gestantes, al tiempo que ofrece un
marco jurídico claro y seguro para todas las partes implicadas.

Un avance significativo para todas las parejas que desean ampliar su familia
gracias a una mujer gestante. Nos complace poder acompañarles y garantizar
la protección jurídica de este nuevo proyecto de vida.

Existe toda ventaja, para un Estado que desee encuadrar jurídicamente los
proyectos parentales que implican una gestación por otra persona, en centrar
el proceso en las partes implicadas, a saber, la mujer gestante y los padres de
intención, y eliminar todo formalismo inútil. Para ello, ¿quién mejor que el
notario para asesorar imparcialmente a las partes, recibir los actos jurídicos
exigidos por la ley en un entorno sereno y seguir con ellas la evolución del
proyecto de manera personalizada?

Solo el futuro nos dirá si, como en tantos otros ámbitos, la intervención del
notario logrará imponerse, en Quebec y más allá de nuestras fronteras, como
un valor seguro para un proyecto tan sensible como el de confiar la concep-
ción de un hijo al vientre de un tercero. Por ahora, sin embargo, estimamos
que se han sentado las bases para un éxito rotundo.

Montreal (Quebec), 21 de abril de 2025
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"LA FAMILIA DE CRIANZA"
desjudicializar: evitar la intervención judicial

en asuntos que pueden ser resueltos por otros medios

MIGUEL ALFREDO LEDESMA CHAVARRO / NOT. EN COLOMBIA

DISCURSO

Es un honor dirigirme al notariado mundial para presentar el artículo que he
denominado “Hacia una teoría de la desjudicialización”, cuyo propósito es
brindar el soporte epistemológico apropiado a los países cuyos notariados
pertenecen a nuestra Unión Internacional, a efecto de facilitar la tarea legislativa
cuando se trata de dictar las normas jurídicas encaminadas a desjudicializar
ciertos trámites litigiosos, y con el propósito de consolidar “… el buen fun-
cionamiento de una sociedad moderna” con fundamento en la calificación que
de los notarios formula el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, denomi-
nándolos “juez sin litigio”, como nos lo recuerda nuestra Coordinadora Valenti-
na Rubertelli en la presentación de este Congreso que aparece en la página web.

Precisamente uno de los innumerables trámites desjudicializados en Colombia,
es el de la “familia de crianza”, que consagra la Ley 2388 de 2024, cuyo objeto
es definir esta novedosa figura, establecer su naturaleza, determinar sus medios
probatorios y reconocer derechos y obligaciones entre sus miembros.

En punto de la desjudicialización, en la exposición de motivos de esa Ley 2388,
fue calificado como “un trámite expedito” el reconocimiento ante notario de
un menor que “de hecho se encuentra conviviendo de tiempo atrás con la fami-
lia de crianza”. Esa normativa resuelve el problema para los niños que desarro-
llan “vínculos afectivos con sus cuidadores de hecho, cuya ruptura y pertur-
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bación afectaría su interés superior”, siendo ello “contrario a sus derechos
fundamentales separarlo de su familia de crianza, incluso si se hace con miras
a restituirlo a su familia biológica”, según reflexiona la Corte Constitucional
de Colombia en su Sentencia T-292/2004.

Esa determinación jurisprudencial y legal es coherente con la filosofía
antropocéntrica que inspiró nuestra Constitución Política de 1991, contraria
a la egocéntrica Constitución de las postrimerías del siglo decimonónico. Los
postulados de constitucionalistas como el italiano Gustavo Zagrebelsky, quien
en su obra “El derecho dúctil” ofrece un panorama de textura abierta de las
Constituciones, produjo sus frutos en el ordenamiento legal en Colombia,
para satisfacer en lo posible todos los derechos humanos, como los relativos
a la familia de hecho, tal como lo consagra el legislador en la mencionada ex-
posición de motivos.

No se puede desconocer la sindéresis del legislador colombiano al homologar
los efectos jurídicos de la familia biológica a los de la familia de crianza; así
como tampoco podemos desdeñar el loable propósito de facultar al notariado,
para adelantar los trámites respectivos culminando con una escritura pública.
Sin embargo, es preciso indicar que en Colombia los notarios no tenemos
facultades jurisdiccionales, tal como lo sostiene la jurisprudencia de la Corte
Constitucional en la Sentencia C-1159/2008 que declaró parcialmente inexe-
quible la Ley 1183/2008, por medio de la cual se asignaban unas funciones a
los notarios. En este orden, en aquella Ley 2388/2024 el legislador convirtió
a los notarios en jueces al decidir que la “declaración del reconocimiento
como hijo de crianza se tramitará ante juez de familia o notario … por el 
procedimiento de jurisdicción voluntaria…”, desconociendo aquella sentencia
C-1159 de la Corte Constitucional.

No obstante, corresponde al notariado realizar los esfuerzos hermenéuticos
de rigor, para buscar el modo de superar ese reto que nos plantea la ley versus
la jurisprudencia constitucional, a efectos de intentar adelantar esos trámites
por el camino más expedito como lo es el notarial, siempre buscando el más
alto nivel de satisfacción a una ciudadanía expectante de solución pronta y
eficaz a sus necesidades de bienestar.

Al margen de aquella disyuntiva jurídica, es del caso considerar que eventual-
mente podrían presentarse legítimos opositores frente a una solicitud de de-
claratoria de hijo de crianza ante un despacho notarial. Ello conduce inexo-
rablemente a volverse contencioso tal asunto, que conllevaría a mutar de un
trámite notarial a un proceso judicial, lo cual no está considerado en esa ley.
Bajo esas circunstancias, se torna sombrío el panorama frente a la culminación
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en sede notarial de ese tipo de casos. Ello implicaría que el legislador deba
corregir estas vicisitudes, buscando siempre la armonía de la función notarial
con el quehacer pragmático que ofrecen las multiformes relaciones interper-
sonales de los ciudadanos.

De lo que sí estoy seguro es del espíritu abierto de nuestro notariado en conti-
nuar por la senda de ese “juez sin litigio”, como el mayor dispensador de jus-
ticia preventiva cada vez que las circunstancias socio-jurídicas o naturales lo
requieran para bien de la humanidad. Y aquí es válido recordar que en Co-
lombia, a raíz del desastre natural como la avalancha precipitada por el des-
hielo del Nevado del Ruiz en el año 1985, se produjo una desgracia humana
de colosales proporciones, lo que motivó al gobierno nacional a construir lo
que sería el germen de la desjudicialización, creando una normativa para ade-
lantar por notarías los trámites judiciales de sucesión por causa de muerte.

He allí la necesidad de la creación de la teoría de la desjudicialización con carác-
ter de universal, para contribuir a evitar vacíos legislativos, y para afrontar
fenómenos naturales y socio-jurídicos que se presentan en cualquier parte del
planeta. Pues el notariado desde su experiencia, brinda todo el conocimiento
para que las normas jurídicas gocen de la mayor completitud posible, y por ello
considero inaplazable que nuestra Unión Internacional del Notariado Latino
reflexione sobre la necesidad de la construcción de esta teoría que he venido
en postular ante este selecto auditorio del notariado. Y a ello me comprometo.

Muchas gracias por su amable atención.

HACIA UNA TEORÍA DE LA DESJUDICIALIZACIÓN

Autorización para enajenar bienes de personas con 
discapacidad, mayores o menores de edad

Sobre la autorización para enajenar bienes de personas con discapacidades
mentales e intelectuales, mayores o menores de edad, hay que acudir a la
“Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad”. Allí se
fijan principios como los de “autonomía, libertad de tomar las propias deci-
siones, y la independencia de las personas”, lo cual envuelve la capacidad ju-
rídica, que a su vez implica la capacidad de ser sujeto de derechos y obliga-
ciones, y la de ejercerlos y obligarse.
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Bajo esos principios se han construido normas que facultan ilimitadamente
a las personas con esas discapacidades para ejercer cualquier acto jurídico. Así
por ejemplo, en Colombia la Ley 1996/2019, dispone que: “Todas las perso-
nas con discapacidad son sujetos de derechos y obligaciones, y tienen capaci-
dad legal en igualdad de condiciones, sin distinción alguna e independien-
temente de si usan o no apoyos para la realización de actos jurídicos”, pudien-
do equivocarse en sus decisiones porque la persona de apoyo no puede susti-
tuir su voluntad.

Esa ley facultó al notario colombiano para autorizar escrituras de acuerdo de
apoyos para que esas personas adelanten actos con relevancia jurídica, lo cual
pueden hacer inclusive sin utilizar apoyos.

Mediante la investigación socio jurídica que lideré en España, Estados Unidos
y Colombia, con la asistencia de grupos focales compuestos por expertos en
diferentes disciplinas y con el respaldo de la Fundación Tribuna Jurídica, se
concluyó que personas con discapacidades mentales e intelectuales graves,
deben inevitablemente utilizar apoyos para ejercer su plena capacidad jurídica.
Ese estudio, titulado “Máxima dignidad para la discapacidad”, reveló que el
notario debe estar atento para que personas con deficiencias severas reciban
el adecuado apoyo para ejecutar esa capacidad jurídica, aunque la normativa
no establezca límites.

Desde aquí promuevo el sentimiento expuesto por esos expertos, para que 
las Naciones Unidas ajuste esa normativa a una realidad que no podemos es-
conder, cuando de lo que se trata es de defender los derechos fundamentales
de personas vulnerables que requieren un apoyo hasta para las actividades
más elementales de la vida. En este sentido, debe ser ajustada esa Conven-
ción para que no se cometan excesos, pues a la postre se les dejaría desprote-
gidas y éste no es el querer que inspira el noble y profundo propósito de las
Naciones Unidas.

ARTÍCULO

https://drive.google.com/file/d/1h_5EGxjddXzOEsokQiVr7lpH1yKeQiwx/view?usp=sharing
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NUEVAS MISIONES
DE LA PROFESIÓN NOTARIAL
AL SERVICIO DEL PÚBLICO

RATIBA SEKKATE / NOTARIA EN MARRUECOS

I. INTRODUCCIÓN

Para comprender y apreciar mejor ciertas instituciones específicas del derecho
positivo marroquí, como la KAFALA y el TANZIL, conviene y es conveniente
repasar brevemente la evolución histórica del derecho marroquí, en particular
la evolución del derecho de familia, así como la evolución de la organización y
la reestructuración de la profesión notarial.

A. EVOLUCIÓN DEL DERECHO EN MARRUECOS

1) INFLUENCIA DEL DERECHO ROMANO

La singularidad del territorio marroquí convierte al Reino de Marruecos en la
encrucijada entre Oriente y Occidente y, según la fórmula de Estrabón, “Ma-
rruecos es un eje de comunicación entre el Mediterráneo y el océano”.

Marruecos, que es a la vez mediterráneo, atlántico y sahariano, situado en el
extremo occidental del norte de África, es una encrucijada de civilizaciones de
tres continentes, una cuenca donde se encuentran varios grupos étnicos, reli-
giones y civilizaciones.

Tras sobrevivir a la caída de Cartago (146 a. C.), Marruecos pasó a formar parte
del Imperio Romano, aunque siguió estando gobernado por reyes indígenas.
En el año 40 d. C., Marruecos fue proclamado provincia romana, y el simple
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protectorado económico fue sustituido por el régimen imperial, marcado por
la influencia de la civilización romana, con sus características distintivas evi-
dentes en la población, la vida económica, el arte de las ciudades y la organi-
zación administrativa y judicial.

Con la adopción práctica del derecho romano, Marruecos se abrió a la influ-
encia de este sistema jurídico desde el comienzo mismo de su historia.

Bajo el Imperio romano, la gente tomó conciencia de la necesidad de estable-
cer acuerdos para todas las transferencias de propiedad y bienes, para todas
las relaciones comerciales y los intercambios, y estos acuerdos se regían por el
derecho romano.

Desde la antigüedad y bajo la influencia positiva de otras civilizaciones, Ma-
rruecos ha reconocido que las escrituras auténticas son el mejor medio para
garantizar la seguridad jurídica de los acuerdos entre las partes contratantes.

A pesar del declive de la influencia romana ante la expansión del cristianismo
por todo el territorio y la sumersión de la expansión cristiana por las inva-
siones árabes entre los siglos VII y XIX, Marruecos siguió apegado al sistema
jurídico romano.

Con el tiempo, el Marruecos latinizado y cristianizado dio paso a un Marrue-
cos arabizado, islamizado y, finalmente, modernizado y digitalizado.

Si bien las normas del derecho romano se reforzaron mediante la escritura y
la codificación, la moralidad y la influencia de la religión permitieron a la
población asegurar legalmente sus relaciones y transacciones. 

El Corán otorgó un lugar privilegiado a la seguridad de las transacciones, 
confiando a los escribas la tarea de redactar y autenticar los acuerdos entre
particulares.

2) INFLUENCIA DE LA RELIGIÓN MUSULMANA EN EL NOTARIADO

La llegada del islam en el año 622 d. C. fue el momento más significativo y
decisivo en el establecimiento de la autenticidad en Marruecos. El Corán es-
tableció normas rigurosas a través de sus diversas suras, que sincronizaron
cuidadosa y  meticulosamente la vida civil, económica, social, pública y espiri-
tual de los creyentes, de ahí el sacramento de un lugar privilegiado para la se-
guridad de las transacciones mediante la autenticación de los acuerdos que
debían establecer los escribas (clérigos germanos y homólogos de los magis-
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trados romanos que llevaban el nombre de Adel o Adoul), un nombre que
etimológicamente significa «escritor justo», formando un cuerpo de notarios
musulmanes, una institución puramente marroquí.

En materia de derecho, el Corán no se limitó a escribir, sino que recomendó
e incluso dictó normas estrictas que debían seguirse en varios asuntos y ám-
bitos                                      (no hemos omitido nada de lo escrito en el Li-
bro), versículo 38 de la sura AL ANAAM.

El Corán prescribía la obligación de recurrir a un escriba justo cuya función
era redactar los acuerdos entre las partes (sura La Génisse, versículo 282),

¡Oh, creyentes! Cuando celebréis un contrato por un plazo determinado, ponedlo por
escrito y que un escriba lo redacte entre vosotros con toda imparcialidad; el escriba no
debe negarse a escribir según lo que Allah ha enseñado; De ahí el nacimiento de un
sistema notarial o catedralicio practicado por los adouls, escribas de justicia, testigos y
redactores oficiales de la voluntad libremente expresada de las partes.

Los adules trabajan en parejas (2) para redactar las escrituras que presentan al
cadí (juez del estatuto personal y sucesorio musulmán para darles autenticidad).
El sistema notarial musulmán adulaire, ampliamente reconocido y bien es-
tructurado, tenía autoridad exclusiva sobre la redacción de contratos antes
del protectorado, especialmente en el ámbito del estatuto personal musulmán
(matrimonio, divorcio, sucesión, kafala, reconocimiento de paternidad, etc.).
Esta exclusividad se extendía también a otros acuerdos. Junto al sistema no-
tarial musulmán adoulaire, existía también un sistema notarial rabínico, la
segunda característica única del sistema jurídico marroquí.

SISTEMA NOTARIAL RABÍNICO

El Corán prescribe que el Pueblo del Libro (judíos y cristianos) será juzgado
según el Evangelio, y el Notariado Rabínico (judío) establecido por la ley mo-
saica antes de la llegada del Islam es el único competente para conocer de los a-
suntos religiosos relativos a los judíos (paternidad, matrimonio, herencia y otros).

Antes del protectorado, la coexistencia de los dos sistemas, el musulmán y el
hebreo, no eclipsaba la importancia del lugar que ocupaba el derecho romano.
En aquella época, la evolución que experimentó Marruecos ilustraba la com-
pleja dinámica entre tradición y modernidad, especialmente en lo que res-
pecta a los derechos de las mujeres y los niños.
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Desde el periodo precolonial hasta la adopción del Código de Familia en 2004,
la situación jurídica de las mujeres y los niños experimentó cambios impor-
tantes, que reflejaban los cambios sociales, políticos y culturales del país.

II. EL DERECHO DE FAMILIA
ANTES DEL PROTECTORADO
ENTRE LA COSTUMBRE Y LA SHARIA

Antes del establecimiento del protectorado francés en 1912, Marruecos se
regía por un sistema jurídico basado en la sharia, principalmente en el rito
malikí, la religión musulmana, a través del derecho islámico (fiqh) y la sharia,
que regulaba meticulosamente la vida familiar con el fin de garantizar la ar-
monía social y el equilibrio de responsabilidades dentro de la sociedad.

El matrimonio, la herencia y la protección de los niños eran ámbitos esencia-
les regidos por principios estrictos extraídos del Corán y la Sunna.

Estas normas tenían por objeto garantizar la justicia, la estabilidad y el bienes-
tar de las personas, al tiempo que establecían una distribución equitativa de
derechos y deberes, regulando así el matrimonio, las condiciones del matri-
monio, los derechos y deberes de los cónyuges y la disolución del matrimonio
según los diferentes tipos de divorcio, la regulación de la sucesión entre
herederos y la distribución de las cuotas hereditarias, la protección de la in-
fancia, el derecho a la filiación y la identidad, el derecho a la educación y al
desarrollo, y el derecho a la protección contra los malos tratos.

III. EL DERECHO DE FAMILIA
DURANTE EL PROTECTORADO

Con el establecimiento del protectorado francés en 1912, Marruecos experi-
mentó intentos de modernizar su sistema jurídico. Sin embargo, el derecho
de familia siguió estando en gran medida bajo la influencia de la ley islámica,
ya que las autoridades coloniales se mostraban reacias a intervenir en ámbitos
que se consideraban propios de la esfera religiosa y cultural.

El protectorado introdujo códigos jurídicos inspirados en el derecho francés
en otros ámbitos, mientras que el derecho de familia, que no estaba codifica-
do, siguió estando influenciado por prácticas tradicionales que perpetuaban
las desigualdades existentes, en particular en lo que respecta a los derechos
de las mujeres y los niños.
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IV. EL DERECHO DE FAMILIA

DESPUÉS DE LA INDEPENDENCIA

Tras la independencia, conseguida no sin sacrificios en 1956, Marruecos se
comprometió a codificar el derecho de familia, lo que culminó con la pro-
mulgación de la Moudawana en 1958.

Este código tenía por objeto unificar las prácticas jurídicas relativas a la condi-
ción jurídica de las mujeres y los niños, respetando al mismo tiempo los prin-
cipios islámicos.

La edad legal para contraer matrimonio se fijó por primera vez en 15 años
para las niñas y 18 para los niños, con la posibilidad de que el tutor matrimo-
nial casara incluso a una niña menor de edad, manteniendo así la práctica de
los matrimonios precoces, a menudo sin el consentimiento de las jóvenes.

Las normas establecidas en este código, que supuso un primer hito en el es-
tablecimiento del Estado de derecho y que regulaba la poligamia, el divorcio,
la tutela, la custodia de los hijos y otras cuestiones, pronto demostraron ser
incompatibles con las normas y reglamentos internacionales en este ámbito,
sin poder responder además a las legítimas aspiraciones del pueblo marroquí,
que buscaba decididamente una nueva reforma integral que acompañara al pro-
greso sostenido y a la creciente influencia de la cultura y la civilización del reino.

Ante la evolución de las relaciones internacionales y la apertura a los inter-
cambios internacionales y al derecho internacional privado, la sociedad ma-
rroquí pronto sintió las limitaciones de este código del estatuto personal
musulmán, en virtud del cual solo se reconocían pseudo derechos a las mu-
jeres y los niños. De ahí la reforma llevada a cabo por y gracias a nuestro va-
liente rey, Su Majestad Mohammed VI, que Dios lo glorifique y lo asista, que
supuso un gran avance en materia de matrimonio, poligamia, herencia, tutela,
derecho a la filiación, protección de la infancia, derecho a la educación y a la
realización personal, y derecho a la protección contra el abuso y el abandono.
Este código reforzó los derechos de las mujeres y los niños respetando los prin-
cipios del islam, al tiempo que pretendía promover la igualdad de género.

La Moudawana de 1958 dio paso a esta importante reforma, cuyo espíritu tu-
vo en cuenta las necesidades de cambio y los compromisos adquiridos por el
reino en materia de derechos.
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Aunque el Código de Familia de 2004 es considerado por todos como inno-
vador y sin precedentes en cuanto a su contenido y disposiciones, así como
por su lenguaje jurídico contemporáneo, perfectamente acorde con las pres-
cripciones y objetivos generosos y tolerantes del islam, esta ley de familia sigue
reflejando una tensión constante entre la tradición y la modernidad, entre el
respeto de los principios islámicos y las aspiraciones de igualdad de género, y
sigue siendo objeto de sucesivas reformas, una de las cuales se encuentra ac-
tualmente en fase de redacción.

Esta ley siempre se esfuerza por salvaguardar la identidad cultural y religiosa
del país, preservando con vigilancia ciertas instituciones específicas del islam
y Marruecos, como la kafala y el tanzil, que el notario se encarga de aplicar y
proteger mediante su intervención y sus servicios no judiciales y puramente
voluntarios.

V. INSTITUCIÓN NO JUDICIAL 
QUE PROTEGE LOS DERECHOS DEL NIÑO

A. KAFALA

La kafala es una institución del derecho musulmán que consiste en hacerse
cargo de un menor proporcionándole protección, manutención y educación,
sin establecer una relación de filiación entre el niño y el kafil.

Esta posibilidad de cuidar a un niño se denomina kafala, una institución
heredada del derecho musulmán, como medio legal para cuidar a un niño
abandonado o de padres desconocidos.

Se diferencia de la adopción, que crea un vínculo legal similar a la filiación
en otros sistemas jurídicos.

La legislación marroquí no contempla la adopción plena; solo los vínculos fa-
miliares confieren la condición de heredero y la posibilidad de transferir el
apellido, la nacionalidad y las creencias religiosas.

La kafala no crea una relación paterno-filial ni derechos de sucesión, y puede
ser considerada por un juez extranjero contraria al interés superior del niño,
ya que no le concede los mismos derechos que la adopción, en la que el niño
se integra plenamente en la unidad familiar y disfruta de los mismos derechos
que los hijos biológicos.
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En Marruecos, la adopción es nula desde el punto de vista legal y no conlleva
ninguno de los efectos de la filiación parental legítima. Sin embargo, el dere-
cho de familia prevé un sistema de adopción simple, sujeto a condiciones 
estrictas, sin las cuales ningún niño puede ser acogido por una familia de
acogida.

La base religiosa y jurídica de la kafala se basa en los principios de la ley is-
lámica y, principalmente, en los versículos 4 y 5 de la sura 33 del Corán, que
prohíben la asimilación de un niño acogido a un hijo biológico.

También está regulada por los artículos 187 a 194 de la Moudawana y la Ley
15-01 sobre la kafala de los niños abandonados, adoptada en 2002.

La relación entre el kafil (tutor), que se compromete a satisfacer todas las
necesidades del niño (alimentación, vivienda, ropa, atención médica, escola-
rización y educación moral y religiosa del makfoul), está sujeta a determinadas
condiciones, procedimientos y obligaciones.

CONDICIONES DE LA KAFALA

El kafil debe cumplir determinadas condiciones para poder acoger a un niño:
ser musulmán, estar en pleno uso de sus facultades mentales, ser moral y tener
la capacidad material para asumir esta responsabilidad, tener al menos 20
años de edad y gozar de plenos derechos civiles, sin antecedentes penales.

Los niños acogidos por la Kafala son generalmente niños abandonados,
definidos por la ley como aquellos nacidos de padres desconocidos o huér-
fanos sin apoyo familiar, o abandonados por sus padres biológicos sin espe-
ranza de retorno.

PROCEDIMIENTOS Y EFECTOS LEGALES DE LA KAFALA

La kafala está sujeta a un procedimiento de varias etapas y sigue un proceso
legal decidido por el juez del tribunal de familia: la solicitud de kafala se pre-
senta tras una solicitud por escrito del kafil al tribunal de familia; el juez lleva
a cabo una investigación social exhaustiva para verificar las circunstancias del
kafil; esta investigación la realiza un trabajador social para garantizar la esta-
bilidad financiera y moral del solicitante; a continuación, se toma una deci-
sión judicial si se considera que se cumplen las condiciones.
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El kafil tiene las mismas responsabilidades que un tutor legal, incluyendo la
vivienda, la educación, la salud y el mantenimiento del niño, mientras que el
Makfoul no tiene derechos de herencia ni de filiación, y el niño conserva su
apellido original o un nombre asignado por la administración si es hijo de
padres desconocidos. Sin embargo, la legislación marroquí permite que el
niño Makfoul adquiera la nacionalidad marroquí bajo ciertas condiciones.

El tribunal sigue supervisando el ejercicio de la kafala, en particular mediante
informes sociales periódicos. El kafil debe presentar al juez de familia un in-
forme anual sobre la situación del niño makfoul.

A nivel internacional, la kafala está reconocida por la Convención Interna-
cional sobre los Derechos del Niño (CDN) de 1989, que garantiza los derechos
del niño asegurando una protección y un cuidado adecuados, al tiempo que
distingue la kafala de la adopción.

En varios países europeos, a pesar de sus orígenes islámicos, la kafala está re-
conocida como una medida de protección de la infancia, aunque a menudo
plantea dificultades para las familias residentes en Europa, especialmente en
lo que respecta a la reunificación familiar y la concesión de la nacionalidad.

Esta institución, esencial para la protección de la infancia en Marruecos,
ofrece importantes ventajas, pero aún requiere mejoras y una reforma más
completa de su marco jurídico para garantizar un mejor apoyo social y opti-
mizar sus beneficios.

Junto con la kafala, el tanzil sigue siendo un mejor apoyo social y un activo
para optimizar esta institución. específico del derecho musulmán y marroquí.

B. TANZIL-SUSTITUCIÓN DE HEREDEROS

El tanzil es el acto de nombrar heredero a alguien que no tiene la condición
de heredero y situarlo en el mismo nivel que un heredero (artículo 315 de la
Ley 70-03).

El tanzil se constituye de la misma manera que un testamento y es un con-
cepto específico del derecho musulmán. Tiene su origen en las normas islámi-
cas sobre sucesiones y se refiere a la transmisión indirecta de los derechos de
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sucesión a herederos que no tienen derecho a ellos, pero que son descendien-
tes de herederos fallecidos antes que ellos.

En el caso del tanzil, cuando no hay herederos forzosos, la persona designada
como heredero mounazal es tratada como un heredero masculino o femenino,
según corresponda.

Este mecanismo permite así a determinados descendientes recibir una parte
de la herencia que habría correspondido a sus padres fallecidos antes que ellos.

En términos de estatuto personal, el tanzil refleja el deseo de preservar la jus-
ticia familiar respetando las normas establecidas por la ley islámica (sharia).
Sin embargo, este concepto es complejo de aplicar en contextos modernos,
en los que los sistemas jurídicos buscan un equilibrio entre la tradición y los
principios de justicia e igualdad.

LA BASE JURÍDICA DEL TANZIL 
EN MATERIA DE ESTADO CIVIL Y HERENCIA

El término Tanzil significa literalmente «transmisión» por devolución. Se
aplica principalmente en los casos en que el heredero directo fallece antes que
el testador. Aunque el Corán no aborda explícitamente el tanzil, algunos ver-
sículos sobre la herencia (sura 4 Annisae) se refieren a la necesidad de justicia
y equidad entre los herederos.

El tanzil se ha desarrollado gradualmente en las escuelas de jurisprudencia is-
lámica, con diferencias entre las escuelas hanafí, malikí y chií, que adoptan
diferentes enfoques con respecto a los derechos de los niños pequeños.

El tanzil se basa en dos principios esenciales:  

• Los descendientes de un heredero fallecido antes que él heredan por repre-
sentación. Se da prioridad a los herederos directos (hijos y nietos). 

• Los colaterales (hermanos, hermanas, sobrinos) solo se benefician del tanzil 
en determinados casos.

El tanzil, en relación con el estatuto personal, refleja las interacciones entre
el derecho religioso y el derecho civil.

• En varios países árabes musulmanes (Túnez, Marruecos, Argelia), el Código 
del Estatuto Personal incorpora o adapta este mecanismo para proteger a 
los nietos de la exclusión de la herencia.
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• Los países con derecho mixto (influencia francesa e islámica) adoptan una  
posición intermedia al aplicar el tanzil de manera parcial.

En la herencia moderna y contemporánea, el tanzil es una respuesta a las posi-
bles desigualdades: cuando el heredero directo fallece antes que sus padres,
sus hijos pueden recibir una parte equivalente a la que habría correspondido
a sus padres.

El tanzil también puede extenderse a las mujeres en los casos en que hayan
sido excluidas de la herencia, ya sea parcial o totalmente (artículo 355 de la
ley 70-03).

A pesar de sus ventajas, el tanzil plantea varias dificultades, entre ellas las desi-
gualdades entre los herederos en casos de desalojo y los conflictos entre el dere-
cho religioso y el derecho civil, agravadas por la complejidad de su aplicación.
A menudo se recurre a los jueces para que arbitren casos complejos, especial-
mente cuando hay un testamento o varios herederos.

El tanzil es un concepto complejo influido por normas religiosas, consuetu-
dinarias y civiles. Si bien su aplicación garantiza un cierto grado de equidad
en la herencia, el concepto requiere reformas adaptadas a las realidades so-
ciales modernas para conciliar la tradición y la modernidad.

Los casos que no pueden resolverse en virtud de las disposiciones que rigen
el tanzil se resuelven de conformidad con las disposiciones que rigen los tes-
tamentos (artículo 320 de la Ley 70-03).

Si bien la aplicación de estos dos conceptos, Kafal y Tanzil, es competencia
exclusiva de los adouls, la institución notarial moderna goza de un ámbito de
intervención más amplio y extenso para apoyar a las personas en su vida ju-
rídica y transaccional, desde el nacimiento hasta la liquidación y partición de
su sucesión, forjando así un vínculo emocional que perdura en el tiempo y el
espacio con las familias y generaciones enteras.

CONCLUSIÓN

El notario marroquí se considera un magistrado voluntario al servicio del
público. Si bien todo lo relacionado con el derecho de familia musulmán
(matrimonio, herencia, Kafala, Tanzil) recae dentro de la jurisdicción exclusiva
del juez de familia y los adouls controlados por este último, la institución no-
tarial tiene un ámbito de intervención más amplio y extenso:
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- a través del Consejo, que es el primer punto de contacto y establece la proxi-
midad que sella la relación de confianza y lealtad para acompañar al usuario
desde su nacimiento en su vida jurídica y transaccional,

- a través de la liquidación y partición de la sucesión,

- a través de la redacción y custodia de testamentos,

- mediante la liquidación de transmisiones patrimoniales por medio de dona-
ciones, particiones condicionales o incondicionales, mediante la redacción
de contratos matrimoniales (artículo 49 de la Ley 70-03),

- mediante la protección de los derechos de las personas incapacitadas (artículo
239 de la Ley 70-03).

El asesoramiento del notario permite a los usuarios resolver todas sus dudas
y preocupaciones y optimizar sus convicciones para cualquier toma de decisión
antes de comprometerse en cualquier transacción (artículo 37 - Ley 32.09).
Este mismo asesoramiento experto del notario permite al usuario actuar con
pleno conocimiento de causa y tomar una decisión informada sobre las me-
didas que deben adoptarse.

Aunque ciertas instituciones, como las mencionadas anteriormente, entran
en el ámbito del derecho de familia y siguen siendo competencia exclusiva de
los adules, el notario marroquí moderno sigue siendo un actor esencial, que
ofrece una gama de servicios jurídicos en este ámbito (compra, donación in-
tercambio, transferencia, acuerdos de gestión de activos, partición y liqui-
dación de patrimonios, división, legados, testamentos y Tanzil).

Una escritura notarial no es solo un documento redactado por un funcionario
público, sino que también es verificado y autenticado por él, lo que garantiza
su veracidad y fiabilidad al ofrecer no solo incuestionabilidad fáctica en la
forma y el fondo, sino también indiscutibilidad jurídica, lo que reduce el
número de litigios.

Desde la Ley 32-09 que regula la profesión de notario, nuestras escrituras tie-
nen fuerza probatoria y ejecutiva, lo que les confiere un carácter oficial y vin-
culante similar al de una sentencia, salvo en caso de impugnación.

Además, la digitalización y modernización de nuestra profesión notarial me-
diante la integración de firmas electrónicas y registros digitales puede limitar
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significativamente la necesidad de recurrir a los tribunales para la verificación
de las escrituras.

Marruecos avanza hacia una mayor modernización de la profesión notarial
con reformas destinadas a reforzar la ejecutabilidad de las escrituras notariales,
con el fin de limitar los recursos judiciales mediante la adopción de tec-
nologías digitales.

Sin embargo, la reducción de la intervención judicial requiere una mayor vigi-
lancia para evitar abusos o errores en la redacción de las escrituras, lo que
exige mecanismos de control más estrictos, un sistema más digitalizado, in-
versiones en infraestructuras tecnológicas sólidas y una adaptación continua
de las prácticas notariales en consonancia con las normas internacionales, de
ahí el papel y la contribución de la UINL.

ef
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Competencia notarial en la jurisdicción voluntaria en el Perú 
not. Rosalía mejía Rosasco, Peru (ES)

https://drive.google.com/file/d/1HRPiJzPaPhulXTdaJ2sX4l3n2xhnqwcc/view?usp=sharing

Newly established competences of Croatian
notaries in non-contentious matters

not. Hana Hoblaj, croatia (EnG)
https://drive.google.com/file/d/1Gvrnwjczf-gjl2_4mhOGxlVRuSplld5Z/view?usp=sharing

Notarial competences in non-contentious proceedings in Mongolia
not. Buyandelger altansukh, mongolia (EnG)

https://drive.google.com/file/d/1rsjeqjouXP6l6lQJ_x6mSzfVHjfuZdRZ/view?usp=sharing

Encadrement de la GPA au Québec 
not. caroline lepage, notaire au Québec, canada (fR)

https://drive.google.com/file/d/1VkRurxTwBV2l3xK576V05dZyVOii6tuc/view?usp=sharing

OTROS ARTÍCULOS
SOBRE cOmPETEnciaS nOTaRialES En

maTERia dE ESTadO ciVil y PaTERnidad
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https://drive.google.com/file/d/1rsjeqjouXP6L6lQJ_x6MSzFVHjFuZdRZ/view?usp=drive_link
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EL MANDATO DE PROTECCIÓN
FUTURA SEGÚN LA

LEGISLACIÓN FRANCESA

BERTAND BASSEVILLE / NOTARIO EN FRANCIA

I. INTRODUCCIÓN

Durante los últimos quince años, diversas leyes de “simplificación” y “moder-
nización” del derecho de las personas y de la familia han prolongado y acelerado
el movimiento de desjudicialización y contractualización de las relaciones fa-
miliares en Francia.

El mandato de protección futura, fruto de este movimiento, permite a cualquier
persona mayor de edad (denominada mandante) designar por adelantado a una
o varias personas (denominadas mandatarios) para que la representen el día en
que ya no tenga capacidad para gestionar sus intereses.

Esta medida de planificación y anticipación permite evitar solicitar, a menudo
con carácter de urgencia, una decisión judicial para la protección de una per-
sona mayor de edad.

Este régimen, inscripto en el Código Civil (desde la ley n.º 2007-308, de 5 de
marzo de 2007), yaplicable desde el 1 de enero de 2009, responde a necesidades
sociales relacionadas, en particular, con el envejecimiento de la población y la
prevención de situaciones de incapacidad.

En primer lugar, presentaremos la creación de este mandato, su funcionamiento
y, a continuación, la finalización del mismo.

TRaducción
al ESPaÑOl

5

MESA
REDONDA 1

LA PERSONA Y LA FAMILIA . PERSOnaS VulnERaBlES
mOdERadORa: ValEnTina RuBERTElli

90



RIN 134

A continuación, destacaremos la importancia del papel del notario en el fun-
cionamiento de este régimen.

PRIMERA PARTE: 
Presentación del mandato de protección futura en el derecho francés

Personas afectadas:
El mandante puede, en primer lugar, celebrar un mandato de protección fu-
tura para sí mismo. Este es el caso de cualquier persona mayor de edad o me-
nor emancipada que no sea objeto de una medida de tutela o habilitación
familiar.

El mandato de protección futura también puede otorgarse en nombre de otra
persona. Los padres pueden celebrar un mandato de protección futura en
nombre del menor sobre el que ejercen la patria potestad o en nombre del
mayor del que asumen la responsabilidad material y afectiva.

En esta situación, el mandato entrará en vigor a partir del día en que el man-
dante fallezca o ya no pueda cuidar del interesado.

El mandatario puede ser una persona física o jurídica inscrita en una lista ofi-
cial. El mandatario debe aceptar expresamente el mandato.

El mandante puede designar a uno o varios mandatarios con misiones distintas.

La forma del mandato
• El mandato puede redactarse bien mediante un documento privado, según 
un modelo tipo, bien ante notario mediante escritura pública.

- Si se redacta mediante documento privado, solo podrá referirse a los 
actos de administración del patrimonio de la persona protegida.
- Si se redacta mediante escritura pública ante notario, el mandato per-
mite al mandatario ejercer, además de los actos de administración, los 
actos de disposición, (excepto la vivienda de la persona protegida).

• El mandato para terceros solo puede otorgarse mediante escritura notarial.
• El mandato de protección futura deberá inscribirse en un Registro nacional 
que se encuentra en proceso de creación.

Ejecución del mandato
El mandato para sí mismo surte efecto cuando el mandante ya no puede velar
por sus intereses por sí mismo.
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El representante deberá presentarse en la secretaría del tribunal judicial acom-
pañado del beneficiario del mandato, salvo que se demuestre, mediante cer-
tificado médico, que su presencia en el tribunal es incompatible con su estado
de salud.

El mandatario presentará en la secretaría del tribunal judicial el mandato, los
documentos que acrediten la identidad y la residencia del mandante y un cer-
tificado médico expedido  por un médico autorizado.

En caso de mandato para terceros, el nombramiento del mandatario surtirá
efecto tras el fallecimiento del mandante (el último de los dos progenitores si
el mandato ha sido otorgado por ambos) o a partir del día en que ya no pueda
cuidar de su hijo.

El representante deberá presentarse en la secretaría del tribunal judicial acom-
pañado del hijo beneficiario del mandato, salvo que se demuestre, mediante
certificado médico, que su presencia en el tribunal es incompatible con su es-
tado de salud.

El mandatario debe presentar en la secretaría del tribunal judicial, además de
los documentos necesarios para los mandatos para sí mismo, un certificado
de fallecimiento del mandante o un certificado médico que acredite la alte-
ración de sus facultades.

Facultades y obligaciones del mandatario

El mandato notarial permite al mandatario realizar todos los actos patrimo-
niales en nombre del mandante, con excepción de los actos de disposición a
título gratuito y la venta de su residencia principal, que requieren la autor-
ización del juez.

El mandato de protección futura, en forma notarial, permite por tanto la reali-
zación de actos de adquisición o venta inmobiliaria sin intervención judicial.

El mandato privado solo permite al mandatario realizar actos de gestión y ad-
ministración. Los actos de disposición deben ser autorizados por un juez.

En ambos casos, el mandatario está sujeto a verificaciones contables. Al asu-
mir sus funciones, debe realizar un inventario del patrimonio del mandante.

Posteriormente, debe rendir cuentas anualmente de su misión a la persona
encargada de controlar la ejecución del mandato, es decir, el notario en caso
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de mandato notarial o la persona designada por el mandante en caso de man-
dato privado (artículo 486 del Código Civil).

En caso de dificultad en la ejecución del mandato, cualquier interesado puede
recurrir al juez de lo contencioso.

La responsabilidad del mandatario puede ser cuestionada en caso de mala
ejecución, insuficiencia o falta en el ejercicio de su misión.

Si se le reconoce responsable de un perjuicio, puede ser condenado a indem-
nizar al mandante o a sus herederos.

Si el mandato no protege suficientemente los intereses personales o patrimo-
niales de la persona, el juez puede ordenar una medida de protección jurídica
complementaria, que se confiará, en su caso, al representante de protección
futura. También puede autorizar a este último o a un representante ad hoc a
realizar uno o varios actos determinados no contemplados en el mandato.

Fin del mandato

La terminación del mandato se produce por el restablecimiento de las facul-
tades personales del mandante, su fallecimiento o su sometimiento a un régi-
men de protección judicial.

También se produce por el fallecimiento del mandatario o su propia incapaci-
dad, o por decisiónjudicial.

SEGUNDA PARTE: 
La competencia notarial en materia de mandato 
de protección futura y sus implicancias:

Si bien las ventajas del mandato de protección futura son múltiples, dos de
ellas se destacan particularmente.

En primer lugar, la seguridad, ya que el acto permite determinar por adelan-
tado las modalidades de protección cuando el mandante ya no pueda velar
por sus propios intereses.

También constituye una alternativa a las medidas de protección judicial, al libe-
rar al juez de una misión no contenciosa, que a menudo se confía al notariado.

En segundo lugar, la virtud de la libertad, ya que el mandato ofrece a cada
uno la posibilidad de organizar una protección «a medida». Puede configurarse
según los deseos de cada uno, en la forma deseada, para que sus intereses pa-
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trimoniales y/o extrapatrimoniales sean defendidos en ejecución de un con-
trato cuyo objeto habrá sido delimitado, con el asesoramiento de un notario.

El aporte  del notariado:
El mandato de protección futura es un acto técnico que hace que la función
del notario sea muy útil para evitar las siguientes dificultades:

- Contemplar la propia incapacidad nunca es fácil y la decisión de redactar
un mandato de este tipo a menudo llega demasiado tarde, cuando el mandan-
te ya no está en pleno uso de sus facultades mentales. Por lo tanto, el notario
desempeña un papel muy importante a la hora de sensibilizar a las familias
sobre este asunto.

- A menudo resulta complicado elegir a un apoderado digno de confianza que
reúna las cualidades humanas y las competencias necesarias para gestionar un
patrimonio, sobre todo cuando éste es importante y diversificado. Recurrir a
un notario suele ser útil.

Las modificaciones propuestas por el notariado
para mejorar el funcionamiento de este mandato:

- En realidad, los textos dejan poco margen de maniobra al mandante para
organizar la gestión de su patrimonio (venta de su residencia principal o se-
cundaria, falta de publicidad del mandato hasta la fecha, etc.).

- El mandatario debe rendir cuentas anualmente al notario en lo que respecta
al mandato notarial, a pesar de la confianza que el mandante pueda deposi-
tar en él.

Se podrían contemplar diversas modificaciones, como:

- La creación de un registro nacional que recopile todos los mandatos de pro-
tección futura firmados (previsto para finales de 2026).

- Podría ser útil que el notario tuviera la misión de constatar la activación del
mandato de protección futura en lugar de la Secretaría del Tribunal.

- La circulación del mandato de protección futura y su eficacia en un país ex-
tranjero deben estar plenamente garantizadas (Reglamento europeo en curso).

- El objeto del mandato podría ampliarse también a la asistencia y no solo a
la representación.

Gracias por su atención
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NOTARIO Y DESJUDICIALIZACIÓN
EN ITALIA Y EN COLOMBIA

Actos relativos a la protección
de menores y personas vulnerables

SABRINA BELLONI / NOT. EN ITALIA

El artículo 21 de la ley 149/2022 (en vigor desde el 28 de febrero de 2023)
surgió a raíz de una solicitud al legislador por parte del notariado italiano.

Esta ley establece que las partes, personalmente o a través de un abogado, pue-
den solicitar que las autorizaciones para la celebración de actos públicos rela-
tivos a los bienes de un menor o de una persona protegida puedan ser expedidas
por el notario.

La reforma no sustituye simplemente al notario por el juez, sino que crea una
doble vía, ya que ofrece a las partes la posibilidad de elegir entre:

• el uso de los sistemas tradicionales de solicitud 
de autorización a la autoridad judicial, o

• la posibilidad de solicitar la autorización al notario 
elegido para la celebración del acto principal.

En efecto, el notario elegido para celebrar el acto, debido a su experiencia téc-
nica y su imparcialidad con respecto a las partes interesadas, puede ahora ejercer
las mismas funciones que el juez para la concesión de la autorización necesaria.

TRaducción
al ESPaÑOl

6

MESA
REDONDA 1
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1. LA COMPETENCIA DEL NOTARIO

1.1. Competencia subjetiva del notario

El notario está habilitado para expedir autorizaciones para actos públicos o
actos privados autenticados en las siguientes condiciones:

a) La operación se refiere a un acto de disposición del patrimonio de un
menor o de una persona protegida (tutela, curatela, etc.).

b) La autorización se refiere a la celebración de un acto público o de un acto
privado autenticado por el mismo notario que expide la autorización.

c) No existe ningún caso de exclusión previsto por la ley.

Algunas materias siguen estando reservadas exclusivamente a la autoridad 
judicial, a saber:

- Los actos destinados a promover, renunciar o resolver 
sentencias o arbitrajes.
- Los actos relativos a la continuación de la actividad comercial.

1.2. Competencia territorial del notario

A diferencia de la solicitud presentada al juez (que siempre debe identificarse
sobre la base de un criterio territorial, es decir, sobre la base del lugar de resi-
dencia de la persona incapacitada o del lugar de apertura de la sucesión), la
competencia del notario para expedir la autorización no está sujeta a limita-
ciones territoriales.

El único requisito impuesto por la ley es, en efecto, que el notario que expida
la autorización sea el mismo que reciba la escritura posterior. Si las partes,
por cualquier motivo, deciden acudir a un nuevo notario para formalizar la
escritura, deberán solicitar una nueva autorización.

Por lo tanto, el notario puede ser designado incluso si, por ejemplo, las partes
interesadas en la celebración del acto son dos personas incapacitadas que resi-
den en regiones diferentes.

En este caso, sin embargo, si se desea recurrir a la autoridad judicial para la
expedición de las autorizaciones, será necesario presentar un recurso ante dos
jueces tutelares diferentes, territorialmente competentes en función de los res-
pectivos lugares de residencia de las personas incapacitadas interesadas en la
celebración del acto.
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En cualquier caso, el principio de territorialidad de la competencia del notario
permanece inalterado: el notario no podrá recibir el acto que le soliciten las
partes fuera de la región en la que tiene su notaría.

2. EL PROCEDIMIENTO DE AUTORIZACIÓN

2.1. La solicitud por escrito al notario

La condición esencial para que el notario expida la autorización es la solicitud,
que debe ser:

- por escrito: no basta con una solicitud verbal, las partes deben presentar un
documento escrito que contenga la solicitud para que el notario expida la au-
torización necesaria para la ejecución del acto.

- realizada por las partes, personalmente o a través de un abogado. El término
«personalmente» significa una solicitud realizada por:

• los padres (en el caso de menores) o

• las personas que hayan sido autorizadas previamente por la autoridad 
judicial para velar por los intereses de la persona incapacitada (tutores, 
curadores o administradores de apoyo).

El papel de estas personas es especialmente importante, ya que a través de
ellas surgen las iniciativas económicas que llevarán a la persona vulnerable a
celebrar el contrato posterior.

Se trata de una función extremadamente delicada que debe ejercerse con la
mayor diligencia, evitando situaciones potenciales de abuso e improvisación.

- Sin contenido predefinido: la ley no establece expresamente el contenido
de dicha solicitud escrita al notario.

En cualquier caso, es necesario proporcionar al notario:

- Los motivos de la solicitud (indicar de forma expresa y clara las razones que
hacen útil o necesaria la celebración del acto solicitado al notario).

- otros elementos de apreciación que le permitan determinar la conveniencia
o la necesidad del acto para el que se concederá la autorización (por ejemplo,
un informe de valoración del valor real del inmueble que la persona protegida
tiene intención de vender o comprar).
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En efecto, a los recursos ordinarios de la jurisdicción graciosa se adjuntan
evaluaciones de los bienes inmuebles, a fin de que la autoridad judicial pueda
apreciar la coherencia del precio en relación con el valor real de mercado del
bien y disponer de otros elementos de apreciación para expedir la autorización.

2.2. La investigación del notario: asistencia 
de asesores y recopilación de información

El notario, al que se le presenta la solicitud de autorización de las partes, pue-
de contar con la asistencia de asesores y recabar información.

El notario dispone así de una facultad de investigación destinada a despejar
las dudas sobre la utilidad o la conveniencia real, para la parte en cuyo interés
se solicita la autorización, de la operación que se va a realizar.

La investigación preliminar realizada por el notario no requiere el cumplim-
iento de ninguna formalidad particular, ya que no se exige ningún informe
especial que contenga las declaraciones de las personas consultadas.

Además, el notario no tiene ningún poder coercitivo, ya que solo puede so-
licitar a las partes interesadas que faciliten la información necesaria para de-
cidir si concede o no la autorización.

Del mismo modo, la autorización puede concederse en el caso de una persona
protegida en relación con un acto relativo a los bienes sucesorios. El notario,
basándose en las facultades que le confiere la reforma, puede expedir en este
caso una autorización única que concilie conjuntamente las necesidades de
protección del patrimonio de los acreedores de la sucesión y las de la persona
incapacitada.

3. CONCLUSIÓN DEL PROCEDIMIENTO

3.1. Denegación de la autorización

La ley no determina específicamente la forma en que el notario debe expresar
su denegación de la autorización. 
No obstante, se pueden plantear algunas hipótesis:

a) Ilegitimidad del solicitante para solicitar la autorización (por ejemplo, si la
solicitud la realiza un progenitor al que se le ha retirado la patria potestad, o
un tutor que ha sido suspendido o destituido).
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b) Falta de convicción sobre la conveniencia o la utilidad para la persona in-
capacitada del acto que se va a realizar, o debido a que la solicitud formulada
no contiene ninguna motivación que ponga de manifiesto la necesidad o la
utilidad de la realización del acto.

El notario está obligado a notificar a los solicitantes su respuesta negativa por
escrito, indicando los motivos de la denegación. Esta obligación de motivación
responde a la necesidad de transparencia y garantiza a las partes la posibilidad
de defenderse: la posibilidad de recurrir la denegación, pero también de refor-
mular su solicitud teniendo en cuenta las objeciones del notario y volver a
presentar una nueva solicitud de autorización ante otro notario o ante la au-
toridad judicial.

3.2. La autorización y su eficacia

Tras recibir la solicitud por escrito de las partes, si la investigación es con-
cluyente, el notario puede expedir la autorización y:

- prever que se perciba una contraprestación en interés del sujeto vulnerable:
el notario debe determinar (como lo haría el juez) las precauciones necesarias
para su reutilización. El objetivo de esta disposición es evitar disparidades
entre la autorización notarial y la autorización judicial, permitiendo también
al notario decidir sobre la reutilización posterior de la contraprestación.

• Realizar todos los trámites de publicidad necesarios para que la autorización 
sea efectiva, sin ningún coste para el solicitante, ya que debe comunicar 
la autorización

• a la secretaría del tribunal que hubiera sido competente
para expedir la autorización,

• al fiscal del mismo tribunal.

La comunicación es necesaria para permitir la interposición de un posible re-
curso por parte de:

• el fiscal: como ocurre con todas las decisiones emitidas por la autoridad
judicial en las que se requiere su dictamen,

• la parte demandante: la reclamación del demandante puede estar motivada 
por la denegación del notario de expedir la autorización o por la aceptación  
parcial de la solicitud presentada al notario.

99



RIN 134

ef

AUTORIZACIÓN PARA ENAJENAR
BIENES DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD,

MAYORES O MENORES DE EDAD

MIGUEL ALFREDO LEDESMA CHAVARRO / NOT. EN COLOMBIA

Teniendo en cuenta la referencia a las normas del Código de Procedimiento
Civil, la reclamación contra la autorización notarial debe presentarse en un
plazo de diez días a partir de la notificación al fiscal y a las partes.

En ausencia de reclamo, la autorización expedida por el notario surtirá efecto
veinte días después de la fecha de su notificación a la parte solicitante, al tri-
bunal y al ministerio público.

4. CONCLUSIÓN

Esta reforma ha sido un éxito para la profesión notarial.

Es una muestra de la consideración que el legislador tiene por el notario.

El notario responde así a una necesidad social de rapidez en la toma de deci-
siones y a la necesidad del Estado de apoyar a los tribunales.

En conclusión, la legislación italiana ha identificado al notario como el único
sustituto posible del juez (y no solo un simple “auxiliar”), dada su indepen-
dencia, su condición de tercero imparcial y su competencia jurídica.

Sobre la autorización para enajenar bienes de personas con discapacidades
mentales e intelectuales, mayores o menores de edad, hay que acudir a la “Con-
vención sobre los derechos de las personas con discapacidad”. Allí se fijan
principios como los de “autonomía, libertad de tomar las propias decisiones,
y la independencia de las personas”, lo cual envuelve la capacidad jurídica,
que a su vez implica la capacidad de ser sujeto de derechos y obligaciones, y
la de ejercerlos y obligarse.
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Bajo esos principios se han construido normas que facultan ilimitadamente
a las personas con esas discapacidades para ejercer cualquier acto jurídico. Así
por ejemplo, en Colombia la Ley 1996/2019, dispone que: “Todas las perso-
nas con discapacidad son sujetos de derechos y obligaciones, y tienen capaci-
dad legal en igualdad de condiciones, sin distinción alguna e independiente-
mente de si usan o no apoyos para la realización de actos jurídicos”, pudiendo
equivocarse en sus decisiones porque la persona de apoyo no puede sustituir
su voluntad. Esa ley facultó al notario colombiano para autorizar escrituras
de acuerdo de apoyos para que esas personas adelanten actos con relevancia
jurídica, lo cual pueden hacer inclusive sin utilizar apoyos. 

Mediante la investigación socio jurídica que lideré en España, Estados Unidos
y Colombia, con la asistencia de grupos focales compuestos por expertos en di-
ferentes disciplinas y con el respaldo de la Fundación Tribuna Jurídica, se
concluyó que personas con discapacidades mentales e intelectuales graves,
deben inevitablemente utilizar apoyos para ejercer su plena capacidad jurídica.
Ese estudio, titulado “Máxima dignidad para la discapacidad”, reveló que el
notario debe estar atento para que personas con deficiencias severas reciban
el adecuado apoyo para ejecutar esa capacidad jurídica, aunque la normativa
no establezca límites. 

Desde aquí promuevo el sentimiento expuesto por esos expertos, para que las
Naciones Unidas ajuste esa normativa a una realidad que no podemos escon-
der, cuando de lo que se trata es de defender los derechos fundamentales de
personas vulnerables que requieren un apoyo hasta para las actividades más
elementales de la vida. 

En este sentido, debe ser ajustada esa Convención para que no se cometan
excesos, pues a la postre se les dejaría desprotegidas y éste no es el querer que
inspira el noble y profundo propósito de las Naciones Unidas. 
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La Procuration Enregistrée en Droit Polonais : Le Rôle Central
du Notaire dans une Nouvelle Forme de Mandat de Protection Future

Pawel dabrowski, notaire en Pologne (fR) 
https://drive.google.com/file/d/1mxw3gV9cmldwobZhuJcnyc5bscr8bnPk/view?usp=sharing
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LOS PACTOS
FAMILIARES EN CUBA

Código de las familias y argumentación notarial

LEONARDO B. PÉREZ GALLARDO / NOTARIO EN CUBA

SUMARIO

1. Derecho familiar y notariado: su expresión en el nuevo Código de las familias
de Cuba. 2. La función pública notarial y los controles de autoridad pública.
2.1. Control notarial de legalidad. 2.2. Control notarial de equidad (o de no
lesividad). 2.3. Los controles de autoridad pública del notario ante los pactos
familiares. 3. La razonabilidad de las decisiones notariales en materia familiar.
4. La ponderación notarial para evaluar la pertinencia de la guarda y el cuidado
compartidos. 5. Aplicación notarial de la equidad y de los principios en materia
familiar. 6. A modo conclusivo. Bibliografía.

1. DERECHO FAMILIAR Y NOTARIADO: SU EXPRESIÓN 
EN EL NUEVO CÓDIGO DE LAS FAMILIAS DE CUBA

La aprobación en referéndum popular el 25 de septiembre de 20221 de un
nuevo Código regulador del Derecho familiar puede catalogarse como uno de
los acontecimientos históricos de mayor trascendencia en lo que va de este siglo
XXI en Cuba y cuando se hace referencia a su carácter de acontecimiento
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1 Es oportuno apuntar que el citado referéndum popular tuvo como resultados una participación de 6 269 427
electores para el 74,12% del total según la lista actualizada que ascendía a 8 457 978. Las boletas válidas fueron 5
909 385 para un 94,25%; anuladas 157 878 para un 2,51%; en blanco 202 164 para un 3,22%. Votaron por el
Nº un total de 1 959 097 electores, para un 33, 15% y votaron por el Sí un total de 3 950 288 electores, para 
un 66,85%.
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histórico, en modo alguno se circunscribe al campo del Derecho. Su aproba-
ción ha sido – sin temor a equivocarnos- un hecho de connotación ineludible
en la historia patria2. 

Si se vuelve la mirada hacia el pasado, no se puede olvidar que en Cuba las
normas iusfamiliares estuvieron contenidas en el Código civil español de 24
de julio de 1889, el cual se hizo extensivo a la Isla por Real Decreto de 31 de
julio de 1889, entrando en vigor el 5 de noviembre de ese propio año hasta
que el 12 de abril de 1988 fuera reemplazado por el nuevo Código civil – aún
vigente-3. No obstante, el Derecho familiar cubano siguiendo los derroteros

2  El Código de las familias de Cuba ha sido la primera ley ordinaria llevada a referéndum en el país, y sin temor
a un error, el primer Código sobre esta materia que un Estado lleva a referéndum. No ha existido en la historia
del país una norma más mediática, que polarizara tanto a la sociedad cubana que dicho Código. 
Poco más de un mes después de proclamada la Constitución de la República de Cuba de 2019 -el 10 de abril
de ese año- se constituyó por el Ministro de Justicia el grupo temporal intersectorial y multidisciplinario que
comenzó a trabajar en la propuesta inicial de un nuevo Código de las familias. Ya avanzada esta propuesta, en
marzo de 2021 se constituyó oficialmente la Comisión redactora. 
El 15 de septiembre de 2021 se dio a la publicidad la versión 22 del Proyecto de Código y se convocó hasta oc-
tubre de ese mismo año un proceso de consultas especializadas en las que participaron 47 instituciones, organis-
mos, organizaciones de la sociedad civil, sociedades científicas, grupos que representaban a distintos sectores
como los religiosos, las personas en situación de discapacidad, entre otros. Después de discutida y aprobada
una nueva versión por la Asamblea Nacional en diciembre de 2021, se aprobó convocar a la consulta popular
entre los meses de febrero y abril de 2022. En este proceso participaron 6 481 207 electores que representan el
75.93%, de un total de 8 535 742 que debieron hacerlo. 
Se realizaron 79 192 reuniones, de ellas 1 159 en las misiones de Cuba en el exterior. En estas reuniones se hi-
cieron 336 595 intervenciones y fueron procesadas 434 860 propuestas. De las reuniones efectuadas en el ámbi-
to estudiantil y laboral se recibieron 73 211 propuestas; el 61.96% de ellas fueron a favor del Proyecto del Código. 
La Comisión redactora en varias jornadas de debates realizó una labor de estudio y análisis rigurosa, discutió
las propuestas de cambios y logró la coherencia interna del Proyecto, presentando el 22 de julio de 2022 en su
versión 25 con la modificación del 49.15% de todo el contenido de la versión 24 llevada a consulta popular.
Esta versión fue discutida y aprobada por la Asamblea Nacional y fue la que se llevó a referéndum popular el
18 de septiembre de 2022 en las misiones diplomáticas cubanas en el exterior y el 25 de septiembre de 2022 en
el territorio nacional. Sobre el íter normativo y las principales novedades del Código, vid. PÉREZ GALLARDO,
Leonardo B., Ana María ALVAREZ-TABÍO ALBO y Yamila GONZÁLEZ FERRER, “A propósito del nuevo
Código de las familias de Cuba: las razones por el sí”, en Revista Anales de Legislación Argentina, año LXXXIII,
No. 1, enero 2023, pp. 5-70. 
3 No obstante, no puede perderse de vista ni dejar de mencionarse las importantes normas jurídicas que fueron
aprobadas en Cuba en materia familiar durante la primera mitad del siglo XX que llevaron a incluir algunas re-
formas parciales a las normas del Derecho familiar contenidas en el Código civil español, vigente en el país du-
rante ese período y que demuestren el gran empuje social que existía en el país en pos de lograr conquistas a
favor de la igualdad de mujeres y hombre y la igualdad en materia filiatoria. Así, como indica la profesora MESA
CASTILLO, “los primeros afanes legislativos patrios se centraron en el divorcio vincular o desvinculatorio, un
afán que venía desde la República de Cuba en Armas”. De ese modo, se presentaron distintos proyectos de di-
vorcio desde 1903 y en los años sucesivos, 1910, 1913, 1914, 1918, 1927, 1928, 1930, 1931, 1933 y 1934”. En
1916 (Ley de 19 de junio) disminuyó la edad para alcanzar el pleno ejercicio de la capacidad jurídica, de 23
años a 21 años cumplidos. Un año después, en 1917 se promulga la denominada Ley de parafernales (Ley de 18
de julio) que tuvo como objetivo proteger a un sector de mujeres de determinada posición económica (la mujer
no necesitó más de la licencia marital para disponer de sus bienes propios) dejando intacto el resto del dogma
de la potestad marital para otros actos. En 1918 (por Ley de 29 de julio) se estableció como única forma de matri-
monio válida legalmente, al matrimonio civil, concebido como un contrato civil, privándosele validez y eficacia
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de algunos países, tanto de Latinoamérica4 como también de Europa del Este5,
cobró autonomía normativa con la promulgación el 14 de febrero de 1975 de
un Código de familia, que entrara en vigor el 08 de marzo de ese propio año
y que si bien se apartó de la filosofía que informaban las normas familiares
contenidas en el Código civil español tuvo su indudable impronta, aunque
dicho cuerpo normativo abrevó más en las corrientes doctrinarias que apos-
taban por una mayor intervención del Estado en la familia, y que desde Italia
abanderaba el maestro boloñés Antonio CICU6. Este Código dio al traste
con la posibilidad de pactar el régimen económico del matrimonio, impuso
una concepción matrimonialista extrema, a tal punto que silenció la posibili-
dad de opción por la unión de hecho, convirtiendo por imperio legal el reco-
nocimiento judicial de la unión de hecho en matrimonio, llegando incluso a
reconocerle efectos ex tunc, de modo tal que lo que un día fue unión de
hecho, tras la formalización del matrimonio y la expansión de sus efectos hacia
el pasado, devenía en matrimonio desde la propia fecha de constitución de la
unión, de manera que llevaba a convertir con inmediatez la oruga en mari-
posa, pasando por alto la autonomía privada de la pareja y el consentimiento
matrimonial. Todo ello con el noble propósito de regularizar el estatuto de

al matrimonio religioso. En esa propia fecha se aprobó la primera ley de divorcio vincular o desvinculatorio,
eliminándose la concepción sacramental, indisoluble y perpetúa del matrimonio. En 1929 (Ley de 1 de julio)
la mujer cubana que se casase con un extranjero, no perdería su nacionalidad por razón de su matrimonio. En
1930 (Ley de 6 de febrero) se deroga el adulterio como delito, quedando solo como causal de divorcio, sin dis-
tingos por razón de sexo. En 1934, logra la mujer el derecho al voto, por la Constitución de 3 de febrero de ese
año. En 1938 (Ley de 15 de agosto) se considerarían también hijos legítimos a los habidos fuera del matrimonio
de padres que al momento de la concepción estuvieren o no (esencia de la modificación sobre legitimidad de
los hijos) en aptitud de contraer matrimonio, siempre que en cualquier tiempo posterior, los padres hubieren
celebrado matrimonio legal. En 1950 (Ley 9 de 20 de diciembre), complementaria de la Constitución de 1940
en cuanto a la igualdad del hombre y la mujer dentro del matrimonio, logra desmantelar el dogma de la potestad
del marido, igualando al menos formalmente los derechos y deberes conyugales, otorgándole a ambos padres
conjuntamente el ejercicio de la patria potestad, concediéndosele a la mujer el derecho a formar parte del Con-
sejo de Familia y a ser tutora. Vid. MESA CASTILLO, Olga, “Principales normativas jurídicas de protección a
la familia a través de la historia de Cuba colonial y neo-colonial” (conferencia inédita, cortesía de la autora). 

4 En 1972 se había aprobado el Código de familia de Bolivia (23 de agosto de 1972) y un año después el Código
de familia de Costa Rica (21 de diciembre de 1973).

5 Así, Bulgaria tenía un Código de familia desde 1968 (Decreto No. 225 de 15 de marzo de 1968), la extinta
República Democrática Alemana tenía un Código de familia y una Ley de introducción del Código que databa
del 20 de diciembre de 1965, Polonia por su parte disponía de un Código de familia y tutela (Ley de 25 de
febrero de 1964), la entonces República de Checoslovaquia igualmente disponía de la Ley No. 94 de 4 de di-
ciembre de 1963, Código de familia, al igual que Rumanía cuyo Código de familia era de 1954, modificado en
1956, mientras que la entonces República Socialista Federativa Soviética de Rusia tenía un Código del matri-
monio y de la familia, aprobado por Ley de 30 de julio de 1969. 
6 El gran jurista de Bolonia, Italia, Universidad de la que fue Profesor Ordinario. En sus primeros años de do-
cencia, CICU se dedicó al estudio del Derecho de familia, que entre 1911 y 1913 estuvo en el centro de sus
cursos de Derecho civil. Precisamente en 1913 desarrolló una primera síntesis sobre la teoría general del Derecho
de familia que contemplaba una doble comparación entre el Derecho de familia con el Derecho público y el
Derecho privado destacando las similitudes con el primero y las diferencias con el segundo. No hay dudas sobre
el influjo que este autor desplegó en otras latitudes del mundo, sobre todo en Latinoamérica. 
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las parejas que no habían apostado por el matrimonio, y, sí por el contrario,
por una unión de hecho. Igualmente, el legislador fortaleció el sistema dativo
de constitución de la tutela para las personas menores de edad y para aquellas
declaradas judicialmente incapacitadas. En otro orden, reguló un sistema de
divorcio incausado y dejó sentado el principio de igualdad filiatoria y el de
igualdad formal entre el hombre y la mujer en materia de matrimonio. Era
un Código pensado además para una sociedad imaginada desde la juventud,
en la que poco tenían que ver las personas adultas mayores. Por su contexto
primó en él una mirada adultocéntrica y patriarcal de los conflictos familiares.
No se olvide que fue sancionado como ley antes de la aprobación de los Con-
vención sobre los derechos del niño. No obstante, con sus luces y sombras el
Código de familia de 1975 fue un cuerpo normativo disruptivo para su época,
e irradió hacia la legislación futura en materia de Derecho familiar de varias
naciones de América Central como Panamá, El Salvador y Nicaragua7, que
aprobaron sus Códigos familiares en los decenios posteriores. 

Sin embargo, el devenir de la sociedad cubana a partir incluso de finales de
la década de los años ’80 del siglo pasado hizo pensar en la necesidad de gestar
una reforma al menos parcial del Código. Los resultados de investigaciones
multidisciplinarias, principalmente desde la Sociología y la Psicología8; así

7 Código de familia de Panamá (Ley No. 3 de 17 de mayo de 1994), Código de familia de El Salvador, (Decreto Nº
677 de 22 de noviembre de 1993) y el Código de familia de Nicaragua (Ley No. 870 de 24 de junio de 2014).
8 Tal y como refleja la multidisciplina “(l)a familia cubana se caracteriza hoy por la heterogeneidad no solo de es-
tructuras sino en cuanto a sus condiciones socioeconómicas (…)”. Hay una verdadera heterogeneidad en las condi-
ciones socioeconómicas que viven unas familias y otras, lo cual genera “situaciones de desigualdad familiar y social
al interior de la familia y entre familias”. Vid. ARÉS MUZIO, Patricia y María Elena BENÍTEZ PÉREZ, “Elementos
a considerar para el diseño de una política familiar en Cuba” (en PDF), en http: //www.rediberoamericanadetra-
bajoconfamilias.org/ponentes/pdf/cub_aresmuziopatricia.pdf, consultado el 17 de marzo de 2017, p. 21 y 22, res-
pectivamente. Según ÁLVAREZ SUÁREZ “Hay que mirar a la familia en la Mayor de las Antillas sabiendo que
existen diferentes tipos (…). Ese modelo exclusivo de mamá, papá y nené ya se da poco, porque las familias se han
vuelto más complejas en su composición y funcionamiento”. Vid. GÓMES BUGALLO, Susana y Yuniel LABA-
CENA ROMERO, “¿Cuánto ha cambiado la familia?”, en Juventud Rebelde, edición digital del 19 de febrero de
2017, http://www.juventudrebelde.cu/cuba/2017-02-19/cuanto-ha-cambiado-la-familia-cubana/, consultada el 17
de marzo de 2017. Desde el Centro de Investigaciones Psicológicas y Sociológicas (CIPS) se hace énfasis en que la
familia cubana “transita de un modelo de familia nuclear típica, al replanteo de las formas tradicionales, las unio-
nes consensuales y la monoparentalidad como tendencia preponderante de la nuclearización familiar (…). Al tiem-
po, que es evidente el surgimiento de nuevas configuraciones familiares, sobresalen las familias reconstruidas, las
familias extendidas bajo la impronta de parentesco, las parejas del mismo sexo, la unión visitante o de techo
abierto, y la elevación creciente de los hogares unipersonales (CAMPOALEGRE et al. 2012). Por tanto, el cuadro
familiar se recompone, diversifica y complejiza desde los planos socioestructural, funcional y espacial. Sus princi-
pales tendencias actuales se refuerzan y adquieren mayor estabilidad perspectiva”8. Vid. CAMPOALEGRE
SETIÉN, Rosa et al., Centro de Investigaciones Psicológicas y Sociológicas (CIPS), “Glosario de términos más em-
pleados en el Grupo de estudios de Familia del CIPS, 1985-2014, Multiplicando ideas, experiencias y sueños”, 2015,
p. 13 (en PDF). En otras investigaciones realizadas a inicios de este siglo por investigadores de dicho Centro, tam-
bién se llamaba la atención sobre la existencia en Cuba de diversos tipos familiares, a partir del estudio de las estruc-
turas familiares y su extensión como principales soportes conceptuales clasificatorios. Vid. CHÁVEZ NEGRÍN,
Ernesto et al., Centro de Investigaciones Psicológicas y Sociológicas (CIPS), “Las familias cubanas en el parteaguas
de dos siglos”, 2008, pp. 19 y ss. (en PDF). 
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como desde la práctica jurídica que ya venía reconociendo una serie de proble-
máticas familiares que no tenían cauce sustantivo en los contenidos del Có-
digo de familia de 1975 pujaban en esta idea que cada día golpeaba más en 
la academia. 

Los cambios en la estructura demográfica, convirtiéndose Cuba en el país
más envejecido del continente y las deudas que se habían contraído con los
tratados internacionales de derechos humanos ratificados por Cuba como la
Convención sobre los derechos del niño, aprobada en 1989, la Convención
sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer,
aprobada en 1979, y la Convención sobre los derechos de las personas con
discapacidad, aprobada en el 2006 también constituyeron importantes catali-
zadores que abonaron en pos de la reforma del Derecho familiar. 

Ahora bien, no cabe duda que el catalizador más importante de todos cuantos
se han mencionado y que abrió las puertas de un Derecho familiar más in-
clusivo lo fue la aprobación en el 2019 de la nueva Constitución de la
República. No fue hasta la proclamación de dicha Constitución – un ver-
dadero parteaguas en el Derecho cubano- que se inicia la última etapa en la
recodificación de nuestro Derecho familiar. El proceso para la redacción del
Código de las familias respondió al mandato constitucional contenido en su
Disposición transitoria decimoprimera9, expresión de la alta importancia que
el Estado ha brindado a la institución familiar y a la necesidad de transformar
la legislación entonces vigente en esta materia que ya no respondía a la diver-
sidad familiar existente en la sociedad cubana, ni brindaba opciones para so-
lucionar los innumerables conflictos que no encontraban amparo en el De-
recho positivo.  

La aprobación del nuevo Código de las familias en Cuba se convirtió desde
un inicio en una necesidad sentida y soñada por muchos. Lograr el justo equi-
libro entre el proyecto de vida de cada persona a partir de su autonomía y el
libre desarrollo de la personalidad y el proyecto de vida familiar en común,
fue uno de los cometidos emprendidos por el nuevo Código. Se ha tratado
de lograr normas concebidas con un profundo sentido ético y con vocación
de pluralidad, desde perfiles cada vez más inclusivos. Para ello fue necesario
erigir un Código – como se ha dicho- desde los afectos (artículo 2.2), sobre la
base del respeto a la diferencia y la visibilización de los derechos de los sectores
más vulnerables en el orden familiar. No hay dudas que el Derecho de las fa-

9 A cuyo tenor se dispuso que: “Atendiendo a los resultados de la Consulta Popular realizada, la Asamblea Nacional
del Poder Popular dispondrá, en el plazo de dos años de vigencia de la Constitución, iniciar el proceso de consulta popular
y referendo del proyecto de Código de Familia, en el que debe figurar la forma de constituir el matrimonio”. 
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milias se debe proponer garantizar los derechos a todas las personas, cual-
quiera sea la estructura o forma de organización por la que cada persona ha
arriesgado en su afán de formar una familia (artículo 1.1), de modo que sean
preservados valores (artículo 1.2) como el respeto mutuo, la lealtad, la solida-
ridad, la asistencia recíproca, así como el afecto entre sus miembros para que
no deje de ser la familia una entidad moral, reconocida eso sí, de naturaleza
plural que posee un único objetivo: hacer felices a aquellos que la componen.
Se trató de diseñar un cuerpo normativo a la medida de la sociedad cubana
de estos tiempos. Una norma que reflejara el atlas de la geografía socio-familiar
patria, en la que tuviera cabida el reconocimiento de los derechos de todos
los actores familiares. 

Desde sus ciernes el legislador se afanó en construir un Derecho familiar cu-
yas instituciones sustantivas tuvieran un cauce no solo procesal – como suele
acontecer en estos predios- sino también notarial. Y aquí marca la diferencia
del nuevo Código frente a otras propuestas del continente aprobadas en lo
que va de siglo como el Código de las familias y del proceso familiar de Bolivia
(2014), el Código de familia de Nicaragua (2014) e incluso el Código civil y
comercial de la Nación, de Argentina (2014), o el Código civil de Puerto Rico
(2020). En efecto, el nuevo Código de las familias de Cuba (2022) bifurca las
fuentes de protección del ejercicio de los derechos en el ámbito de actuación
familiar, a tal punto que la atribución de competencias al notario le disputa
en modo simétrico las competencias a los jueces. Hay una apuesta continua
y perenne del legislador por edificar -desde la base- un Derecho familiar de
indudable impronta notarial sustentado en: 

a) La tradición del notariado cubano de ser competente en asuntos de natu-
raleza familiar, a tal punto de haber sido históricamente uno de los notariados
hispanoamericanos con mayores competencias atribuidas en este orden10. 

9 A cuyo tenor se dispuso que: “Atendiendo a los resultados de la Consulta Popular realizada, la Asamblea Nacional
del Poder Popular dispondrá, en el plazo de dos años de vigencia de la Constitución, iniciar el proceso de consulta popular
y referendo del proyecto de Código de Familia, en el que debe figurar la forma de constituir el matrimonio”. 
10 Es dable apuntar que en la historia del Derecho familiar cubano ha jugado un papel significativo el notariado.
Según nos recuerda la profesora MESA CASTILLO en la legislación matrimonial mambisa, concretamente en
la Ley de matrimonio civil de 1869, el matrimonio que se calificaba como contrato, era celebrado ante notario.
Por su parte la Ley de 29 de julio de 1918 que introduce en Cuba el divorcio vincular, al igual que la Orden
Militar 140 de 28 de mayo de 1901 del gobierno interventor norteamericano –la cual deroga- establecía – no
sin cierta ambigüedad- que estaban autorizados para celebrar matrimonios, además del juez municipal, “la au-
toridad” o “el funcionario” del domicilio del solicitante, sin calificar quienes eran, sobreentendiéndose que
eran los notarios, lo que luego quedó expresamente dispuesto en el artículo 138 del Código notarial de 1929,
en el sentido de que estos tendrían atribuida tal competencia, al igual que los jueces, ratificado después en el
artículo 43 de la Constitución de 1940 que estableció que sólo era válido el matrimonio autorizado por fun-
cionario con capacidad para realizarlo, siendo tales funcionarios los notarios y los jueces municipales. Vid.
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b) La solvencia profesional del notario y su condición de funcionario público
investido de auctoritas11.

c) El reconocimiento de la autonomía privada en las distintas instituciones
jurídicofamiliares, incluidas aquellas en las que el orden público ha sido tradi-
cionalmente imperante como la filiación, la responsabilidad parental, las ins-
tituciones de guarda y protección.

c) El reconocimiento de la autonomía privada en las distintas instituciones
jurídico familiares, incluidas aquellas en las que el orden público ha sido tradi-
cionalmente imperante como la filiación, la responsabilidad parental, las ins-
tituciones de guarda y protección. 

d) La necesidad de dar autenticidad sustantiva y formal a los actos y negocios
jurídicos de naturaleza familiar, de dotarlos de una forma – en muchos casos-
constitutiva y presupuesto además de su oponibilidad a través de la publicidad
formal y material. 

e) La voluntad de dotar de celeridad determinados asuntos de naturaleza fa-
miliar, que por su índole alitigiosa, conviene su conocimiento en sede nota-

MESA CASTILLO, Olga, Derecho de familia, Editorial Félix Varela, La Habana, 2010, p. 136, notas (20) y
(21). Por su parte, en materia de divorcio, el 17 de diciembre de 1937 se aprueba una ley (llamada Ley notarial)
en cuyo primer artículo se dispuso la adición al artículo 1 del Código Notarial de 1929 de un párrafo preceptivo
por el cual se le atribuyen facultades en todos los actos de jurisdicción voluntaria que eran del conocimiento
de jueces y tribunales y de otra índole que en dicha Ley se determinaban, precisando en el artículo IV, inciso
q), la competencia en sede de divorcio por mutuo acuerdo. La Ley, aun así todas las críticas de las que fue
objeto, fue elogiada por algunos notarios de la época. En tal sentido se llegó a expresar que: “(...) La Ley Notarial
abre un anchuroso campo al profesional del notariado; sin restarle seriedad ni garantía, ganarán los procedi-
mientos esa prontitud que informa las actividades todas de la vida moderna; contribuirá, en gran modo segu-
ramente, a descongestionar los Juzgados, disminuyendo las labores que pesan sobre ellos, para beneficio de los
Juzgados mismos y de los que allí acuden. Amén de las ventajas y comodidades que comporta para las partes el
poder tramitar y resolver en derecho, en el ambiente íntimo, aunque no despojado de austeridad, de una Nota-
ría, los asuntos que obligaban a recurrir a los templos de Themis, no por sagrados menos ingratos para los no ha-
bituados a su comercio con la diosa”. Vid. CARBONELL BARBERÁN, Ramiro, Legislación notarial, Cultural,
La Habana, 1939, pp. 11-12. Sin dudas, Cuba ha sido de los primeros países en los que el Derecho le ha atribuido
competencias tradicionalmente calificadas de jurisdicción voluntaria familiar en sede judicial, al notariado. 
11 El notariado cubano tiene un sistema de acceso numerus clausus, con dedicación exclusiva e incompatible con
el ejercicio de la abogacía. En Cuba el notariado se ha mantenido, a pesar de cualquier coyuntura histórica, im-
poluto a la exención de examen que mida la solvencia intelectual del aspirante. Lo que hoy se denomina examen
de habilitación notarial el cual determina la aptitud profesional y las habilidades en el orden técnico para
acceder al notariado, no es sino el examen de oposición que se exige cumplimentar para tener acceso a una no-
taría. Sólo aquellos que demuestren, con suficiente éxito, tales conocimientos serán habilitados como notarios.
Sobre el tema vid. PÉREZ GALLARDO, L. B., “El acceso al ejercicio de la función notarial en Cuba: pautas 
y retos”, en Anuario Iberoamericano de Derecho Notarial, Consejo General del Notariado español, No. 3, 2004,
pp. 75-135. 
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rial, con lo cual se le atribuyen a los tribunales aquellos asuntos que realmente
les concierne, concentrándose la actividad judicial en componer la litis y no
en un excesivo actuar en la esfera de la jurisdicción voluntaria12. 

f) La atribución al notario de controles de autoridad pública que por la natura-
leza de su función, trasvasan lo considerado “tradicional”, de modo que el
control de equidad o de no lesividad se erige en una de las herramientas más
importantes, sustentadas en razonamientos valorativos no silogísticos. 

g) La intervención del fiscal –mayormente preceptiva- a través de dictámenes
técnicos en aquellos asuntos de naturaleza notarial en los que se ventilan in-
tereses de niños, niñas y adolescentes y personas en situación de discapacidad
que tienen comprometido su discernimiento. 

2. LA FUNCIÓN PÚBLICA NOTARIAL 
Y LOS CONTROLES DE AUTORIDAD PÚBLICA

2.1. Control notarial de legalidad 

En el afán innovador que ha supuesto el nuevo Código de las familias, el legis-
lador encuentra en el ejercicio de la función pública notarial las razones sufi-
cientes para dotar de seguridad jurídica preventiva actos y negocios jurídicos
del Derecho familiar, a partir de la naturaleza de autoridad pública de la que
está dotado el notariado, que luego se ha complementado con la aprobación
el 19 de diciembre de 2024 de la Ley del Notariado13. Se concibe así la necesi-
dad de controles públicos que se erijan en baremos de los que dota el legis-
lador al notario a los fines de determinar la correspondencia del acto o ne-
gocio jurídico familiar que pretenden instrumentar las partes al Derecho vi-
gente, no solo al Código de las familias. Entre estos controles destaca el de le-
galidad14. Así, v.gr., los pactos de parentalidad están supeditados al control

12 Con la debida aclaración que la celeridad nunca puede reñir con el valor seguridad jurídica. Si bien la celeri-
dad es una razón más que justifica la desjudicialización no puede ser el motivo o finalidad única o exclusiva.
13 En efecto, la Ley del Notariado aprobada en dicha fecha y aún pendiente de publicación en la Gaceta Oficial
de la República de Cuba ha seguido el camino rupturista del Código de las familias y renueva las atribuciones compe-
tenciales del notario en las que las relativas a los actos y negocios jurídicos familiares ocupan un lugar cimero.
14 Como se defiende desde la doctrina este supone que “la obligación del Notario de redactar el instrumento
público adecuando al Ordenamiento jurídico la voluntad común de los otorgantes (…) el Notario debe dar
forma jurídica a la voluntad común de los otorgantes. Debe aplicar el Derecho correctamente y no puede au-
torizar un instrumento público que contradiga en algo al Ordenamiento jurídico (…) este deber del Notario de
velar por la legalidad, no es algo peculiar de la función notarial, sino que es un deber común que incumbe a
todo funcionario público (…)” (vid. PÉREZ GARCÍA, Máximo Juan, “La función de los notarios y de los regis-
tradores: Aplicación del Derecho y control de la legalidad” en Libro-Homenaje al profesor Manuel Amorós Guardio-
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de legalidad notarial (artículo 164.2) y si bien en el resto de los pactos previstos
en el Código no hay un pronunciamiento expreso del legislador sobre tal con-
trol, ello se presume del propio actuar del notario quien tiene que hacer un
control de legalidad (según prevé los artículos 9 y 10 de la Ley del Notariado,
en tanto que el segundo de los enunciados dispone: “El notario, en el ejercicio
de sus funciones, solo debe obediencia a la ley y, en los instrumentos que autoriza cuida,
en el plano material y documental, que no exista disposición alguna que infrinja lo
dispuesto en la norma jurídica, los principios en las que ésta se basa o los valores en
las que se sustenta”. Se trata en definitiva de un control preventivo15 y presun-
tivo de la legalidad en pos de la autenticidad material y formal del acto o nego-
cio jurídico instrumentado. Como expresa LORA-TAMAYO RODRÍGUEZ,
“negar que el notario está obligado a controlar la legalidad es negar algo esen-
cial en el ser de la profesión notarial”16, porque al buen decir de SEDA HER-
MOSÍN “está inserto en el ADN del Notario moderno”17, “ínsito en la fun-
ción notarial, anudado a su entraña”18. 

Control que tiene dos dimensiones, una positiva que supone la asistencia y
guía del notario de quienes requieren su servicio encauzándoles por el camino
del Derecho hacia el logro de sus fines, ajustando las declaraciones de volun-
tad al torrente normativo, esculpiéndolas a tono con las normas vigentes,
adaptándolas a los requerimientos que el Derecho exige para que cauce efectos
jurídicos. Compete al notario moldear declaraciones negociales de voluntad,

la II, Centro de Estudios, Madrid, 2006 (pp. 2779-2823), p. 2798); “el control notarial de legalidad asegura el
tránsito del negocio a la oficialidad, una vez constatada su adecuación legal. En otras palabras el aludido control
notarial no integra una limitación a la libertad contractual, simplemente representa el paso necesario para
obtener ese reconocimiento oficial (…)” (vid. MARTÍNEZ SANCHIZ, José Ángel, “Control notarial de legali-
dad”, en VIII Congreso notarial español, Madrid, 8, 9 y 10 de mayo de 2003, Suelo y vivienda en el siglo XXI, Consejo
General del Notariado, Madrid, 2005 (pp. 317-325), p. 322). 

15 Al decir de MARTÍNEZ SANCHIZ, J. A., “Control notarial…”, p. 322, “Este control, contemporáneo con el
consentimiento, reviste una enorme utilidad pues, a la postre, resulta genuinamente preventivo, y reduce al mí-
nimo el riesgo de litigios”. 

16 LORA-TAMAYO RODRÍGUEZ, Isidoro, “El control de legalidad notarial”, en Estudios de Derecho privado en
homenaje a Juan José Rivas Martínez (Agustín Pérez-Bustamante de Monasterio, director), Dykinson, Madrid,
2013 (pp. 1323-1372), p. 1323. 

17 SEDA HERMOSÍN, Manuel A., “El control de legalidad por el notario”, Academia Sevillana del Notariado,
curso 2016-17 (pp. 260-279), p. 262. 
18 Ibidem, p. 278. 
Sobre el control notarial de legalidad, vid. también MIQUEL GONZÁLEZ DE AUDICANA, José María, “El
control notarial de legalidad y las últimas sentencias de la Sala 3ª del T. S.”, en Anales de la Academia Matritense
del Notariado, tomo LVII, Curso 2016-2017, Colegio Notarial de Madrid, 2017, pp. 355-374, BAREA MAR-
TÍNEZ, María Teresa, El oficio de notario y el control notarial de legalidad. Garantía de libertad, seguridad y prosperidad,
Discurso de ingreso a la Real Academia de Jurisprudencia y Legislación, publicaciones de la Real Academia de Juris-
prudencia y Legislación de Granada, 2019, passim;
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darle forma legal, verterlas en el Jordán jurídico y con ello darle un viso de 
legalidad, “(l)a forma, y particularmente la notarial, es un acto cívico, un acto
de responsabilidad, porque implica someterse a la norma y facilitar su cum-
plimiento”19. La función adecuadora del negocio o acto jurídico a la ley es una
de las más significativas en que se proyecta. El notario tiene ante sí la misión
de darle forma legal a voluntades, que muchas veces tiene que esculpir, por el
desconocimiento mismo que del Derecho tienen quienes concurren ante él
en busca de asesoramiento legal e instrumentación de un acto o negocio ju-
rídico. Con claridad meridiana expresaba CARNELUTTI en una ya antoló-
gica alocución que el notario era un traductor, en el sentido de saber expresar
en el más puro lenguaje jurídico las voluntades de las partes a través de los
más precisos conceptos técnicos, con la palabra adecuada, apropiada para
cada negocio o acto jurídico20. Compete al notario calificar tanto el hecho,
como el acto o negocio que instrumenta, como el tipo instrumental que le
sirve de soporte. Igualmente, en esa labor no solo le es dable ese control po-
sitivo, sino también su antítesis, el control negativo o de rechazo, denegación
o abstención del ejercicio de la función pública que ejerce cuando los intere-
sados contravienen el Derecho vigente, y no solo la norma escrita, sino tam-
bién los principios generales del Derecho, de aplicación al caso. Como expresa
RODRÍGUEZ ADRADOS, tal denegación de la fe pública notarial no solo
puede venir sustentada en un quebranto del ordenamiento jurídico, sino tam-
bién de principios éticos y morales21. El mayor altar que tiene el notario ante
sí es la ley en un sentido lato. Al decir de CARNELUTTI, el notario es un
guardián del Derecho22, como ningún otro, por ello FIGA FAURA conside-
raba, que el notariado “es una institución cuya existencia está justificada en
la conveniencia de alcanzar la mayor seguridad jurídica posible”23. Se habla
así también por la doctrina más moderna de “la función obstaculizadora del
notario, que se configura en este sentido como un ‘guardabarrera’ o ‘gate-

19 Tal y como aducen GOMÁ SALCEDO, José Enrique, Ignacio GOMÁ LANZÓN, Fernando GOMÁ
LANZÓN, Derecho notarial, 3ª edición, Aferre, Barcelona, 2022, p. 30. 
20 Vid. CARNELUTTI, Francesco, “La figura jurídica del notariado”, en Anales de la Academia matritense del No-
tariado, tomo VIII, Curso 1950-1951, Colegio de Notarios de Madrid, 1954, pp. 373-396. 
21 RODRÍGUEZ ADRADOS, Antonio, “Principio de legalidad”, en Principios notariales, Gaceta Notarial, Lima,
2021 (pp. 99-105), p. 103. No obstante, expresa el autor – con gran acierto- que “(l)as infracciones detectadas
han de tener en todo caso entidad suficiente para el rechazo, sin basarse en defectos nimios o convertir la cali-
ficación en una especie de huelga de celo” (p. 104), tal “control denegación o control rechazo, sólo es el medio
técnico primario que tiene el notario para lograr la adecuación del acto a la ley, porque al carecer de potestad
sobre las partes, no le es posible imponerles obligaciones, sino solamente cargas” (p. 104). 
22 CARNELUTTI, F., “La figura jurídica…”, cit., p. 11. 
23 Vid. FIGA FAURA, Luis, “La función social del notario”, en Revista de Derecho Notarial, LXXIX, enero marzo
1973, p. 8. 
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keeper’, porque el notario baja la barrera ante aquellos casos que no están
ajustados a la ley”24. 

2.2. Control notarial de equidad (o de no lesividad) 

Más allá del control de legalidad, el nuevo Código de las familias -que sigue
en este orden las líneas trazadas por el Decreto-Ley 154/1994, de 6 de sep-
tiembre, regulador del divorcio por mutuo acuerdo ante notario, una de las
normas pioneras de esta materia en Hispanoamérica- también refleja en su
preceptiva el control de equidad, a cuyo tenor la función pública notarial se
desplaza más allá de la comprobación del cumplimiento de los requisitos de
ley para el “bautizo notarial” del acto o negocio jurídico, ahora refrendado
expresamente en el artículo 11 de la flamante Ley notarial. Como explican
LORA-TAMAYO RODRÍGUEZ y PÉREZ RAMOS, en ocasión de la entrada
en vigor de la Ley de jurisdicción voluntaria (Ley 15/2015, de 2 de julio) que
dio luz verde a las separaciones y divorcios ante notario en España, “el Notario
pasa a resolver cuestiones que hasta entonces eran propias de los jueces (…)
desarrollando algo más que el control de legalidad”25, al dirimir y declarar en
ciertos casos, sobre situaciones jurídicas. El notario por lo tanto pondera para
tomar decisiones, construye principios como el del interés superior de niños,
niñas y adolescentes reconocido no solo en el Código de las familias (artículos
3.1 j), 6.1. 7, 43.2, 45.2, 56.3, 58, 89.1, 90.1, 97.3, 119 d), 132 c), 136, 142.2,
149.1 b), 151.3 y 4, 152.2, 156.1, 157, 161.1 y 2, 163.3, 164.2, 168.2, 169.2,
172, 173.1, 184.3 c), 186 a), 194.3, 197, 278, 281, 283.1, 295.2, 329.4, 364,

24 Así, GOMÁ SALCEDO, J. E., I. GOMÁ LANZÓN, F. GOMÁ LANZÓN, Derecho…, cit., p. 39. 
25 LORA-TAMAYO RODRÍGUEZ, Isidoro y Carlos PÉREZ RAMOS, “Prólogo”, Separaciones y divorcios ante no-
tario, Guillermo Cerdeira Bravo de Mansilla (coordinador), Reus, Madrid, 2016 (pp. 9-13), p. 12. Según sostiene
sobre dicho control PÉREZ HEREZA – no sin cierto escepticismo- “… la cuestión de más difícil encaje dentro
de las funciones que tradicionalmente ha desempeñado el notario, ha sido la forma en que debe configurarse
en el ámbito notarial el control de lesividad establecido en el artículo 90 del Código Civil en relación al con-
tenido del convenio regulador. El tema es especialmente delicado por cuanto la propia existencia de este control
ha estado sujeta a polémica, incluso en el ámbito judicial, cuando no hay hijos menores (…). Sin embargo (…)
la reforma no modifica ningún aspecto sustantivo y mantiene el requisito de equidad del convenio estableciendo
en consecuencia que, el notario debe enjuiciar si es gravemente perjudicial para uno de los cónyuges o dañoso
para los hijos. En caso de considerarlo lesivo debe denegar la autorización, quedando cerrada la vía notarial, y
la separación o divorcio deberán ventilarse ante el Juez. Estamos ante un paso más allá del clásico control de le-
galidad notarial. El notario no sólo debe denegar su autorización cuando se vulnere una norma imperativa (v.gr.
si se pretendiese el divorcio antes de transcurridos tres meses desde la celebración del matrimonio o sin la asis-
tencia letrada) sino que debe hacer un control de equidad que, a diferencia de otros casos de denegación de
funciones, parece que no podrá ser objeto de recurso ante la Dirección General (dados los estrictos términos
en que se formula el art. 90)”.Vid. PÉREZ HEREZA, Juan, “La separación y el divorcio notarial”, en El notario
del siglo XXI, Revista del Colegio de Notarios de Madrid, No. 63, septiembre-octubre 2015, disponible en:
https://www.elnotario.es/index.php/hemeroteca/revista-63/5388-la-separacion-ydivorcio- notarial, consultado
el 04 de enero de 2024. 
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367, 369, 373, 374, 386.2, 387.1, 394.2 c), d) y e), 447.2, 468, 473.3 y 474)
sino de arraigo constitucional (artículo 86)26, toma decisiones dentro de su
esfera de actuación que van más allá de las meras percepciones sensoriales,
incluso de la valoración de pruebas. El notario busca el justo equilibrio en
las posiciones de las partes en el negocio familiar, controla, homologa acuer-
dos o pactos concertados entre los miembros de la pareja conyugal, de la
pareja de hecho afectiva o de la pareja parental, valora y determina la mejor
interpretación de la voluntad de la persona en situación de discapacidad a
tono con lo previsto en el artículo 30.4 del Código civil27, y se adentra en el
contenido de los pactos como velador in extremis de los intereses de las per-
sonas en situación de vulnerabilidad, buscando en todo caso alternativas que
compensen las asimetrías que en los negocios jurídicos familiares pueden
sufrir aquellas personas que por tal situación son más frágiles para vivir la vio-
lencia intrafamiliar, acrecentadas por motivo de la interseccionalidad que
opera en alguno de los sujetos del acto o negocio jurídico. 

Se trata sin dudas de nuevas funciones que se adicionan a las ya tradicionales
que ha desempeñado el notariado a lo largo de la historia, reguladas también
por vez primera en las normas jurídicas notariales cubanas (artículo 11 de la
Ley del Notariado). A ellas se ha referido la doctrina española a raíz de la pro-
mulgación de la Ley de jurisdicción voluntaria. Se trata de funciones de natu-
raleza sustantiva “que no encajan en la función notarial tradicional y tampoco
el cauce formal elegido es el clásico”28, en efecto, “hay un grupo de nuevas ac-
tuaciones que, aunque desde el punto de vista formal pueden ser reconduci-
das a las actas o a las escrituras, no cabe de que suponen un paso más allá del

26 “El artículo 86 de la Constitución cubana de 2019 declara la especial protección que el Estado, la sociedad y
las familias deben prestar a las niñas, los niños y los adolescentes, garantizando su desarrollo armónico e integral,
tomando en cuenta su interés superior en las decisiones que les conciernen, precisando que son considerados
plenos sujetos de derechos y gozan de los reconocidos en la Constitución para todas las personas, con el plus
adicional de aquellos que son propios de su especial condición de persona en desarrollo. Lo anterior implica
escuchar su parecer, darle participación en los asuntos que tienen que ver con su vida, tomar en cuenta sus de-
seos y sentimientos, respetar sus criterios atendiendo a su autonomía progresiva al asumirlos como sujetos
plenos de derechos con habilidades naturales que les permiten actuar con comprensión, con capacidad de eva-
luación, de expresar opiniones, compartir valores e intervenir, de acuerdo con su grado de desarrollo, en las de-
cisiones que puedan afectarlos. Así, reconocer su condición como sujeto de derechos necesita de una actuación
de la familia, especialmente padres y madres, dirigida a orientar y acompañar a niños y niñas en el conocimiento
y ejercicio de sus derechos por sí mismos, en función de la evolución de sus facultades, el reconocimiento de
autonomía y de su capacidad progresiva, de sus competencias como persona en desarrollo”. Vid. VALDÉS DÍAZ,
Caridad del Carmen, “La dignidad humana como brújula para la interpretación de la Constitución en materia
familiar”, en Claves para la interpretación de la Constitución cubana de 2019 (Carlos M. Villabella Armengol y
Leonardo B. Pérez Gallardo, directores), Ediciones Olejnik, Santiago de Chile, 2021 (pp. 261-289), p. 282. 
27 Conforme la reforma operada por la Disposición final primera del Código de las familias. 
28 GOMÁ SALCEDO, J. E., I. GOMÁ LANZÓN, F. GOMÁ LANZÓN, Derecho…, cit., p. 47 
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simple juicio de que una cosa es tenida por notoria en el ámbito de proximi-
dad o el círculo de personas que se relacionan con él y que implican una de-
cisión, que se supone que no es subjetiva sino que se somete a las reglas esta-
blecidas para el acto de que se trate, pero que sin lugar a dudas no es la cons-
tatación de un hecho notorio”29. Son funciones que aproximan el ejercicio
de la función pública notarial a la judicial30. El control de equidad tributa
entre ellas porque erige al notario en decisor con la mayor objetividad posible
y conforme con las reglas establecidas en algunos casos para proceder a la au-
torización de un documento público, que el legislador del Código de las fa-
milias primero y el de la Ley del Notariado después31, ponen a su alcance y
que tributa no solo a la seguridad jurídica como valor sino también a la jus-
ticia cautelar respecto de personas en situación de vulnerabilidad. 

2.3. Los controles de autoridad pública 
del notarioante los pactos familiares 

Uno de los principios que enarbola el Código de las familias es el del equi-
librio entre el orden público familiar y la autonomía (artículo 3.1 l). Se bus-
ca con él la justa mesura entre los principios de libertad y responsabilidad. 
Se trata de una norma que potencia la libertad en el orden familiar expresada
a través de la posibilidad que se le franquea a las personas como pareja afec-
tiva, como pareja parental o incluso en el orden filiatorio de establecer pac-
tos de diversa naturaleza a través de los cuales puedan diseñar los distintos
estatutos jurídicos familiares. Estos pactos –viva expresión de lo que la doc-

29 Ibidem. 

30 Similar a lo que ha acontecido en España con la Ley de jurisdicción voluntaria (Ley 15/2015) que ha llevado
a decir a GÓMEZ GALLIGO que “notarios y registradores no son jueces, ni está (sic) integrados en la estructura
del Poder Judicial, pero realizan funciones atributivas de derechos en el tráfico jurídico, de naturaleza cercana
a la decisión judicial. Son para las partes de tanta importancia práctica que la que se pueda derivar de una sen-
tencia, pues produce un efecto de legitimación en el tráfico jurídico, e incluso (…) adquieren una eficacia erga
omnes que trasciende al caso controvertido (…)”. Vid. GÓMEZ GÁLLIGO, Francisco Javier, “Naturaleza de las
decisiones del notario en su función de Jurisdicción Voluntaria”, en Anales de la Academia Matritense del No-
taria-do, tomo LVII, curso 2016-2017, Colegio Notarial de Madrid, 2017 (pp. 535-600), p. 554. 

31 Así, el apartado 2 del artículo 139 de la mencionada Ley compele al notario al recibir la solicitud de divorcio,
a “explorar si existe pleno consenso de voluntades respecto a sus efectos, y si los pactos que proponen los cónyuges se ajustan
a la equidad y son coherentes con los principios que en materia familiar establece el ordenamiento jurídico cubano y las
normas de Derecho internacional que sean de aplicación, siempre que estas resulten compatibles con los derechos reconocidos
en la Constitución de la República de Cuba”, el apartado 1 del artículo 150, en sede de pactos sobre divorcio por
mutuo acuerdo, le atribuye igualmente al notario calificar estos, “aun cuando no existan hijos e hijas, o de existir,
sean estos mayores de edad y no tengan ninguna situación de vulnerabilidad, para lo cual debe velar que se ajusten al
Derecho vigente y a la equidad”, en tanto el artículo 162 en ocasión de regular los pactos sobre gestación solidaria,
nuevamente el legislador alude a ambos controles, el de legalidad y el de equidad. 
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trina ha llamado lacontractualización del Derecho familiar32- son acuerdos de
los cuales brotan normas de naturaleza voluntaria conforme a pautas o crite-
rios establecidos por quienes los conciertan a los fines de disciplinar los efec-
tos de las relaciones que a tal fin se establecen. El legislador evita emplear el
término contrato, haciendo alusión en todo caso a pactos o acuerdos concer-
tados por personas vinculadas familiarmente, a cuyo tenor se crean, modifican
o extinguen relaciones de esta índole, o sea, familiares. Tales pactos en todos
los casos son instrumentados ante notario. La escritura pública será su reser-
vorio formal o documental, de manera que compete al notario un doble con-
trol, uno sustantivo a cuyo tenor volcará las manifestaciones de voluntad de
las partes en el torrente normativo, ajustando su contenido a lo permitido
por las normas de naturaleza imperativa y uno formal, que sellará o blindará
el pacto conforme con los requerimientos en el orden instrumental estable-
cido por las normas adjetivas de esta naturaleza. 

3. LA RAZONABILIDAD DE LAS DECISIONES 
NOTARIALES EN MATERIA FAMILIAR 

El artículo 11.2 del Código de las familias introduce por vez primera en el or-
denamiento jurídico cubano el mandato normativo de la razonabilidad de las
decisiones notariales33. “La razonabilidad ha sido definida de manera muy

32 Como expresa la profesora KEMELMAJER DE CARLUCCI, Aída, “La autonomía de la voluntad en el De-
recho de familia argentino”, en Derecho de las familias, infancia y adolescencia, Infojus, Buenos Aires, 2014 (pp. 3-
42), a los efectos de apaciguar a los acérrimos detractores de esta posición teórica, con esta expresión “se entiende
el hecho de otorgar relevancia cada vez mayor a los acuerdos de voluntad en la organización de las relaciones
familiares. La tendencia no se reduce, pues, a los convenios que contienen vínculos obligacionales cuyo objeto
es susceptible de tener valoración económica y que responden a un interés, aunque no sea económico del acree-
dor (…). Comprende, también otro tipo de acuerdos que no son susceptibles de tener valoración económica”
(pp. 5-6), se trata de determinar “si la autonomía, como expresión de la voluntad, impacta y cuánto en las rela-
ciones que configuran ‘vida familiar’” (p. 7). En esa misma dirección MEDINA, Graciela, “Contractualización
del Derecho de familia”, en Estudios sobre contratos en homenaje al académico Jorge Horacio Alterni, Thomson Reuters
– La Ley, Buenos Aires, 2020, pp. 69-100, quien expresa que “cuando se hace referencia a la contractualización
del derecho se alude a la regulación privada realizada por individuos o familias de sus derechos y obligaciones
familiares a través de instrumentos privados jurídicamente vinculantes”, con la importante aclaración de que
“(e)l término ‘contractualización’ es ejemplificativo, ya que, en realidad, deberíamos hablar de ‘convencialización
del derecho de familia’ y no de contractualización, porque no se trata de contratos, sino de convenios, pero en
español ‘convencialización’ es un neologismo que no suena bien” (p. 70). Con una posición mucho más incisiva,
vid. BORRILLO, Daniel, “La contractualización de los vínculos de familia”, en Derecho de familia. Revista Inter-
disciplinaria de Doctrina y Jurisprudencia, No. 79, mayo 2017, pp. 1-19. 
32 Según ATIENZA, Manuel, “Sobre lo razonable en el Derecho”, en Revista española de Derecho constitucional,
año 9, No. 27, septiembre-diciembre 1989, pp. 93-110 “una decisión jurídica es razonable en sentido estricto si
y sólo sí 1) se toma en situaciones en que no podría, o no sería aceptable, adoptar una decisión estrictamente
racional; 2) logra un equilibro óptimo entre las distintas exigencias que se plantean en la decisión, y 3) obtie-
ne un máximo de consenso” (pp. 108-109). En tal sentido propone “una noción de lo razonable que no pueda 
usarse simplemente para justificar, en calidad de tal, prácticamente cualquier solución que pueda adoptarse
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eficaz como ‘lógica de los valores’, que rechaza cualquier tipo de descripción
normativa, formalista, abstracta, rígida y, por eso, cierta y de aplicación con-
trolable; fundamentalmente caracterizada por flexibilidad y ductilidad; im-
predecible en sus especificaciones; e intrínsecamente proclive a todo lo que
concierne a la facticidad y los intereses”34. 

El legislador en el apartado 1 de dicho artículo – con un enunciado de alcance
generaldispone que “Las decisiones que se adopten en los asuntos de naturaleza fa-
miliar han de ser razonablemente fundadas, atendiendo siempre a los principios y va-
lores jurídicos que informan el Derecho de las familias (…)” a tono con lo que
establece el Código. Luego en el apartado 2 impone igual deber “a todas las
autoridades que intervengan en asuntos de esta materia, aun cuando no sean de natu-
raleza judicial”. Mandato que por supuesto incluye al notario al constituir este,
una de las autoridades que intervienen en asuntos familiares, casi a la par que
los jueces, lo que luego el legislador de la Ley del notariado deja explícita-
mente regulado35. ¿Qué supone tal razonabilidad? Como aduce la profesora
argentina KEMELMAJER DE CARLUCCI al hacer referencia al artículo 3
del Código civil y comercial de la Nación que ha sido fuente de inspiración
del artículo 11 de nuestro Código de las familias, se trata de una norma que
limita la arbitrariedad, “en tanto obliga (…) a un plus de esfuerzos en la argu-
mentación”36. 

La toma de decisiones no es exclusiva de jueces, el Código se la atribuye tam-
bién a los notarios37, así el notario conforme con el artículo 152 debe pon-
derar las reglas contenidas en dicho precepto a los fines de evaluar su perti-

ante un caso difícil o trágico, sino que contenga una cierta potencialidad crítica, esto es, que pueda utilizarse
como un criterio, o un esquema de criterio, que permita justificar que una determinada interpretación o de-
cisión es preferible (está más justificada) que otra” (p. 109). 
34 BALDASSARRE cit. pos STAMILE, Natalina, “Razonabilidad (Principio de)”, Eunomía, Revista en Cultura de
la Legalidad, No 8, marzo-agosto 2015 (pp. 222-228), p. 223.
35 Así, la abstención razonablemente fundada del notario a la que alude el artículo el artículo 150.2 cuando los
pactos sobre divorcio no se ajustan al Derecho vigente o a la equidad o a la que con alcance general para todos
los asuntos en los que intervenga hace alusión el artículo 14.1, decisión contra la cual cabe la interposición de
recurso por quien se sienta perjudicado.
36 KEMELMAJER DE CARLUCCI, A., “Capítulo I. (Primera parte) La razonabilidad en el Código civil y comer-
cial argentino. Lineamientos generales”, en El criterio de la razonabilidad en el Derecho privado, Aída Kemelmajer
de Carlucci, Carlos I. Jaramillo Jaramillo, Editorial Pontificia Universidad Javeriana, Grupo Editorial Ibáñez,
Academia Colombiana de Jurisprudencia, Bogotá, 2020 (pp. 3-38), p. 28. 
37 Según expresa STAMILE, N., “Razonabilidad…”, cit., p. 224, “la razonabilidad es un principio, una categoría
conceptual que pertenece a todos los ámbitos y, sobre todo, que es propia de todos los seres humanos, sean
éstos juristas o jueces, llamados a decidir y a solucionar ‘razonablemente’ las más espinosas y controvertidas
cuestiones jurídicas”.
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nencia para homologar o aprobar los pactos sobre divorcio, pactos extintivos
de una unión de hecho afectiva o pactos de parentalidad, cuando la pareja,
ya sea conyugal, de hecho, o pareja parental, respectivamente, propone la
guarda y el cuidado compartidos, con el propósito de determinar si dicho ré-
gimen conforme con el principio de realidad familiar es el más propicio al
mejor interés del infante o adolescente. En similar situación se encuentra
cuando en los pactos de parentalidad el artículo 164.2 le hace responsable de
tomar la decisión que implícitamente supone practicar un control de equidad
sobre dichos pactos, sometidos a su “auditoría” jurídica. Compete al notario
controlar las “razones suficientemente justificadas” que permiten instrumentar
por escritura pública los pactos sobre la atribución de la guarda y el cuidado
de infantes y adolescentes a favor de “las abuelas, los abuelos, otros parientes o
personas afectivamente cercanas” a que hace referencia el artículo 169.1 del refe-
rido Código. Igualmente, compete decidir si procede o no hacer los ajustes
razonables que faciliten el ejercicio de los derechos de las personas en situa-
ción de discapacidad a los fines de facilitar un régimen de comunicación fa-
miliar, cuando uno de los sujetos interesados está en dicha situación, según
el dictado del artículo 188. Nuevamente, el artículo 295 impone al notario el
control de equidad en los pactos sobre divorcio, esencialmente aquellos que
atañen a los intereses de hijos en situación de vulnerabilidad, ya sea por su
edad o por su situación de discapacidad, particular que se reproduce en el
artículo 296.3 en ocasión de la modificación de dichos pactos– tal y como ya
se ha explicado-. En tanto el artículo 477 deja en manos de los notarios la
toma de decisión sobre la instrumentación de los acuerdos o pactos logrados
por vía de la mediación, lo cual también supone un control de equidad o de
no lesividad que le permita al notario abstenerse de actuar cuando estos –
conforme dispone el apartado 2 de dicho artículo- “afecten criterios de orden
público o vulneren el interés superior de niñas, niños y adolescentes o la protección de
personas en situación de vulnerabilidad”, abstención que ha ser razonablemen-
te fundada. 

El legislador del Código de las familias en su artículo 11.2 exige del notario,
por tanto una argumentación jurídica en sus decisiones. Se busca la razon-
abilidad “como criterio de valoración para lograr tomar decisiones que se
ajusten a los principios y valores que resultan del ordenamiento jurídico”38,
lo que textualmente reclama en el apartado anterior de dicho precepto. El
legislador inicia una brecha que se ha continuado con la reforma en materia

38 VILLAR, Juan Pablo, Introducción a la argumentación jurídica notarial, Asociación de escribanos del
Uruguay, Montevideo, 2020, p. 54.
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notarial – tal y como se ha apuntado-. No es suficiente con la intrepidez de esta
norma sustantiva, ha sido necesario y coherente con el Código de las familias
reconstruir el edificio notarial desde esta visión de la argumentación y la ra-
zonabilidad. Como expresa desde la Argentina COSOLA: “A mayor argumen-
tación notarial del derecho, mayor seguridad jurídica. Se trata de potenciar
ciertos deberes éticos notariales para que la creación del documento sea una
consecuencia natural del desempeño notarial justo, y para que las personas
accedan a sus derechos a través de una ingeniería jurídica sin conflicto, que
pondera la paz”39, lo cual en sede de Derecho familiar reviste una mayor im-
portancia, tratándose además de una materia tradicionalmente alejada del in-
flujo notarial, por considerarse un templo de intereses públicos, preferible-
mente tutelados en predios de Themis. 

Si bien el control de legalidad notarial suele basarse en un silogismo subjun-
tivo hay que fomentar razonamientos jurídicos sin una estructura silogística,
con predominio de los juicios de valor- como apunta VILLAR-40. Se busca
por el legislador del Código de las familias un razonamiento no silogístico
con predominio valorativo, en el entendido de “aquel procedimiento mental
de relacionar ideas e información para arribar a una conclusión sin una es-
tructura silogística y en el cual predominan los juicios de valor que efectúa el
intérprete para tomar una decisión dentro de ciertos parámetros que brinda
el Derecho”41. Así, cuando el notario debe homologar o aprobar pactos en
materia de Derecho familiar conformes con el principio del interés superior
del niño, niña o adolescente, el razonamiento que ha de usar no es silogístico,
es un razonamiento con predominio valorativo dentro de ciertos parámetros
que brinda el Derecho, entre otros, el artículo 7 del Código42. Se impone pues

39 COSOLA, Sebastián Justo, La prudencia notarial. Vigencia del pensamiento de Juan Berchmans Vallet de Goytisolo,
Gaceta Notarial, Lima 2014, p. 109.
40 VILLAR, J. P., Introducción a la…, cit., p. 53.
41 Ibidem.
42 “Artículo 7. Interés superior de niñas, niños y adolescentes. 1. El interés superior de niñas, niños y adolescentes
es un principio general que informa el derecho familiar, de obligatoria y primordial observancia en todas las acciones y deci-
siones que les conciernen, tanto en el ámbito privado como público. 2. Para determinar el interés superior de una niña, un
niño o adolescente en una situación concreta en el entorno familiar se debe valorar: a) Su opinión, en correspondencia con
su capacidad de comprender, la posibilidad de formarse un juicio propio y su autonomía progresiva; b) su identidad y condición
específica como persona en desarrollo; c) la preservación de las relaciones familiares, las afectivamente cercanas en un entorno
familiar armónico, libre de discriminación y violencia; d) su cuidado, protección y seguridad; e) sus necesidades físicas, ed-
ucativas y emocionales; f) las situaciones de vulnerabilidad que puedan tener incluidas aquellas provocadas por situaciones
excepcionales y de desastre reconocidas en la Constitución de la República de Cuba; g) el efecto que pueda provocar cualquier
cambio de situación en su vida cotidiana; y h) otros criterios relevantes que contribuyan a la máxima satisfacción, integral
y simultánea, de los derechos de niñas, niños y adolescentes. 3. El interés superior de niñas, niños y adolescentes se aprecia
en armonía con los deberes de las hijas y los hijos con respecto a sus madres, padres y demás parientes de acuerdo con lo es-
tablecido en el Artículo 149 de este Código”. 
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la razonabilidad notarial a la que hace referencia COSOLA – y con ello la
ponderación en este escenario - invocada en el artículo 152 del Código con
motivo de las reglas para evaluar la pertinencia de la guarda y el cuidado com-
partidos- y también recreada esta por el legislador de la Ley del Notariado
cuando acude en el artículo 84 se refugia en ella para que el notario pueda
evaluar “la pertinencia en la toma de decisiones vinculadas con actos o negocios jurí-
dicos de naturaleza personal o familiar que atañen a personas en situación de vulnera-
bilidad”, de modo que pondere “lo que en cada caso responde al principio del interés
superior del niño, niña o adolescente o respete la autonomía de las personas adultas
mayores o en situación de discapacidad conforme con sus voluntades, deseos y preferen-
cias”. “La razonabilidad notarial impone al escribano el encontrar, entre el
diálogo de fuentes, la mejor respuesta para el caso que se le plantea, pon-
derando soluciones, alternativas y decisiones para que el documento notarial
no sea ni arbitrario ni injusto”43. Sus líneas directrices – tal y como apunta el
hoy Rector de la Universidad Notarial argentina- suponen que: “a) El obrar
notarial parte de la idea del conocimiento y apunta al control racional; b) Ese
conocimiento supone la idea que manda a que del mismo el notario extraiga
conclusiones valiosas (Razonabilidad teórica); c) Recepción de la voluntad de
los requirentes adecuada al nuevo derecho (Razonabilidad práctica) d) Arribo
a un resultado justo (el bien debe hacerse, el mal evitarse) e) Aplicación de
los conocimientos integrados con la equidad”44, líneas que en su esencia están
a tono con los mandatos del legislador del Código de las familias que busca
en los asuntos de naturaleza familiar que el notario alcance -a través del docu-
mento público- un resultado justo conforme con la prudencia notarial y la
aplicación de la equidad como fórmula moderadora de las soluciones
racionales. “Sin duda – como apuntara VALLET DE GOYTISOLO- el sen-
tido del Derecho, o sentido de lo justo, se funda en un sentimiento de justicia
que se halla innato en el hombre, aunque siempre es educable-, pero este sen-
timiento debe someterse a aquello que nos dicta la razón, atendiendo a todas
las circunstancias objetivas de cada caso”45. 

A modo conclusivo y en palabras de la profesora KEMELMAJER DE CAR-
LUCCI “la razonabilidad es un valioso instrumento de lucha contra los ab-

43 COSOLA, Sebastián Justo, “La capacidad, la minoridad y el principio de razonabilidad notarial (Argu-
mentación de la teoría de la personalidad humana a partir del art. 3 del Código Civil y Comercial de la Nación)”,
ponencia presentada en la XXXII Jornada notarial argentina, p. 41, disponible en: http://32jna.colegio-escri-
banos.org.ar/wp-content/uploads/09-Capacidad-minoridad-y-razonabilidad-notarial- Cosola.pdf, consultado el
06 de enero de 2024. 
44 Ibidem. 
45 VALLET DE GOYTISOLO, Juan B., “La función notarial observada por su ciencia práctica”, en Derecho
notarial, tomo I (Leonardo B. Pérez Gallardo, Isidoro Lora-Tamayo Rodríguez, coordinadores), Editorial Félix
Varela, La Habana, 2006 (pp. 69-94), p. 88. 
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solutos. (…). Un mundo en el que rige el pluralismo (…), solo puede ser gober-
nado por razones que, en línea de principios, los interesados puedan aceptar
(…)”46. Como sabiamente expresa la docta profesora: “El derecho, como cien-
cia social, deber ser válido para la realidad; la realidad es, por sí misma, in-
finitamente multiforme y está sujeta a continua evolución; por lo tanto, el
derecho no puede ser encerrado en fórmulas unívocas e inmodificables; por
el contrario, debe ponderar las situaciones concretas (…)”47, ponderación que
le viene encomendada hoy al notario como artífice de la seguridad jurídica
preventiva en el nuevo Código de las familias de Cuba. 

4. LA PONDERACIÓN NOTARIAL PARA 
EVALUAR LA PERTINENCIA DE LA 
GUARDA Y EL CUIDADO COMPARTIDOS

Cabe acotar además que el legislador emplea en el citado artículo 152 la pon-
deración como técnica para aplicar el Derecho principializado, a lo cual cabe
agregar -con la aprobación de la Ley del Notariado- el ya citado artículo 84.
Al decir del profesor GONZÁLEZ MONZÓN “Estos principios, rectores de
las diferentes ramas del derecho en su sistemática, aportan coherencia al orde-
namiento jurídico y constituyen garantía de seguridad jurídica, a la par que
potencian la generación de estándares superiores de racionalidad jurídica;
motivos que justifican su encuadramiento analítico desde las tendencias más
actualizadas de la teoría jurídica contemporánea, a fin de optimizar los pro-
cesos de su interpretación y aplicación por los operadores, quienes en todo
momento deben observar su consecuencia constitucional y establecer los pa-
trones para una argumentación suficiente”48. Si bien el artículo de referencia
atañe a reglas, estas conectan con los principios enunciados en el artículo 3
que tienen un alcance general, alguno de los cuales van más allá del Derecho
de las familias49. Tales principios según el propio precepto tienen como sus-
trato la dignidad, prevista además en el artículo 40 de la Constitución como
valor supremo en el cual se sustenta el reconocimiento y el ejercicio de los

46 KEMELMAJER DE CARLUCCI, A., “Capítulo I. La razonabilidad en el…”, cit., pp. 34-35.
47 Ibidem. p. 35.
48 GONZÁLEZ MONZÓN, Alejandro, Los principios jurídicos. Un estudio crítico y propositivo, ediciones Olejnik,
Santiago de Chile, 2023, p. 51.
49 Según el citado profesor “(e)stos principios deben concebirse como mandatos de optimización, lo cual significa
que deben aplicarse gradualmente, según las circunstancias del caso concreto, y no bajo la forma de todo o na-
da, al modo de aplicación de las reglas. Deben fungir además como parámetros para la interpretación y argu-
mentación racional en sede jurídico-familiar y como normas para la corrección o solución de casos difíciles,
especialmente en el contexto de la configuración de lagunas axiológicas”. Vid. GONZÁLEZ MONZÓN, A., Los
principios…, cit., p. 287. 
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derechos y deberes, tanto constitucionales como legales50. De modo que –
como se afirma por la doctrina precedente- “colocar el valor dignidad humana
en la cúspide de aquellos valores que tienen como reservorio el texto consti-
tucional, destacando que es sustento del reconocimiento y ejercicio de los
derechos y deberes que se consagran allí, en los tratados y las leyes, obliga a
tomarla como brújula para la creación, interpretación y aplicación de nuestras
normas, conforme con la Constitución, lo que en sede familiar tiene especial
connotación toda vez que es en la familia, como célula fundamental de la so-
ciedad, donde la persona debe encontrar la mejor forma posible de alcanzar
su desarrollo integral, su autodeterminación y la felicidad”51. No obstante, tal
y como expresa el profesor GONZÁLEZ MONZÓN desde la doctrina patria,
haciendo referencia al artículo 152 del Código, “este caso constituye solo un
espacio de los tantos que en la dinámica conflictual en sede de relaciones fa-
miliares requieren de la metodología de la ponderación, pues los referidos
principios regentes son tendentes a colisionar en los episodios de concreción
a los que son sometidos en aras de solucionar los altercados sobrevenidos en
la realización de la dinámica familiar y que requieran de una tutela jurídica
efectiva. La principialización resulta una característica esencial de la citada 
ley sustantiva, que refuerza el impacto de la teoría de los principios jurídi-
cos en la fisonomía del ordenamiento jurídico cubano y en la labor de sus
operarios”52. 

Sin dudas constituye un desafío más para el notario, y en consecuencia un
aggionamento en la función pública notarial. Como apuntara VALLET DE
GOYTISOLO, “Si en Grecia y en Roma los antiguos oráculos eran los media-
dores entre los dioses y los hombres; el notario de tipo latino -que como tal
cumple- es el mediador más íntimo entre la justicia y los hombres cuando
estos quieren ponerse de acuerdo con arreglo a ella. Les explica dónde está el
Derecho en el caso que ellos le plantean (…)”53, o sea, se afinca en el Derecho
notarial la justicia cautelar, con especial énfasis en los asuntos del Derecho
familiar. Con la ponderación notarial en sede de la guarda y el cuidado com-
partidos, “el legislador con precisión técnica, establece un catálogo de máxi-

50 Para un estudio sobre la dignidad en la Constitución cubana de 2019, vid. GUZMÁN HERNÁNDEZ,
Teodoro Yan, Elena BINDI y Karin REIBER, “La dignidad en la Constitución cubana de 2019 y en dos notas
comparadas: dimensiones de análisis y retos para el juez”, Revista Cubana de Derecho, UNJC, No. 54, julio-diciem-
bre 2019, pp. 5-43 y concretamente en materia familiar, VALDÉS DÍAZ, C. del C., “La dignidad humana…”,
cit., pp. 261- 289. 
51 Según expresa VALDÉS DÍAZ, C del C., “La dignidad humana…”, cit., p. 265.
52 GONZÁLEZ MONZÓN, A., Los principios…, cit., p. 287.
53 VALLET DE GOYTISOLO, J. B. “Ciencia formal y ciencia práctica del Derecho notarial”, en Revista Jurídica
del Notariado, No. 35, julio-septiembre 2000 (pp. 177-194), p. 193.
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mas a considerar frente a las disímiles circunstancias del caso, a fin de lograr
la satisfacción integral del principio de interés superior del menor”54, atri-
buyéndole además al notario – y también al juez- “un ejercicio de balanceo
entre las circunstancias concurrentes, con prioridad para los parámetros
reglados en dicho artículo”55. 

5. APLICACIÓN NOTARIAL DE LA EQUIDAD 
Y DE LOS PRINCIPIOS EN MATERIA FAMILIAR 

De todo cuanto se ha explicado, es sin duda atribuible al notario la aplicación
de la equidad por imperio de las normas contenidas en el propio Código, a
las que se suma las ya identificadas de la Ley del Notariado56. La equidad se
erige en una fórmula que viabiliza la ponderación y la argumentación jurídica
(razonabilidad) de la cual el Código clama del notario. El legislador una y otra
vez exige de los jueces y también de los notarios soluciones informadas por la
equidad. Como defiende con vehemencia LORA-TAMAYO RODRÍGUEZ
la equidad no supone “un juicio subjetivo, individual o arbitrario”57, o sea,
“su determinación no puede hacerse en base a un sentimentalismo jurídico
o por una mera intuición. No se trata de algo predeterminado pero tampoco
de algo arbitrario”58. La equidad es una fórmula que emplea el legislador para
que se erija en una herramienta del notario como autoridad pública a modo
de control – como ya se ha explicado-. Herramienta útil en la aplicación e in-
terpretación del Derecho. La equidad y la principiología en sede de Derecho
familiar pulverizan la arbitrariedad y buscan la razonabilidad fundada en las
decisiones notariales. “Es decir que el sentido de lo justo que es la base de la
equidad, debe estar debidamente razonado o justificado”59. En fin –al decir
del connotado civilista colombiano JARAMILLO JARAMILLO “equidad, ra-
zonabilidad y buena fe, rectamente entendidas –y escindidas–, harán parte
de esa amplia ‘caja de herramientas’ de que dispone la autoridad competente
para adoptar la solución más justa y acorde con la realidad, y que de ese modo,
en lo posible, su arbitrio no se torne en arbitrario”60. 

54 GONZÁLEZ MONZÓN, A., Los principios…, cit., p. 287.
55 Ibidem.
56 Vid. supra nota (19).
57 LORA-TAMAYO RODRÍGUEZ, I., “Aplicación por el notario de la equidad”, en Revista Jurídica del Notariado,
No. 53, enero-marzo 2005 (pp. 191-230), p. 207.
58 Ibidem.
59 Idem.
60 JARAMILLO JARAMILLO, Carlos I., “Capítulo III. (Segunda parte) El ‘criterio de la razonabilidad’ y el estándar
de la ‘persona razonable’”, en El criterio de la razonabilidad…, cit. (pp. 367-624), p. 490.
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6. A MODO CONCLUSIVO 

Restan un año para que termine el primer cuarto de este siglo XXI. Tempus
fugit como dice la alocución latina al parecer derivada de un verso de las Geór-
gicas (Georgicae, III, 284) del poeta Virgilio. El vertiginoso discurrir del
tiempo nos hace pensar y reflexionar hacia dónde vamos, qué ha acontecido
en lo que va de siglo y como debemos encarar el advenimiento del segundo
cuarto. Tras ese fugaz paso del tiempo el Derecho también ha evolucionado
y con ello los resortes o pilastras en los que se sustenta la seguridad jurídica
de un Estado. Si miramos hacia atrás podemos advertir que con la llegada de
este tercer milenio estamos transitando -en unos países con más premura que
en otros- hacia una sociedad de la información, en la que los medios analógi-
cos poco a poco se desplazan por los digitales, soportados por una tecnología
que cada vez apunta más a su perfección y que remueve las bases tradicionales
de las instituciones jurídicas, eso sí, sin perder su esencia. Pero en la misma
medida en que se transforma la manera de ser, pensar y vivir en la sociedad
contemporánea, incorporándose a esa realización personal y familiar el ci-
berespacio, las redes sociales, la inteligencia artificial, han operado también
cambios más terrenales que atañen a la estructura socio demográfica de la
población, con especial incidencia en el ámbito familiar. Estas mutaciones
son como los sismos que han azotado en los últimos años a la humanidad,
sin dudas tienen un gran impacto, son de gran intensidad porque atañen a
una de las instituciones que ha superado el umbral de los tiempos y mantiene
su existencia: me refiero a la familia, o quizás mejor dicho, a las familias. 

En efecto, el legislador cubano hizo una continua apuesta por pensar la familia
en plural, lo cual no ha supuesto únicamente agregar la letra “s” a una palabra,
sino llevar la visión que tradicionalmente se ha tenido de ella al nuevo esce-
nario tan diverso, plural y democrático que hoy se impone61. Se trata de sumar
derechos y visibilizar modelos familiares hasta entonces no reconocidos desde
el prisma jurídico, sin privar de derecho alguno a quienes ya los tenían tute-
lados. La Carta Magna cubana de 2019 ha reconocido expresamente el prin-

61 No es mero capricho el uso del plural, como antes se ha utilizado en materia de Derecho civil para hacer refe-
rencia a las sucesiones, a las obligaciones, a los contratos, a las personas, a los derechos reales. Siempre en plural
como expresión de la diversidad de tipos de cada una de estas instituciones, que no por ello dejan de concebirse
en abstracto en singular, como cuando hablamos de la Teoría del contrato, o la de la regulación de la sucesión
mortis causa. Solo la familia dentro de las instituciones clásicas del Derecho civil en su prístina concepción ha
sido relegada y vista desde el prisma de lo singular, cuando también la familia se ha pluralizado para emerger
como familias, expresión de los distintos arreglos familiares que hoy tienen arraigo y reconocimiento social, no
así en todos los casos, expresión jurídica. Es por ello lamentable que haya quienes se aferren a una posición
contraria, atados a los árboles, si querer ver el bosque, concibiendo el uso de la “s”, genuina expresión semántica
del plural, como un gasto de energía y tiempo, un sinsentido o incluso un infeliz tratamiento distintivo y dis-
criminatorio. 
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cipio de pluralidad familiar (artículo 81)62 y mandata así al legislador al desa-
rrollo del citado principio en un Código que desde los afectos permita ser fe-
lices a quienes integran las más variadas construcciones familiares63. 

La Constitución toma en cuenta así la requerida necesidad de expandir el
manto protector del Derecho a los ya -no tan nuevos- modelos familiares cuya
visibilidad es indudable en la realidad social cubana y de lo que ya habían
dado cuenta las investigaciones realizadas desde un perfil sociológico, psi-
cológico, demográfico o jurídico. El Derecho ha de ser expresión sentida del
tejido social, existe por y para él. La sociedad y las familias le imponen así un
reto al constituyente: la visibilización de la pluralidad familiar y el necesario
estatuto jurídico que permita avizorar cada uno de los distintos arreglos fa-
miliares y de sus miembros con roles definidos, sustentados no solo en el ma-
trimonio, sino también en la unión de hecho, sobre la base del afecto como
valor fundante de cualquiera de esas construcciones familiares, expresión del
expandido mosaico familiar, resultado de la coexistencia y convergencia de
las disímiles constelaciones que en el orden familiar existen en la sociedad
cubana, cada vez más heterogénea, transnacional, divorcista, consensualista,
con empoderamiento femenino, bajo índice de fecundidad, y también con
una tendencia galopante al envejecimiento poblacional. 

Este envite del legislador por la pluralidad, la inclusión, atento a la necesidad
de potenciar en el Derecho familiar cubano la autonomía privada en justo
equilibrio con la responsabilidad, la solidaridad, y el orden público ha llevado
también de la mano a la llamada “contractualización” de este sector del orde-

62 Sobre el mencionado principio desde nuestra doctrina científica, vid. PÉREZ GALLARDO, L. B., “El principio
de pluralidad familiar en la Constitución cubana de 2019”, en Revista Crítica de Derecho Privado, No. 18, 2021,
La Ley, Uruguay, pp. 993-1028. 
63 No se olvide que entre los principios reconocidos en el Código de las familias en su artículo 3 f) se sitúa el de
la “búsqueda de la felicidad”. Se trata de un principio que actuará como brújula para la solución justa de un
caso, sobre la base del proyecto de vida familiar de cada cual a partir del ejercicio del libre desarrollo de la per-
sonalidad consagrado en el artículo 47 de la Constitución de la República de 2019. En un intento de apartar
la subjetividad que sin dudas existe en el término felicidad se ha definido – desde la doctrina brasilera- como
“el derecho a planear y dar ejecución a un proyecto racional de satisfacción de preferencias o deseos legítimos,
considerando, en esa tarea, las posibilidades de éxito” (así, LEAL, Saul Tourinho, “Direito à felicidade: história,
teoria, positivação e jurisdição”, Tese (Doutorado em Direito Constitucional), Pontifica Universidade Católica, São
Paulo, 2013, p. 114, disponible en https://tede2.pucsp.br/handle/handle/6202, consultado el 01 de marzo de
2021). Similar a lo que acontece con el derecho al libre desarrollo de la personalidad, el derecho a la búsqueda
de la felicidad supone “un freno a las intervenciones estatales arbitrarias”, “elecciones individuales para el em-
prendimiento de proyectos de realización particular […], la satisfacción personal, libre de intervenciones repre-
soras”. Vid. ESPÍNDOLA DOS SANTOS, Jordan, Carlos Eduardo SILVA E SOUZA, “Direito à felicidade: do
reconhecimento como direito fundamental às possíveis implicações”, Revista Pensamento Jurídico, vol. 13, No. 2,
São Paulo, jul./dez. 2019 (pp. 121-147), p. 144, disponible en https://fadisp.com.br/revista/ojs/index.php/pen-
samentojuridico/article/view/176, consultado el 01 de marzo de 2021. 
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namiento jurídico, “tradicionalmente” ajeno a ello. Busca el legislador con
afán que la balanza no se incline de un solo lado. El plexo axiológico infor-
mador del Código lleva también a la necesidad de erigir controles de autori-
dad que no solo adecuen los actos y negocios jurídicos familiares a la norma
imperativa sino también a la equidad. Reclama el legislador una labor proac-
tiva del notario, lograda con la promulgación de la nueva Ley del Notariado.
Traslada a él cierto activismo, propio de la función judicial como principal
baluarte no solo de la seguridad jurídica preventiva sino también de la justicia
cautelar, según los propios dictados del artículo 1 de la Ley notarial. Los de-
safíos de la función pública notarial devenidos del Código son de diversas
tonalidades: compete a los notarios construir el principio del interés superior
de niños, niñas y adolescentes conforme con la realidad familiar de cada caso,
desde una visión cautelar y preventiva (reconocido en el artículo 83 de la Ley
del Notariado), intervenir en la práctica de la escucha de infantes y adolescen-
tes (artículos 146 al 148 y 194 de la propia Ley) y homologar, aprobar o no los
pactos familiares de la más diversa naturaleza (a modo de ejemplo, vid. artículo
150 de dicha Ley notarial respecto a los pactos sobre divorcio por mutuo
acuerdo). El notario se convierte no solo en el principal hacedor de formas,
calificador de negocios, actos y documentos, sino también en decisor jurídico
al más alto nivel, sustentadas estas decisiones en la razonabilidad y la pon-
deración notarial. 

En fin, pocas veces el Derecho de las familias ha venido tan de la mano con
la función pública notarial, modernizada en Cuba en el 2024. Quizás, en muy
contadas ocasiones en el Derecho comparado se le ha atribuido al notariado
la trascendente misión de intervenir en asuntos familiares con participación
de infantes, adolescentes o personas en situación de discapacidad64. No obs-
tante, la Comisión redactora del Código arriesgó todo su empeño, una y otra
vez por el notariado, ha confiado en la institución, en la probidad moral y en
la solvencia intelectual de los hombres y mujeres de fe pública. Nadie mejor
que el notariado para garantizar la efectividad en el ejercicio de los derechos
de naturaleza familiar, para combinar de manera armónica la celeridad y la

64 Sin dudas, el notariado cubano se sitúa entre aquellos a los que más se le ha atribuido competencias en
materia familiar en sede notarial con la consiguiente desjudicialización de asuntos de esta naturaleza, en unos
casos con competencia exclusiva del notario, en otros con la alternatividad de competencias con los jueces.
Como recientemente se ha dicho en el Simposio mundial sobre actos electrónicos y desjudicialización, celebrado
en Brasilia, Brasil, el 09 de noviembre de 2023, organizado por la Unión Internacional del Notariado y el Con-
sejo Federal del notariado brasilero, cuyas conclusiones sobre este tema estuvieron a cargo del Secretario General
de la Unión, el notario francés Thierry VACHON, el notario “es el sustituto natural del juez en el marco de las
misiones judiciales no contenciosas, al percibir su misión de jurisdicción voluntaria y su cualidad, reiteradamente
afirmada, de magistrado de amigable componenda” (conclusiones entregadas al autor en ocasión de su partici-
pación en el Simposio). 
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seguridad jurídica. Ciertamente, son muchos desafíos, pero el notariado a lo
largo de la historia ha sabido poner proa en alto y navegar por los mares del
Derecho, por aguas profundas sí, pero remansos de paz y tranquilidad, gracias
a su sentido de justicia y de equidad. 
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DIVORCIO POR MUTUO ACUERDO
Procedimiento de divorcio notarial en Rumanía: 
Un paso hacia una desjudicialización eficiente

ANA LUISA CHELARU1 / NOTARIA EN RUMANIA

1. INTRODUCCIÓN

1.1. La tendencia global hacia la desjudicialización
en los procedimientos no contenciosos

En los últimos años, el poder judicial rumano se ha visto cada vez más sobre-
cargado, lo que ha impulsado una tendencia a identificar mecanismos alterna-
tivos para aliviar la carga de trabajo de los tribunales. Sin embargo, este fenó-
meno no se limita al sistema jurídico rumano; forma parte de una tendencia
internacional más amplia orientada a la desjudicialización de determinados pro-
cedimientos legales. El objetivo es transferir el tratamiento de ciertos asuntos
— tradicionalmente de competencia judicial — a otras autoridades, en virtud de
sus atribuciones legales.

La desjudicialización se entiende como una “tendencia a retirar ciertos asuntos
jurídicos del control judicial”. En el contexto del derecho de familia y de sus
correlativas normas de Derecho Internacional Privado, esta tendencia refleja
el objetivo más amplio de racionalizar los procedimientos reduciendo o elimi-
nando la intervención de los tribunales cuando ello resulte posible2.
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8

MESA
REDONDA 1

LA PERSONA Y LA FAMILIA . la PaREJa
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1 Dra. Ana Luisa CHELARU, notaria pública dentro de la Unión Nacional de los Notarios Públicos de Rumanía,
Cámara de Notarios Públicos de Bucarest, correo electrónico: luisa.chelaru@notariat-chelaru.ro
² Dan Andrei Popescu, Elena Alina Oprea – Observaciones relativas a la competencia judicial internacional en materia
de divorcio y responsabilidad parental – Boletín de Notarios PúblicosNº 4/2024 – Unión Nacional de los Notarios Públi-
cos de Rumanía (UNNPR), p. 28.
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El fenómeno es cada vez más evidente en el ámbito de los procedimientos no
contenciosos en los sistemas jurídicos modernos. Refleja una ambición colec-
tiva de hacer la justicia más accesible, rápida y eficiente, particularmente en
ámbitos donde no existe conflicto real entre las partes o donde los asuntos
pueden resolverse de forma amistosa. Tales ámbitos incluyen las sucesiones,
los divorcios de mutuo acuerdo, la autenticación de documentos jurídicos y
la protección de personas vulnerables mediante tutorías u otros mecanismos
legales. En estos casos — en los que la intervención de un juez no es indispen-
sable — la desjudicialización surge como un mecanismo natural y racional
para confiar autoridad legal a otros organismos competentes, como los nota-
rios públicos, autoridades del estado civil, agencias administrativas u otras 
instituciones similares.

A nivel internacional, y especialmente dentro de la Unión Europea, se ha ob-
servado un cambio cada vez más visible hacia la desjudicialización en áreas
como el divorcio, la mediación, las sucesiones y la protección de personas vul-
nerables. Esta evolución está respaldada y regulada por un marco jurídico co-
herente establecido mediante instrumentos clave del Derecho de la Unión
Europea, como el Reglamento (CE) n.º 2201/2003 (Bruselas II bis), el
Reglamento (UE) nº 2019/1111 (Bruselas II ter), el Reglamento (UE) nº
1259/2010 (Roma III) y el Reglamento (UE) nº 650/2012 sobre sucesiones
internacionales.

1.2. El papel de los notarios en el ámbito del derecho 
de familia. Transferencia de competencias a los notarios 
en Rumania: justificación jurídica y social

El papel de los notarios en el derecho de familia es altamente significativo a
nivel mundial. En general, se los reconoce como expertos en procedimientos
no contenciosos y especialistas en las dimensiones jurídicas de los fenómenos
sociales asociados a la vida familiar, acompañando a los individuos desde el
nacimiento hasta la muerte. Esto incluye declaraciones de reconocimiento de
hijos, acuerdos matrimoniales celebrados antes o durante el matrimonio,
acuerdos relativos a uniones registradas y, en algunas jurisdicciones, incluso
la celebración del matrimonio, procedimientos de divorcio, acuerdos paren-
tales relativos a menores, testamentos y, por último, cuestiones sucesorias.

En este contexto, los notarios desempeñan un papel esencial en la sociedad,
actuando a menudo como mediadores en la resolución amistosa de disputas
entre particulares — disputas que pueden resolverse fuera de los tribunales —
o, más habitualmente, gestionando procedimientos específicamente asignados
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por la ley. Estas responsabilidades se llevan a cabo con el objetivo de lograr
acuerdos amistosos y reducir la carga del poder judicial.

Como autoridades públicas imparciales e independientes, los notarios han
adquirido gradualmente más atribuciones más allá del marco jurisdiccional
tradicional, especialmente en casos en los que las partes están de acuerdo y
expresan su consentimiento libre e informado.

En muchas jurisdicciones europeas, incluida Rumanía, los notarios tienen la
autoridad para tramitar divorcios de mutuo acuerdo, redactar y autenticar
acuerdos matrimoniales, acuerdos parentales, contratos de manutención y
particiones amistosas de bienes en condominio. En estos casos, el notario ve-
rifica la legalidad de los documentos, garantiza la protección del interés supe-
rior del niño y asegura la certeza jurídica, al tiempo que alivia la carga de los
tribunales resolviendo asuntos que no requieren una intervención judicial.

A partir de 2010, con la adopción de la Ley n.º 202/2010 sobre ciertas medi-
das para acelerar la resolución de procedimientos judiciales³, seguida de en-
miendas al Código Civil rumano y la promulgación de la Ley n.º 36/1995
sobre Notarios Públicos y Actividad Notarial4, el notario público en Rumanía
se ha convertido en un actor clave en los procedimientos no contenciosos. El
procedimiento de divorcio consensual sin hijos menores fue inicialmente con-
fiado a los notarios mediante la Ley n.º 202/2010, que modificó el artículo
37 del antiguo Código de la Familia. Posteriormente, desde 2011, tras la entra-
da en vigor del nuevo Código Civil, los notarios también adquirieron com-
petencia para tramitar divorcios con hijos menores.

En Rumanía, la transferencia de competencia a los notarios se produjo de
manera gradual mediante la atribución de ciertas responsabilidades jurisdic-
cionales. Este cambio fue impulsado por una creciente demanda social de ma-
yor acceso a la justicia, justificado por razones de eficiencia institucional y
respaldado por un proceso legislativo coherente y deliberado. Actualmente,
el divorcio ante notario solo puede tener lugar en circunstancias no contencio-
sas y únicamente cuando los cónyuges alcanzan un acuerdo sobre todas las con-
diciones requeridas para disolver el matrimonio mediante este procedimiento.

³ Publicado en el Boletín Oficial de Rumanía Nº 714/26.10.2010.
4 Publicado en el Boletín Oficial de Rumanía Nº 237/19.03.2018, republicado, con las modificaciones 
y complementaciones posteriores.
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Desde una perspectiva jurídica, la legitimidad de esta transferencia se basa en
la condición del notario como autoridad pública y en las garantías propor-
cionadas en términos de imparcialidad, legalidad, independencia y compe-
tencia profesional. En estas condiciones, ciertos procedimientos — como el
divorcio, los acuerdos parentales o las sucesiones — pueden realizarse en un
marco extrajudicial, asegurando que los derechos de las partes se protejan
bajo condiciones equivalentes a las que se aplican ante los tribunales.

1.3. Objetivos y finalidad del artículo

Este artículo tiene como objetivo analizar y presentar el procedimiento de di-
vorcio gestionado por los notarios públicos en Rumanía a la luz de las refor-
mas legislativas adoptadas durante las últimas décadas. Se hace hincapié en
la eficiencia procedimental y el valor añadido que el notario aporta a los asun-
tos no contenciosos en este ámbito. Se abordan tanto los casos de divorcio
sin hijos menores como aquellos en los que hay menores involucrados, cen-
trando la atención en la manera y condiciones bajo las cuales se resuelven los
asuntos relativos a menores mediante acuerdos parentales, con el fin de sal-
vaguardar el interés superior del niño.

El artículo busca resaltar los efectos beneficiosos de la transferencia de com-
petencias relacionadas con el divorcio desde la justicia a los notarios, inclu-
yendo: reducción y simplificación de la duración del procedimiento, mayor
accesibilidad para los ciudadanos, alivio de la carga judicial, aumento de la
satisfacción pública con la prestación del servicio de justicia y menores costos
procesales, presentando así un ejemplo exitoso de un mecanismo alternativo
que funciona.

Asimismo, el documento realiza un breve análisis de las normas de Derecho
Internacional Privado aplicables al divorcio notarial en Rumanía, con especial
referencia a los reglamentos europeos pertinentes (Bruselas II ter, Roma III). 

El artículo pretende contribuir a una comprensión más profunda del papel
moderno del notario en el derecho de familia y ofrecer recomendaciones de
buenas prácticas para otros notariados interesados en adquirir nuevas com-
petencias en materia de divorcio como parte del proceso más amplio de desju-
dicialización.
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2. MARCO JURÍDICO ANTERIOR

2.1. Procedimiento judicial de divorcio en Rumanía
antes de la introducción del divorcio notarial

Antes de la introducción, mediante la legislación vigente, de los procedimien-
tos administrativos y notariales de divorcio, el divorcio en Rumanía estaba
regulado por las disposiciones del antiguo Código de la Familia5 (artículos
37–44), cuyas normas sustantivas eran complementadas por las del antiguo
Código de Procedimiento Civil6 (artículos 607–609). Estas disposiciones es-
tablecían un procedimiento especial que derogaba las normas procesales co-
munes, aplicable a los casos cuyo objeto era la disolución del matrimonio.

Este marco legislativo, que reemplazó una regulación anterior más restrictiva7

preveía en el artículo 37 del Código de la Familia que:

“(1) El matrimonio cesará por la muerte de uno de los cónyuges o por la
declaración judicial de muerte de uno de los cónyuges. (2) El matrimonio
podrá disolverse por divorcio. El divorcio podrá tener lugar: a) por mutuo
acuerdo de los cónyuges, a petición de ambas partes; b) cuando, por motivos
bien fundamentados, la relación entre los cónyuges esté gravemente dañada
y la continuación del matrimonio ya no sea posible; c) a petición del cónyu-
ge cuyo estado de salud haga imposible la continuación del matrimonio.”

En este sistema, el tribunal era la única autoridad competente para la disolu-
ción del matrimonio, partiendo de la idea de que la facilidad del divorcio
podía transformar el matrimonio en una unión meramente temporal. Por
ello, el poder judicial — y no cualquier otra autoridad — era considerado el
único facultado para valorar y pronunciarse sobre la continuación o la diso-
lución del matrimonio. En consecuencia, la legislación establecía un pro-
cedimiento especial adaptado a las particularidades de los casos de derecho
de familia.

Antes de la promulgación del Código de la Familia, una legislación anterior
establecía —en términos negativos— que el matrimonio solo podía disolverse
por el tribunal cuando, por motivos bien fundamentados, la relación entre

5 El Código de la Familia vigente desde 1993, derogado por la Ley Nº 71/2011 para la implementación de la
Ley Nº 287/2009 sobre el Código Civil.
6 El Código de Procedimiento Civil vigente desde 1993, derogado por la Ley Nº 76/2012 y reemplazado por el
Código de Procedimiento Civil de 2010 (Versión Revisada – R1).
7 El Código Civil rumano de 1864. Véase también, al respecto, una excelente síntesis de la normativa anterior
en Raluca Ioana Huruba – Procedimiento de divorcio. Análisis ampliado de las disposiciones de derecho sustantivo y
procesal relevantes, Editorial Pro Universitaria, 2024, pp. 72–81.
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los esposos estuviera tan grave e irreparablemente dañada que la continuación
del matrimonio se hubiera vuelto manifiestamente imposible para el cónyuge
que solicitaba su disolución8. El mismo Código de la Familia incluía también
disposiciones sobre el divorcio por consentimiento mutuo. En consecuencia,
el marco legislativo vigente antes del nuevo Código Civil adoptaba un enfoque
mixto del divorcio, tratándolo simultáneamente como remedio y como sanción.

2.2. Condiciones legales para obtener un divorcio bajo la antigua
regulación (causales, procedimientos y autoridades competentes)

La disolución del matrimonio por iniciativa de uno de los cónyuges requería
el cumplimiento de las siguientes condiciones acumulativas: la existencia de
motivos bien fundamentados para el divorcio, el grave deterioro de la relación
entre los cónyuges debido a esos motivos y la imposibilidad de continuar la
relación matrimonial. En el caso del divorcio por consentimiento mutuo, los
requisitos acumulativos eran: el transcurso de al menos un año desde la cele-
bración del matrimonio y la ausencia de hijos menores.

Desde el punto de vista procedimental, en todos los casos el divorcio solo
podía tramitarse ante un tribunal, mediante un procedimiento especial regu-
lado por las disposiciones del antiguo Código de Procedimiento Civil.

Este procedimiento implicaba el cumplimiento de varios elementos procesales
específicos, tales como: el derecho a solicitar la disolución del matrimonio
correspondía exclusivamente a los cónyuges; la determinación de la competen-
cia territorial seguía reglas especiales; la admisibilidad de pruebas destinadas
a demostrar la existencia de motivos válidos para el divorcio se valoraba según
criterios específicos; y los derechos dispositivo de las partes durante el pro-
cedimiento estaban sujetos a ciertas restricciones no aplicables en el proce-
dimiento civil común.

Además de los requisitos estándar de la demanda, cada solicitud de divorcio
debía incluir los nombres de los hijos menores nacidos del matrimonio o de
aquellos legalmente reconocidos como tales (incluidos los adoptados). Si no
existían hijos menores, este hecho debía indicarse expresamente. La preten-
sión principal, es decir, la disolución del matrimonio, podía ser acompañada
de solicitudes accesorias relativas al apellido que llevaría cada cónyuge tras el
divorcio, la distribución de la responsabilidad parental para la crianza y edu-
cación de los hijos, la determinación de la contribución de cada progenitor a

8 Emese Florian – Derecho de familia, Editorial CH Beck, Bucarest, 2006, pp. 166–167.
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los gastos de crianza y educación, la división de los bienes comunes y otras
cuestiones conexas.

En cuanto a los recursos, tanto las apelaciones como los recursos extraordi-
narios estaban sujetos a un plazo de 30 días desde la comunicación de la sen-
tencia, el doble del plazo aplicable a los asuntos civiles ordinarios. La fecha
en la que el divorcio surtía efecto era la fecha en que la decisión del tribunal
adquiría carácter definitivo e irrevocable.

3. DEFICIENCIAS DE LA LEGISLACIÓN ANTERIOR
Y BENEFICIOS DE LA REGULACIÓN ACTUAL
DEL DIVORCIO NOTARIAL

3.1. Ineficiencias y limitaciones del divorcio judicial

Antes de la transferencia de competencia a los notarios, el divorcio judicial
constituía la única vía legal para disolver un matrimonio, independientemente

de la naturaleza de la relación entre los cónyuges o de la existencia de acuerdo
mutuo. Incluso en los casos de divorcio por consentimiento mutuo, las partes
debían someterse a todo el proceso judicial, que incluía calendarios procesales,
examen de documentos, audiencias de las partes y, en algunos casos, adminis-
tración de pruebas adicionales. Este marco litigioso se volvió gradualmente
inadecuado ante las dinámicas sociales modernas, caracterizadas cada vez más
por separaciones amistosas y una creciente demanda de soluciones jurídicas
rápidas, eficientes y personalizadas.

3.1.1. Procedimientos largos y burocráticos. 
Altos costos financieros y emocionales para los cónyuges

El proceso de divorcio en los tribunales implicaba varias etapas: presentación
de la demanda, fijación de fechas de juicio, citación de las partes, audiencias
públicas, producción de pruebas (incluso en casos no contenciosos), emisión
y redacción de la sentencia, comunicación de la decisión y, eventualmente,
resolución del recurso o apelación extraordinaria.

La normativa procesal anterior generaba tiempos de espera muy prolongados,
especialmente en tribunales sobrecargados. La duración media de un proceso
de divorcio variaba de 4 a 8 meses en casos simples, sin menores y sin preten-
siones accesorias (por ejemplo, división de bienes), y podía incluso superar los
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18 meses en casos con hijos, bienes comunes o reconvenciones. En ausencia
de un conflicto real, tal duración se volvía injustificada y desproporcionada9.

Aunque el divorcio es por naturaleza un momento delicado en la vida de una
persona, el proceso judicial solía amplificar las tensiones emocionales entre
las partes. Las citaciones públicas, las audiencias y la exigencia de presencia
personal podían transformar una separación amistosa en un conflicto forma-
lizado. Además de la duración del proceso, el divorcio judicial implicaba altos
costos para las partes, incluyendo tasas judiciales, honorarios de abogados,
gastos de traslado y otros costos administrativos soportados por el sistema ju-
dicial. Miles de demandas de divorcio se presentaban cada año, y los tribuna-
les debían destinar recursos importantes a expedientes que no implicaban dis-
putas reales ni requerían necesariamente intervención judicial.

3.1.2. Falta de flexibilidad para separaciones amistosas

El sistema judicial tradicional no distinguía realmente entre divorcios con-
tenciosos y divorcios por mutuo acuerdo. Incluso cuando los cónyuges estaban
totalmente de acuerdo sobre la disolución del matrimonio y sus efectos (cus-
todia, pensión alimentaria, apellido, residencia, etc.), seguían obligados a
cumplir las mismas etapas procesales y las mismas exigencias que las partes
en conflicto. Los tribunales no podían adaptar el procedimiento a la natu-
raleza consensual de la solicitud, por lo que el tiempo y los recursos empleados
se volvían desproporcionados respecto de las necesidades reales. Así, la ausen-
cia de un procedimiento extrajudicial eficiente se convirtió en un obstáculo
para un acceso a la justicia flexible y humanizado.

En estas condiciones, y dado que los divorcios amistosos representaban una
proporción significativa del total de casos de divorcio en los tribunales — afec-
tando la eficiencia del sistema y retrasando la resolución de casos ver dadera-
mente contenciosos — la transferencia de la competencia a los notarios surgió
de forma natural como solución.

3.2. Beneficios del divorcio notarial

La introducción del divorcio notarial en Rumanía, mediante la Ley nº 202/
2010 y normativas posteriores, representó una innovación importante en el
derecho de familia, marcando la transición de un modelo rígido y judicial a
uno más eficiente, accesible y centrado en el acuerdo de las partes. El procedi-

9 Emese Florian – Op. cit., p. 195.
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miento notarial permitió resolver rápidamente las solicitudes de divorcio
cuando los cónyuges estaban de acuerdo sobre la disolución del matrimonio
y, en su caso, sobre sus efectos. Los beneficios de esta regulación son múltiples,
tanto desde la perspectiva del ciudadano como desde la del sistema judicial.

3.2.1. Procedimiento de divorcio más rápido, 
simple y económico en comparación con el litigio

El divorcio notarial elimina etapas procesales complejas, sustituyéndolas por
un procedimiento administrativo simplificado, realizado en un entorno pro-
fesional y neutral. Los cónyuges presentan conjuntamente una solicitud, y el
notario, tras un período de reflexión de 30 días, verifica la persistencia de su
voluntad y, en ausencia de desistimiento, emite el certificado de divorcio. El
procedimiento puede concluirse en un mes, en contraste con los largos meses
propios de los divorcios judiciales.

Desde el punto de vista financiero, el divorcio notarial implica costos signi-
ficativamente menores que el litigio (aproximadamente 200–300 euros para
el divorcio únicamente, sin división patrimonial). Los honorarios notariales
son claros y comunicados previamente, no implican tasas judiciales, plazos
prolongados ni honorarios de abogados. Además, la ausencia de representa-
ción legal obligatoria y de tasas de timbre reduce notablemente los costos pa-
ra las partes10.

3.2.2. Descongestión de los tribunales, confidencialidad 
y seguridad jurídica mediante la intervención del notario

Al transferirse la competencia a los notarios, los tribunales fueron liberados
de miles de casos de divorcio sin conflicto real. Como resultado, los recursos
judiciales pudieron redirigirse hacia la resolución de casos complejos y con-
tenciosos, contribuyendo a una mayor eficiencia del sistema judicial. Según
datos oficiales11, el divorcio notarial se ha convertido, en solo unos pocos

10 Véase también Daniela Negrila – El divorcio por procedimiento notarial. Estudios teóricos y prácticos, Editorial 
Universul Juridic, 2014, pp. 39–40.
¹¹ Según los datos estadísticos oficiales del Registro Notarial Nacional de Solicitudes de Divorcio (RNNECD),
entre 2012 y 2022 los notarios públicos de Rumanía finalizaron un total de 160.417 casos de divorcio, de los cua-
les 81.659 involucraban hijos menores. En comparación, durante el mismo período, los tribunales emitieron
199.385 sentencias de divorcio, con un promedio anual aproximado de 19.938 casos. Estas cifras confirman que
el divorcio notarial se ha convertido no solo en una alternativa viable, sino también preferida por un número
significativo de litigantes, contribuyendo directamente a la descongestión del sistema judicial y al aumento de
la eficiencia en la resolución de disputas de derecho de familia.
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años, en uno de los procedimientos alternativos más utilizados en materia de
derecho de familia en Rumanía.

Al mismo tiempo, a diferencia del proceso judicial, donde las audiencias son
públicas, el procedimiento notarial se desarrolla en un entorno discreto, con-
fidencial y profesional, adaptado a las necesidades psicológicas de las partes.
La ausencia de exposición pública y el carácter no adversarial protegen la pri-
vacidad y la dignidad de los cónyuges, ayudando a reducir tensiones y man-
tener una relación civilizada, especialmente cuando hay hijos involucrados.

El divorcio notarial ofrece sólidas garantías de legalidad y equilibrio, debido
a la intervención del notario como autoridad pública imparcial y profesional
del derecho. El notario verifica el consentimiento libre e informado, la capa-
cidad jurídica de las partes, el cumplimiento de las condiciones legales y,
cuando corresponde, la legalidad del acuerdo parental o patrimonial. Los do-
cumentos elaborados poseen fuerza probatoria y ejecutiva, garantizando esta-
bilidad jurídica y previniendo disputas futuras.

4. EL ROL DE LOS NOTARIOS EN EL 
PROCEDIMIENTO DE DIVORCIO EN RUMANIA

4.1. Métodos de Divorcio en Rumania

El divorcio, o la disolución del matrimonio, está regulado por la legislación
rumana en el Código Civil, Capítulo VII, Artículos 373 a 404. Constituye el
medio a través del cual un matrimonio se da por terminado y, según las dis-
posiciones legales actuales, ya no es exclusivamente de naturaleza judicial. A
solicitud de uno o ambos cónyuges, el divorcio produce el cese futuro de los
principales efectos jurídicos de la unión matrimonial12.

Desde una perspectiva procesal, el Código Civil rumano consagra tres vías
distintas para el divorcio, dos de las cuales corresponden a la separación con-
sensual, mientras que la tercera permite la disolución con independencia del
acuerdo mutuo:

• Divorcio judicial – disponible para parejas con o sin hijos menores;

• Divorcio administrativo – llevado a cabo por las autoridades del estado   
civil, aplicable únicamente a parejas sin hijos menores;

12 I. Nicolae, Derecho de familia en el contexto nacional y en las relaciones de Derecho Internacional Privado, Editorial
Hamangiu, Bucarest, 2014, p. 163.
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• Divorcio notarial – accesible tanto a cónyuges con hijos menores como 
a aquellos sin hijos.

4.1.1. Divorcio Judicial: Por Acuerdo o Por Culpa Atribuible

Según el Artículo 374 del Código Civil rumano, el divorcio por mutuo con-
sentimiento puede ser adjudicado por un tribunal, independientemente de
que existan hijos menores y sin importar la duración del matrimonio. El tri-
bunal debe comprobar la existencia de un consentimiento libre y no coaccio-
nado por parte de ambos cónyuges, y posteriormente emitir un decreto de
divorcio. No obstante, si uno de los cónyuges se encuentra bajo interdicción
legal, el divorcio judicial por acuerdo queda excluido.

El divorcio judicial basado en culpa está regulado por el Artículo 379 del
mismo Código, que permite al tribunal declarar la disolución del matrimonio
al constatar la culpabilidad de uno o ambos cónyuges13. Incluso si solo uno
de los cónyuges ha iniciado el procedimiento, puede reconocerse la culpa con-
junta. Si uno de los cónyuges fallece durante el procedimiento, la acción pue-
de continuar a través de los herederos legales de la parte fallecida.

4.1.2. Divorcio Administrativo: Por Acuerdo de las Partes

Cuando los cónyuges acuerdan separarse y no existen hijos menores nacidos
o adoptados dentro o fuera del matrimonio, el oficial del registro civil puede,
registrando su voluntad común, conceder la disolución del matrimonio. El
Artículo 371 (1) del Código Civil establece esta competencia como alternativa,
permitiendo a los cónyuges presentar su solicitud en el lugar donde contra-
jeron matrimonio o en su último domicilio común. Una vez verificado que
se cumplen todas las condiciones legales, el oficial del registro civil expedirá
un certificado de divorcio.

4.1.3. Divorcio Notarial: 
Por Acuerdo de las Partes – Competencia Legal de los Notarios

Las mismas disposiciones legislativas se aplican al procedimiento de divorcio
notarial llevado a cabo por un notario público en Rumania14.

13 Las disposiciones del Código Civil rumano deben interpretarse en conjunto con los artículos 915–932 del
actual Código de Procedimiento Civil de Rumanía.
14 La diferencia entre el divorcio administrativo y el divorcio por procedimiento notarial radica en que, conforme
al párrafo (2) del mismo artículo, el divorcio por mutuo acuerdo también puede ser finalizado por un notario
público en casos en los que existan hijos menores nacidos dentro del matrimonio, fuera del matrimonio o adop-
tados, siempre que los cónyuges lleguen a un acuerdo sobre su apellido familiar después del divorcio, así como
sobre todos los aspectos obligatorios relativos a los hijos (el ejercicio conjunto de la autoridad parental, la resi-
dencia de los menores, la forma en que se mantendrán las relaciones personales con el menor y la determinación
de la contribución de cada progenitor a los gastos de crianza y educación).
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El Artículo 376 del Código Civil regula un procedimiento uniforme tanto
para el divorcio administrativo como para el notarial, con la excepción indi-
cada en el párrafo (2), que permite que uno de los cónyuges esté representado
por poder mediante un documento autenticado al presentar la solicitud de
divorcio ante un notario.

La tramitación del divorcio notarial debe interpretarse conjuntamente con la
Ley Nº 36/1995 sobre Notarios Públicos y Actividad Notarial, así como su
Reglamento de Aplicación15.

Conforme al Artículo 12, apartado (p), el notario público está legalmente fa-
cultado para llevar a cabo el procedimiento de divorcio. No obstante, según
el Artículo 15, apartado (e), la competencia está territorialmente limitada, de
manera que el procedimiento corresponde al notario cuya oficina esté situada
en la circunscripción territorial donde se celebró el matrimonio o donde los
cónyuges tuvieron su último domicilio común.

En este contexto, los Artículos 267 a 278 del Reglamento de Aplicación de la
Ley Nº 36/1995 constituyen el marco regulador aplicable al procedimiento
de divorcio notarial, independientemente de la existencia de hijos menores.
Según estas disposiciones, un divorcio por mutuo consentimiento debe ser
resuelto por el notario competente territorialmente en función del lugar del
matrimonio o del último domicilio común de los cónyuges16.

4.2. Etapas del Procedimiento de Divorcio Notarial

4.2.1. Presentación de la Solicitud de Divorcio

Las etapas procesales ante el notario, tanto si el caso implica hijos menores
como si no, siguen un enfoque generalmente uniforme, sujeto a requisitos
particulares cuando hay menores involucrados.

La fase inicial requiere la presentación conjunta de una solicitud de divorcio an-
te un notario público. Ambos cónyuges deben comparecer simultáneamente y
en persona en la oficina notarial para firmar la solicitud en presencia del notario.

15 Reglamento para la Implementación de la Ley Nº 36/1995 sobre Notarios Públicos y Actividad Notarial, 
publicado en el Boletín Oficial de Rumanía Nº 479/2013.
16 De acuerdo con el artículo 268 del Reglamento para la implementación de la Ley Nº 36/1995, “se entenderá
por última residencia común la última vivienda en la que los cónyuges vivieron juntos. La prueba de la última
residencia común se hará, según el caso, mediante los documentos de identidad de los cónyuges donde conste
un domicilio o residencia común o, si no existe tal prueba, mediante una declaración auténtica de responsabi-
lidad de cada cónyuge indicando su última residencia común. Esta declaración será registrada en la solicitud de
divorcio y en la decisión que admite la solicitud.”
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Excepcionalmente, uno de los cónyuges puede actuar mediante representante
legal, siempre que este haya sido autorizado mediante un poder notarial au-
tenticado específicamente para este fin. El Artículo 269 del Reglamento de
Aplicación de la Ley Nº 36/1995 permite expresamente esta posibilidad, siem-
pre que el poder incluya todos los requisitos formales y sustantivos.

Tras la presentación, el notario verifica la identidad de las partes y examina
tanto la competencia material como la territorial. Asimismo, debe comprobar
que no se haya presentado una solicitud de divorcio idéntica ante otra autori-
dad competente.

Para determinar la competencia material, el notario evalúa: el consentimiento
mutuo para divorciarse; la existencia o ausencia de hijos menores nacidos o
adoptados durante el matrimonio; el acuerdo sobre los apellidos posteriores
al divorcio; y la inexistencia de interdicciones legales que afecten a alguno de
los cónyuges.

La documentación requerida incluye: el certificado de matrimonio, los docu-
mentos de identidad y los certificados de nacimiento de los cónyuges y,
cuando corresponda, de los hijos menores.

Una vez realizadas las verificaciones necesarias y registrada formalmente la so-
licitud en los registros internos de la oficina notarial, se establece un plazo
obligatorio de reflexión de 30 días. Si las partes no comparecen al finalizar
este plazo y no solicitan un aplazamiento por causa justificada, el notario re-
chazará la solicitud. En casos con menores, la solicitud también será rechazada
si las partes no logran un acuerdo sobre la autoridad parental o sobre los ape-
llidos posteriores al divorcio.

El plazo de reflexión solo puede ampliarse en circunstancias excepcionales,
como la falta del informe psicosocial requerido o la imposibilidad justificada
de oír a un menor. Dentro del procedimiento de divorcio notarial se utilizan
dos registros electrónicos nacionales:

1. Registro Nacional de Solicitudes de Divorcio (RNECD) – administrado
por la Unión Nacional de Notarios Públicos de Rumania;

2. Registro Único de Certificados de Divorcio – mantenido por el Ministerio
de Asuntos Internos.

Del segundo registro se genera el número único de cada certificado de divorcio.
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Tras recibir la solicitud, el notario transmite los datos al RNECD. Si no existe
otra solicitud registrada, el notario recibe un certificado de confirmación, que
le autoriza a registrar formalmente el caso en el Registro de Divorcios del
despacho notarial.

A nivel local, la oficina notarial mantiene dos registros:

• el Registro de Divorcios, para el registro cronológico;
• el Registro Duplicado de Divorcios, un índice alfabético 
de las partes involucradas.

4.2.2. Solicitud de Divorcio, Acuerdo 
sobre el Menor y Audiencia del Menor

La solicitud de divorcio debe incluir declaraciones conjuntas de los cónyuges
respecto de: el consentimiento libre, la existencia o no de hijos menores, la
capacidad legal, la presentación de solicitudes previas, el último domicilio
común y los apellidos posteriores al divorcio.

Cuando existan hijos menores, la solicitud debe además contener:

• declaración de ejercicio conjunto de la autoridad parental 
(requisito indispensable en divorcios notariales con menores);

• establecimiento de la residencia del menor tras el divorcio;

• contribución económica cuantificada del progenitor no conviviente 
para el mantenimiento, educación, instrucción y formación del menor;

• régimen detallado de visitas y mantenimiento de relaciones personales 
con el progenitor no conviviente.

Todos los aspectos relativos al menor se formalizan en un acuerdo autónomo
y autenticado el día del divorcio.

Tras registrar la solicitud, el notario debe notificar a la autoridad tutelar com-
petente para que prepare un informe psicosocial, que evalúe la autoridad
parental, la residencia del menor, el régimen de visitas y la contribución de
cada progenitor.

La audiencia de los menores mayores de 10 años es obligatoria. El notario tam-
bién puede decidir oír a un menor menor de 10 años si lo considera necesario.
La audiencia se documenta en un acta firmada por el menor y ambos pro-
genitores.
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4.2.3. Resoluciones en el Expediente de Divorcio: 
Admisión y Rechazo de la Solicitud. Certificado de Divorcio

Al finalizar el procedimiento, el notario debe emitir una de dos decisiones:

(a) Admisión de la solicitud de divorcio y expedición 
del certificado de divorcio; o

(b) Rechazo de la solicitud.

(a) Admisión de la Solicitud de Divorcio

Tras el plazo de 30 días, si no existen impedimentos, ambos cónyuges deben
comparecer personalmente ante el notario (ya no se admite representación).

Cuando hay menores, el informe psicosocial y el acta de audiencia del menor
(si corresponde) se agregan al expediente.

Confirmado el consentimiento libre e informado, conforme al Artículo 273
del Reglamento de Aplicación de la Ley Nº 36/1995, el notario autentica el
acuerdo parental y redacta el “acuerdo de admisión”.

Luego emite el certificado de divorcio, que acredita la disolución del matri-
monio por mutuo consentimiento, sin determinar culpa17.

El certificado contiene los apellidos posteriores al divorcio y, cuando corres-
ponda, referencias al acuerdo parental.

El número del certificado se genera a través del Registro Único de Certifi-
cados de Divorcio.

El divorcio surte efecto el día de la expedición del certificado.

El notario anotará el número en el acta de matrimonio original y enviará co-
pia del certificado de divorcio a la autoridad de estado civil correspondiente.

(b) Rechazo de la Solicitud de Divorcio

El notario debe rechazar la solicitud si no se cumplen las condiciones requeri-
das. Entre los motivos:

17 Dragos Isache – La Enciclopedia Notarial de la Familia, Editorial Monitorul Oficial, Vol. 3, Bucarest, 2024, p. 115.
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• Uno de los cónyuges declara haber cambiado de opinión;
• Uno no comparece;
• No hay acuerdo sobre la autoridad parental o los apellidos;
• La solicitud carece de objeto (el matrimonio ya fue disuelto por otra autoridad);
• Reconciliación;
• Retiro de la solicitud;
• Fallecimiento de uno de los cónyuges;
• Falta del informe psicosocial o imposibilidad de oír al menor de 10 años;
• El informe psicosocial indica que el acuerdo no es en interés del menor.

El divorcio notarial no admite recurso. Si las partes desean divorciarse tras
un retiro o reconciliación, deben iniciar una nueva solicitud. El expediente
se conserva durante 10 años en el archivo del despacho notarial. Una copia
del certificado y la decisión de admisión se conservan permanentemente.

5. DISPOSICIONES DE DERECHO 
INTERNACIONAL PRIVADO APLICABLES 
AL DIVORCIO NOTARIAL EN RUMANIA18

5.1. La ley aplicable al divorcio y la
separación legal según el Código Civil rumano

En el contexto de la armonización del derecho interno rumano con el marco
jurídico de la Unión Europea, la regulación del divorcio y la separación legal
según el Código Civil rumano ha sufrido cambios significativos, alejándose
de las disposiciones anteriores de la Ley Nº 105/199219.

En los casos que implican elementos transfronterizos, el marco jurídico aplica-
ble está regulado tanto por el Código Civil rumano (artículos 2597–2602)
como por el Reglamento (UE) Nº 1259/201020 (comúnmente conocido como
Reglamento Roma III), complementado por las disposiciones pertinentes del
Reglamento (UE) Nº 1111/201921 (Bruselas II ter), que sustituyó al anterior
Reglamento (CE) Nº 2201/200322 (Bruselas II bis).

18 Ana Luisa Chelaru – Referencias actuales en Derecho Internacional Privado. Personas. Sucesiones. Familia, Editorial
Universul Juridic, Bucarest, 2018, pp. 345–358.
19 Ley Nº 105/1992 sobre la regulación de materias de Derecho Internacional Privado – derogada con la entrada
en vigor del nuevo Código Civil.
20 Reglamento del Consejo Nº 1259/2010 del 20 de diciembre de 2010 por el que se establece una cooperación
reforzada en el ámbito de la ley aplicable al divorcio y a la separación judicial, publicado en el Diario Oficial de
la Unión Europea L 343/2010.
²¹ Reglamento del Consejo Nº 1111/2019 del 25 de junio de 2019 relativo a la competencia, el reconocimiento 
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De conformidad con el Código Civil rumano, la determinación de la ley apli-
cable al divorcio queda, en principio, sujeta a la libre elección de los cónyuges
(lex voluntatis), quienes pueden seleccionar uno de los sistemas jurídicos enu-
merados exhaustivamente en el Reglamento23. En cuanto a los requisitos for-
males de dicho acuerdo de elección de ley, este debe cumplir ciertos criterios
de validez: debe realizarse por escrito, fechado, firmado por ambos cónyuges
y contener una declaración expresa. Cuando la ley aplicable exige una formal-
idad particular — como ocurre en la ley rumana — el acuerdo debe celebrarse
en forma auténtica, como una convención matrimonial.

Una disposición esencial sobre la determinación objetiva de la ley aplicable,
en ausencia de un acuerdo válido entre los cónyuges, se encuentra en el ar-
tículo 2600 del Código Civil rumano. Este artículo estipula, en orden descen-
dente de preferencia, los sistemas jurídicos que pueden aplicarse cuando las
partes no han ejercido su derecho de elección24. En tales escenarios, ya no se
concede a los cónyuges la libertad de designar la ley aplicable.

En cuanto al concepto de separación legal, aunque no está regulado expresa-
mente como una institución distinta en el Código Civil rumano vigente, pue-
de entenderse como una decisión judicial que atenúa los efectos del vínculo
matrimonial autorizando a los cónyuges a vivir separados. Esta noción puede
asimilarse a la situación contemplada en el artículo 379, párrafo 2, del Código

y la ejecución de resoluciones en materia matrimonial y de responsabilidad parental, y sobre sustracción inter-
nacional de menores (refundición), que deroga el Reglamento Nº 2201/2003 (Bruselas II bis).

²² Reglamento (CE) Nº 2201/2003 del Consejo del 27 de noviembre de 2003 relativo a la competencia, el reco-
nocimiento y la ejecución de resoluciones en materia matrimonial y de responsabilidad parental, que deroga el
Reglamento (CE) Nº 1347/2000, publicado en el Diario Oficial de la Unión Europea L 338/1/2003.
23 Así, conforme al artículo 2597 del Código Civil rumano, los cónyuges pueden designar por mutuo acuerdo
una de las siguientes leyes como aplicable al divorcio: la ley del Estado en el cual los cónyuges tienen su residencia
habitual común en el momento del acuerdo; la ley del Estado en el cual tuvieron su última residencia habitual
común, siempre que uno de ellos aún resida allí en el momento del acuerdo; la ley del Estado cuya nacionalidad
posea uno de los cónyuges; la ley del Estado en el cual los cónyuges han residido al menos tres años; o la ley ru-
mana. El acuerdo sobre la ley aplicable puede celebrarse o modificarse hasta la fecha en que la autoridad com-
petente sea apoderada del procedimiento. No obstante, el tribunal puede tomar nota del acuerdo de los cónyuges
hasta la primera audiencia para la cual ambas partes hayan sido debidamente citadas.
24 El artículo 2600 del Código Civil rumano establece que la ley aplicable a la disolución del matrimonio será una
de las siguientes: la ley del Estado en el cual los cónyuges tienen su residencia habitual común en el momento de
presentar la demanda; en ausencia de residencia habitual común, la ley del Estado en el cual los cónyuges tuvieron
su última residencia habitual común, siempre que uno de ellos aún tenga allí su residencia habitual al presentar
la demanda; en ausencia de tal residencia, la ley del Estado cuya nacionalidad común posean al presentar la de-
manda; en ausencia de nacionalidad común, la ley de su última nacionalidad común siempre que uno haya con-
servado dicha nacionalidad; y en última instancia, la ley rumana. Si la ley extranjera determinada no permite el
divorcio o lo permite solo en condiciones extremadamente restrictivas, se aplicará la ley rumana si uno de los
cónyuges es ciudadano rumano o reside habitualmente en Rumanía.
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Civil rumano, que reconoce la separación de hecho de al menos dos años
como una causa válida de divorcio25.

A este respecto, el artículo 2602 del Código Civil establece explícitamente
que las reglas relativas a la ley aplicable al divorcio se aplican mutatis mutandis
a la separación legal.

5.2. La aplicabilidad del Reglamento 
(UE) Nº 1111/2019– Bruselas II ter

Mientras que la determinación de la ley aplicable al divorcio está guiada por
los artículos 2597–2600 del Código Civil rumano, la determinación de la ju-
risdicción internacional está sujeta a las reglas establecidas por el Reglamento
(UE) Nº 1111/201926, conocido como Reglamento Bruselas II ter.

Según el artículo 1(a) del Reglamento, su ámbito de aplicación abarca el di-
vorcio, la separación legal y la anulación del matrimonio. El párrafo 9 del
Preámbulo aclara que el Reglamento se aplica exclusivamente a las decisiones
relativas a cuestiones matrimoniales, sin extenderse a los motivos sustantivos
del divorcio, a las medidas accesorias ni a las consecuencias patrimoniales del
matrimonio.

En este marco, debe señalarse que el Reglamento emplea términos y conceptos
que pueden diferir en significado de sus equivalentes en la doctrina rumana
de derecho internacional privado27.

Asimismo, el artículo 3 del Reglamento amplía el concepto de “tribunal” para
incluir no solo órganos judiciales, sino también cualquier otra autoridad com-
petente, como los notarios públicos, cuando ejerzan funciones judiciales o
cuasi judiciales conforme al derecho nacional28.

25 Dragoș Alexandru Sitaru, Derecho Internacional Privado, Editorial C.H. Beck, Bucarest, 2013, p. 207.
26 Acto normativo que reformó y derogó el Reglamento Nº 2201/2003, vigente en Rumanía hasta la entrada en
vigor del nuevo Reglamento.
27 Para los fines del Reglamento, el término “tribunal” significa “toda autoridad de un Estado miembro con com-
petencia en las materias incluidas en su ámbito de aplicación.” Según el artículo 2, una “resolución” significa
cualquier “decisión de un tribunal de un Estado miembro, incluido un decreto, auto o sentencia, mediante la
cual se pronuncie el divorcio, separación judicial o anulación del matrimonio, o que concierna a la responsabi-
lidad parental,” con independencia de su denominación.
28 Según el artículo 3 del Reglamento, en materia de divorcio, la competencia corresponde a los tribunales del
Estado miembro en cuyo territorio se encuentre: la residencia habitual de los cónyuges; la última residencia ha-
bitual de los cónyuges si uno aún reside allí; la residencia habitual del demandado; en caso de solicitud conjunta,
la residencia habitual de cualquiera de los cónyuges; la residencia habitual del demandante si ha residido allí al
menos un año antes de presentar la demanda; la residencia habitual del demandante durante al menos seis
meses antes de la demanda, si es nacional del Estado miembro; o la nacionalidad común de ambos cónyuges.
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Así, en casos de divorcio que impliquen elementos de extranjería, una vez es-
tablecida la jurisdicción conforme al Reglamento e identificada la autoridad
competente como institución rumana, la competencia del notario público
también puede intervenir. Esta competencia está conferida por el artículo 26729

del Reglamento para la aplicación de la Ley Nº 36/1995, que dispone, en los
párrafos 1 y 2 (primera frase), que el divorcio por mutuo consentimiento co-
rresponde al notario público del área territorial del lugar donde se celebró el
matrimonio o del último domicilio común de los cónyuges.

Tras recibir la solicitud de divorcio, el notario debe determinar primero si exis-
te competencia territorial. No obstante, antes de proceder a esta verificación,
de conformidad con el artículo 138, párrafo 2, de la Ley Nº 36/1995, el nota-
rio tiene la obligación de determinar si la ley rumana es aplicable al procedi-
miento. Este examen preliminar es indispensable para establecer si el derecho
sustantivo rumano rige el procedimiento de divorcio notarial.

Cuando la competencia corresponde al notario público rumano y el procedi-
miento involucra elementos extranjeros, el notario emitirá, además del certi-
ficado de divorcio, el formulario estándar previsto en el Anexo II del Regla-
mento, de conformidad con el artículo 36. Este formulario garantiza el reco-
nocimiento automático de la decisión de divorcio en los demás Estados miem-
bros de la Unión Europea.

5.3. Reglamento (UE) Nº 1259/2010 – Roma III

Aplicable en Rumanía desde el 21 de junio de 201230, el Reglamento (UE)
Nº 1259/2010, conocido como Reglamento Roma III, fue adoptado con el
fin de establecer un marco jurídico coherente y previsible para determinar la
ley aplicable al divorcio y a la separación legal en casos de conflicto de leyes.
El Reglamento busca garantizar la seguridad jurídica y eliminar el riesgo de
que uno de los cónyuges inicie un procedimiento ante un foro más favorable,
obteniendo así una ventaja sobre la otra parte (véase Preámbulo, párrafo 9).

El estilo de vida cada vez más móvil de los ciudadanos de la Unión Europea
ha exigido una mayor flexibilidad y previsibilidad jurídicas. En este contexto,

29 Como se mencionó, según el artículo 267 párr. (1): “El procedimiento de divorcio por mutuo acuerdo co-
rresponde al notario público cuya oficina se encuentra en la jurisdicción del tribunal o del Tribunal de Bucarest
dentro del área territorial donde se celebró el matrimonio o donde se encontraba la última residencia común
de los cónyuges.”
30 Con la excepción del artículo 17, aplicable desde el 21 de junio de 2011.
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el Reglamento pretende fortalecer la autonomía de las partes en materia de
divorcio y separación legal, permitiendo a los cónyuges elegir la ley aplicable
(véase Preámbulo, párrafo 15).

Respecto a su ámbito material, el párrafo 10 del Preámbulo aclara que el
Reglamento se aplica exclusivamente a la disolución o flexibilización del víncu-
lo matrimonial, y que la ley identificada según las reglas de conflicto regirá
los motivos sustantivos del divorcio y la separación legal. Conforme al artículo
131, el Reglamento es aplicable únicamente cuando existe un conflicto de leyes
y la relación jurídica presenta una dimensión internacional.

Para determinar la ley aplicable32, los cónyuges pueden designar la norma de
conflicto pertinente, pero únicamente dentro de aquellas expresamente enu-
meradas en el Reglamento33.

El artículo 5 del Reglamento Roma III establece las reglas procedimentales
para dicha designación. Según su párrafo 2, el acuerdo sobre la ley aplicable
puede modificarse hasta la fecha en que el tribunal sea competente. En ausen-
cia de un acuerdo — o si un acuerdo previo ha sido retirado — los cónyuges
aún pueden elegir la ley aplicable durante el procedimiento, siempre que la
ley del foro lo permita expresamente. Cuando se cumplen estas condiciones
procesales, el tribunal está obligado simplemente a reconocer la elección de
las partes.

En ausencia de un acuerdo, el divorcio y la separación legal se regirán por
uno de los sistemas jurídicos indicados por las reglas de conflicto establecidas
en el artículo 8 del Reglamento34.

En cuanto a la separación legal, en la medida en que esté reconocida por el
derecho nacional, el Reglamento prevé que, si dicha separación se convierte

31 Según el mismo artículo 1 del Reglamento, el párrafo (2) especifica que quedan excluidos del ámbito del
Reglamento: a) la capacidad jurídica de las personas físicas; b) la existencia, validez o reconocimiento del matri-
monio; c) la anulación del matrimonio; d) el apellido de los cónyuges; e) las consecuencias relativas al régimen
matrimonial; f) la responsabilidad parental; g) las obligaciones alimentarias; h) los fideicomisos o sucesiones.
32 Sobre la ley aplicable al divorcio, véase también E. Viganotti, Pratique du divorce international, Lextenso
Éditions, Gazette du Palais, París, 2016, pp. 53–58.
³³ Los cónyuges pueden elegir una de las siguientes leyes: a) la del Estado en cuyo territorio tienen su residencia
habitual al concluir el acuerdo; b) la del Estado en cuyo territorio tuvieron su última residencia habitual, si uno
de ellos todavía reside allí; c) la del Estado cuya nacionalidad posea uno de los cónyuges; d) la ley del foro.
34 El artículo 8 del Reglamento establece que el divorcio y la separación judicial estarán regidos por una de las
siguientes leyes, en este orden: a) la ley del Estado de residencia habitual de los cónyuges en el momento en que
el tribunal es apoderado; b) la ley del Estado donde tuvieron su última residencia habitual siempre que ésta no
haya terminado más de un año antes y que uno aún resida allí; c) la ley del Estado cuya nacionalidad común
poseen; d) la ley del foro.
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posteriormente en divorcio, la ley aplicable a la separación continuará aplicán-
dose al divorcio, salvo que las partes acuerden lo contrario.

Aunque es directamente aplicable en todos los Estados miembros participan-
tes, el Reglamento no impone la obligación de conceder el divorcio en los
casos en que el derecho interno no reconozca la institución del divorcio o no
reconozca la validez del matrimonio en cuestión a efectos de su disolución.

El Reglamento Roma III opera conjuntamente con el Reglamento (UE) Nº
1111/2019 (Bruselas II ter), y sus disposiciones materiales están completa-
mente armonizadas con este último. Asimismo, las disposiciones del Código
Civil rumano son compatibles con el Reglamento Roma III, aunque entraron
en vigor antes de su aplicación directa.

Por último, respecto a su interacción con otros instrumentos internacionales,
el artículo 19 del Reglamento establece que su aplicación no afecta la aplica-
bilidad de los convenios internacionales celebrados por los Estados parti-
cipantes. No obstante, entre Estados participantes, el Reglamento Roma III
prevalecerá sobre cualquier convenio bilateral o multilateral anterior que re-
gule la misma materia.

6. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES PARA
LA EXPANSIÓN DEL PROCEDIMIENTO DE DIVORCIO
NOTARIAL EN OTRAS JURISDICCIONES

El procedimiento de divorcio notarial, tal como está regulado e implementado
en Rumanía, constituye una ilustración convincente de la desjudicialización
efectiva de un área sensible del derecho de familia. La transferencia de com-
petencia a los notarios públicos ha permitido aliviar al poder judicial de un
número significativo de casos no contenciosos, reducir la duración necesaria
para resolverlos y ofrecer a los ciudadanos una alternativa legal rápida y acce-
sible. Además, este cambio ha fortalecido el papel del notario como autoridad
pública encargada de gestionar disputas familiares en un entorno extrajudicial,
imparcial y profesional.

Durante los últimos quince años de aplicación práctica, el divorcio notarial
ha demostrado que los procedimientos de derecho de familia que no implican
controversias de fondo pueden tramitarse con eficiencia, seguridad jurídica y
respeto por el interés superior del niño, sin necesidad de intervención judicial.
El éxito de este modelo procedimental se basa en la existencia de un marco
jurídico claro, una estricta supervisión profesional de la práctica notarial, la
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digitalización de los flujos procesales y la cooperación institucional entre no-
tarios, autoridades de protección infantil y autoridades del estado civil.

Asimismo, la integración de instrumentos de derecho internacional privado
y reglamentos europeos — particularmente el Reglamento (UE) Nº 1259/2010
(Roma III) y el Reglamento (UE) Nº 1111/2019 (Bruselas II ter) — ha permi-
tido alinear la práctica notarial rumana con los estándares jurídicos europeos.
Esto ha facilitado la gestión de divorcios transfronterizos dentro de un marco
previsible, equitativo y reconocido jurídicamente en toda la Unión Europea.

Recomendaciones para notarios en otras jurisdicciones

Para los notarios que operan en otros sistemas jurídicos y que aspiran a am-
pliar sus competencias en derecho de familia, especialmente en materia de di-
vorcio, la experiencia rumana puede servir de precedente particularmente
instructivo. Se proponen las siguientes recomendaciones:

1. Establecer un marco jurídico claro y coherente – Es imprescindible adop-
tar legislación nacional que reconozca explícitamente el rol del notario como
autoridad pública en materia de divorcio, garantizando imparcialidad, seguri-
dad jurídica y protección de los derechos fundamentales.

2. Definir los criterios de admisibilidad del procedimiento – El divorcio no-
tarial debe estar disponible exclusivamente en casos no contenciosos, donde
ambos cónyuges expresen su consentimiento mutuo para disolver el matrimo-
nio y alcancen acuerdos sobre todas las consecuencias legales, especialmente
respecto a los hijos menores.

3. Formación profesional y especialización de los notarios – Los notarios
deben recibir formación rigurosa en derecho de familia, psicología infantil y
en los instrumentos jurídicos internacionales aplicables, con el fin de asegurar
un alto estándar ético y jurídico.

4. Cooperación interinstitucional – Debe institucionalizarse una colabo-
ración efectiva con los organismos competentes de protección de menores,
especialmente en casos que involucren niños, incluyendo evaluaciones psi-
cosociales y verificación del interés superior del niño.

5. Digitalización y transparencia procedimental – La implementación de
registros electrónicos centralizados (como el Registro Nacional de Solicitu-
des de Divorcio y el Registro Único de Certificados de Divorcio en Rumania)
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mejora la transparencia, evita duplicidades y garantiza un seguimiento preciso
de los casos.

6. Armonización con el derecho internacional privado – La adopción de dis-
posiciones legislativas que permitan la aplicación y el reconocimiento de nor-
mas jurídicas europeas e internacionales sobre jurisdicción y ley aplicable es
esencial para facilitar la eficacia transfronteriza de las decisiones de divorcio.

ef
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COMPETENCIAS
DE LOS NOTARIOS POLACOS
EN MATERIA SUCESORIA 

KACPER GÓRNIAK / NOT. EN POLONIA
Doctorado, Universidad Jagellónica de Cracovia, notario en Chrzanów

1. INTRODUCCIÓN

Después de 1989, la economía polaca y, por lo tanto, también la legislación
polaca, han superado una transformación de economía planificada a economía
de mercado. Lo que ha seguido a ello es el auge y el desarrollo de la empresa pri-
vada y la expansión de la riqueza en la sociedad polaca. Esto, tras 45 años de
ocupación comunista, era algo nuevo. La gente, a gran escala, comenzó a acumu-
lar riqueza: no solo bienes inmuebles, sino también capital, casas de propiedad
privada, apartamentos, empresas, acciones de empresas o bonos. La nueva
situación económica planteó retos al sistema jurídico. A pesar de los numerosos
y sustanciales cambios en la legislación, y en particular en el derecho privado,
el derecho sucesorio permaneció sin cambios radicales durante un largo periodo
de tiempo. El problema no era el pedigrí comunista del Código Civil de 25 de
abril de 1964, incluida su cuarta parte (art. 922-1088) dedicada al derecho suce-
sorio, ya que estas disposiciones no se ajustaban —ni se ajustan en la actuali-
dad— a la axiología socialista. En esencia, constituyen un derecho sucesorio
perfectamente «occidental»: con un amplio catálogo de herederos legales, liber-
tad de testar o libertad de dividir la herencia de acuerdo con la voluntad de los
coherederos. El problema era — y sigue siendo— que el derecho sucesorio polaco,
tanto material como procesal, se ha redactado para una sociedad pobre en la
que los patrimonios de las personas son modestos, no incluyen activos em-
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presariales ni deudas sustanciales y, por lo tanto, no requieren complicados
instrumentos jurídicos de planificación patrimonial, gestión o protección 
de activos1.

La disparidad entre las circunstancias económicas y la simplicidad del derecho
sucesorio dio lugar a cambios significativos que se introdujeron en la legis-
lación polaca en los últimos doce años. Estos cambios ampliaron el alcance
de la libertad de testar, aceleraron el proceso de certificación de la herencia,
crearon nuevos mecanismos para limitar la responsabilidad por las deudas
sucesorias, implementaron instrumentos jurídicos complejos que sirven para
gestionar los activos empresariales tras el fallecimiento del empresario y per-
mitieron la planificación patrimonial multigeneracional mediante dispositivos
similares a los fideicomisos2. Estos son los cambios sustanciales de la ley polaca
de sucesiones que han reorientado su estructura sistemática y axiológica. Y
no hay duda de que este proceso aún no ha terminado.

La mayoría de los nuevos instrumentos de la ley polaca de sucesiones crearon
nuevas competencias para los notarios. El impulso de ajustar la ley de suce-
siones a las nuevas circunstancias económicas se ha combinado con la nece-
sidad de aliviar las operaciones de los tribunales. Los tribunales polacos están
constantemente sobrecargados y actúan con lentitud, por lo que el legislador,
mediante la aplicación de nuevos instrumentos jurídicos del derecho suceso-
rio, intenta asignarles a los notarios. Como resultado, el papel de los notarios
en materia sucesoria es ahora muy activo. 

Los más importantes de estos instrumentos se presentarán en los siguientes
puntos. Se pueden dividir en tres grupos. En primer lugar, están las compe-
tencias cuasi judiciales, otorgadas a los notarios, para resolver asuntos suceso-
rios indiscutibles. En segundo lugar, algunas nuevas competencias de los
notarios los convierten en destinatarios de actos jurídicos que antes solo
podían realizarse ante los tribunales. En tercer lugar, el ámbito de la actividad
notarial se amplía en ocasiones mediante la implementación de nuevos tipos
de actos jurídicos que requieren la forma de una escritura notarial. Quizás no
todas las nuevas competencias notariales en materia de sucesiones sean un
éxito rotundo, pero muchas normativas han tenido un impacto positivo en
las transacciones legales, contribuyendo también a descongestionar los tri-

1 F. Longchamps de Bérier, La sustitución fiduciaria, “Kwartalnik Prawa Prywatnego” 1999(2), p. 324;
F. Zoll, ¿Debe retomarse el debate sobre la estructura del futuro código civil?, en Estudios de derecho privado. Libro jubilar
dedicado al Profesor Wojciech Popiołek (eds. M. Jagielska et al.), Wolters Kluwer: Varsovia 2017; p. 833.
2 K. Górniak, La sucesión de la empresa en caso de fallecimiento del empresario, Beck: Varsovia 2023, p. 449–448.
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bunales. Esta experiencia polaca de transformación en materia de derecho
sucesorio puede resultar fructífera también para otras jurisdicciones.

2. COMPETENCIAS CUASI JUDICIALES DE LOS 

NOTARIOS PARA RESOLVER ASUNTOS SUCESORIOS

El primer instrumento jurídico, y sin duda el más importante, concedido a
los notarios en Polonia es la certificación notarial de la sucesión. Hasta el
final de la Segunda Guerra Mundial, cuando se unificó el derecho privado
polaco, el derecho sucesorio se adhería a dos importantes normas generales
inspiradas en el derecho alemán. En primer lugar, que la adquisición de la
herencia debe ser confirmada, de lo contrario los derechos de una persona
como heredero pueden no ejercerse plenamente (art.1025-1027 del Código
Civil polaco3, anteriormente art. 45-47 del Decreto sobre el Derecho Sucesorio
de 19454). En segundo lugar, que solo el tribunal, tras un procedimiento ju-
dicial, puede emitir una resolución que confirme la adquisición de la heren-
cia. Esta segunda norma ha sido derogada por la ley de 24 de agosto de 20075,
que introdujo una forma alternativa de confirmar la adquisición de la heren-
cia: la certificación notarial de sucesión.

La justificación del nuevo instrumento era aliviar a los tribunales transfiriendo
parte de la sucesión que requiere la confirmación de los tribunales a los no-
tarios6. Se aplica a los casos no contenciosos, ya que el orden de sucesión se
basa en la ley o en un testamento incuestionable y en el hecho de que todas
las personas interesadas están de acuerdo en cuál debe ser el orden de suce-
sión. Estos casos no causan ningún conflicto real, por lo que no es necesario
resolverlos ante los tribunales7.En su lugar, la ley introdujo un procedimiento
no contencioso y altamente formalizado que lleva a cabo un notario, quien
al final del mismo expide y registra un certificado notarial de sucesión. Este
acto confirma la adquisición de la herencia y es vinculante para todos los ter-
ceros y oficinas, a menos y hasta que sea revocado por el tribunal. Estos son
los supuestos básicos de la certificación notarial de sucesión que se han apli-
cado mediante disposiciones específicas que se presentarán a continuación.

3 Ley del 23 de abril de 1964 – Código Civil, Journal of Laws (“JL”) 2024, ítem 1061 (“PCC”).
4 Decreto del 8 de octubre de 1946 – Ley de Sucesiones, JL 1946, ítem 328.
5 JL 2007, ítem 1287.
6 K. Grzybczyk, M. Szpunar, La certificación notarial de la sucesión como método alternativo de constatación del derecho
a heredar, “Rejent” 2006(2), p. 44–57;
P. Borkowski, Certificación notarial de la sucesión, LEX: Varsovia 2011, p. 15–16.
7 W. Borysiak en Comentarios de Derecho Privado. Tomo IVB. Derecho y procedimiento sucesorio. Comentario
(ed. K. Osajda), Beck: Varsovia 2018, art. 95a, nota 2.
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De conformidad con el artículo 95 bis de la Ley de 14 de febrero de 1991
sobre el notariado8, un notario expide un certificado de sucesión cuando esta
se deriva del orden legal de sucesión o de un testamento que no sea «testa-
mento especial», es decir, aquellos que solo pueden ejecutarse en casos de
emergencia específicos (entre ellos se encuentran: el testamento oral, el testa-
mento de viaje y el testamento militar, artículos 952-955 del PCC). Por lo
tanto, un notario puede basarse en la certificación notarial testamento oló-
grafo, un testamento escrito (holográfico) o un testamento oficial (redactado
en presencia de un funcionario). Los «testamentos especiales» han sido ex-
cluidos, ya que su validez es intrínsecamente controvertida (ya sea que la
«emergencia» fuera real o no) y eso contradiría el carácter indiscutible de los
procedimientos notariales9.

Un notario solo puede certificar la sucesión después de redactar un protocolo
de sucesión con la participación y el consentimiento de todas las personas in-
teresadas (art. 95b del PON). Las personas interesadas se definen como aque-
llas que pueden considerarse herederos legales o testamentarios (art. 95aa del
PON). Esto incluye al menos dos grupos de personas. En primer lugar, los
herederos legales del círculo más cercano, es decir, el círculo de familiares que
pueden heredar los bienes de un difunto determinado (por ejemplo, la esposa
y los hijos, si el difunto los dejó; los padres del difunto si no dejó ni esposa
ni hijos, ni descendientes más lejanos)10. En segundo lugar, las personas nom-
bradas como herederas en un testamento, y si hay más testamentos, se aplica
a todas las personas nombradas en todos los testamentos11. Lo que es crucial
para esta normativa es que el primer grupo de personas (consideradas here-
deras legales) sigue reuniendo los requisitos para ser consideradas personas
interesadas, incluso si hay uno o más testamentos que nombran a diferentes
herederos12. La razón es que los herederos legales pueden estar interesados en
impugnar el testamento que nombra a los herederos testamentarios13. Esta
norma salvaguarda el carácter consensual del procedimiento. La ley no exige
la asistencia de las personas que están excluidas de la sucesión como si no hu-
bieran vivido hasta la apertura de la herencia. Esto incluye a quienes renun-
ciaron a la herencia (art. 1020 del PCC, art. 95aa § 2 del PON), a quienes

8 JL 2024, ítem 1001 (“PON”).
9 W. Borysiak en Comentarios de Derecho Privado. Tomo IVB. Derecho y procedimiento sucesorio. Comentario
(ed. K. Osajda), Beck: Varsovia 2018, art. 95a, nota 31.
10 P. Bender, Participantes en la certificación notarial de la sucesión (“personas interesadas”) en el marco de la Ley del No-
tariado modificada, "Krakowski Przeglad Notarialny" 2017(3), p. 16–17; W. Borysiak en Comentarios de Derecho
Privado. Tomo IVB. Derecho y procedimiento sucesorio, (ed. K. Osajda), Beck: Varsovia 2018, art. 95aa, nota 5.
¹¹ P. Bender… "KPN" 2017(3), p. 19; W. Borysiak… art. 95aa, nota 11.
¹² W. Borysiak… art. 95aa, nota 6.
¹³ P. Bender… "KPN" 2017(3), p. 15–16.
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han sido declarados por un tribunal indignos de heredar (art. 928 del PCC,
art. 95aa § 2 del PON) y a las personas que han renunciado a la sucesión me-
diante un contrato celebrado con la persona a la que deben suceder (art. 1049
§ 2 del PCC)14.

Todas las personas interesadas deben estar presentes en el momento de redac-
tar el protocolo de sucesión, en el que acuerdan mutuamente el orden de
sucesión y todas las circunstancias específicas que son decisivas para esta solu-
ción, como el círculo de parientes (por ejemplo, que no hay otros hijos del
fallecido), la falta de un testamento o la existencia y validez de un testamento
(si lo hay), la falta de una decisión anterior que confirme esta sucesión (ya sea
judicial o notarial), domicilio del fallecido. Las declaraciones incluidas en el
protocolo se realizan bajo pena de responsabilidad penal por falsedad. Inicial-
mente, las personas interesadas debían estar presentes al mismo tiempo y re-
alizar todas las declaraciones conjuntamente, en el mismo protocolo, pero
esto cambió en virtud de la ley de 24 de julio de 201515. Desde entonces, es
posible preparar un borrador de protocolo de sucesión y dicho borrador
puede ser aceptado por cada persona interesada en diferentes momentos e
incluso ante diferentes notarios (art. 95ca del PON)16.

Un notario expide un certificado de sucesión basándose en las declaraciones
de las partes incluidas en el protocolo de sucesión y en los documentos per-
tinentes, como los protocolos de apertura del último testamento, las escrituras
que documentan la aceptación de la herencia, así como los certificados de
nacimiento, matrimonio o defunción. El certificado de sucesión surte efecto
tras su inscripción en el Registro de Sucesiones (art. 95h del PON). Esta ins-
cripción también facilita la declaración de que se ha expedido el certificado
si alguien solicita obtenerlo de nuevo (art. 95h § 4 del PON).

La normativa comentada garantiza el carácter no contencioso de la certifi-
cación notarial de la sucesión. Este principio se ve reforzado por la norma
adicional expresada en el art. 95e § 1 del PON, que establece que un notario
no expedirá un certificado de sucesión si existe alguna duda sobre la existencia
de la jurisdicción nacional, el contenido de la ley extranjera aplicable, la per-
sona del heredero y el importe de las participaciones en la herencia. En la
práctica, el certificado puede expedirse si la familia llega a un acuerdo sobre
el orden de sucesión, es decir, si no hay conflicto en relación con la sucesión.

14 P. Bender… "KPN" 2017(3), p. 32–41; W. Borysiak… art. 95aa, nota 49.
15 JL 2015, ítem 1137.
16 P. Bender… "KPN" 2017(3), p. 10–11.
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Además, la existencia de dicho instrumento fomenta la resolución consen-
suada de un asunto sucesorio. Las personas son conscientes de que pueden
obtener un certificado notarial de herencia incluso a los pocos días del falle-
cimiento del causante, mientras que la declaración judicial de sucesión requie-
re varios meses (o más). Si desean resolver un caso rápidamente, es más pro-
bable que lleguen a un acuerdo.

Cabe señalar que el procedimiento notarial de certificación de la sucesión no
es obligatorio. Las partes son libres de llevar el caso ante los tribunales sin obs-
táculos. Pero cuando se expide la certificación notarial de sucesión, esta es
vinculante para todas las partes y oficinas y solo puede ser revocada por los
tribunales en un procedimiento especial. La prueba de que un certificado de
sucesión es erróneo solo puede llevarse a cabo en un procedimiento de revo-
cación o modificación del certificado, llevado a cabo por el tribunal, que, al
mismo tiempo, debe emitir una declaración de sucesión (art. 679 del Código
de Procedimiento Civil polaco). El certificado notarial de sucesión también
debe revocarse si se ha emitido una declaración judicial de sucesión para la
misma herencia (art. 6691 del Código de Procedimiento Civil polaco).
Además, la presunción derivada de un certificado notarial registrado de suce-
sión no puede oponerse a la presunción derivada de una declaración judicial
de sucesión (art. 1025 § 3 del PCC). Estas normas ilustran la prioridad ju-
rídica de la decisión del tribunal sobre el certificado notarial17. Sin embargo,
en ausencia de una declaración judicial de sucesión, un certificado notarial
de sucesión tiene una fuerza vinculante similar a la de la decisión del tribu-
nal18. Esto demuestra que, al expedir un certificado de sucesión, el notario,
de hecho, toma una decisión cuasi judicial tras un procedimiento cuasi judi-
cial, aunque no contencioso19, lo que a veces se considera incluso una «priva-
tización» del dominio público20.

Después de 17 años utilizando la certificación notarial de la sucesión, ha re-
sultado ser un instrumento jurídico exitoso. Actualmente, aproximadamente
el 60–70% de los asuntos sucesorios se resuelven mediante un certificado no-
tarial de sucesión. Este es un modo eficaz de aliviar la carga de los tribunales.
La experiencia de los notarios polacos derivada de la certificación de la suce-
sión dio lugar a la decisión de otorgarles también la competencia para emitir

17 Z. Truszkiewicz, Anulación del acta de certificación de la sucesión, "Przeglad Sadowy" 2010(7–8), p. 7–23.
18 Z. Truszkiewicz, Anulación del acta…, "Przeglad Sadowy" 2010(7–8), p. 5–24.
19 W. Borysiak… art. 95a, nota 4.
20 P. Księżak, Carácter jurídico del acta de certificación de la sucesión, en Certificación notarial de la sucesión (ed. A.
Marciniak), Beck: Varsovia 2019, p. 1–16.
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el Certificado Sucesorio Europeo con la introducción del Reglamento (UE)
Nº 650/2012 del Parlamento Europeo y del Consejo de 4 de julio de 2012
(arts. 95q–95y del PON).

Otro instrumento que ilustra el papel de los notarios en materia sucesoria es
el administrador de la sucesión. Este dispositivo jurídico fue introducido por
la Ley del 5 de julio sobre Gestión de Sucesiones. El objetivo de esta regula-
ción es facilitar la sucesión de empresas tras la muerte de un empresario que
sea una persona física que ejerce la actividad a su propio nombre. La muerte
de dicho empresario genera dificultades para ejecutar y cumplir contratos,
provoca la expiración de licencias, complica la gestión de empleados, la liqui-
dación de impuestos o la llevanza de la contabilidad. De manera repentina,
la empresa pierde a su único dueño y único gestor. El administrador de la
sucesión debe gestionar temporalmente la empresa (por no más de dos años
tras la muerte del empresario), para poder transferirla a los sucesores defini-
tivos una vez que estos sean determinados.

Aunque el empresario está facultado para designar a un administrador de la
sucesión durante su vida mediante un acto escrito de nombramiento (art. 9
del PSM), también es posible designar al administrador después de su muerte.
El art. 12 del PSM introduce un procedimiento notarial destinado a nombrar
un administrador de la sucesión de una empresa, siguiendo un patrón similar
al de la certificación notarial de la sucesión. El carácter excepcional de este
procedimiento, y por ende su utilidad, deriva del hecho de que la ley exige la
participación de personas cuya condición de herederos no es segura. El no-
tario emite un certificado notarial de nombramiento del administrador de la
sucesión con la participación de personas que pertenecen al círculo (más cer-
cano) de herederos legales o, si existe testamento, herederos testamentarios,
pero ninguno de ellos necesita haber sido confirmado mediante una certifi-
cación judicial o notarial de la sucesión. Pueden denominarse “herederos provi-
sionales”, dado que su estatus legal solo se presume (y no es jurídicamente cierto).

El procedimiento notarial para nombrar al administrador de la sucesión exige
la presencia de todas las personas interesadas, lo que incluye no solo a los
herederos (provisionales o definitivos, si su condición está confirmada), sino
también al cónyuge del fallecido cuando sea copropietario de la empresa (art.
12(1)–(2) del PSM). Estas personas realizan declaraciones conjuntas sobre la
situación de la empresa dejada por el fallecido, las cuales se incluyen en el
acta notarial de nombramiento del administrador (art. 95zc del PON). No es
necesario que exista unanimidad para nombrar al administrador: basta con

162



RIN 134

el consentimiento de personas que colectivamente detenten una participación
en la empresa heredada superior al 85/100 (art. 12(3) del PSM). Esta mayoría
puede nombrar un administrador cuyas competencias serán plenamente efec-
tivas frente a todos los copropietarios de la empresa.

Además, el nombramiento sigue siendo válido incluso si luego se determina
que el catálogo de herederos finales es distinto del presumido al momento
del nombramiento. Esto demuestra lo singular del procedimiento y el papel
relevante que desempeñan los notarios. Puede considerarse un instrumento
cuasi judicial para resolver un asunto por parte del notario, actuando casi
como un juez en una cuestión no contenciosa. No obstante, la popularidad
de la gestión sucesoria en Polonia no es especialmente elevada: cada año hay
aproximadamente dos mil administradores “activos”.

3. NOTARIOS COMO RECEPTORES DE ACTOS 
JURÍDICOS ANTES RESERVADOS A LOS TRIBUNALES

Inicialmente, los notarios en Polonia solo recibían declaraciones de acepta-
ción o renuncia de la herencia, compartiendo esta competencia —como ocurre
hoy— con los tribunales. El art. 1018 § 3 del PCC establece que la declaración
de aceptación o renuncia de la herencia se formula ante un tribunal o un no-
tario. La decisión tribunalicia era necesaria en dos casos: primero, cuando el
heredero que renuncia es menor de edad; segundo, cuando el heredero desea
ejercer la limitación de responsabilidad por deudas hereditarias.

El art. 101 § 3 del Código de Familia y Tutela dispone que los padres no
pueden, sin autorización del tribunal de tutela, realizar actos jurídicos que ex-
cedan la gestión ordinaria. No cabe duda de que una renuncia a la herencia
en nombre de un menor excede la gestión ordinaria y, por tanto, requiere au-
torización judicial. Recientemente, el legislador polaco decidió flexibilizar esta
regla. Una nueva ley del 28 de julio de 2023 introdujo el art. 101 § 4 del
PCFG, según el cual el acto de renuncia a la herencia en nombre del menor
no requiere autorización judicial si se cumplen conjuntamente cuatro condi-
ciones: (1) el progenitor debe tener plena autoridad parental al respecto; (2)
se requiere el consentimiento de ambos padres; (3) la renuncia es válida solo
si el menor hereda debido a la renuncia previa del progenitor; (4) la herencia
debe haber sido renunciada por otros descendientes de los padres del menor.
La declaración de que estos requisitos se cumplen debe consignarse en la es-
critura notarial de renuncia bajo pena de responsabilidad penal por falsedad
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(art. 641 § 31 del Código Procesal Civil). Como resultado, miles de casos antes
presentados al tribunal fueron “transferidos” a los notarios, que pueden trami-
tar la renuncia de manera más rápida y eficiente. No obstante, esta vía no es
obligatoria: los padres aún pueden solicitar autorización judicial si lo desean.

Otro ejemplo de competencia compartida entre tribunales y notarios es la de
ejercer la limitación de responsabilidad por deudas hereditarias. Esto aplica
al heredero que acepta la herencia con beneficio de inventario, lo cual se pre-
sume si el heredero no formula declaración en el plazo de seis meses (art. 1015
del PCC). La responsabilidad queda limitada al valor de los bienes heredita-
rios (art. 1031 § 2 del PCC). Inicialmente, esta información debía constar en
un inventario oficial emitido por el tribunal o por un funcionario judicial
(arts. 637–6371 PCCP). La ley del 20 de marzo de 2015 introdujo un método
alternativo: el inventario privado. Este inventario es elaborado por el heredero
como documento privado y debe presentarse ante un tribunal o un notario
(art. 10311 § 1 del PCC). Limita eficazmente la responsabilidad siempre que
los bienes y deudas hereditarias se hayan revelado con la debida diligencia;
en caso contrario, el beneficio puede ser impugnado por los acreedores.

Si la sucesión es simple, el inventario privado es adecuado; pero si es compleja,
es difícil cumplir los requisitos de diligencia. Por ello, pese a que el inventario
ante notario es una alternativa útil, la mayoría prefiere el inventario oficial
del tribunal.

También existen cambios menores que asignan a los notarios actos antes reser-
vados a tribunales, como un protocolo de apertura de testamento (art. 649
PCCP) o la emisión de certificados al ejecutor testamentario (art. 665 PCCP).
Aunque estos cambios no son tan significativos como la certificación notarial
de la sucesión, en conjunto constituyen un cambio importante en la distribu-
ción de competencias, fortaleciendo notablemente el papel del notariado.

4. NUEVOS TIPOS DE ACTOS JURÍDICOS
QUE REQUIEREN ESCRITURA NOTARIAL

Las competenciales antes mencionadas presentan al notario como sustituto
o auxiliar del tribunal. Sin embargo, la función más tradicional del notario
sigue siendo la preparación de actos jurídicos, asesorar imparcialmente a las
partes y ayudarlas a escoger el acto adecuado para proteger sus intereses. Por
tanto, toda nueva figura jurídica que requiera escritura notarial amplía su ám-
bito de actuación.
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En los últimos años, el derecho polaco incorporó dos actos importantes que
requieren escritura notarial.

El primero es un nuevo tipo de legado testamentario, introducido por la Ley
del 18 de marzo de 2011, denominado “legado por vindicación”, que permite
la transferencia directa de la propiedad de un bien individualizado desde el
causante al legatario. Esta transferencia es efectiva desde la muerte y tiene
lugar fuera del marco de la sucesión universal. El legatario no tiene que ser
heredero y adquiere directamente del fallecido. Sus derechos se confirman
mediante los mismos procedimientos aplicables a los herederos, y es respon-
sable de las deudas hereditarias hasta el valor del bien legado. Por su comple-
jidad e impacto, la ley restringió este tipo de legado únicamente a testamentos
otorgados ante notario.

El segundo nuevo acto es la fundación familiar introducida por la ley del 26
de enero. Se trata de una persona jurídica creada para acumular bienes, admi-
nistrarlos en interés de sus beneficiarios y asistirlos mediante prestaciones
definidas por el fundador. A diferencia de las fundaciones tradicionales, persi-
gue una finalidad privada y protege el patrimonio familiar a largo plazo, sien-
do una herramienta útil para la planificación patrimonial intergeneracional.

5. CONCLUSIONES

Esta síntesis ilustra la amplitud actual de las competencias del notario polaco
en materia sucesoria. Hace 25 años su intervención era marginal, pero hoy
constituye una parte considerable de su práctica diaria. Los cambios han sido
graduales: cada pocos años se introduce una nueva competencia. Dado que
el derecho sucesorio polaco aún no está totalmente adaptado a la economía
de mercado, es razonable suponer que este proceso continuará y que los próxi-
mos años traerán nuevas funciones notariales en materia sucesoria.
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HERENCIA DIGITAL:
ENTRE LA SUCESIÓN PATRIMONIAL

Y LOS DERECHOS DE LA PERSONALIDAD
Propuestas para una práctica notarial europea

CLARISSA FONDA  / NOT. EN ROMA, ITALIA
Miembro de la Comisión Internacional del Consejo Notarial Italiano
Vicepresidenta de la Comisión de Temas y Congresos de la UINL

“Yo, Taylor Alyson Swift, dejo a mis fans un abrazo virtual y mi eterna
gratitud. Mi corazón late por cada uno de vosotros, porque siempre habéis
estado ahí. Os dejo una serie de listas de reproducción seleccionadas por mí,

porque creo que la música puede cambiar el mundo”.

Este es el testamento que ChatGPT imaginó para Taylor Swift. Pero, ¿puede
la inteligencia artificial redactar un testamento? ¿Cómo se puede garantizar mi
identidad digital? ¿Existe la sucesión digital?

La identidad digital es un concepto moderno, nacido de Internet. Evoluciona
a través de una dialéctica constante entre su naturaleza proteica y el derecho al
anonimato, entre la necesidad de autenticación para obtener acceso y el derecho
a la privacidad.

Hay atributos que pueden variar (como la residencia) y atributos que no pueden
(como los datos biométricos). Estos últimos merecen una protección especial.
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Tres factores de autenticación:

• Algo que sabes (contraseña, PIN)
• Algo que tienes (token OTP, PKI)
• Algo que eres (datos biométricos)

La gestión de estos sistemas de identificación y autenticación permite el acceso
a nuestro patrimonio, nuestra herencia digital.

En los últimos años, el patrimonio de nuestros clientes se ha vuelto cada vez
más híbrido: junto a los activos tradicionales, ahora encontramos cuentas en
línea, archivos en la nube, bibliotecas digitales, créditos con plataformas, do-
minios de Internet, carteras de criptoactivos, perfiles sociales, sitios web per-
sonales, así como una enorme cantidad de huellas digitales y “restos”. A me-
nudo carecen de valor económico inmediato, pero son ricos en significado
personal y probatorio.

Es necesario distinguir entre los activos digitales y los dispositivos en los que
se almacenan, y entre los activos digitales creados por el fallecido y los adqui-
ridos durante su vida. En el caso de los activos creados, el derecho de trans-
misión es pleno; en el caso de los derechos adquiridos, la sucesión debe seguir
los términos contractuales aceptados originalmente. 

La cuestión que se nos plantea es a la vez sencilla y exigente: ¿cómo podemos
garantizar la continuidad jurídica y la protección de la persona incluso en el
post mortem digital, con herramientas que sean eficaces, proporcionadas y
respetuosas con la privacidad de terceros?

Hoy propongo un marco y un conjunto de directrices operativas para la prác-
tica notarial, desarrolladas en la intersección entre el derecho sucesorio, la
protección de datos y los contratos de plataforma.

1) ¿Qué entendemos por “herencia digital”?
Propongo dos categorías operativas, útiles para la redacción de instrumentos
y para el trabajo de asesoramiento:

1. Activos digitales con contenido patrimonial: posiciones jurídicas transferi-
bles con valor económico (saldos en cuentas de pago en línea, créditos frente
a plataformas, dominios, contenidos digitales realmente transferibles, dere-
chos sobre criptoactivos, regalías acumuladas, etc.).
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2. Restos digitales personales y datos no patrimoniales: cuentas, archivos, men-
sajes, fotografías, contenido social, metadatos, borradores, “huellas” de la vida
digital, que no constituyen en sí mismos un activo económico, pero que tie-
nen un valor emocional, documental o identitario.

Esta distinción no es meramente académica: la primera categoría se rige por
la lógica de la sucesión patrimonial; la segunda requiere disposiciones para el
derecho de acceso y la gestión post mortem por parte de los herederos o una
persona designada, con límites claros para salvaguardar la privacidad y los
derechos de terceros.

2) Tres pilares

Primer pilar: transmisión y continuidad patrimonial.
Lo que es legalmente transferible debe pasar a los herederos según las normas
ordinarias del derecho sucesorio, evitando el riesgo de que las cláusulas con-
tractuales unilaterales puedan vaciar de contenido la circulación legítima del
valor. El reto práctico consiste en garantizar que la calificación del activo (y,
por tanto, su transferibilidad) se rija por la ley aplicable a la sucesión, y no
por las condiciones unilaterales de una plataforma.

Segundo pilar: derecho de acceso post mortem.
En el caso de los contenidos no patrimoniales, el objetivo no es «apropiarse»
de la información personal del fallecido, sino garantizar el acceso, la conser-
vación y, cuando proceda, la supresión o la entrega a los derechohabientes,
de acuerdo con la voluntad del fallecido y dentro de los límites legales. Se
trata de un derecho funcional: sirve para componer la memoria del fallecido,
cerrar asuntos pendientes, proteger los intereses legítimos de la familia, pre-
venir abusos, garantizar el derecho al olvido y preservar y transmitir el patri-
monio digital de la persona.

Tercer pilar: Protección de terceros.
El acceso de los herederos no puede infringir la privacidad de terceros, el se-
creto de las comunicaciones, la propiedad intelectual u otras posiciones ju-
rídicas. Se necesitan protocolos de minimización: acceso por capas, extractos
parciales, redacción selectiva y registros de trazabilidad.

3) Instrumentos testamentarios y organización de la voluntad
a) Disposiciones testamentarias “conscientes de lo digital”
Incluir en los testamentos una sección digital que:
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• Enumere las principales posiciones (sin incluir nunca contraseñas ni PIN),

• Nombrar a un fiduciario digital o designe al albacea con poderes específicos,

• Establezca una jerarquía de instrucciones en caso de conflicto entre el 
testamento y las preferencias en línea.

• Distinga los bienes patrimoniales del contenido personal, indicando 
para este último si se debe conservar o eliminar.

b) Instrucciones extra testamentarias y herramientas en línea.
Prever una cláusula que reconozca cualquier preferencia expresada por el titu-
lar directamente en la configuración de los servicios en línea, con un meca-
nismo claro de verificación y revocación. Regla de oro: prevalece el último
testamento válidamente formado y documentado.

c) Documentación y pruebas
En la práctica, adjuntar:

• Un inventario digital esencial (categorías, plataformas principales, 
referencias contractuales),

• Indicaciones para localizar facturas, correos electrónicos 
de activación, contratos,

• Un protocolo de primer acceso para el albacea/fiduciario digital 
(canales oficiales, puntos de contacto de los proveedores, formularios).

4) Relaciones con los proveedores de servicios digitales
Tres palabras clave: canales, plazos, trazabilidad.

• Canales: Utilizar únicamente los formularios y canales oficiales 
proporcionados por los proveedores de servicios, dirigiendo las solicitudes 
a un único punto de contacto.

• Plazos: Solicitar expresamente plazos fijos para la tramitación y la respuesta; 
en caso de silencio, enviar un recordatorio motivado y, si es necesario, 
recurrir a la vía judicial. 
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• Trazabilidad: cada paso debe dejar pruebas documentales: solicitudes, 
respuestas, registros de descarga, acuses de recibo, listas de datos 
proporcionados o redactados.

En cuanto al fondo: solicite solo lo necesario para el fin declarado (princi-
pio de minimización) y exija un formato interoperable para cualquier exporta-
ción de datos.

5) Relaciones internas entre coherederos
La gestión de contenidos no patrimoniales puede generar conflictos: 
¿Borrar o conservar? ¿Quién decide?

Tres precauciones prácticas:

1. Moratoria prudencial: evitar eliminaciones irreversibles en los primeros
meses tras la confirmación del título sucesorio; centrarse en copiar, conservar
y proteger los datos.

2. Notificación y consulta: antes de cualquier cambio significativo (elimi-
nación, memorialización de cuentas), notificar a los coherederos con antela-
ción y fijar un plazo para que presenten sus comentarios.

3. Copia de conservación: a menos que el fallecido haya dispuesto lo con-
trario, conserve durante un período razonable una copia completa del con-
tenido personal en un archivo seguro con acceso regulado.

Si surgen disputas, el notario puede facilitar un acuerdo por escrito que defina
el objeto, el calendario, los criterios de selección, el tratamiento de los datos
de terceros y la responsabilidad de las eliminaciones.

6) Dimensión internacional y conflicto de leyes
En las sucesiones transfronterizas, el punto de referencia natural para los acti-
vos digitales con contenido patrimonial sigue siendo la ley aplicable a la suce-
sión según lo establecido en la normativa de la UE.

En cuanto al contenido no patrimonial y el derecho de acceso post mortem,
es lógico remitirse a la misma ley sucesoria, evitando así una división entre
patrimonio “material” e “inmaterial”.

No obstante, es necesario establecer una clara distinción entre los litigios suce-
sorios y los litigios contractuales con la plataforma: en los primeros, prevalece
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el título sucesorio; en los segundos, prevalecen el contrato y sus cláusulas de
jurisdicción, con recursos de protección del consumidor cuando proceda.
Cuando el proveedor se encuentra fuera de la UE, la prudencia sugiere:

• Dirigir las solicitudes al representante europeo, cuando exista,

• Documentar la conexión efectiva del servicio con la UE,

• Si es necesario, obtener una orden de la autoridad 
competente para respaldar la solicitud de acceso o conservación.

7) El notariado italiano ha elaborado un decálogo
Permítanme recordar aquí la experiencia del notariado italiano, que desde
2007 ha elaborado un decálogo sobre la herencia digital. Su mensaje es claro:

1. Todavía no existe una legislación específica, de ahí la importancia de plani-
ficar con antelación;

2. Las contraseñas no forman parte del patrimonio, sino que son claves de
acceso que deben gestionarse con cuidado;

3. Se pueden establecer fiduciarios digitales y mandatos post mortem para los
activos digitales personales y afectivos;

4. Confiar una contraseña a alguien no significa ceder el activo al que da acceso;

5. Los contenidos pirateados, los activos con licencia, las cuentas de firma elec-
trónica y los perfiles de identidad digital quedan excluidos de la herencia;

6. Las criptomonedas son auténticos activos digitales con valor económico;

7. Una cuenta en línea es la extensión virtual de una cuenta real; por lo tanto,
los herederos pueden reclamar lo que les corresponde por derecho a través
de los canales tradicionales;

8. Las relaciones con proveedores no pertenecientes a la UE pueden dar lugar
a complejos litigios internacionales;

9. Algunas plataformas ya ofrecen herramientas como “contactos heredados”
o cuentas conmemorativas;
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10. Y, sobre todo, el notario sigue siendo fundamental para asesorar y garan-
tizar la seguridad jurídica.

Este decálogo nos muestra que, incluso sin legislación, la práctica puede an-
ticiparse a las necesidades y proporcionar certeza.

Como notarios, podemos restablecer el orden en un territorio a menudo re-
gido por términos y condiciones generales opacos, situando en el centro la
voluntad, la evidencia, la proporcionalidad y la protección de la persona.

8) Tres viñetas prácticas
Caso A: monedero y criptoactivos
La clienta nombra a un fiduciario digital en su testamento y adjunta un in-
ventario con las direcciones públicas de las carteras. Falta la clave privada de
una cartera “fría”. El fiduciario preserva inmediatamente los dispositivos de for-
ma forense, evita las eliminaciones automáticas, solicita extractos de las bolsas
centralizadas y transfiere los activos accesibles a los herederos. En cuanto a la
cartera inaccesible, documenta la pérdida técnica en un informe pericial, evi-
tando futuras disputas.

Caso B: archivo de fotos familiares en la nube
Los herederos solicitan una copia completa. El proveedor ofrece un paquete
que también incluye imágenes de terceros. El notario sugiere: solicitar la ex-
portación por álbum, anonimizar los rostros de terceros y archivar el registro
de exportación con un hash para garantizar la integridad.

Caso C: perfil social y reputación
Conflicto entre cónyuge y hermanos: ¿borrar o transformar en un memorial?
El notario convoca a las partes, propone una moratoria de seis meses, exporta
el contenido y hace una copia de conservación; luego se llega a un acuerdo pa-
ra la memorialización con comentarios restringidos y moderación encomen-
dada a un tercero.

9) Diez recomendaciones operativas para el notario

1. Lista de verificación digital en todos los asuntos sucesorios: existencia de
cuentas, plataformas, dispositivos, carteras, dominios.

2. Cláusulas específicas en los testamentos: nombramiento de un fiduciario
digital, jerarquía de instrucciones, criterios de conservación/eliminación.
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3. No incluir nunca contraseñas en el instrumento: utilizar delegaciones y
canales oficiales; conservar solo las referencias necesarias como prueba.

4. Inventario y pruebas: adjuntar contratos, facturas, correos electrónicos de
activación y enlaces a centros de ayuda.

5. Acceso para fines definidos: toda solicitud a un proveedor debe indicar el
propósito, la base jurídica, la minimización y los plazos.

6. Trazabilidad: conservar registros, recibos y hash de los paquetes de datos
obtenidos.

7. Gestión de los derechos de terceros: redacción/anonimización cuando sea
posible; informar a las partes cointeresadas cuando sea necesario.

8. Acuerdos entre coherederos: notificación, moratoria prudencial, copia de
conservación; mecanismos para una rápida resolución.

9. Enfoque internacional consciente: distinguir entre sucesión y contrato;
cuando sea útil, emplear el Certificado Sucesorio Europeo como prueba de
la condición y los poderes.

10. Formación continua: actualizar modelos y protocolos; comprobar perió-
dicamente los canales de contacto de los principales proveedores.

CONCLUSIÓN

La herencia digital no es un capítulo ajeno al derecho sucesorio: es la conti-
nuación natural de ese derecho en el entorno digital en el que vivimos actual-
mente. Con cláusulas claras, protocolos de acceso trazables, respeto a terceros
y conciencia de las dimensiones internacionales, la práctica notarial puede
proporcionar seguridad jurídica incluso en el ámbito digital post mortem, po-
tenciando el papel del notario proyectado en el mundo moderno.
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EL NOTARIO COMO
COMISIONADO DEL TRIBUNAL EN

LOS PROCEDIMIENTOS DE EJECUCIÓN

TIHANA SUDAR/ NOT. EN CROACIA

La conducción de los procedimientos de ejecución sobre la base de un docu-
mento auténtico ha estado dentro de la competencia de los notarios desde el
28 de enero de 2006 como una labor notarial originaria.

Se considera documento auténtico aquel que refleja de manera plena y veraz
un negocio. Un documento auténtico sobre el cual puede ordenarse la ejecu-
ción puede ser una factura (la factura también se considera el cálculo de intere-
ses), una letra de cambio y un cheque con protesto y facturas de devolución
(cuando resulten necesarios para la constitución del crédito), un documento
público, un extracto de los libros de comercio, un documento privado certifica-
do conforme a la ley y un documento que se considere documento público con-
forme a reglamentaciones especiales.

Panorama histórico

La Ley de Ejecución de 2003 regula por primera vez la participación de los no-
tarios en la ejecución basada en un documento auténtico.

El artículo 307a de la Ley de Ejecución estipulaba que los notarios públicos
emitían mandamientos de ejecución sobre la base de documentos auténticos.

De conformidad con esa ley, la competencia de los notarios no se regía por re-
glas de competencia territorial sino por competencia electiva, es decir, los acree-
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dores podían elegir cualquier notario, independientemente de su sede oficial
en la República de Croacia.

La Ley de Ejecución de 2012 también conserva el modelo de ejecución nota-
rial basado en un documento auténtico, sobre la base de la distribución de los
casos de ejecución en relación con la competencia territorial de los notarios.

En consecuencia, el artículo 279 de la ley disponía que una solicitud de eje-
cución sobre la base de un documento auténtico debía presentarse ante un
notario territorialmente competente cuya sede se encontrara en la unidad de
autogobierno regional correspondiente al domicilio o sede del deudor.

Por lo tanto, esta Ley de Ejecución también permitió mantener el concepto de
agrupación de grandes acreedores por condados con notarios de su elección.

Debido a tal enfoque, la función notarial en aquel momento adquirió, bas-
tante injustamente, un estatus algo negativo, no sólo en los procedimientos
de ejecución, sino también en general.

La Ley de Ejecución de 2014 y de 2017, aunque modificada y complementada
en algunos aspectos esenciales, conserva el concepto de competencia.

Jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la
Unión Europea en relación con la ejecución notarial

Es conocida la práctica del Tribunal de Justicia de la Unión Europea relativa
al reconocimiento de decisiones emitidas por notarios en la República de
Croacia sobre la base de un documento auténtico, que deberían ser ejecuta-
bles en otros Estados miembros de la UE conforme al Reglamento 1215/2012.

El Tribunal consideró esta cuestión como una cuestión prejudicial y resolvió
mediante varias decisiones interrelacionadas.

Al ordenar la ejecución sobre la base de un documento auténtico, los notarios
llevan a cabo un procedimiento abreviado ex parte, que asegura que el asunto
se resuelva rápidamente en aras de la economía procesal.

Antes de la reforma de la Ley de Ejecución de 2020, el notario emitía un man-
damiento de ejecución sobre la base de la propuesta del acreedor, sin parti-
cipación previa del deudor.
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Sólo después de la notificación del mandamiento de ejecución podía el deu-
dor ejercer su derecho de defensa mediante la presentación de una objeción.
Sin embargo, si el deudor no presentaba objeción, es decir, si no demostraba
interés en la celebración de una audiencia contradictoria, la decisión se con-
vertía en un título ejecutivo.

En los casos Pula Parking y Zulfikarpašic, el Tribunal de Justicia concluyó que la
falta de contradictoriedad hasta la emisión del mandamiento de ejecución
excluía a los notarios del concepto de “tribunal” según el Reglamento 1215/2012.

El Reglamento 1215/2012 adopta un enfoque más estricto respecto de la dele-
gación externa de funciones jurisdiccionales que otros instrumentos de dere-
cho internacional privado europeo.

Por ello, la sentencia Pula Parking establece una excepción al principio audiatur
et altera pars, fundamento de la concepción tradicional de justicia, razón por
la cual a los notarios se les negó el estatus de “tribunal”.

Conforme a estas decisiones, el procedimiento croata de ejecución sobre la
base de un documento auténtico no respeta el principio contradictorio.

Aunque el Reglamento 1215/2012 no contiene una definición del término
“tribunal”, de las sentencias del Tribunal de Justicia se desprende que la in-
terpretación es restrictiva.

El artículo 3 del Reglamento permite equiparar otros órganos a un tribunal
sólo si están expresamente enumerados, lo que fue utilizado por Hungría y
Suecia para incluir a sus notarios en procedimientos monitorios.

Los notarios croatas no están incluidos porque, al momento de negociarse la
reforma del Reglamento 44/2001, Croacia no era miembro de la UE y no
podía proponer su inclusión.

Consecuentemente, los notarios croatas no pueden considerarse “tribunal”
a los efectos del Reglamento 1215/2012 y sus mandamientos de ejecución
basados en un documento auténtico no pueden circular libremente ni ejecu-
tarse en otros Estados miembros.
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Reformas legislativas para armonización
con la jurisprudencia europea

Para adaptar el derecho croata a las exigencias del Tribunal de Justicia de la
UE, el legislador introdujo varias reformas.

Con el objetivo de satisfacer el párrafo 57 de la sentencia Pula Parking, el le-
gislador introdujo el instituto de notificación previa al deudor, incorporado
en la reforma de la Ley de Ejecución de 2020.

El notario instruye al deudor acerca de:

1. Que, si no cumple voluntariamente dentro de 15 días desde el envío de la
notificación, se emitirá el mandamiento de ejecución.

2. Su derecho a formular objeción, cuyo efecto es la revocación del manda-
miento en la parte ejecutiva y la continuación del proceso en sede contenciosa.

3. La posibilidad de resolver extrajudicialmente la disputa.

Esto satisface los estándares mínimos para decisiones sobre créditos no dis-
putados, garantizando una oportunidad real de defensa antes de la formación
del título ejecutivo.

Reforma del 15 de septiembre de 2021: 
El notario como comisionado del tribunal

La característica principal de esta reforma es la informatización del procedi-
miento y la comunicación electrónica siempre que sea posible. 

Con ella, la labor notarial originaria se transformó en labor atribuida por de-
legación judicial.

Desde esa fecha, la propuesta de ejecución basada en un documento auténtico
debe presentarse electrónicamente mediante el formulario prescrito.

Excepción: las personas físicas pueden presentarlo en forma papel ante la
Agencia Financiera (FINA), que lo digitaliza y remite electrónicamente al tri-
bunal competente.
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La propuesta debe contener:

– designación del tribunal,
– nombre, domicilio y OIB de las partes,
– representantes y apoderados,
– indicación del documento auténtico,
– petición de ejecución,
– firma del solicitante.

Los anexos se presentan en PDF, sin firma electrónica, con un máximo de 20
MB cada uno. El notario enviará al deudor la notificación con copia de la
propuesta y le advertirá:

1. Plazo de 15 días para pago voluntario.
2. Derecho a oponerse.
3. Posibilidad de acuerdo extrajudicial.

La finalidad es asegurar su participación antes de dictarse la decisión de ejecución.

Asignación automatizada y certificación

La propuesta se envía electrónicamente al juzgado municipal del domicilio
del deudor, y los casos se reparten automáticamente entre los notarios, si-
guiendo el orden alfabético y reglas de competencia territorial.

El notario coloca la certificación de firmeza y ejecutoriedad dentro de los 15
días posteriores al vencimiento del plazo de objeción, salvo que reciba una
objeción. Debe remitir las objeciones extemporáneas, inadmisibles o infunda-
das al tribunal para su desestimación. La certificación se emite de oficio cuan-
do se cumplen las condiciones legales.

El notario como comisionado judicial — efectos

El artículo 39a (4) de la Ley de Ejecución establece expresamente que el no-
tario es comisionado del tribunal.

La competencia se determina conforme al domicilio del deudor. Debe res-
petarse estrictamente la Ley del Notariado: el notario sólo puede actuar dentro
de su territorio oficial salvo casos excepcionales.

El sistema automatizado asigna los casos según domicilio del deudor y luego
a notarios de manera uniforme.
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Digitalización del sistema

La Cámara Notarial Croata y el Ministerio de Justicia desarrollaron el siste-
ma digital. La aplicación eNotar, de propiedad de la Cámara, se integró con
el sistema judicial eSpis, permitiendo:

– automatización,
– reducción de costos,
– eliminación de tareas manuales,
– interoperabilidad con registros digitales.

La comunicación electrónica requiere autenticación NIAS y firma electrónica
cualificada.

Para acreedores personas físicas se previó doble modalidad: presentación elec-
trónica directa o mediante FINA.

Sin embargo, la falta de obligatoriedad del sistema e-comunicación para per-
sonas físicas prolonga innecesariamente el procedimiento, ya que obliga al
notario a notificar por correo postal y genera mayores costos.

El legislador mantiene el soporte papel para proteger a personas sin acceso a
tecnologías digitales.

Sistema VACO

Se introduce el sistema automático de cobranzas VACO, al cual el notario
puede acceder para verificar si el acreedor posee fondos suficientes en la bille-
tera electrónica (eWallet) y efectuar el cobro.

CONCLUSIÓN

La ejecución basada en documento auténtico es una competencia atribuida
por el tribunal, ejecutada mediante un sistema electrónico avanzado. Con las
reformas de 2020 y 2021 se consolidó como un medio eficaz para asegurar
créditos no disputados, equilibrando:

– el derecho del acreedor a satisfacer su crédito,
– la protección del deudor mediante la posibilidad de objeción.

La redistribución automatizada eliminó prácticas de concentración de acree-
dores en notarios específicos y redujo connotaciones negativas sobre la insti-
tución notarial.
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La digitalización logró eficiencia, uniformidad y reducción de costos.

La ejecución notarial se ha consolidado como parte esencial del sistema, hasta
constituir un concepto sui generis de “ejecución notarial”.

Los notarios se posicionan como garantes de justicia preventiva y seguridad
jurídica dentro de este procedimiento.

RESUMEN

La ejecución notarial es un trabajo notarial delegado, tramitado como proce-
dimiento electrónico híbrido y ex parte, con la posibilidad de objeción del
deudor como vía hacia un proceso contradictorio judicial.

La eficiencia del sistema electrónico y la distribución equitativa garantizan
funcionalidad, simplicidad y economía.

La digitalización evita el uso de papel y mejora la transparencia.

ef
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MECANISMOS DE COBRO DE PENSIONES
ALIMENTICIAS ADEUDADAS EN CHILE

La silenciosa pero eficaz labor notarial
en la desjudicialización de procesos de cobro

ELENA PÍA RAMÍREZ CATALÁN/ NOT. EN CHILE

En el marco de la convocatoria para el segundo tema, “La Jurisdicción Volun-
taria: nuevas competencias al servicio de los ciudadanos”, del 31° Congreso No-
tarial del Notariado de la UINL, se presenta el siguiente artículo que muestra
las nuevas competencias y obligaciones entregadas a los Notarios Chilenos, con
la promulgación el 10 de noviembre de 2021, de la Ley N°21.389 que Crea el
Registro Nacional de deudores de pensiones de alimentos y modifica diversos cuerpos
legales para perfeccionar el sistema de pago de las pensiones de alimentos. 

1. INTRODUCCIÓN

Inserto en el fenómeno mundial de la desjudicialización de asuntos no con-
tenciosos, en la temática de LA PERSONA Y LA FAMILIA, se le ha otorgado
al notario chileno unas competencias hibridas, en las cuales, sin darle completa
legitimidad judicial, lo reconocen como ministro de fe pública para la protec-
ción de personas vulnerables en relación al cobro directo, esto es, desjudiciali-
zado, de las pensiones alimenticias adeudadas, se le admite acceso al Registro
Nacional de Deudores de Pensiones Alimenticias y se le carga de grandes san-
ciones en el caso de incumplimiento en las obligaciones de consulta y cobro y
con ocasión de la consulta indiscriminada del mismo Registro. 

El nuevo Registro de Deudores de Pensiones Alimenticias chileno, alberga a to-
das las personas que tengas más de tres meses continuos de deuda o cinco meses
discontinuos. 
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La inscripción en el registro conlleva diversas consecuencias para el deudor,
como la imposibilidad de obtener o renovar la licencia de conducir, la impo-
sibilidad de obtener pasaporte, la retención de devoluciones de impuestos y
la retención de dinero de operaciones de crédito, entre otras. 

La creación de esta Ley busca resolver nudos críticos en el proceso de ejecu-
ción o cobro de pensiones alimenticias. 

En el caso específico de los notarios, se los trata como garantes frente al hacer
o no hacer de los comparecientes o actores deudores de pensiones alimenti-
cias. Donde el notario no podía observar nada, ahora se le entrega un rol acti-
vo en la consulta de datos, en la orientación de gestiones en su rol de apoyo
institucional y en el cumplimiento de instrucciones de pago, en el caso de re-
tención de dineros o la exigibilidad de garantías o pagos para la previa y co-
rrecta suscripción del acto notarial. Sin embargo se lo excluye de la Comisión
de Coordinación o Evaluación del sistema, creada para procurar el fortale-
cimiento del sistema de cumplimiento. 

2. DESCRIPCIÓN DE LA LEY ANTERIOR

Anteriormente los abogados, procuradores o directamente los alimentarios o
sus representantes, debían realizar cuasi “operaciones de inteligencia policial”,
ya que ellos mismos debían buscar a los deudores, hacer seguimiento si se
cambiaban de trabajo, solicitar al tribunal que oficiara institución por insti-
tución, para poder saber lugar de trabajo, ingresos, acreencias o saldos ban-
carios, saldos en fondos de pensiones, búsquedas en notarías, en conser-
vadores de Bienes Raíces o en Archiveros Judiciales, con la finalidad de en-
contrar algún movimiento en los bienes del deudor o actualización de los
datos personales como domicilio. Sin el domicilio, no se le podía notificar
demandas, no se le podía notificar liquidaciones de deudas que permitieran
cobros ejecutivos de las mismas. Y luego de que se reunieran todos los requi-
sitos para el cobro ejecutivo, se debía solicitar la apertura de causa de cobro,
paralela a la causa principal y aportar datos de bienes del deudor para hacer
efectiva las medidas de apremio que aún estando en la ley, no podían ser de-
cretadas de oficio, si no que cada una de ellas debía ser solicitada de manera
específica. Todo lo anterior hacía dificultoso cualquier cobro por lo que los
porcentajes de pago eran escasos y dejaban al deudor en el limbo de la im-
punidad legal, quienes se deshacían de sus bienes libremente, para que no se
les pudiera cobrar.  
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3. CARENCIAS/DIFICULTADES DE LA LEY ANTERIOR

No existía una transversalidad en la búsqueda o incorporación de información
en algún registro público o de fácil acceso.

No existían mecanismos de oficio o de cobro automatico y desjudicializados.

La falta de cobros de pensiones alimenticias cobradas y/o la imposibilidad
para la obtención del cobro de los mismos generaba una mayor indefensión
de personas vulnerables.

4. APORTACIÓN/INTERÉS DE LA NUEVA LEY

El objetivo es mejorar el cumplimiento del pago de pensiones alimenticias, pro-
teger el interés superior del niño y promover la corresponsabilidad parental. 

La inscripción en el registro conlleva diversas consecuencias para el deudor,
como la imposibilidad de obtener o renovar la licencia de conducir, la reten-
ción de devoluciones de impuestos y la retención de dinero de operaciones
de crédito, entre otras. 

Las obligaciones de los notarios comenzaron el 18 de noviembre del año 2021,
fecha de la publicación de la Ley N°21.389, sin embargo, la puesta en marcha
del Registro Nacional de deudores de Pensiones de alimentos se realizó un
año después de la fecha de publicación, esto es, a fines del año 2022. Durante
ese período fue muy difícil resolver cuestiones como autorizaciones de fini-
quitos de trabajo con montos de pago y autorizar la suscripción de com-
praventa de vehículos, bienes mobiliarios y compra de bienes inmuebles o
adquisición de los mismos por remates judiciales; ya que no se brindó orien-
tación ni claridad en como las facultades o obligaciones nuevas, debían ejer-
cerse en la práctica. 

Leyes anteriores relativas al cobro de pensiones de alimentos se modificaron
en lo siguiente: la N°14.908 que incorpora una calificación notarial en re-
mates públicos e instrumentos públicos, N°19.620 que restringe facultades al
alimentante en caso de deuda, N°16.618, N°20.066 que sanciona como delito
de violencia intrafamiliar la inobservancia reiterada en el pago de pensiones
alimenticias, N°20.880 sobre la probidad en la función pública, que obliga a
declarar deudas. 
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Uno de los aportes más importantes de la actual normativa es que permite
actuar en red a los diferentes servicios como Servicio de Registro Civil e Iden-
tificación (quien se encuentra a cargo del Registro de Deudores), Juzgados de
Familia (quienes se encargan de la actualización periódica del Registro), Con-
servadores de Bienes Raíces (quienes deben negar inscripciones o informar
de las mismas en determinados casos en las causas específicas de los Juzgados
de Familia, con la finalidad de dar a conocer nuevos Bienes Raíces en los
cuales se puedan ejecutar deudas de pensiones de alimentos) y Notarios
(quienes poseen acceso a dicho registro), lo que les permite ejercer directa-
mente y sin proceso ejecutivo – judicial de por medio, facultades y obligacio-
nes se indicarán a continuación. 

. Artículo 29 inciso 5 de Ley 14.908, en el caso de Remates Judiciales que re-
quieren escritura pública para perfeccionarse: “el Notario Público no exten-
derá la escritura pública de compraventa, mientras no verifique que el adju-
dicatario no tiene una inscripción vigente en el Registro en calidad de deudor
de alimentos”. Sanción Multa a beneficio fiscal del doble de la cantidad que
el notario debió retener y pagar al alimentario. 

. En el caso de compraventas de inmuebles, la calificación notarial se debe
hacer revisando en el Registro de Deudores, tanto al comprador como al
vendedor. Y no debe permitir la suscripción del instrumento si alguna de las
partes es deudora. En el evento que el deudor sea el comprador, debiese pagar
para salir del Registro antes de comprar. Y cuando el deudor sea el vendedor,
el notario debe verificar para luego certificar que el cincuenta por ciento del
dinero correspondiente al precio, o una proporción inferior si ésta es sufi-
ciente, ha sido retenido y pagado al alimentario, o si se han otorgado garantías
que aseguran el pago. Sanción: Multa. 

. Se debe verificar en el Registro de deudores a las partes comparecientes en
la compra de vehículos que admitan inscripción; el notario debe verificar para
luego certificar que el cincuenta por ciento del dinero correspondiente al pre-
cio, o una proporción inferior si ésta es suficiente, ha sido retenido y pagado
al alimentario, o si se han otorgado garantías que aseguran el pago. 

En estos últimos dos casos, la ley en�ende que “la entrega al notario en co-
misión de confianza de valore o documentos representativos de pago e ins-
trucciones escritas constituyen garantía suficiente para asegurar el corres-
pondiente pago. El notario, una vez cumplido el encargo, deberá mantener
el texto de la instrucción dejada en su poder, al menos por un año”. 
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. En relación a ratificaciones y firma de finiquitos de trabajo, los ministros
de fe, deben exigir al empleador la acreditación de haberse efectuado el des-
cuento, la retención y el pago del monto adeudado, en la cuenta ordenada
por el tribunal. Para esto, se debe solicitar las tres últimas liquidaciones de re-
muneraciones mensuales, con su descuento. Sanción: se hace al notario soli-
dariamente responsable del pago de las pensiones alimenticias no descon-
tadas, retenidas ni pagadas, sin perjuicio de la reparación civil de daños cau-
sados por la omisión. 

5. PAPEL DEL NOTARIO
Descripción de su función - Valor añadido de su intervención - 
Experiencia práctica

La Justicia Preventiva realizada por el ministro de fe, se manifiesta en la in-
mediata Retención de Dineros por parte del notario, la inmediata restricción
de derechos y libertades del deudor y la posibilidad de recibir cobros o garan-
tías, de manera automática, producto del cumplimiento en las obligaciones
notariales. 

En el ejercicio de las facultades especiales de revisión y comunicación, el no-
tario debe tener un legítimo interés, en la consulta del Registro, si no lo de-
muestra en los casos en que se observa su consulta, puede ser sancionado. 

Aunque la Ley no exige que se certifique la calificación Notarial realizada, ha
sido una práctica por la mayoría de notarios chilenos, la inclusión de la Con-
sulta al Registro y resguardo de los documentos que dan cuenta de la misma
consulta y sus resultados, en los instrumentos públicos suscritos en notaría.

Falta incorporar otros actos de disposición patrimonial que se llevan a cabo
en notarias como por ejemplo, repudios de herencias. 

6. CONCLUSIÓN Y POSIBLES AJUSTES

Manifestando una opinión del todo personal, me llena de orgullo que un
bien tan preciado como es la manutención de personas vulnerables haya en
parte descansado en las manos de ministros de fe como notarios. El sistema
como tal ha confiado en la labor que como notarios podemos cumplir, y esto
es porque, el trabajo se hace. Ya sea por confianza, ya sea por valorar el bien
jurídico protegido o ya sea por las sanciones impuestas, que son las más altas
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en la ley, no existe otro sujeto obligado al que se le asigne además una respon-
sabilidad solidaria. En esta labor tan preciada, como es el resguardo de dere-
chos de los más vulnerables, el legislador chileno ha reconocido la necesidad
y la efectiva praxis del “Notario como apoyo institucional”. 

Eficacia de la normativa es manifiesta en relación con que se entregan facul-
tades y obligaciones a diferentes actores, públicos o privados, entre ellos a los
notarios, mediante las cuales, los alimentarios se ven beneficiados del cobro
y exigibilidad de garantías, de manera desjudicializadas. 

Como aspectos a mejorar, se pueden incorporar en la ley, más actos notariales
en los que se podría dar un rol más activo al ministro de fe, en relación con
su participación como apoyo institucional cuando haga falta. 

También se podría aumentar los cumplimientos en los pagos, si el notario es-
tuviese facultado para verificar en el Registro de Deudores, las ratificaciones
de finiquitos de trabajo, exigiendo para su ratificación en aparecer sin deuda
en el Registro de Deudores, y no sólo la verificación, al estudiar las tres últimas
liquidaciones mensuales de sueldo. 

Personalmente creo imprescindible que la comisión creada para fortalecer el
sistema, dialogue y trabaje más coordinadamente con la asociación de notarios
o con notarios que se podrían ir alternando para pertenecer a ella, segura-
mente, sería un gran aporte la participación de un ministro de fe en la misma,
ya que podría aportar la mirada desde la aplicación práctica de la legislación
atingente. 

RESPUESTAS DE PREGUNTAS
ADJUNTAS A LA CONVOCATORIA:

1) ¿Podría indicar una competencia que los notarios no tienen
en su país, pero que les sería útil en el ejercicio diario de su función?

La posibilidad de celebrar matrimonios, ya que se podría orientar mejor a las
parejas, en relación con derechos y deberes, debido a que en Chile no es un
Jurista Cualificado, el que cumple esta función. Así mismo, en el caso de los
divorcios no contenciosos, ellos consumen gran parte de tiempo, recursos hu-
manos y de gestión, en el Poder Judicial, y en la mayoría de los casos no se
exige la liquidación de bienes para terminar con el vínculo matrimonial,
siendo muy compleja la omisión en la orientación de las partes, en este sen-
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tido, lo que en muchas ocasiones termina creando otro juicio paralelo a costa
de grandes gastos para el Poder Judicial, La Justicia preventiva es la clave para
un sistema más óptimo y coordinado. 

2) ¿Su notariado posee alguna competencia particular
y qué considera podría ser útil a los demás notariados?

Al estudiar y comparar con otros notariados, creo que justamente el tema tra-
tado en este artículo, referido a la confianza que el Estado Chileno ha pues-
to en los notarios en la posibilidad de consultar y promover el cobro de
pensiones alimenticias, es un trabajo en conjunto en base a una mayor des-
judicialización. 

ef
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RESOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS
PREVIAS AL JUICIO: 

Nuevos roles del notario en el servicio de la sociedad

DILSHOD ASHUROV 
PRESIDENTE DE LA CÁMARA DE NOTARIOS DE UZBEKISTÁN

Anotación

El artículo analiza el rol de la mediación y del notario en el desarrollo del arre-
glo pre-judicial de disputas entre las partes mediante el uso del procedimiento
de mediación. La certificación de un acuerdo de mediación sin exageración
contribuye a incrementar la importancia de la actividad notarial como un
mecanismo de justicia preventiva, que cumple con los estándares modernos de
justicia preventiva que satisface las necesidades modernas de la sociedad.

Palabras clave: desjudicialización, mediador, acuerdo de mediación, notariado, notario,
justicia preventiva.

Hoy en una sociedad civilizada, es imposible imaginar la resolución de un con-
flicto entre las partes sin la participación de un tercero, con cuya ayuda sería
posible reconciliar a las partes, dependiendo del contenido de la disputa, sus
sujetos, su alcance y su lado moral.

Hace diez años tal formulación de la cuestión como "mediación en la práctica
de un notario, en la práctica de un notario, un abogado, un tribunal" al menos
habría causado sorpresa, y como máximo, rechazo. Parece que todas las palabras
están claras, pero habría sido difícil conectar y presentar los términos juntos,
probablemente sería difícil. Ahora es nuestra realidad.

TRaducción
al ESPaÑOl
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Con la adopción de la Ley “Sobre la mediación”, del 03.07.2018 Nº 482, la
mediación se ha convertido en una de las instituciones en desarrollo. A la
fecha, se extiende a relaciones relacionadas con la aplicación de la mediación
a disputas surgidas de relaciones jurídicas civiles, incluidas actividades comer-
ciales, así como disputas laborales y disputas surgidas de relaciones jurídicas
civiles, incluidas disputas surgidas de relaciones jurídicas familiares, salvo que
la ley disponga lo contrario.

En nuestro país, la mediación tiene dos formas: extrajudicial y judicial. Así,
en disputas relacionadas con inversiones extranjeras y surgidas en el curso de
un inversor extranjero (disputa de inversión) en el territorio de la República
de Uzbekistán, así como en disputas laborales colectivas, se ha introducido
un procedimiento obligatorio de mediación pre-judicial.

Según la legislación procesal, la mediación se aplica antes de que el tribunal
se retire a la sala de deliberaciones en el tribunal de primera instancia. El
plazo general de la mediación es de hasta 30 días, que puede extenderse por
un período adicional de 30 días. Si el tribunal recibe un acuerdo para llevar
a cabo mediación, los procedimientos se suspenden por hasta 60 días. Si se
concluye un acuerdo de mediación en esta etapa, la tasa estatal pagada es
reembolsable.

La mediación también puede aplicarse en la etapa de ejecución obligatoria
de actos judiciales. En los procedimientos de ejecución, la mediación es reali-
zada solo por mediadores profesionales dentro de un período de hasta 15
días. Los costos judiciales no son reembolsables.

En general, las cuestiones de mediación en la etapa actual se abordan de una
forma u otra por 57 actos jurídicos, incluidos cinco códigos (el Código Civil,
el Código de Procedimiento Civil, el Código de Procedimiento Económico,
el Código Tributario y el Código Laboral) y 12 leyes.

El uso de la mediación en los tribunales
Estadísticas sobre el abandono de casos económicos y civiles en 
los tribunales en relación con la conclusión de un acuerdo de mediación

Tribunales civiles Tribunales económicos

2020: 150 435
2021: 1 166 2 013
2022: 3 256 3 561
2023: 2 221 5 125
Total 2020–2023: 6 793 11 134
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Dinámica de crecimiento (2020–2023): ×15 — ×12
En comparación con la carga judicial de 2023: 0,2 % — 1,8 %

Los mediadores se dividen en mediadores profesionales y no profesionales.
Los mediadores no profesionales prestan servicios de forma gratuita. Un me-
diador profesional es una persona que ha recibido una formación especial,
certificación y está registrada en el registro de mediadores profesionales.

La inscripción en el registro de mediadores profesionales hasta 2023 solía ser
un procedimiento presencial, que ahora se realiza electrónicamente a través
de los centros de servicios públicos y del Portal Único de Servicios Públicos
Interactivos¹ (anteriormente este procedimiento se realizaba en formato tradi-
cional a través de las autoridades de justicia). El período para ingresar al regis-
tro de mediadores profesionales se ha reducido de diez a tres días.

A febrero de 2025, están registradas 1 820 personas en el registro, con aproxima-
damente el 57 por ciento de ellos siendo notarios y abogados (1040 notarios).

Hoy prácticamente cada notario, profesionalmente o por intuición, utiliza un
cierto conjunto de herramientas de mediación, y desde el 14 de enero de
2020² en la República de Uzbekistán la mediación ha penetrado en la activi-
dad notarial en la forma de un acto notarial específico: la certificación de un
acuerdo de mediación.

En la actividad notarial los notarios-mediadores, para el período 2021–2024
– primer trimestre de 2025, concluyeron 253 acuerdos de mediación.

Los acuerdos de mediación mencionados resolvieron disputas surgidas entre
las partes basadas en contratos hipotecarios, disputas de herencia, división de
bienes conyugales y disputas matrimoniales.

En la ciencia moderna hay muchas investigaciones teóricas dedicadas a la me-
diación en la actividad notarial; la práctica de la mediación también se está
desarrollando. Los notarios involuntariamente realizan ciertas acciones de
carácter mediador. La mayoría de los notarios intuitivamente y por experiencia
acumulada usan y aplican en la práctica habilidades de resolución de conflic-
tos, negociación y comunicación. Estas habilidades a su vez son herramientas

¹ Resolución del Gabinete de Ministros Nº 544 del 17 de octubre de 2023 “Aprobación del reglamento admi-
nistrativo para la prestación de servicios estatales para la inclusión en el registro de mediadores profesionales”.
² Ley de la República de Uzbekistán Nº 602 del 14 de enero de 2020 // Base Nacional de Legislación // 15 de
enero de 2020, Nº 03/20/602/0052.
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del mediador, sin las cuales no sería tan fácil en situaciones en que algo nece-
sita aclararse, resolverse o discutirse.

Pero hay notarios que lo hacen a nivel profesional. Son aquellos que han
recibido formación profesional y educación adicional en mediación. Ellos uti-
lizan de manera sistemática y consciente los conocimientos, habilidades y ca-
pacidades adquiridos en su práctica.

El rol del notario y su tarea principal es asegurar la seguridad jurídica de los
actos (transacciones, hechos o documentos) que certifica. La actividad del no-
tario en gran medida precede al momento de la firma de una transacción
(contrato, acuerdo). Necesita verificar la totalidad de las normas jurídicas apli-
cables al contrato, asegurarse de que las reglas imperativas necesarias se obser-
ven y sean plenamente comprendidas por las partes del acto, controlar la va-
lidez de la voluntad de las partes con pleno entendimiento de la esencia y
consecuencias de las obligaciones aceptadas.

Ese control preliminar constante permite evitar muchos conflictos, cuyo
riesgo se incrementa significativamente en su ausencia, lo que puede utilizarse
en la práctica de mediación.

En el ejercicio de sus funciones públicas, el notario está obligado por estrictas
reglas éticas, cuya observancia inevitablemente lo conduce por un camino
que garantiza la armonía legal y social. En particular, esto concierne al cumpli-
miento por el notario-mediador de las siguientes obligaciones:

1. El notario-mediador está obligado a mantener objetividad. El rol del notario
es ser el abogado del caso y no del cliente. El notario brindará asesoramiento
en el interés general de todas las partes presentes en los actos a realizar, que
pueden incluir, por ejemplo, un acuerdo de mediación.

2. El notario-mediador es imparcial. La tarea del notario, que a menudo es
difícil de cumplir, es tratar a todas las partes interesadas por igual: debe ase-
gurarse de que el asesoramiento brindado y las verificaciones realizadas sean
iguales para todas las partes del acto a certificar. Es inaceptable que un notario
mediador tome partido por uno de sus clientes para actuar contra otro.

3. El notario-mediador es un instrumento de equilibrio entre las partes en el
proceso de mediación. Debe asegurarse de que todos los firmantes del acuerdo
de mediación comprendan plenamente la importancia de las obligaciones
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que han asumido voluntariamente y estén preparados para asumir responsa-
bilidad igual tanto por su cumplimiento como por su incumplimiento.

Así, el papel tradicional del notario es en muchos sentidos complementario
al del mediador y puede ser utilizado por el mediador para acercar las posicio-
nes de las partes a través de su confianza en el propio procedimiento de me-
diación. Con el fin de cumplir el propósito principal de su actividad, el no-
tario se esforzará por participar activamente en la prevención de conflictos, no
solo resolviendo los desacuerdos que surgen en el curso del proceso, sino tam-
bién previniendo la aparición de disputas en el futuro. En este sentido, la re-
solución de conflictos forma parte de la función preventiva del notariado.

El notario es el portador de todas aquellas características de un mediador que
proporcionan las salvaguardias necesarias para garantizar que la resolución
de conflictos por procedimientos extrajudiciales cumpla con el nivel de segu-
ridad requerido para la administración normal de justicia. Así, los principios
de independencia e imparcialidad, igualdad y cooperación, confidencialidad
y voluntariedad, cuya observancia es necesaria en el trabajo del mediador y
en la práctica notarial directa, están incluidos en las reglas éticas de la activi-
dad notarial realizada en nombre y bajo el control del Estado.

Así, la ética notarial es una de las herramientas eficaces al servicio de la me-
diación y todas las cualidades inherentes a un notario están garantizadas por
su pertenencia a una profesión estrictamente regulada por la ley y controlada
estricta y constantemente por los órganos profesionales.

Nuestros lectores pueden tener la siguiente pregunta. Dado que en la Repú-
blica de Uzbekistán un notario actúa como mediador solo para disputas que
surgen en el curso de acciones notariales3, si el acuerdo de mediación apro-
bado por un notario-mediador está cubierto por la Resolución del Gabinete
de Ministros bajo el Presidente de la República de Uzbekistán “Sobre la
aprobación de la lista de documentos para los cuales la cobranza de deudas
se realiza de manera incontestable sobre la base de escrituras ejecutivas reali-
zadas por notarios” Nº 26 del 18.01.2002.

La respuesta es inequívoca: en la actualidad no se aplica, porque de conformi-
dad con la Parte 3, Parte 4 del Artículo 29 de la Ley de la República de Uzbe-

3 Punto 1451 de la Instrucción “Sobre el procedimiento para la realización de actos notariales por los notarios”
Nº 3113 de fecha 4 de enero de 2019.
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kistán “Sobre Mediación”, un acuerdo de mediación es vinculante para las
partes que lo concluyeron y deberá ser ejecutado voluntariamente por ellas
en la forma y dentro de los plazos previstos en él. Si las partes no cumplen el
acuerdo de mediación, pueden acudir a los tribunales para la protección de
sus derechos.

Debe enfatizarse particularmente que, a pesar de que la mediación para los
notarios-mediadores en Uzbekistán es un tipo de actividad notarial, los acuer-
dos de mediación, en la República de Uzbekistán, la legislación vigente en
materia de mediación no prevé la ejecución obligatoria de los acuerdos de
mediación.

La mediación es naturalmente compatible con el uso de los deberes profe-
sionales de un notario, incluida su imparcialidad. En este sentido, en nuestra
opinión, es posible una combinación de dos situaciones: un notario puede
actuar como mediador en disputas que surjan en el curso de acciones notaria-
les, así como certificar acuerdos de mediación como notario cuando sea re-
querido por el mediador y las partes. El notario puede ayudar seriamente al
mediador participando en la mediación y actuando como garante de la com-
petencia del procedimiento de mediación voluntaria, así como de las acciones
del mediador profesional neutral. Invitar a un notario como especialista a
participar en el procedimiento de mediación es totalmente coherente con las
actuaciones del mediador. La oportuna certificación notarial de las partes y
sus documentos por parte del notario solo contribuirá al espíritu empresarial
de las partes en el proceso de mediación, así como al resultado positivo de las
negociaciones con la firma de un acuerdo de mediación objetivo y razonable,
que será notarizado por el notario invitado por las partes o el mediador.

A pesar de que la información sobre el notario-mediador está incluida en el
Registro de Mediadores Profesionales, su participación como mediador pro-
fesional en disputas no relacionadas con la actividad notarial sigue siendo
muy controvertida, ya que el ámbito de la mediación en la actividad notarial
todavía está limitado a disputas de propiedad y herencia.

En la República de Uzbekistán, la certificación del acuerdo de mediación se
lleva a cabo sobre la base del Código Civil, las leyes “Sobre Notarios”, “Sobre
Mediación”, “Sobre el Arancel Estatal”, la Instrucción “Sobre el procedi-
miento para los actos notariales por notarios” Nº 3113 del 4 de enero de 2019,
la Orden del Ministro de Justicia de la República de Uzbekistán “Sobre la
aprobación del monto máximo de comisiones cobradas por acciones legales
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y técnicas adicionales realizadas por notarios” (Registrado por el Ministerio
de Justicia de la República de Uzbekistán el 29 de mayo de 2020. Registro Nº
3235) y otros actos jurídicos que regulan la actividad notarial4.

El notario examinará la solicitud dentro del plazo establecido por la ley y en-
viará una notificación a las partes especificando las partes, el objeto de la dis-
puta, la hora y el lugar del procedimiento de mediación. Si las partes solicitan
conjuntamente la mediación, el notario pedirá a las partes que presenten un
acuerdo simple por escrito sobre la aplicación de la mediación.

De ahí la necesidad de una política estatal para promover el apoyo simultáneo
de la mediación en la práctica notarial, así como la participación de los no-
tarios en el proceso de mediación. Para que esta política tenga éxito, cada me-
diador y notario debe sentirse personalmente implicado en la realización de
sus conocimientos y habilidades prácticas profesionales.

El éxito conjunto también requiere que los notarios dominen habilidades es-
pecializadas y técnicas de mediación. En particular, es deseable formación adi-
cional en psicología y técnicas de negociación empresarial.

Dicha formación es deseable para los notarios y empleados de oficinas nota-
riales que quieran consolidarse como profesionales, buscando ganar la con-
fianza y el reconocimiento de sus clientes a través de sus acciones profesio-
nales, incluida la participación en el proceso de mediación.

El principal punto de referencia en la aplicación de la mediación en la activi-
dad notarial es la Instrucción “Sobre el procedimiento para la realización de
actos notariales por los notarios” Nº 3113, de fecha 4 de enero de 2019, que
fue complementada por la Orden del Ministro de Justicia Nº 103 de fecha 2
de mayo de 2020 con los puntos §-141, 1451–14511.

4 A diferencia de otros mediadores, un notario mediador, al determinar la mediabilidad de una disputa, está
obligado a cumplir con los requisitos de la Resolución del Ministerio de Justicia de la República de Uzbekistán
sobre la lucha contra los delitos fiscales y monetarios y el blanqueo de capitales en la Fiscalía General de la
República de Uzbekistán “Sobre la aprobación de las reglas de control interno para contrarrestar la legalización
de ingresos de actividades delictivas, la financiación del terrorismo y la financiación de la proliferación de armas
de destrucción masiva en oficinas notariales y bufetes de abogados” y los Anexos a la Resolución Nº 1 del Minis-
terio de Justicia de fecha 14 de junio de 2021 y Nº 19 del Departamento para Combatir los Delitos Económicos
de la Fiscalía General de la República de Uzbekistán de fecha 10 de junio de 2021 “Enmiendas y Adiciones a
la Resolución ‘Sobre la Aprobación de las Reglas de Control Interno para contrarrestar la legalización de ingresos
provenientes de actividades delictivas y la financiación del terrorismo en oficinas notariales y bufetes de aboga-
dos’ (reg. Nº 2020 de fecha 19.10.2009)”.
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De acuerdo con las normas anteriores, un notario actúa como mediador sobre
la base del consentimiento voluntario de las partes a una disputa para adoptar
una solución mutuamente aceptable en relaciones de derecho civil, incluidas
cuestiones de propiedad y herencia.

Un notario actuará como mediador solo para disputas que surjan en el curso
de acciones notariales. Los participantes en la mediación son las partes y el
mediador. Las partes en la mediación pueden ser tanto personas físicas como
jurídicas. Las partes participarán en la mediación personalmente o a través
de un representante de conformidad con la ley.

Un notario en Uzbekistán aprueba acuerdos
de mediación en las siguientes disputas:

— disputas familiares (división de bienes conyugales);

— disputas de herencia (determinación de la parte en la herencia, 
de la herencia, etc.);

— otras disputas (obligaciones monetarias, obligaciones de transferencia
de propiedad, obligaciones de deuda, obligaciones de prenda).

Con el fin de llevar a cabo el procedimiento de mediación, las partes por
mutuo acuerdo pueden acudir al notario que realizó los actos notariales o a
otro notario.

La parte interesada puede acudir al notario con una solicitud de aplicación
del procedimiento de mediación, en la que expondrá sus argumentos que jus-
tifiquen sus reclamaciones contra la otra parte.

El notario, dentro del plazo establecido por la ley, examinará la solicitud y en-
viará a las partes un aviso especificando las partes, el objeto de la disputa, la
hora y el lugar del procedimiento de mediación. Si las partes solicitan conjun-
tamente la mediación, el notario pedirá a las partes que presenten un acuerdo
sobre la aplicación del procedimiento de mediación en forma escrita simple.

Al acudir a un notario para la resolución de una disputa de propiedad o he-
rencia, las partes deberán presentar un documento de identidad y el original
del documento notarial que dio lugar a la disputa, así como un acuerdo escrito
sobre la aplicación del procedimiento de mediación.

El acuerdo sobre la aplicación del procedimiento de mediación entrará en
vigor desde el momento de su firma.
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Durante el procedimiento de mediación, el notario no tendrá derecho a res-
tringir los derechos e intereses legalmente protegidos de las partes ni a obligar-
las a tomar una decisión.

Antes del inicio del procedimiento de mediación, el notario celebrará reunio-
nes con todas las partes, así como individualmente con cada parte, dará re-
comendaciones escritas y verbales sobre la resolución de la disputa, explicará
a las partes los objetivos y tareas de la mediación, derechos y obligaciones,
garantizará el intercambio de opiniones y propuestas entre las partes y pro-
pondrá formas de resolver la disputa.

El notario finalizará el procedimiento de mediación 
debido a las siguientes circunstancias:

— conclusión de un acuerdo de mediación por las partes;

— imposibilidad de alcanzar una solución mutuamente aceptable a la disputa;

— conclusión de un acuerdo de las partes para terminar la mediación 
sin alcanzar un acuerdo sobre las discrepancias existentes (si existe 
un acuerdo escrito sobre el procedimiento de mediación);

— declaración de una parte de negarse a continuar la mediación;

— expiración del plazo para la realización del procedimiento de mediación.

El notario confirmará el acuerdo de mediación concluido entre las partes si
las partes han alcanzado una decisión mutuamente aceptable sobre los térmi-
nos de la resolución de la disputa u obligaciones que surjan de los resultados
del procedimiento de mediación.

El acuerdo de mediación se redactará en 3 copias, certificadas por un notario.
Una copia se conservará en los archivos de la oficina notarial.

El pago del arancel estatal del notario-mediador se realizará sobre la base de
la Ley de la República de Uzbekistán “Sobre el Arancel Estatal” de fecha
06.01.2020 (LRU Nº 600) de acuerdo con el Anexo “Montos de tasas del aran-
cel estatal”, ítem “Sh1”, para la certificación de otros acuerdos, excepto los
previstos en los subpárrafos “a”–“h”, que determina los siguientes montos 
de arancel:
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— para personas físicas: 50 por ciento del valor base de cálculo (BCV);

— para personas jurídicas o si una de las partes es una persona jurídica: 
1 BCV.

El pago de otros gastos del notario-mediador se realiza sobre la base de la
Orden del Ministro de Justicia de la República de Uzbekistán “Sobre la
aprobación del monto máximo de honorarios cobrados por acciones legales
y técnicas adicionales realizadas por notarios” (Registrado por el Ministerio
de Justicia de la República de Uzbekistán el 29 de mayo de 2020. Registro Nº
3235) regulando los siguientes cargos:

— cuando se realizan acciones adicionales de carácter legal y técnico 
para proporcionar explicaciones: 20 por ciento del BCV;

— para la preparación de un borrador certificado de un acuerdo 
de mediación como mediador profesional: 55 por ciento del BCV.

El notario tendrá derecho a no cobrar por acciones legales y técnicas adi-
cionales en el curso de las actividades de mediación, teniendo en cuenta ac-
tividades financieras. El pago y reembolso de los costos se hará por las partes
en partes iguales, salvo que hayan acordado una regla diferente.

El Ministerio de Justicia ha elaborado actualmente un proyecto de ley “Sobre
la introducción de enmiendas y adiciones a ciertos actos legislativos de la Re-
pública de Uzbekistán con el fin de desarrollar la institución de la mediación”.

El proyecto prevé los siguientes cambios en las actividades de los mediadores:

— Crear la posibilidad de resolver disputas mediante mediación entre 
clientes y bancos, así como entre consumidores y organizaciones de seguros.

— En 2023, los tribunales conocieron 115.000 casos de disputas entre un 
cliente y un banco, así como 27.000 casos de contratos de seguro, 
lo que constituye un promedio del 12 por ciento de la carga total de 
trabajo de los tribunales.

— El Ministerio de Justicia ha sido designado como el órgano 
estatal autorizado en esta área;
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— El Ministerio aprueba normas para la formación de mediadores, reglas de
ética profesional, procedimientos para el desarrollo profesional, exámenes 
de calificación para inclusión en el registro y procedimientos de 
responsabilidad disciplinaria.

— Se establecen comisiones de calificación para la realización de exámenes de  
calificación para la inclusión en el registro de mediadores y para considerar 
la responsabilidad disciplinaria de los mediadores;

— La Comisión de Calificación de Mediadores: realiza exámenes de 
calificación para candidatos a mediadores, suspende y termina el estatus 
de mediador o decide sobre su reinstalación, y considera apelaciones 
contra sus acciones.

— Mediación familiar obligatoria antes de las audiencias judiciales para 
determinar el tiempo que un niño pasa con su padre o su madre. 

Se determina que esta cuestión debe resolverse mediante:

— El Presidente de la asamblea de ciudadanos de la Mahalla y las activistas 
de mujeres serán formados en mediación profesional y celebrarán acuerdos 
de mediación para disputas familiares de manera gratuita.

— En caso de que un acuerdo de mediación concluido entre las partes 
no se ejecute voluntariamente, se establecerán mecanismos para la 
ejecución del acuerdo.

— Si los términos de un acuerdo de mediación no se cumplen voluntaria-
mente, el tribunal emite una orden de ejecución para su cumplimiento.

En la actualidad, con el fin de aumentar la eficiencia del trabajo de los 
nota-rios-mediadores, se prevé introducir una plataforma electrónica 
e-mediator.uz, que incluirá las siguientes funciones:

— registro electrónico de mediadores;

— gabinete personal del mediador;

— proceso electrónico para rendir el examen de calificación 
(selección de preguntas y verificación automática de respuestas);

— creación del portafolio del mediador;
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— presentación electrónica de informes sobre las actividades del 
mediador con resumen automático de los datos;

— emisión de certificados de finalización de cursos de formación 
de mediadores mediante integración;

— plantillas electrónicas de documentos relacionados con mediación;

— ejecución de acuerdos de mediación electrónicos con firmas electrónicas 
y mediación en línea mediante videoconferencia.

Así, las reformas en curso en nuestro Estado en el ámbito de las vías alterna-
tivas de resolución de disputas, en particular la inclusión en la actividad no-
tarial de facultades para resolver disputas, conflictos mediante procedimientos
de conciliación (mediación) están dirigidas a fortalecer el papel del notariado
como órgano de jurisdicción indiscutida, garantizando la implementación del
tráfico civil. Estas innovaciones merecen aprobación y mayor desarrollo.
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COMPETENCIA NOTARIAL
EN MATERIA DE DIVISIÓN DE

BIENES EN ALEMANIA

STEFAN BANDEL / NOT. EN ALEMANIA

RESUMEN

La Gesetz zur Übertragung von Aufgaben im Bereich der freiwilligen Gerichtsbarkeit
auf Notare (Ley sobre la Transferencia de Tareas en el Ámbito de la Jurisdicción
Voluntaria a los Notarios) del 26 de junio de 2013 (BGBl. I 2013, 1800) refor-
mó el derecho procesal alemán al transferir ciertos procedimientos legales no
contenciosos —particularmente las Teilungssachen (asuntos de división de bie-
nes)— de los tribunales a los notarios. Este cambio tuvo como objetivo mejorar
la eficiencia y aliviar al poder judicial de la gestión de procesos formales pero
no disputados que podrían manejarse de manera competente fuera del ámbi-
to judicial.

Bajo el régimen legal previo a la reforma, los asuntos de división de bienes -es-
pecialmente cuando los herederos requerían la facilitación de la distribución
del caudal hereditario entre los participantes- eran conducidos principalmente
por los tribunales locales bajo el marco de la jurisdicción voluntaria. Nótese
que estos procedimientos difieren de la división de la herencia que los herederos
deciden realizar de forma consensuada sin requerir mediación, y en los cuales
los notarios son y ya han sido competentes en lo que respecta, en particular, 
a la redacción de los instrumentos públicos que registran la voluntad de las
partes sobre la transferencia de bienes inmuebles o de participaciones en socie-
dades de responsabilidad limitada en el contexto de la división de la herencia
(Erbauseinandersetzung).
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La reforma de 2013 permite ahora a las partes llevar a cabo voluntariamente
los mencionados procedimientos de mediación ante un notario cuando los
participantes consideren que se requiere una facilitación para alcanzar un
consenso con respecto a la división de los bienes. El procedimiento requiere
el consenso de los participantes y es dirigido por un notario, a quien se le en-
comiendan las tareas anteriormente realizadas por los tribunales, incluyendo
funciones tales como verificar los derechos de las partes, redactar planes de
partición y asegurar el cumplimiento de las garantías procesales. Aunque los
notarios no pueden resolver disputas de forma definitiva, actúan en una ca-
pacidad cuasi judicial y sus acciones están sujetas a revisión judicial, preser-
vando así la protección jurídica y la rendición de cuentas.

La reforma elevó aún más el papel institucional de los notarios en Alemania,
reconociendo su neutralidad, experiencia legal y autoridad pública como aptos
para conducir procedimientos legales formales. Refleja un cambio más amplio
hacia la descentralización procesal y refuerza la contribución del notariado al
orden jurídico y a la eficiencia administrativa en el campo del derecho no
contencioso (jurisdicción voluntaria).

I. INTRODUCCIÓN

Con la Gesetz zur Übertragung von Aufgaben im Bereich della freiwilligen Gerichts-
barkeit auf Notare del 26 de junio de 2013 (BGBl. I 2013, 1800), el legislador
alemán introdujo reformas significativas en el ámbito de la jurisdicción volun-
taria (freiwillige Gerichtsbarkeit). Entre las innovaciones más destacadas se en-
cuentra la extensión de la autoridad procesal a los notarios en asuntos de
división de bienes, codificada principalmente en los §§ 342 y siguientes y los
§§ 363 y siguientes de la Ley sobre el Procedimiento en Asuntos Familiares y
en Asuntos de Jurisdicción Voluntaria (Gesetz sobre das Verfahren in Familien-
sachen und in den Angelegenheiten der freiwilligen Gerichtsbarkeit – FamFG) y, más
importante aún, en el § 23a párrafo 3 de la Ley Orgánica de los Tribunales
(Gerichtsverfassungsgesetz – GVG). Las nuevas normas entraron en vigor el 1
de septiembre de 2013.

Los asuntos de división de bienes se definen legalmente en el § 342 párrafo
2 de la FamFG, que establece: “Los asuntos de división de bienes son las fun-
ciones que los tribunales deben desempeñar conforme a este Libro relativas
a la distribución de los bienes de herencias y comunidades de bienes tras la
terminación de un matrimonio, una unión civil o una comunidad de bienes
continuada”. Esto se refiere a la mediación que facilita un acuerdo sobre la
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distribución de bienes entre herederos, así como en caso de divorcio si los
cónyuges han optado previamente por el régimen matrimonial de comunidad
de bienes.

Esta ampliación de la competencia notarial refleja el objetivo político y jurí-
dico más amplio de garantizar la sostenibilidad del poder judicial mediante
la reasignación de responsabilidades procesales no contenciosas a profesion-
ales jurídicos competentes y neutrales fuera de los tribunales. Debido a la re-
forma, los notarios —ya establecidos como funcionarios públicos neutrales (cf.
§ 1 del Código Federal del Notariado – BNotO) en la administración preven-
tiva de justicia— están ahora facultados para actuar con autoridad judicial en
asuntos de división de bienes. Sin embargo, la competencia notarial está es-
trictamente limitada a los procedimientos no contenciosos.1 Los tribunales
conservan la jurisdicción exclusiva para las demandas que tengan por objeto
una división contenciosa de un caudal hereditario (Erbteilungsklage).

El presente análisis proporciona una visión detallada del cambio de compe-
tencia, fundamentada tanto en la reforma legislativa como en los marcos es-
tatales preexistentes.

II. BREVE DESCRIPCIÓN DE LA LEGISLACIÓN ANTERIOR

Antes de la reforma de 2013, la competencia para los asuntos de división 
de bienes, tal como se definieron anteriormente, recaía generalmente en los
Amtsgerichte (tribunales locales)2 actuando como Nachlassgericht (tribunal de
sucesiones) o Familiengericht (tribunal de familia). Sin embargo, existían algu-
nos Estados federados (Länder) alemanes que habían introducido una com-
petencia concurrente de tribunales y notarios incluso antes de 2013.3

El tribunal ejercía su jurisdicción de manera unitaria y centralizada, aplicando
los principios de investigación de oficio (§ 26 FamFG), equidad procesal (§
34 FamFG) y documentación formal. Dentro del tribunal, el secretario judi-
cial competente (Rechtspfleger)4 gestionaba cada etapa del proceso: desde la
convocatoria de los herederos y la verificación de las reclamaciones, hasta la
facilitación de las audiencias y la emisión de un plan de partición legalmente

1 Cfr. Hausleiter/Schemann, FamFG, Observaciones preliminares §§ 363 y ss. Marginal 4.
2 Preuß, DNotZ 2013, 740 (744).; Preuß, DNotZ 2013, 740 (744).
3 Heinemann, FGPrax 2013, 139
4 Heinemann, FGPrax 2013, 139 y más adelante en el apartado III.
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vinculante. Este proceso no se vio afectado en gran medida por la reforma5 y
se describirá detalladamente más adelante (IV).

III. DIFICULTADES DE LA LEGISLACIÓN ANTERIOR

Varias deficiencias críticas del sistema judicial previo impulsaron la reforma:

1. Sobrecarga judicial: Los tribunales invertían una cantidad sustancial de
tiempo en asuntos rutinarios y no contenciosos; recursos que podrían haberse
asignado a litigios contenciosos.

2. Falta de accesibilidad: La limitada distribución geográfica de los tribunales
a menudo generaba frustración en los ciudadanos y fatiga procesal.

3. Falta de especialización: Los funcionarios judiciales carecían de la expe-
riencia especializada de los notarios en materia de valoración, planificación
sucesoria y redacción formal de instrumentos legales.

4. Divergencia a nivel estatal: Incluso antes de la reforma, algunos Estados
permitían a los notarios mediar en disputas sucesorias junto con los tribunales
(por ejemplo, Art. 38 BayAGGVG $$Código bávaro de ejecución de la
GVG$$, Art. 24 y ss. HessFGG $$Ley de Hesse sobre asuntos de jurisdic-
ción voluntaria$$), lo que indicaba una inconsistencia legal en todo el pano-
rama federal.

Estos desafíos subrayaron la necesidad de una división del trabajo diferenciada
y funcionalmente eficiente dentro de la jurisdicción voluntaria, la cual fue
abordada por la reforma de 2013.

IV. EL PAPEL DE LOS NOTARIOS TRAS LA REFORMA

El marco legal para la competencia notarial se establece en los §§ 342 y ss., y
§§ 363 y ss. de la FamFG. De conformidad con el § 342 párrafo 2 n.º 1 de la
FamFG en relación con el § 23a párrafo 3 de la GVG, los notarios tienen
competencia exclusiva en la mediación de asuntos de división de bienes. Si
bien el § 487 de la FamFG permite desviaciones específicas por parte de los
Estados federados, tales excepciones han dejado de existir en la actualidad a
nivel nacional.6

5 Preuß, DNotZ 2013, 740 (745).
6 Beck’sches Notar-Handbuch/Dietz/Sammet, § 17 Marginal 434.
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En su nueva capacidad, los notarios desempeñan las funciones que anterior-
mente correspondían a jueces, secretarios judiciales (Rechtspfleger) y secre-
tarios de actas del tribunal, razón por la cual, según el § 492 de la FamFG,
las normas pertinentes de la FamFG se aplican a las tareas notariales con res-
pecto a los asuntos de división de bienes. La notaría actúa funcionalmente
como la oficina de registro del tribunal, y los oficiales de ejecución actúan en
lugar de los alguaciles.7

La competencia territorial recae en cualquier notario cuya residencia oficial
se encuentre en el distrito del tribunal local (Amtsgericht) donde el fallecido
tuvo su última residencia habitual, o donde se encuentren los activos del cau-
dal hereditario (§ 344 párrafo 4a FamFG). Con respecto a la división de una
comunidad de bienes, según el § 344 párrafo 5 de la FamFG, la competencia
del notario está vinculada a la competencia del tribunal para el asunto matri-
monial (§ 122 FamFG). Entre varios notarios competentes, las partes involu-
cradas son libres de elegir al notario8, prevaleciendo aquel que sea requerido
en primer lugar9. En caso de que un notario territorialmente incompetente
reciba una solicitud para un asunto de división de bienes, está obligado a remitir
el asunto al notario competente (§ 3 párrafo 1, § 492 párrafo 1 FamFG).

Los procedimientos notariales en asuntos de división de bienes siguen los 
§§ 363 y ss. de la FamFG. El inicio requiere:

• La existencia de una comunidad de herederos;10

• Una solicitud de al menos una de las partes (§ 363 párrafo 1 FamFG) 
en la forma de los §§ 23, 25 de la FamFG11;

• La presentación de las partes involucradas y del caudal hereditario 
a dividir (§ 363 párrafo 3 FamFG).

El notario convoca a todas las partes a una audiencia (§ 365 FamFG) con un
aviso razonable bajo el § 32 párrafo 2 de la FamFG. En general, el período es-
tablecido por el notario no debe ser inferior a dos semanas12. Cabe destacar
que, incluso si una parte convocada no comparece, la audiencia puede conti-
nuar (§ 365 párrafo 2 FamFG), y dicha parte no necesita ser convocada nue-

7 Beck’sches Notar-Handbuch/Dietz/Sammet, § 17 Marginal 434.
8 Preuß, DNotZ 2013, 740 (745). 
9 Heinemann, FGPrax 2013, 139. 
10 Krätzschel/Falkner/Döbereiner/Krätzschel, Nachlassrecht, § 23 Recital 33. 
11 Beck’sches Notar-Handbuch/Dietz/Sammet, § 17 Recital 434 
12 Holzer ZEV 2013, 656 (659).
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vamente para una audiencia posterior a menos que lo solicite bajo el § 366
párrafo 4 de la FamFG. Si una parte no asiste sin mediar negligencia, tiene
derecho al restablecimiento de las actuaciones (reinstatement) de acuerdo con
el § 367 FamFG. 

Si se logra el consenso, el acuerdo es autenticado por el notario y resulta inne-
cesario un plan formal de partición bajo el § 368 FamFG13. Si no todas las
partes están presentes, se notifica a la parte ausente que el consentimiento se
presumirá tras un plazo establecido (§ 366 párrafo 3 FamFG), a menos que
se presente una objeción mediante apelación inmediata (§ 372 FamFG). 

En caso de que las partes no logren un acuerdo, el notario prepara un plan
de partición para su confirmación14. Si todas las partes están de acuerdo en
la audiencia, el notario confirma el acuerdo inmediatamente (§§ 366, 368
FamFG). De lo contrario, el procedimiento bajo el § 366 párrafos 3 y 4 de la
FamFG rige los pasos posteriores, culminando en la confirmación (§ 368 pá-
rrafo 1 FamFG) y la creación de un título ejecutivo (§ 371 FamFG) si todas
las partes finalmente aceptan o no presentan objeciones.15

Los notarios, al igual que los jueces, deben observar la neutralidad procesal,
garantizar el debido proceso y documentar todos los pasos procesales de mane-
ra exhaustiva. Las restricciones de los §§ 6 y 7 de la BeurkG (implicación per-
sonal del notario o de personas estrechamente relacionadas con él) también
se aplican en los asuntos de división de bienes16. Los recursos legales están
disponibles bajo los §§ 58 y ss. de la FamFG y el § 372 de la FamFG, y sirven
para proteger contra errores en la mediación.17

A pesar de la sofisticación jurídica de este modelo, su adopción práctica ha
sido modesta, ya que la facilidad con la que un solo coheredero puede obstruir
el proceso bajo el § 368 párrafo 1 de la FamFG limita su utilidad en ciertos
entornos.18

13 Beck’sches Notar-Handbuch/Dietz/Sammet, § 17 Recital 435 
14 Beck’sches Notar-Handbuch/Dietz/Sammet, § 17 Recital 435.  
15 Krätzschel/Falkner/Döbereiner/Krätzschel, Nachlassrecht, § 23 Recital 72.  
16  Beck’sches Notar-Handbuch/Dietz/Sammet, § 17 Recital 434; Ihrig, MittBayNot 2013, 352 (356).  
17 Beck’sches Notar-Handbuch/Dietz/Sammet, § 17 Recital 435; Ihrig, MittBayNot 2013, 352 (357 et seqq.)
18 Hausleiter/Schemann, FamFG, Preliminary Remarks §§ 363 et seqq. Recital 4. 
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V. CONCLUSIÓN

Esta reasignación se basa en un objetivo político coherente: distinguir entre
las tareas centrales de la misión principal del poder judicial y aquellas suscep-
tibles de delegación administrativa. La reforma aprovecha las fortalezas estruc-
turales del notariado - su neutralidad, su experiencia jurídica y su accesibili-
dad - para mejorar tanto la eficiencia como la capacidad de respuesta del dere-
cho sucesorio.

Aunque la práctica actual sugiere una adopción cautelosa, en particular de-
bido al requisito de consenso y al potencial de obstrucción, el modelo ofrece
un potencial considerable, especialmente en casos no complejos.

En última instancia, el modelo notarial previsto en los §§ 342 y siguientes y
§§ 363 y siguientes de la FamFG sirve como modelo para una administración
moderna y centrada en el ciudadano de la justicia no contenciosa.
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1. INTRODUCCIÓN

El acceso a la vivienda es un tema que preocupa y ocupa a los Estados, pero
sobre todo a los ciudadanos. Gran parte de la población mundial no llega a
poder adquirir su propia vivienda. En la búsqueda de dicho acceso, los legis-
ladores encontraron la regularización dominial. Dicha regularización es un
mecanismo legal que permite otorgar títulos de propiedad a ocupantes legítimos
de inmuebles urbanos en situación irregular. En el año 1994 se sanciono la ley
24374. La misma establece un procedimiento notarial y administrativo, el cual
veremos en el desarrollo en forma detallada, acceder al titulo de propiedad.
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Pero no se limita solo a ello, también le otorga seguridad jurídica a las perso-
nas que poseen en forma pública y pacífica, por un tiempo determinado. Este
sistema permite en Argentina que miles de personas que se encuentran en
situación de vulnerabilidad puedan acceder a su vivienda teniendo un título
valido legalmente. Lo cual promueve no solo el acceso a la vivienda sino tam-
bién lo que ello conlleva que es la inclusión social y seguridad jurídica.

Intentaremos exponer en el presente trabajo, la parte práctica de la aplicación
de dicha norma, como así también las discusiones doctrinarias que se susci-
taron a raíz de la sanción de esta ley. El rol tiene el notario en el proceso, su
impacto social y la aplicación este sistema en otros países. Analizaremos la im-
portancia de la intervención notarial como garantía de legalidad y protección
de derechos, evitando la discrecionalidad estatal y los riesgos de clientelis-
mo político.  

De esa forma lo entendió el legislador al sancionar la normativa marco en la ma-
teria en la Argentina, la Ley 24.374, en la convicción de que siendo el notario
un profesional del derecho en el ejercicio de una función pública que tiene
como principal nota su carácter fedante y la autenticidad del instrumento au-
torizado, era éste quien debía participar necesariamente del procedimiento. 

Ya transcurrido un tiempo, más de treinta años, desde la sanción de la men-
cionada ley, y tomando en cuenta la experiencia de provincias que la vienen
aplicando, como el caso de la provincia de Buenos Aires, podemos afirmar
que es justamente la intervención del escribano la que en gran medida garan-
tiza el cumplimiento de todos los requisitos de fondo y forma que exige la ley,
finalizando con la debida regularización del inmueble y sirviendo de barrera
al clientelismo político o uso indebido del sistema. 

Por su parte el notario, como profesional del derecho, no puede ser ajeno a
la realidad que vive la sociedad en la que ejerce su tarea, que muchas veces
necesita de su desinteresada intervención para dar solución a las problemáti-
cas que la afectan. 

La sanción de la Ley 24.374 asigna al escribano una tarea que mucho tiene
de profesional, pero también de social, comprometiéndolo en la asistencia a
quienes más lo necesitan, redundando, en el corto plazo en beneficio de quien
regulariza, y en el largo plazo de la sociedad toda y de la actividad del notario,
por cuanto el procedimiento implica la inserción al tráfico negocial de un in-
mueble que hasta el momento se encontraba marginado del sistema. Todo
esto se relaciona con uno de los derechos humanos más elementales: el del
acceso a la vivienda digna. 
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Así lo establece el artículo XXIII de la Declaración Americana de los Derechos
y Deberes del Hombre, incorporado a nuestra Constitución Nacional: “toda
persona tiene derecho a la propiedad privada, correspondiente a las necesi-
dades esenciales de una vida decorosa, que contribuya a mantener la dignidad
de la persona y el hogar”. En igual sentido se expresa la Declaración Universal
de los Derechos Humanos en su artículo 17, principios éstos que han sido
recogidos en el artículo 14 bis de nuestra Carta Magna. 

Más allá de las palabras de estas declaraciones, preocupa hoy en día la realidad
que se vive en asentamientos urbanos donde la población se encuentra mar-
ginada, lo que se ve acentuado por movimientos migratorios, de zonas rurales
a urbanas y de países limítrofes, y por las recurrentes crisis económicas que
ha vivido nuestro país. 

Dentro de esta realidad, nos encontramos en el ejercicio de nuestra profesión
con numerosos casos de personas que habiendo pagado un terreno o vivienda,
la escrituración de la misma ha resultado afectada ya sea por irregularidades
en sus títulos antecedentes, por el paso del tiempo y pérdida de contacto con
quienes se los vendieron, por la falta de recursos económicos para escriturar,
por desinformación sobre la necesidad de escrituración entre otros. 

Casos todos de poseedores con causa legítima, de buena fe, ininterrumpida y
pacífica que necesitan del auxilio del Estado y del notario para que actuando
conjuntamente permitan a estos acceder a su derecho a una vivienda en condi-
ciones regulares, que les permita garantizar las condiciones mínimas necesarias
para contribuir al desarrollo de las potencialidades individuales y fomentar
así la integración social de los sectores más vulnerables.

2. EL NOTARIO Y EL ACCESO A LA VIVIENDA

Nuestro país se encuentra enrolado, con muchos otros de América y Europa
en el sistema de notariado latino, de origen romano germánico. Ello otorga
a nuestros Estados un antecedente común que se traduce en la aplicación de
un régimen jurídico de base muy parecido entre estos países y que difiere en
gran medida del Common Law. 

El sistema latino en general, otorga una importancia destacable al notario en
la intervención de distintos actos y negocios jurídicos, invistiendo en este pro-
fesional del derecho la potestad fedante en el ejercicio de una función pública
delegada por el Estado. 
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De ello se desprende, que todo instrumento público emanado de un escribano
ostenta el carácter de auténtico, esto es la presunción de que su contenido y
forma es verdadero. 

En ciertos ámbitos donde la injerencia del Estado puede resultar más peligrosa
que en otras, la intervención del notario como tercero imparcial puede signi-
ficar una garantía del cumplimiento de las formas y prescripciones legales.

Dada la característica del notariado latino, con sus atribuciones y funciones,
consideramos que este es el profesional más idóneo para intervenir en los pro-
cedimientos de acceso a la vivienda y regularización dominial, siempre en co-
laboración con el Estado y trabajando conjuntamente. 

Así lo entienden no sólo los países de la región, sino también la Unión Inter-
nacional del Notariado, organismo que agrupa a Estados de todo el mundo
que aplican el sistema de notariado latino, y en cuyo seno existe un grupo de
trabajo que se dedica al estudio y análisis de la problemática del acceso a la
vivienda y titulación masiva. 

Ello demuestra la importancia que el notariado mundial brinda a la materia,
no sólo por ser de incumbencia profesional notarial sino por sobre todo por
su faceta social. A modo de ejemplo, la XIII Jornada Notarial Iberoamericana
celebrada en la República del Paraguay en el año 2008 concluyó: 

“El notariado es la opción más adecuada para llevar a cabo la función de brindar
certeza y seguridad a los derechos, ya que la ley reconoce una eficacia privilegiada al
documento que autoriza y al mismo tiempo la titulación se lleva a cabo sin merma de
la necesaria agilidad y eficacia que reclama el mercado y el tráfico jurídico. 

La participación del notario, no solamente se debe remitir a la autoría de los títulos,
al control de legalidad previo que efectúa, sino también a la función de asesor jurídico,
por tanto puede aportar su experiencia a la comunidad, en el diseño, mejoramiento y
publicación de los programas de regularización dominial”. 

3. REGULARIZACION DOMINIAL Y TITULACION MASIVA

Tomando los dos términos que nos ocupan en el presente trabajo, ¿estamos
en ambos casos frente a una misma situación o es conveniente en cambio
diferenciarlos? 
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Dicho en otros términos nos preguntamos ¿la regularización dominial implica
siempre a la titulación? 

Según establece el diccionario jurídico el término título “equivale al instru-
mento con que se acredita el derecho por cuya virtud se adquiere o posee 
una cosa. También equivale a la causa de un derecho. El titulo como causa
por la que poseemos alguna cosa, es traslativo de dominio cuando se hace a
perpetuidad”.1

Se entiende en cambio por regularizar “imponer orden o establecer ley en lo
caótico o anárquico. Organizar”.2

En la temática que nos ocupa, debemos analizar ambos términos en relación
a un tercero: lo social. 

Concluimos al respecto que la regularización dominial no se limita a lograr
la titulación entendida como la atribución de un título formal de los bienes
de los cuales de hecho se tiene ya el control3, sino que trasciende a esta. 

La regularización dominial es la regulación de la relación del ciudadano con la
tierra, que en la mayoría de los casos adquirió por instrumentos no idóneos.
Esta regularización es un proceso, el cual puede o no culminar con la titulación.4

La regularización entonces se produce no sólo con el otorgamiento de títulos
de propiedad o justos títulos sino que creemos, que la ley emplea el término
en el sentido más amplio de poner orden a una situación que lo requiere, y
que en el caso se refiere a la irregularidad dominial. 

4. EVOLUCIÓN LEGISLATIVA EN LA ARGENTINA

La problemática habitacional en nuestro país sufrió un importante agrava-
miento a partir de 1940, con los movimientos migratorios desde el interior

1 FERNÁNDEZ DE LEÓN. “Diccionario jurídico. Tomo IV”. Editorial ABECE SRL. Pag. 458. 
2 CABANELLAS GUILLERMO. “Diccionario enciclopédico de derecho usual”. Tomo VII. Ed. Helistas. Pag. 109.
3 EMANUELE CALO. “Entre realidad y utopía: el papel del notariado en la difusión de la propiedad”. Revista
Notarial del Colegio de Escribanos de la Provincia de Buenos Aires número 956. Pag. 535 
4 La titulación, en países subdesarrollados “contribuiría a paliar su pobreza”. 25 CONGRESO INTERNA-
CIONAL DEL NOTARIADO. ESPAÑA 2007. Según representantes de los 75 países participantes en el con-
greso. Se estableció que casi el 80 por ciento de la población mundial carece de escrituras de propiedad, lo que
impide demostrar que son sus dueños.” 
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del país a la ciudad de Buenos Aires en busca de mejores condiciones y 
de vida y trabajo5. 

A partir de entonces el Estado Nacional buscó, a través de distintos instru-
mentos legislativos, dar solución a la problemática habitacional. 

Mencionamos de entre estos a los siguientes, ambos antecedentes de la Ley
24.374. 

1. Regularización dominial financiera y escrituraria

Ley 24.464. Sancionada en el año 1995, la misma se plantea tres objetivos de
regularización, que debían cumplirse mediante el otorgamiento de créditos
hipotecarios a particulares. 

El dominial, dando el título de propiedad a quien se le había adjudicado la
vivienda mediante la contratación de un préstamo y evitando así las sucesivas
cesiones de meros derechos personales; el financiero, logrando la garantía
hipotecaria, que podría luego comercializar; y el escriturario, poniendo el bien
en cabeza del adquirente, pero además, insertándolo dentro del comercio ju-
rídico inmobiliario y comenzando a tributar impuestos.6

A tales efectos la ley creaba el Fondo Nacional de la Vivienda (FONAVI), desti-
nado financiar la obra y construcción de viviendas y proyectos de urbanización. 

Las provincias argentinas fueron adhiriendo a la ley y creando los Institutos
Provinciales de la Vivienda, que finalmente celebraron con los Colegios Nota-
riales de cada demarcación convenios tendientes al cumplimiento de los fines
de la ley y la creación de nóminas de notarios encargados de la escrituración. 

Muchos fueron los inmuebles que lograron ser regularizados por medio de
este sistema, que luego quedó en desuso al tornarse lento y burocrático cuan-
do los Institutos Provinciales tomaron a su cargo la totalidad de la ejecución
del programa. Hoy son pocas las demarcaciones en que se continúa su uso. 

5 FERREARI DE SOLARI DEL VALLE, Ema B; COLINAS, Cludina A, BASANTA, Luis Felipe, GOMEZ,
Néstor Osvaldo. “Titulación de contenido social y regularización dominial en la República Argentina”. Revista
Notarial Colegio de Escribanos de la Provincia de Buenos Aires número 959, pág. 409. 
6 Ob. Cit. 5, pág. 413.
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2. Banco Hipotecario Nacional:

El Banco Hipotecario instrumentó en numerosas ocasiones planes de créditos
hipotecarios a tasas muy convenientes y a largo plazo, que permitían a perso-
nas de escasos recursos y de clase media acceder a una vivienda. 

A medida que los planes se fueron desarrollando, el Banco Hipotecario finan-
ciaba la construcción de edificios y complejos habitacionales, que luego se es-
crituraban a favor de particulares. 

Las posteriores demoras en aprobación de planos y autorizaciones municipales
para la construcción de estos edificios retrasaban la entrega de la posesión al
beneficiario, y por tanto dificultaban el otorgamiento de la hipoteca, haciendo
que el sistema cayera en desuso. 

En el año 2012 se anunció por parte del Gobierno Nacional la puesta en mar-
cha de un nuevo plan a través del Banco Hipotecario Nacional. 

Denominado PRO.CRE.AR BICENTENARIO proyecta la entrega de crédi-
tos hipotecarios a través de un sistema de sorteo para la construcción, amplia-
ción, terminación y refacción de viviendas únicas, como así también para
adquirir aquellas que son construidas por el Programa a través de desarrollos
urbanísticos. 

El financiamiento del sistema se realizará con la participación de diferentes
organismos públicos, entre ellos ANSES y el Ministerio de Economía y Fi-
nanzas Públicas, como así también otros inversores privados interesados. 

Las líneas de crédito son de dos tipos, dependiendo de si el beneficiario tiene
ya su terreno (se otorga el crédito para la construcción) o si no lo tiene (se
otorga el crédito para su compra). 

Las sucursales del Banco Hipotecario de cada demarcación llevan una nómina
de escribanos que son los habilitados a firmar el otorgamiento de los créditos. 

5. ASPECTOS GENERALES Y APLICACIÓN
DE LA LEY EN LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES

Sancionada el 7 de septiembre de 1994, la norma establece el procedimiento
de la regularización de inmuebles destinado a toda persona que cumpliera
con los requisitos enumerados, buscando dar soluciones concretas a quienes
accedieran al sistema. 

218



RIN 134

Cabe transcribir al respecto las palabras del entonces Senador Nacional López
de Zabalia que en el debate parlamentario de fecha 2 diciembre de 1993 "obro
con la plena conciencia de que este proyecto de ley encaja dentro de un mecanismo de
relojería, porque es un mecanismo de relojería el que requiere el civilista respecto de la
adquisición del dominio por actos entre vivos y su oponibilidad ante terceros". 

La ley, establece que serán beneficiarios de esta ley, las personas que acredi-
ten posesión pública pacífica y con causa lícita tres años antes al 1 de enero
de 2009.

En una primera instancia se realiza en su artículo primero establece: “gozarán
de los beneficios de esta ley los ocupantes que acrediten la posesión pública, pacífica y
continua, durante tres años con anterioridad al 1° de enero de 2009, y su causa lícita,
de inmuebles urbanos que tengan como destino principal el de casa habitación única
y permanente, y reúnan las características previstas en la reglamentación”.

Se desprende en consecuencia que como primer requisito se exige del bene-
ficiario acreditar posesión, con causa lícita, pública y pacífica del inmueble
con anterioridad al año 2009.7

Claros resultan los conceptos de posesión pública, pacífica y continua; pero
¿qué se entiende por causa lícita a los efectos de la ley? 

Varias son las opiniones doctrinarias al respecto. Nos adherimos a la que en-
tiende por causa lícita, no sólo a la que tiene como origen un boleto de com-
praventa o contrato de cesión de derechos posesorios, sino también a la que
resulta del cumplimiento del plazo veinteañal de prescripción adquisitiva, en
virtud de lo normado por el Código Civil Argentino en su artículo 1899 “Pres-
cripción adquisitiva larga. Si no existe justo título o buena fe, el plazo es de
veinte años. No puede invocarse contra el adquirente la falta o nulidad del tí-
tulo o de su inscripción, ni la mala fe de su posesión.  

En consecuencia, podrá acceder al beneficio de acuerdo a la ley toda perso-
na que ostente boleto de compraventa, cesión de derechos posesorios, o
cualquier otro instrumento que acredite buena fe en su posesión, o que po-
sea el inmueble por cualquier causa por más de veinte años a la fecha de ini-
ciar el procedimiento.  

7 El artículo primero fue reformado a los efectos de actualizar la fecha des posesión
Por la ley 27118 artículo 35del año 2015.
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Cabe aclarar que la ley solo se aplica a la regularización de inmuebles urbanos,
dejando de lado a los rurales; y que tengan como destino el de vivienda única
y de ocupación permanente del beneficiario, imposibilitando así regularizar
más de un inmueble por persona o los que tienen destino de uso comercial.

El artículo segundo hace referencia a los sujetos que pueden acogerse a los
beneficios de la ley : “podrán regularizar: a) Las personas físicas ocupantes origi-
narios del inmueble de que se trate; b) El cónyuge supérstite y sucesores hereditarios del
ocupante originario que hayan continuado con la ocupación del inmueble; c) Las per-
sonas, que sin ser sucesores, hubiesen convivido con el ocupante originario, recibiendo
trato familiar, por un lapso no menor a dos años anteriores a la fecha establecida por
el artículo 1º, y que hayan continuado con la ocupación del inmueble; d) Los que, me-
diante acto legitimo fuesen continuadores de dicha posesión”. 

Además del cónyuge supérstite y herederos del ocupante original continua-
dores de la posesión, la ley permite también acceder al régimen a toda persona
que sin ser sucesor haya recibido trato familiar, por el plazo indicado, incor-
porando así al conviviente del beneficiario al sistema. 

El artículo tercero establece la gratuidad del procedimiento, aclarando una
vez más el fin social del sistema. 

En la provincia de Buenos Aires, se estableció además que las escrituras de
regularización se encuentran exentas de tributar impuesto a la transmisión
de bienes inmuebles y el impuesto de sellos, de acuerdo a lo normado por las
leyes 12.387 del año 1999 y 13.610 del año 2006. 

Asimismo, y demostrando su compromiso con el régimen de regularización,
y a través de distintos convenios suscriptos con la Subsecretaría Social de Tie-
rras de la provincia, el Consejo Directivo del Colegio de Escribanos bonae-
rense ha reducido los aportes que deben realizar todos los notarios titulares,
interinos o colaboradores de los registros de regularización dominial, como
así también resolvió disminuir al cincuenta por cuento el costo de las fojas
notariales utilizadas para dichas escrituras. 

Siguiendo en el ámbito de la provincia de Buenos Aires, la ley 24.371 fue
reglamentada por los Decretos 2815/96 y 3237/02, que, entre otras cues-
tiones, crearon la autoridad de aplicación de norma: la Subsecretaria Social
de Tierras y Urbanismo de la Provincia de Buenos Aires. 

En el ámbito de la provincia de Buenos Aires, y según datos suministrados
por el Colegio de Escribanos, las cifras que arroja el sistema entre los años
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2010 al 2020, instrumentado son las siguientes: escribanos regularizados 568.
Escrituras de Regularización 82.676 y escrituras de consolidación 69.781. 

6. EL PROCEDIMIENTO DE REGULARIZACION

Habiendo abordado los requisitos generales de la norma y sus características
principales pasamos ahora a analizar su procedimiento. 

El mismo se encuentra dividido en dos etapas: la primera, la regularización,
que finaliza con el otorgamiento del acta notarial que acredita el cumplimien-
to de los requisitos de la ley por parte del beneficiario; y la segunda la conso-
lidación del dominio, a la que se accede transcurridos los diez años de la ins-
cripción del acta mencionada y que finaliza con la inscripción registral defi-
nitiva del dominio a nombre del beneficiario. 

El procedimiento se encuentra regulado en el artículo sexto y siguientes de la
ley, que exigen al beneficiario, a los efectos de iniciar el procedimiento, pre-
sentar al notario interviniente una solicitud de acogimiento al régimen de la
ley y prueba documental que acredite el cumplimiento de los requisitos esta-
blecidos en los artículos 1 y 2. 

Una vez iniciado el trámite y luego de la evaluación de la documentación, el
escribano debe solicitar cédula y plancheta catastrales e informe de dominio
a los efectos de identificar el inmueble. 

Si de la documentación solicitada puede individualizarse al titular registral
de dominio y su domicilio, el notario debe enviar carta documento a todos
los titulares por separado, además de proceder a publicar edictos. 

En caso de desconocer el domicilio del titular, debe oficiar a la Cámara Elec-
toral a efectos de conocer su último domicilio y cumplir con el envío de la
cara documento. 

En el supuesto de que el titular de dominio se presentare, este tiene el derecho
de ejercer su defensa. 

Pueden resultar dos situaciones:

En caso de que el titular registral se oponga, se detendrá el trámite, siempre
que el motivo de la oposición no sea por saldo de precio o por impugnaciones
a los procedimientos, autoridades o intervenciones dispuestas por la ley, caso
en que el trámite continuará, debiendo oponente reclamar judicialmente.
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En caso de que el titular de dominio reconociera el derecho del beneficiario
a regularizar, se aplica por lo normado en el inciso h) del artículo que dice:
“si el titular del dominio prestase consentimiento para la transmisión en favor del peti-
cionante, la escritura se realizará conforme a las normas de derecho común, siendo de
aplicación las exenciones y beneficios previstos por el artículo 3, los que se otorgasen
en la reglamentación y las que se dictasen en las respectivas jurisdicciones”. Se prevé
así el otorgamiento de una escritura de transmisión de dominio ordinario a
nombre del beneficiario con aplicación de exenciones y beneficios de carácter
social, debiendo el escribano solicitar certificados de dominio e inhibiciones,
y certificado catastral e inscribir la misma en el Registro de la Propiedad como
cualquier otro acto registral.  

Volviendo al tramite de regularización, el escribanos además de pedir los infor-
mes o notificar a los titulares deber realizar dos relevamientos: uno social, que
tiene como fin ver quien vive en la casa. Y un relevamiento técnico, a los efec-
tos de constatar las características de la propiedad y del barrio o zona donde
se ubica, como acceso a vías principales, proximidad de transporte público,
asfalto, redes cloacales y de gas, de todo lo cual resulta una planilla catastral
que determina la valuación del inmueble a efectos del pago del 1% sobre el
valor que debe realizar el beneficiario, en cumplimiento de lo que establece
la ley, delegando en las provincias su reglamentación. 

En territorio bonaerense, el beneficiario debe depositar dicho importe en el
Banco de la Provincia de Buenos Aires, mediante el pago de boletas que le
entrega el escribano a través de un sistema organizado por el Colegio de Escri-
banos de la Provincia de Buenos Aires, en el cual los escribanos regulariza-
dores deben también cargar todo expediente de regularización y consolidación
que inician. 

Una vez concluido el expediente, que actualmente es digital, cumplimentados
todos los requisitos, y vencido el plazo de 30 días que establece la ley, se envía
toda la documentación a la Subsecretaría Social de Tierras de la provincia,
conjuntamente con un modelo borrador de la escritura, para su control y
visado por el organismo de control. En caso de no haber observaciones, o de
haberlas, solucionadas las mismas, el escribano procede a autorizar la escritura
acta Ley 24.374 de cumplimiento de los requisitos formales de acogimiento
al régimen con la firma del beneficiario.8

8 Respecto del requisito de los 30 días, en autos “Felix Antonio Vicente c/ sucesión de Benito Curkovic s/ Nuli-
dad de Escritura Pública. 4/09/2009 se expresó: “La Cámara Civil y Comercial Sala III de Mercedes en la causa
de referencia confirmó la sentencia de primera instancia que desestimó la demanda de nulidad porque consideró
que: “el actor tenía 30 días, desde la notificación por edictos, radiales y personal que se realizó, para oponerse
a la escritura, y no lo hizo”. 
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Dicha escritura debe inscribirse en el rubro de titularidades de la matrícula
del inmueble obrante en el registro de la Propiedad Inmueble, a los efectos
del cómputo del plazo de los 10 años que establecía el artículo octavo de la ley:
"La inscripción registral a que se refiere el inciso e) del artículo 6º producirá los efectos
de inscripción de título a los fines del inicio del cómputo del plazo de prescripción del
artículo 3999 del Código Civil. Quedan a salvo todas las acciones que correspondan
a los actuales titulares de dominio, inclusive, en su caso, la de expropiación inversa". 

Según redacción original del artículo octavo, pasados los 10 años desde el acta
de regularización, el beneficiario debía iniciar un proceso judicial de usuca-
pión breve a efectos de consolidar su dominio, lo cual entendemos, producía
un efecto adverso a los fines de la ley, ya que judicializaba el trámite, ocasio-
nando demoras y encareciendo el proceso. 

Fue por el ello, que el mismo fue modificado en el año 2003 con la sanción
de la Ley 25.797 quedando redactado de la siguiente forma: “ La inscripción
registral a que se refiere el inciso e) del artículo 6 se convertirá de pleno derecho en do-
minio perfecto transcurrido el plazo de diez años contados a partir de su registración.
Los titulares de dominio y/o quienes se consideren con derecho sobre los inmuebles que
resulten objeto de dicha inscripción, podrán ejercer las acciones que correspondan in-
clusive, en su caso, la de expropiación inversa, hasta que se cumpla el plazo aludido”.

En el año 2006 se dictó el Decreto Provincial número 181/2006, a efectos de
reglamentar dicha reforma, por el cual se estableció la forma de realizar la se-
gunda parte del procedimiento, la consolidación del dominio, que se produce
de pleno de derecho una vez vencido el plazo decenal. 

A tales efectos, el beneficiario debe comparecer ante cualquier notario de Re-
gistro de Regularización Dominial de su Partido, con la escritura acta de regu-
larización en original. 

El notario inicia un nuevo expediente, debiendo solicitar informe de domi-
nio, cédula y plancheta catastral, cumplimentado lo cual redactará una nueva
escritura en la cual hará constar el vencimiento del plazo decenal y el reco-
nocimiento de la autoridad de aplicación por el cual se consolida el dominio
a nombre del beneficiario, que obtiene así, una vez inscripto en el registro, su
título definitivo de dominio. 

En el caso de que el beneficiario original hubiera fallecido antes del cumpli-
miento del plazo decenal, concurrirán a consolidar sus herederos, acreditando
la calidad de tales con las partidas correspondientes para acreditación de los
vínculos y el fallecimiento del primero. La inscripción dominial se hará a
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nombre del beneficiario original, debiendo luego sus herederos iniciar el pro-
cedimiento sucesorio de forma ordinaria. 

Cabe aclarar que la inscripción de esta segunda escritura en el Registro de la
Propiedad Inmueble produce la cancelación de la anterior matrícula del in-
mueble, generando una nueva, en la que deberán volcarse todas las restric-
ciones de dominio que correspondan al beneficiario, y por la que quedarán
extinguidas y canceladas todas las que fueran del anterior titular dominial. 

Concluimos en destacar la importancia de la actividad conjunta y permanente
en el proceso de regularización tanto de los notarios regularizadores, como
de la autoridad de aplicación, municipios, Registro de la Propiedad Inmueble
y Catastro Territorial. 

Intentando de esta forma agilizar el procedimiento, abreviando plazos, solu-
cionando inconvenientes, para poder brindar así a quienes acceden al régi-
men, una solución efectiva tanto desde el punto de vista jurídico como de
inclusión social. 

7. NATURALEZA JURÍDICA

Ahora bien, habiendo analizado el procedimiento establecido en la ley, cabe
preguntarnos ¿cuál es la naturaleza jurídica del derecho que emana de la misma?

Cuando autorizamos la escritura acta de cumplimiento de los requisitos para
el sometimiento al régimen de la ley, ¿nos encontramos con un derecho perso-
nal, un título imperfecto, un dominio revocable o un derecho real innominado? 

De entre todas estas teorías, la del derecho personal es la que predomina en
jurisprudencia, mayoritaria al menos hasta la mencionada reforma al artícu-
lo octavo. 

Se manifestó al respecto que lo que se otorga es el reconocimiento de la pose-
sión y el cumplimiento de los requisitos de la ley. Actúa como justo título a
los efectos del Código Civil y Comercial de la Nación.9

9 “La escritura de Regularización dominial aportada por el actor… no constituye título de adquisición suficiente
para configurar dominio-pleno o imperfecto,” y al no ser titular del derecho real de dominio carece de acciones
reales. Cámara de apelaciones en lo civil y Comercial de Lomas de Zamora Sala III, Autos” Oviedo, Domingo
c/ Baez, Adolfo Zacarías s/Reivindicación” 
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Pero para la jurisprudencia mayoritaria asimismo el justo título no otorga al
beneficiario la acción reivindicatoria. 

En autos “TORREZ, Humberto Oscar c/TORRES MARIO PASCUAL Y OTRO
S/REIVINDICACIÓN” tanto el Juez de Primera Instancia y la Cámara Civil
y Comercial de Junín, realizaron un análisis completo de la ley y el Código
Civil, y concluyeron en rechazar dicha acción por entender que no es la que
le corresponde al beneficiario de la ley 24374. 

Luego de la reforma del artículo octavo, la jurisprudencia sigue sosteniendo
la teoría del derecho posesorio, aunque ya no mayoritariamente. 

Al respecto la doctrina se encuentra dividida. 

Algunos autores establecen que al decir la norma que la inscripción del acta
implicará la conversión de pleno derecho del dominio perfecto, concluyen lo
que hasta entonces tenía el beneficiario era un dominio imperfecto y no un
derecho posesorio. 

Así lo dispuso también la Cámara en lo Civil y Comercial, Sala I del Depar-
tamento judicial de La Matanza en un proceso de desalojo iniciado por un
Beneficiario de la Ley 24.374, contra ocupantes del inmueble regularizado,
manifestando que se trata de un derecho real de dominio imperfecto.10

Otros autores comparten esta teoría agregando que además de dominio im-
perfecto, el mismo sería revocable. 

La última de las teorías es la que entiende que estamos frente a un nuevo
derecho real que tomaría la forma de un “cuasi dominio”, produciéndose un
desmembramiento del mismo. 

Adherimos a la teoría según la cual lo que surge de la firma del acta de some-
timiento al régimen de la ley es un derecho personal, no obstante lo cual tam-
bién consideramos que sería propicio de lege ferenda que la misma norma
aclare en su articulado frente a que tipo de derecho nos encontramos a efectos
de otorgar al beneficiario mayor seguridad jurídica. 

10 Autos “VARELA, Enriqueta elena c/VARELA, Verónica y otro s/Desalojo” Sala I Depatamento Judicial de
la Matanza. Fecha 27/05/2010.
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El único argumento que podría contrariar la teoría del derecho posesorio es
el hecho de que el Registro de la Propiedad no procede a inscribir derechos
sino títulos, y el resultante del acta de regularización debe inscribirse. 

Sin embargo no podemos dejar de mencionar, que la misma ley registral es-
tablece en su artículo 2 inciso c) que tendrá también vocación registral todo
documento establecido por leyes nacionales o provinciales, resultando en-
tonces el instrumento obtenido por el procedimiento de regularización do-
minial una excepción que podría encuadrar en ese inciso de la ley. 

8. LA REGULARIZACION COMO 
CAUSA DE ADQUISICION DEL DOMINIO

Los modos de adquisición de los derechos reales en nuestro ordenamiento
jurídica se clasifican en tres categorías: a) Por actos entre vivos y por disposi-
ción de última voluntad; b) a título universal y a título singular y c) por los
modos originarios y por los modos derivados, nos referiremos a estos últimos. 

En las adquisiciones derivadas intervienen al menos dos partes, por la cual
una titular del derecho se desprende del mismo en favor de otra. 

Las adquisiciones derivadas pueden clasificarse en: i) adquisiciones derivadas
por actos entre vivos: (p. ej.: compraventa, permuta, donación, etc.); o ii)
adquisiciones derivadas por causa de muerte (p. ej.: la adquisición por el
heredero o por el legatario). La adquisición originaria no reconoce trans-
misión antecedente, operándose la adquisición del derecho real en cabeza del
sujeto en forma autónoma y primigenia. Son ejemplos de modos originarios
la usucapión y regularización dominial, entre otros reconocidos por nuestro
ordenamiento. 

La regularización dominial constituye un modo excepcional de adquisición
del dominio de un inmueble urbano donde destinado a vivienda o producción
del ocupante o poseedor no vicioso. 

Se sostiene que, la causa legal de esta adquisición es la ocupación, posesión
sin vicios, por lo que la doctrina se ha inclinado a tratarlo como un supuesto
de prescripción breve, una prescripción adquisitiva especial. Kiper lo trata de
manera conjunta con el instituto de la prescripción adquisitiva por la asimi-
lación de sus efectos. 
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En términos generales, se diferencia de la prescripción adquisitiva por la exis-
tencia de un proceso extrajudicial, y en especial de la prescripción breve,
porque ésta verdaderamente más que un modo de adquirir representa un
modo de subsanar una situación jurídica determinada. El derecho a regulari-
zar se cristaliza al momento de su solicitud al acreditar los extremos legales y
se vuelve oponible a terceros desde su toma de razón por el registro inmobiliario. 

No siendo un justo título, como supone Calegari De Grosso la adquisición
no se retrotrae al día del acta de regularización sino al momento en que se
cumple el plazo del art. 8 de la Ley 24.374, momento en el que operará la
adquisición del dominio perfecto del inmueble. 

9. LA ADQUISICION DEL DOMINIO
Y EL CARÁCTER DEL BIEN ADQUIRIDO

El art. 8 de la Ley 24.374 establece la consolidación del dominio al cumplirse
los 10 años de la inscripción registral del acta de posesión o cumplimiento de
requisitos de ley. Hasta ese momento, el beneficiario era poseedor con la ex-
pectativa de convertirse en titular de dominio, lo que sucederá a los 10 años
de la inscripción registral del acta de regularización. 

Para una postura, que compartimos, el bien tiene el carácter de propio (art.
464, inc.a), ganancial (art. 465, inc. a) o personal (si hubieran optado por régi-
men de separación para el último caso) según el estado civil al momento en
que el beneficiario comenzó a poseer y no al momento en que se cumplieron
los 10 años en que el dominio se consolidó. Por ejemplo, si una persona tiene
boleto de compraventa o posesión siendo de estado civil casada, y ahora es
viuda odivorciada al cumplirse los 10 años puede considerarse ganancial. 

Sin embargo, otros sostienen que, sin perjuicio de las disposiciones del CCCN
en cuanto a que el bien tiene el carácter conforme el estado civil que se tenga
al momento en que el beneficiario comenzó a poseer, en el caso de la regulari-
zación dominial, dado su carácter excepcional, se entiende que esa situación
no es suficiente para adquirir el dominio, y en consecuencia, el bien tendrá
el carácter de propio, ganancial o personal, al momento en que esa posesión
se torna eficaz, es decir, al momento en que se cumplieron los 10 años. Por
ejemplo, si una persona comenzó a poseer siendo casada y cuando se adquiere
tal derecho por la relación de poder, ya era divorciada, ese bien será propio. 
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10. CESIÓN DE DERECHOS DEL ACTA LEY 24.374

Como todo derecho, los emergentes del acta ley 24.374 pueden ser cedidos
por sus titulares. 

Las cesiones deben realizarse por escritura pública, no siendo necesario que
las mismas sean otorgadas por ante notarios regularizadores. Cualquier es-
cribano de registro puede proceder a su autorización. 

A efectos de su instrumentación deberán solicitarse informes de dominio y
de inhibiciones, para asegurarse que el acta ley 24.374 obre inscripta en la ma-
trícula del inmueble, que no haya transcurrido el plazo de los diez años y que
el beneficiario no esté inhibido a efectos de ceder. 

Como ya expresamos nos enrolamos en la postura de que el derecho que
adquiere el beneficiario es un derecho personal, pero entendemos que a los
efectos de dar seguridad jurídica al que adquiere estos derechos, el escribano
deberá tomar todos los recaudos necesarios, actuando en forma diligente con
su función. 

La modificación del artículo octavo de la ley, al establecer la consolidación
de pleno derecho resultante del cumplimiento del plazo decenal, imposibilita
la realización de cesiones de derechos emergentes de la ley con posterioridad
al vencimiento del plazo. 

Habiendo el beneficiario consolidado de pleno derecho su dominio, debe rea-
lizar el acta correspondiente a su nombre, pudiendo posteriormente transmitir
el inmueble por los procedimientos ordinarios. 

A pesar de esto, y ante el obrar del Registro de la Propiedad Inmueble de la
Provincia de Buenos Aires que seguía inscribiendo cesiones otorgadas con
posterioridad al transcurso de los diez años, en el año 2011 se dictó la DTR
2/2011 por la cual se reguló el procedimiento de la consolidación y se estable-
ció que solo se inscribirían en el registro cesiones de derechos de la ley dentro
de los diez años transcurridos hasta la consolidación. 

11. NORMATIVAS PROVINCIALES

Varias son las provincias argentinas que cuentan a la fecha con normas locales
que regulan la materia. 
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En la provincia de La Pampa se reglamentaron las leyes 1.589, 1.617, 1.647, y
1.718 estableciendo la permanencia del sistema de regularización dominial
mediante la ley 1.796, ya que dichas leyes lo implementaban como un sistema
de excepción. 

En la provincia de La Rioja, se sancionó en la ley provincial 8.700, que regula
la forma de adjudicación de las viviendas construidas por el estado provincial,
su autoridad de aplicación y distribución de fondos. 

En la provincia de Santa Fe, se reglamentó y se aplica la ley nacional 24.374.
Utilizando un sistema similar al de la provincia de Chaco donde se sancionó
la ley provincial 6.172, recientemente modificada por la ley 7.005, mediante
las cuales se crean los Registros Únicos de Hábitat, a los efectos de que los ad-
judicatarios de tierras se presenten a fin de regularizar. 

La provincia de Salta, también reglamentó la ley nacional otorgándose en la
actualidad actas de regularización, pero a diferencia de la Provincia de Bue-
nos Aires, donde como vimos el notario interviene desde el inicio del trámi-
te, el expediente lo tramita en la autoridad de aplicación, quien una vez
concluido el proceso, le estrega el expediente al escribano para que autorice
la escritura. 

En la provincia de Corrientes se sancionó la Ley 5.836 en el año 2008, la cual
establece el procedimiento para regularización ordinaria de asentamientos en
todo el territorio provincial y especial en áreas suburbanas, chacras y rurales.

Por último la provincia de Neuquén sancionó la ley 2.660 creando el Minis-
terio de Desarrollo Territorial, que originó las Unidades de Regularización
Dominial, en las que se desarrolla el expediente administrativo. Luego de
cumplimentados todos los requisitos y cumplidos los 30 días sin oposición,
la unidad envía el expediente para que la autoridad de aplicación dicte una
resolución, ordenando la regularización, que le es entregada al escribano que
designe el beneficiario a los efectos proceder a la escrituración. 

Todavía son varias las Provincias que no han reglamentado para su aplica-
ción la ley 24374, pero utilizan otras leyes nacionales, como la 24.320, o la
10.830 para la escrituración o adjudicación de parcelas, chacras o vivien-
das sociales. 
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12. TITULACIÓN EN LA PROVINCIA
DE BUENOS AIRES. LEY 14.449

En el mes de noviembre del año 2013, se sancionó en la Provincia de Buenos
Aires la ley 14.449, llamada de Acceso Justo al Hábitat. 

La misma aborda tres temas fundamentales.

El primero, la expropiación por parte de los municipios de los lotes que per-
manezcan sin construcción por más de cinco años, llamados ociosos; el se-
gundo, la regularización de asentamientos y el tercero la contribución del diez
por ciento (como mínimo), sea en dinero o en tierras, por parte de los dueños
de loteos privados a los municipios del valor del emprendimiento que inician. 

La normativa tiene fundamentos sociales, y como base principal la de conti-
nuar implementando soluciones habitacionales en la provincia. 

Sin detenernos en detalle en el análisis de la norma, por exceder los alcances
del presente trabajo, sí debemos mencionar que respecto a la expropiación
de lotes denominados ociosos, la ley no habría de ser funcional al fin proyec-
tado, por cuanto consideramos demasiado breve el plazo de cinco años es-
tablecido, teniendo en cuenta el caso de particulares que adquieren lotes para
construcción de su vivienda única y sin ánimo de lucro, y que no pueden co-
menzar la edificación antes del vencimiento del plazo. Tampoco se establece
en la normativa cómo se realizará la adjudicación de esos lotes. 

La segunda característica cuestionable, es la delegación del trámite de escri-
turas en la Escribanía General de Gobierno, lo que obligaría a los beneficia-
rios a recurrir a un proceso administrativo, lento y costoso, cuando el mismo
podría hacerse en los Registros Notariales de Regularización Dominial con
intervención de la Subsecretaría Social de Tierras y Urbanismo. 

13. DERECHO COMPARADO
Modelos Internacionales y Países con Intervención Notarial en Usucapión

En distintos países, la regularización dominial y la usucapión han seguido
modelos diversos, algunos con intervención notarial y otros sin ella. A con-
tinuación, se presentan algunos ejemplos relevantes: 
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Brasil 
El Estatuto de la Ciudad (Ley 10.257/2001) permite la usucapión especial ur-
bana, reduciendo el tiempo necesario para adquirir la propiedad a cinco años
en casos de interés social. Además, permite la usucapión colectiva, facilitando
la regularización de asentamientos enteros. También cuenta con la figura de
la usucapión extrajudicial, donde el notario interviene al inicio del proceso
para certificar la posesión, y luego el trámite pasa a la instancia registral para
su control. 

Colombia 
La Ley 388/1997 establece que la propiedad debe cumplir una función social,
permitiendo la expropiación de terrenos ociosos para regularización de asen-
tamientos. También se han implementado planes de titulación masiva en coor-
dinación con organismos públicos y privados. No cuenta con un proceso de
usucapión notarial regulado. 

México 
El país ha desarrollado programas de titulación con intervención estatal y no-
tarial. La usucapión extrajudicial es un proceso administrativo tramitado por
los organismos de vivienda estatales con intervención notarial en la fase final. 

Puerto Rico 
El notariado del país está trabajando junto al Departamento de Vivienda en
la instauración del proceso de usucapión en despacho notarial. El proyecto
contempla la publicación de edictos en periódicos, la participación del Mi-
nisterio Público en la tramitación y que la escritura final de regularización
dominial se realice ante notario con inscripción registral posterior. 

14. CONCLUSIONES

En todos estos años en los cuales se aplicó y se sigue aplicando la ley en análi-
sis, podemos afirmar que la intervención del notario es lo que llevó a la baja
litigiosidad que tiene el proceso de Regularización dominial. Realmente es
un proceso que asegura el derecho de defensa del titular dominial y/o de sus
herederos, pero sobre todo garantiza la seguridad jurídica tanto para el bene-
ficiario de la ley como para la sociedad. Asegurando el procedimiento de regu-
larización de bienes inmueble y permitiendo así su incorporación en el mer-
cado inmobiliario. 
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Si bien el procedimiento tiene parte administrativa, el expediente se realiza
íntegramente en la escribanía con la intervención en todas sus etapas del no-
tario. Garantizando así el cumplimiento del proceso. 

Dentro de su esquema de aplicación, intentando articular la labor de todos
los actores involucrados en el proceso (autoridad de aplicación, Registro de
la Propiedad, Catastro Territorial y notariado) la normativa ha posibilitado
la regularización de la situación en que se encontraban numerosos sujetos
afectados por problemas habitacionales, no sólo redundando en un beneficio
personal para estos últimos, sino también para la sociedad toda, por cuanto
estos inmuebles se incorporan al mercado inmobiliario creando mejores
condiciones sociales. 

Desde la sanción de la ley, el notariado ha desarrollado un grado de compro-
miso importante para con el sistema, demostrando así no estar ajeno a la rea-
lidad imperante en la sociedad en la ejerce su tarea, y fomentando el carácter
social de la misma. 

Como todo marco normativo, el sistema tiene sus aciertos y errores. Por la
experiencia de estos años, y los resultados alcanzados y considerando que son
más los primeros que los segundos, creemos en las virtudes del sistema creado
por la mencionada ley, que aun pudiendo perfeccionarse, ha permitido a
muchas personas ver concretado su derecho de acceso a la vivienda digna. 

Por último, queremos destacar que la regularización no solo le otorgar el título
al beneficiario, sino que le da dignidad, le da futuro. En esta época donde se
habla tanto de inteligencia artificial, y de la digitalización, que por su puesto
son el futuro, nos estamos olvidando o estamos postergando algo esencial, el
acceso a la vivienda que cada vez es más difícil. Y no solo en nuestro país sino
a nivel mundial, se estima según un informe de la ONU que existen alrededor
de 1800 millones de personas que carecen de vivienda adecuada y esa cifra
lamentablemente está en aumento. Desde el notariado no podemos mirar pa-
ra otro lado, tenemos la obligación y también la necesidad de contribuir para
que estas cifras cambien. 
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EL NOTARIADO PUERTORRIQUEÑO COMO
REFERENTE EN PROCESOS DE RECUPERACIÓN
ANTE DESASTRES NATURALES BAJO EL MARCO

DE LA DESJUDICIALIZACIÓN

LILLIANNE MUÑIZ MARIANI / NOTARIA EN PUERTO RICO

1. INTRODUCCIÓN

Puerto Rico, archipiélago localizado entre el océano Atlántico del Norte y el
Mar Caribe, es un territorio no incorporado de los Estados Unidos de Norte
América. Su ubicación geográfica le ha hecho susceptible de recibir, de forma
recurrente, el embate de distintos desastres naturales. Un desastre natural ha
sido definido por la Oficina de las Naciones Unidas para la Reducción del
Riesgo de Desastres como “una interrupción grave del funcionamiento de una
comunidad o sociedad a cualquier escala, debido a eventos peligrosos que in-
teractúan con condiciones de exposición, vulnerabilidad y capacidad, lo que
lleva a una o más de las siguientes consecuencias: pérdidas e impactos humanos,
materiales, económicos y ambientales”.1

En la última década, Puerto Rico fue afectado significativamente por huracanes,
temblores y terremotos. Debido a ello, la vida social, económica y moral de sus
ciudadanos se ha visto afectada significativamente. Específicamente, el paso de
los huracanes Irma y María durante el mes de septiembre de 2017, los temblores
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1 United Nations Office for Disaster Risk Reduction. The Sendai Framework Terminology on Disaster Risk 
Reduction. "Disaster" (2017), https://www.undrr.org/terminology/disaster.
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a finales del año 2019 y el más intenso de varios terremotos ocurridos en el
área suroeste de la isla, acontecido a principios del año 2020, provocaron que
el Gobierno del país tuviera que identificar soluciones para atender de forma
ágil y costo-efectiva las necesidades apremiantes de recuperación de la
población. En particular, el gobierno dio énfasis a lograr que sus ciudadanos
tuvieran acceso a fondos federales para la reconstrucción y rehabilitación de
las viviendas afectadas por estos desastres. Simultáneamente, surgieron grupos
de asistencia legal autogestionados para facilitar a los ciudadanos la obtención
de los documentos legales requeridos por las agencias federales para el desem-
bolso individual de los fondos federales disponibles.2

En este contexto, la Legislatura del país aprobó la “Ley especial para acelerar
los procesos para otorgar títulos de propiedad bajo el Programa de Auto-
rización de Títulos adscrito al Departamento de la Vivienda”, (Ley 118-2022).3

Esta legislación, de carácter temporero y limitada a los damnificados de los
desastres naturales acontecidos durante la pasada década, confiere facultad a
los Notarios para autorizar Actas de Notoriedad sobre expediente de domino,
usucapión, reanudación de tracto sucesivo y constitución de derechos de su-
perficie. Esta intervención notarial, enmarcada en el ámbito de la desjudicia-
lización y bajo el marco de los asuntos no contenciosos, permite a los ciuda-
danos lograr la inscripción de títulos de forma expedita.

Esta ponencia propone la Ley 118-2022 de Puerto Rico como un modelo a
considerar por otros países que enfrentan los embates de desastres naturales
o eventos catastróficos e imprevistos. Su objetivo es servir de referente para la
creación de estructuras jurídicas ágiles y efectivas que permitan una respuesta
más eficiente, fortaleciendo así la seguridad jurídica y facilitando una recu-
peración oportuna.

Asimismo, se destaca el papel fundamental del notario, quien, como único
profesional facultado para redactar, autenticar y autorizar instrumentos públi-
cos, actúa como garante de la estabilidad legal y económica del país en mo-
mentos de crisis.

La ponencia también propone enmiendas a la Ley 118-2022 con miras a op-
timizar su efectividad y adaptabilidad, contribuyendo así al desarrollo econó-
mico sostenible de los países afectados por estos fenómenos.

2 Alexandra Camacho Meléndez, Evaluación de la naturaleza, contenido y propósitos de la actividad notarial
luego de un desastre natural: El caso específico del Huracán María: Propuesta parcial de modelo de emergencia
notarial en EL NOTARIADO PUERTORRIQUEÑO COMO AGENTE DE CAMBIO SOCIAL ANTE NUE-
VOS RETOS SOCIALES NORMATIVOS Y TECNOLÓGICOS (Colegio Not. del Puerto Rico eds., 2020)
3 Ley 118 de 23 de diciembre de 2022, 17 L.P.R.A. § 1581 et seq.
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II. GÉNESIS DE LA DESJUDICIALIZACIÓN EN PUERTO RICO:
Ley Asuntos No Contenciosos Ante Notario de Puerto Rico

La jurisdicción de los tribunales en Puerto Rico surge del Artículo V de la
Constitución del Estado Libre Asociado de Puerto Rico. Dicho artículo es-
tablece que el Poder Judicial se ejercerá por un Tribunal Supremo y por aque-
llos otros que se establezcan por ley.4

En Puerto Rico la desjudicialización tuvo su génesis mediante la “Ley de Asun-
tos No Contenciosos Ante Notario”5 (Ley 282-2000). Dicha legislación facultó
a los notarios para atender y disponer sobre siete asuntos no contenciosos
que previamente fueron de la exclusiva competencia de los tribunales. A saber:
declaratorias de herederos; adveración y protocolización de testamento oló-
grafo; expedición de cartas testamentarias6; declaración de ausencia simple
para contraer nuevo matrimonio; procedimientos Ad perpetuam rei memo-
riam; corrección de actas que obren en el Registro Demográfico; y cambios
de nombres y apellidos.

Aunque la Ley 282-2000 entró en vigor en el 1o de enero del año 2000, el
Tribunal Supremo de Puerto Rico, único tribunal constitucional y ente regu-
lador de la profesión legal en Puerto Rico, instruyó a los notarios a abstenerse
de comenzar cualquier procedimiento hasta ulterior aviso. Debido a ello, la
implantación de la Ley 282-2000 no pudo ser efectiva hasta doce años más
tarde, el 1o de febrero del 2012, fecha a partir de la cual el ente regulador per-
mitió a los notarios a autorizar las Actas de Notoriedad correspondientes a
los asuntos ex parte establecidos en dicha ley.7 El Tribunal Supremo basó su
determinación en que la implantación de la legislación requería:

•Asignación de fondos que la Rama Judicial no tenía disponibles;
•Nombrar y adiestrar personal, búsqueda de facilidades físicas y equipos más
modernos y seguros;
•Reglamentación que guiara a los notarios a llevar a cabo esas nuevas fun-
ciones y que garantizara los intereses de la ciudadanía;
•La creación del Registro General de Competencias Notariales, el cual da
publicidad sobre el comienzo, conclusión o cese del procedimiento en sede
notarial y normas para su funcionamiento; y

4 CONST. PR art. V, § 1.
5 Ley Núm. 282 de 21 de agosto de 1999, según enmendada, 4 L.P.R.A. §2155 et seq.
6 Posteriormente, la facultad para autorizar este procedimiento fue derogada en virtud de la Ley 219 de 23 de
septiembre 2024.
7 2011 TSPR 135.
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•Normas para el funcionamiento del personal de la Oficina de Inspección
de Notarías (ODIN) e instrucciones para los inspectores de protocolos.8

Así las cosas, el Tribunal Supremo encomendó a la ODIN y al Secretariado
de la Conferencia Judicial y Notarial9 (Secretariado) la revisión de un Infor-
me y Reglamentación (Informe) que había sido presentado en el año 1998
por el Comité Asesor de Jurisdicción Voluntaria10 adscrito al Secretariado.
Esa tarea culminó en diciembre del año 2000. Debido a que, de forma para-
lela, la Rama Judicial iba modernizando la forma de trabajo y la tecnología
correspondiente, el Informe fue objeto de nuevas enmiendas. Cabe mencio-
nar que en todos estos procesos el Tribunal Supremo permitió que el Instituto
del Notariado Puertorriqueño del Colegio de Abogados y Abogadas de Puerto
Rico (CAAPR) y la entonces denominada Asociación de Notarios de Puerto
Rico presentarán sus comentarios y apoyarán a la ODIN para poder implan-
tar la ley.

En el año 2004, el Tribunal Supremo creó la Comisión para el estudio y eva-
luación de la función notarial en Puerto Rico adscrita al Secretariado
(Comisión).11 La Comisión también colaboró con sugerencias para agilizar
los procedimientos. Así las cosas, y habiendo concluido las tareas encomen-
dadas por el Tribunal Supremos a los diversos entes colaborativos, la ODIN
presentó al Tribunal Supremo el Informe final el 8 de julio de 2011.

Paralelo a ello, ejecutar la Ley 282-2000 requería del Departamento de Justi-
cia de Puerto Rico la redacción de un reglamento para regular la intervención
del Ministerio Público en los asuntos relativos a las nuevas competencias que
les fueron conferidas a los notarios. Por lo cual, no fue hasta 11 años más tar-
de, el 28 de abril de 2011, que dicho Reglamento fue debidamente aprobado.

8 La Oficina de Inspección de Notarías fue creada en virtud del Artículo 62 de la Ley Notarial de Puerto Rico,
Ley 75 del 2 de julio de 1987. La ODIN constituye un brazo operacional del Tribunal Supremo de Puerto Rico
ara fiscalizar y orientar a los notarios que ejercen la función notarial en la jurisdicción. La misma opera por con-
ducto de inspectores de protocolos que responden directamente a un Director.
9 El Secretariado de la Conferencia Judicial y Notarial es el organismo que planifica y coordina las sesiones de la
Conferencia Judicial y de la Conferencia Notarial del Tribunal Supremo de Puerto Rico. Además, brinda apoyo
jurídico y técnico a los comités asesores permanentes de la Conferencia Judicial y a los comités Ad Hoc que de-
signe la Presidenta del Tribunal Supremo.
10 El Comité Asesor de Jurisdicción Voluntaria fue creado por el Tribunal Supremo de Puerto Rico para facilitar
y agilizar los procesos judiciales no contenciosos permitiendo que los notarios, junto con los tribunales, puedan
intervenir en asuntos de jurisdicción voluntaria. Véase Resolución del Tribunal Supremo de Puerto Rico del 21
de mayo de 1993.
11 La Comisión para el estudio y evaluación de la función notarial fue creada mediante la Resolución número
S-2004-4, 2004 TSPR 142, con la encomienda de auscultar el ejercicio de la notaría en todo Puerto Rico para re-
comendar cambios necesarios a la legislación y reglamentación de la función notarial.
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Es entonces que el Tribunal Supremo procede a enmendar doce reglas del
Reglamento Notarial de PR e incorpora el “Capítulo IX - De los asuntos no
contenciosos ante notario al referido cuerpo de reglas”.12 Finalmente, emite
la Resolución del 16 de septiembre de 2011 para que los notarios pudieran
comenzar a ejercer las competencias conferidas bajo la Ley 282-2000, a partir
de febrero del año 2012.

Además de las facultades conferidas a los notarios puertorriqueños por la Ley
282-2000, la Legislatura puertorriqueña ha aprobado leyes especiales que le
conceden a los notarios competencias concurrentes con los tribunales en otros
asuntos no contenciosos. Respecto al derecho de familia, se le ha conferido
facultad para autorizar instrumentos públicos sobre Matrimonio y Divorcio
en Sede Notarial, con ciertas limitaciones, Emancipación por voluntad de los
padres con patria potestad o tutores legales y la Tutela voluntaria diferida. Res-
pecto a los derechos reales, se le ha conferido facultad para autorizar Actas
de Notoriedad relativas a expediente de domino, usucapión, reanudación de
tracto sucesivo y la constitución de derechos de superficie que permitan la 
inscripción de títulos de forma expedita, pero limitada a los damnificados de
los desastres naturales acontecidos durante la pasada década.

Esta última, cual es una legislación de carácter temporero, busca resolver pro-
blemas históricos de titularidad en Puerto Rico para lograr su inscripción
registral. Esto marca un cambio significativo en el enfoque hacia los asuntos
no contenciosos en la isla, por lo cual se procede a exponer su finalidad.

III. LA LEY 118-2022

Siendo Puerto Rico un territorio de los Estados Unidos de Norte América,
el gobierno federal de la nación autorizó el desembolso de más de 10 millones
de dólares en fondos federales para proyectos de reconstrucción, recuperación,
desarrollo y mitigación de los daños sufridos en propiedades inmuebles como
resultado de los desastres naturales acontecidos en Puerto Rico la pasada dé-
cada.13 En razón de ello, se creó el Programa de Autorización de Títulos, ad-
ministrado por el Departamento de Vivienda de Puerto Rico14 con el objetivo

12 Reglamento Notarial de Puerto Rico, 4 L.P.R.A. Ap. XXIV.
13 Informe positivo sobre el P. de C.1063, Cámara de Representantes de Puerto Rico, Com. de Vivienda y De-
sarrollo Urbano, de 25 de mayo de 2021, 3ra. Ses. Ord., 19ma. Asam. Leg., en la pág. 2.
14 El Programa de Autorización de Títulos fue creado bajo el programa de Subvención en Bloque para el Desarrollo
Comunitario de Recuperación ante Desastres (por sus siglas en inglés, CDBG-DR), subvencionado por los fondos
de recuperación asignados por el Departamento de Vivienda y Desarrollo Urbano de los Estados Unidos (por
sus siglas en inglés, HUD) y es administrado por el Departamento de Vivienda de Puerto Rico.
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de lograr la inscripción de títulos de propiedad de forma expedita para facilitar
a los damnificados el acceso a los fondos de recuperación federales, y eliminar
las barreras para acceder a fondos similares en desastres futuros.

La Agencia Federal para el Manejo de Emergencias (FEMA) tuvo a su cargo
la evaluación de las solicitudes sometidas por los damnificados para recibir
los fondos de recuperación disponibles. Como resultado de ello, FEMA es-
timó que cerca del 60% de un total de 1,100,000 solicitudes fueron denegadas
por no cumplir con los requisitos de elegibilidad. Según surge del Informe
sobre la evaluación de los daños a los hogares y las estrategias de recuperación
para Puerto Rico, la razón primordial para la denegación consistió en que los
alegados propietarios de los bienes inmuebles por los cuales se reclamaban
daños no pudieron evidenciar su titularidad.15 La evidencia de titularidad re-
querida a los damnificados como parte de su solicitud era la copia certificada
del instrumento público autorizado ante notario sobre su titularidad o el doc-
umento privado sobre su derecho posesorio.16

Según identificados por la legislatura puertorriqueña, son cuatro los factores
principales que contribuyen a que un número significativo de familias puer-
torriqueñas no posean un título formal sobre sus propiedades.17 En primer
lugar, la ausencia de legislación que requiera la inscripción compulsoria de tí-
tulos en el Registro de la Propiedad. En segundo lugar, la falta de información
indispensable para establecer el tracto sucesivo requerido para la inscripción
registral, provocado por la práctica pluralizada de la construcción informal
en la isla. Entiéndase por “construcción informal” aquella que se realiza de
forma autogestionada sin cumplir con los requisitos de certificaciones, per-
misos y/o procesos ante las entidades regulatorias correspondientes. Dichas
construcciones tampoco cumplen necesariamente con los códigos de cons-
trucción. Sobre este particular, se ha señalado lo siguiente:

Luego del paso de los huracanes Irma y María, corroboramos que el 55% de
la construcción de hogares en Puerto Rico se había hecho de manera infor-
mal, sin seguir el debido proceso de permisología y sin estar en cumplimiento

15 CDBG-DR, Guías del Programa, Programa de Autorización de Títulos, DEPARTAMENTO DE LA VIVIEN-
DA. (2 de agosto de 2023), https://cdbg-dr.pr.gov/download/programa-de-autorizacion-de-titulos/?ind=
1666814782607&filename=1666814782wpdm_TITLE%20CLEARANCE%20PROGRAM%20(TC)%20-
%20PROGRAM%20GUIDELINES%20(V.3)%20(ES).pdf&wpdmdl=6539&refresh=644d29eeb2bc016827786
06 (citas omitidas) (énfasis suplido).
16 Annie I. Rivera Cruz, Ponencia: Del Pasado al Presente: Transformaciones del Notariado Latino en Puerto
Rico: Historia, Legislación y Justicia Preventiva, Jornada Notarial Iberoamericana, Santa Cruz de Tenerife, Islas
Canarias, España, (Septiembre 2022).
17 Exposición de Motivos, Ley 118 de 23 de diciembre de 2022, 17 L.P.R.A. § 1581 et seq.
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con los códigos y reglamentos de construcción vigentes en su momento de
construcción. Vimos también como estos hogares construidos por la vía in-
formal fueron los que más daños sufrieron tras el paso de los huracanes.18

En tercer lugar, la derogada transferencia de bienes inmuebles mediante docu-
mento privado, práctica que tuvo su génesis durante los inicios del dominio
anglosajón en Puerto Rico y cuyos vestigios permanecen. En cuarto y último
lugar, la segregación de terrenos sin cumplir con las regulaciones aplicables,
afectando la composición del núcleo familiar, requerido por FEMA para la
obtención de los fondos federales disponibles. A estos efectos FEMA señaló
que “sólo puede ofrecer asistencia económica o servicios de alivio de desastre
a viviendas con un solo núcleo familiar”.19

Como resultado de lo anterior y en atención a miles de solicitudes ante el
Programa de Autorización de Títulos que no tuvieron acceso a los fondos fe-
derales de recuperación debido a la falta de títulos de propiedad es que surge
la Ley 118-2022. Esta ley tiene el propósito de flexibilizar y acelerar los proce-
sos de titularidad para lograr la inscripción de títulos en el Registro de la
Propiedad toda vez que los fondos disponibles caducarán en el año 2026. Lo
anterior enmarcado en la desjudicialización. Se resume la Ley 118-2022 en
cuanto a su alcance, objetivos, requisitos y beneficios, a saber:

A. Alcance:

•Otorgar títulos de propiedad bajo el Programa de Autorización de Títulos,
adscrito al Departamento de la Vivienda, de los terrenos y estructuras damnifi-
cadas por los huracanes Irma y María durante el 2017, los terremotos de 2020
y las situaciones de emergencia que surgieron a raíz de estos.20

B. Objetivos:

•Flexibilizar los requisitos legales para la certificación de titularidad y el per-
feccionamiento de títulos de propiedad con el fin de asegurar el acceso a los
fondos federales de recuperación.
•Establecer procesos simples y expeditos de expediente de domino, usucapión,
reanudación de tracto sucesivo y la constitución de derechos de superficie.21

18 COL. ABOG. PR, COMISIÓN DE DERECHO CIVIL, INFORME DE LA CUMBRE SOBRE RETOS 
DEMOGRÁFICO DE PUERTO RICO 157 (Migdalia Fraticelli Torres, ed., 2024).
19 José Ocasio, La Titularidad Propietaria: Su Formalidad Opresiva en un Puerto Rico Post María. 87 Rev. Jur.
U.P.R. 3, (2018), 1021-1046.
20 Los procedimientos creados bajo esta ley son de carácter temporero y exclusivo a las personas afectadas por
estos desastres.
21 La ley Núm. 210 del 8 de diciembre de 2015, mejor conocida como la “Ley del Registro de la Propiedad Inmo-
biliaria del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, según enmendada, establece el carácter constitutivo del derecho
de superficie, a partir de su aprobación.
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•Establecer procedimientos especiales en la Oficina de Gerencia de Permisos
(OGPe) y el Registro de la Propiedad para simplificar y agilizar la inscripción
de títulos relacionados a bienes inmuebles.

C. Requisitos:

•Certificación de titularidad mediante declaración jurada con detalles sobre
la ocupación del inmueble, la forma en que fue adquirido, y la inexistencia
de reclamos de terceros.
•Evidencia de posesión mediante documentos tales como testamentos, contra-
tos de compraventa, certificaciones de FEMA, facturas de servicios públicos.
•Reglamentación y supervisión: El Departamento de la Vivienda es la enti-
dad gubernamental responsable de coordinar los procesos. Ello incluye la elec-
ción y contratación de los notarios participantes así como mantener el registro
de los beneficiarios.

D. Beneficios:

•Exención de pagos de aranceles y costos notariales en las transacciones nece-
sarias para la inscripción de los títulos.
•Facilita el acceso a financiamiento y programas de reconstrucción.
•Formaliza la titularidad, brindando seguridad jurídica a los propietarios.
•Amplia las competencias notariales.

IV. ROL DEL NOTARIADO PUERTORRIQUEÑO
Y EL VALOR DE SU INTERVENCIÓN

Como indicado anteriormente, la Ley 218-2022 permite a los notarios trami-
tar en su sede, procesos como: 1) Declaración de dominio; 2) Reanudación
del tracto interrumpido; y 3) Acción declaratoria de usucapión, con la obli-
gación de notificar a agencias relevantes y garantizar la inexistencia de con-
flictos de titularidad.

En el marco de la desjudicialización, el notariado asume un papel esencial en
la consolidación de la seguridad jurídica. La Ley 218-2022 posiciona al notario
puertorriqueño como pieza central en el proceso de recuperación y desarrollo
económico del país. Bajo las facultades conferidas por esta legislación, el no-
tariado puertorriqueño facilita el proceso de formalizar los derechos propie-
tarios de miles de familias puertorriqueñas. Además de acceder a los fondos
de recuperación disponibles, al lograr la inscripción de titularidad, los con-
sumidores notariales podrán declarar, transmitir, gravar o modificar el do-
minio y demás derechos reales sobre sus bienes inmuebles, a futuro. De este
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modo, el notario no tan sólo brinda a los ciudadanos la oportunidad de
obtener justicia social, sino que también funge como garante de los derechos
propietarios de los usuarios de sus servicios, y provee la transparencia y se-
guridad jurídica de las transacciones que se realizan ante él; elementos esen-
ciales para la recuperación del país, y su desarrollo socioeconómico.

Los procesos de Declaración de dominio y Reanudación del tracto sucesivo
permiten inscribir propiedades no registradas o con derechos no reflejados
en el Registro de la Propiedad. En estrecha síntesis, el procedimiento reque-
rido por la referida ley para sigue la Ley de Asuntos no Contenciosos ante
Notario y su reglamento. Dicho procedimiento establece que ante el reque-
rimiento del legitimado y siempre que demuestre dominio mediante justo tí-
tulo el notario notificará su intervención inicial al Registro General de
Competencias Notariales (en adelante, “el Registro”) en un término no mayor
de 3 días. El notario recopilará y calificará la documentación que le es provista
por el requirente, y de proceder el trámite, formalizará un Acta Notarial de-
bidamente fundamentada. Además, preparará un expediente y notificará su
determinación al Registro en el término de 72 horas. A contrario sensu, de
determinar que no procede el trámite, de surgir impedimentos por falta de
documentos, oposición del Ministerio Público, controversias, solicitud de cese
o conocimiento de un trámite judicial paralelo, el notario devolverá el expe-
diente al requirente, levantará un Acta de Cese notificando de ello al Registro
en un término no mayor de 3 días.

Por otra parte, con relación a la Acción declaratoria de usucapión de bienes
inmuebles, el requirente debe demostrar posesión de buena fe con justo título,
de forma pública, pacífica e ininterrumpida por el tiempo legalmente estable-
cido. Previo a ello, el requirente debe haber presentado su solicitud de asis-
tencia económica a los programas CDBG-DR o CDBG-MIT dentro del
término establecido en la ley. Notificados los interesados y las agencias guber-
namentales, otorgándole plazo para oposición, de no surgir oposición alguna,
se levantará un Acta Notarial detallada para su inscripción en el Registro de
la Propiedad.

En la práctica, el notario vela que los derechos de tenencia de la propiedad
de quienes no hayan inscrito individual o formalmente su propiedad sean re-
conocidos en los programas de restitución, indemnización, reconstrucción y
recuperación, prestando especial atención a las personas más vulnerables me-
diante la adopción de medidas que les permitan recuperar sus derechos como
propietarios o les abran otras vías para acceder a una vivienda adecuada o a
tierras. Promoviendo, así, el mercado económico, ya que posiciona un bien
inmueble en el mercado para su tráfico comercial.
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V. IMPACTO DE LA LEY 118-2022
EN EL DESARROLLO ECONÓMICO DEL PAÍS

La formalización de la titularidad de propiedades tiene múltiples efectos po-
sitivos en el desarrollo de la economía de un país. En el caso de Puerto Rico,
la adquisición de un título formal de propiedad a través de la Ley 118-2022
no tan solo les permite a los propietarios acceder a fondos de recuperación
para la reparación y reconstrucción de las viviendas afectadas por los desastres
naturales, sino que también, mediante la inscripción de sus derechos propie-
tarios en el Registro de la Propiedad, les da acceso a créditos hipotecarios y a
otros beneficios financieros. Esta inyección de fondos, gubernamentales y pri-
vados, junto con la regularización de la titularidad inmobiliaria, provee,
además, un impulso a otros sectores, tales como la construcción, el legal y el
notarial, lo cual redunda en ingresos por impuestos y aranceles. Todo lo an-
terior contribuye al crecimiento y desarrollo económico de la isla.

La Ley 118-2022 facilita que miles de familias puedan formalizar la propiedad
de sus hogares, lo que les otorga seguridad jurídica y la posibilidad de trans-
ferir o vender sus propiedades legalmente.

VI. CONCLUSIÓN

La Ley 118-2022: Un modelo para atender la falta de titularidad formal y promover
el desarrollo socioeconómico a través del notariado.

En resumen, la Ley 118-2022 surge como una respuesta directa —aunque tem-
poral y limitada— a las necesidades de recuperación del país tras atravesar los
embates de varios desastres naturales acontecidos durante la pasada década.
A su vez, atiende una problemática histórica en Puerto Rico: la falta de titu-
laridad formal sobre propiedades inmuebles. Esta situación que, aunque la-
tente por décadas, se evidenció de manera masiva tras sufrir los referidos
embates, toda vez que miles de personas damnificadas se vieron impedidas
de acceder a fondos federales de recuperación por carecer de un título formal
sobre su propiedad.

Esta legislación establece un mecanismo expedito para la obtención de títulos,
reconociendo la urgencia y la importancia de la formalización registral. En
este proceso, el notariado puertorriqueño asume un rol protagónico, al otor-
gársele nuevas competencias en asuntos no contenciosos dentro del marco de
la desjudicialización. Esto constituye un paso significativo hacia la descentra-
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lización de funciones tradicionalmente judiciales, y promueve una justicia
más ágil, eficiente y accesible para la ciudadanía.

En términos prácticos y concluyentes, la génesis de la Ley 118-2022 responde
a un contexto de emergencia, y sin duda alguna, puede servir como modelo
para otros países o jurisdicciones que enfrenten problemáticas similares tras
eventos catastróficos. No obstante, su potencial desarrollo e implementación
trasciende el marco de los desastres naturales.

Una visión más expansiva de esta legislación -más allá de los contextos de
emergencia-abre la puerta a procesos de regularización de titularidad accesi-
bles, sostenibles y estructurados a largo plazo. A través de reglamentación adi-
cional o enmiendas legislativas, y apoyándose en una estructura centrada en
la accesibilidad, la agilidad procesal y la participación del notariado, es posible
facilitar la transición de miles de ciudadanos desde la informalidad hacia la
plena integración en un sistema de titularidad formal. Esto, a su vez, no tan
so-lo atiende una necesidad histórica, sino que tiene un impacto directo en
la estabilidad social, el acceso al crédito, la inversión, comercialización y pu-
blicidad registral del mercado de bienes inmuebles, y el fortalecimiento econó-
mico del país, en general. La solución legal y estructurada a los problemas de
titularidad es esencial para el desarrollo socioeconómico de cualquier nación.

Por otra parte, es imprescindible recomendar que cualquier legislación, pre-
sente o futura, garantice la libre selección del Notario por parte del ciudadano.
La confianza en el tráfico jurídico y la transparencia en los procesos solo se
fortalecerán si el consumidor notarial puede escoger libremente al profesional
que lo asistirá. El fortalecimiento del notariado como institución que otorga
fe pública y garante de legalidad exige el reconocimiento de su rol esencial en
los procesos de formalización de la propiedad. Apostar por un notariado mo-
derno, accesible, empoderado y libremente escogido es apostar por un Puerto
Rico más justo, estable y económicamente fortalecido.

En conclusión, la Ley 118-2022 representa una herramienta valiosa y replica-
ble que puede inspirar a otras jurisdicciones en su aplicación al contexto de
emergencias. Además, si se expanden los pensamientos e ideas, para buscar
soluciones sostenibles a la informalidad en la tenencia de la tierra y la vivien-
da; si apostamos y adoptamos un enfoque integral, donde el notariado desem-
peñe un papel central, esta ley puede convertirse en la base de una transfor-
mación profunda del régimen de titularidad, con efectos positivos a largo pla-
zo en el desarrollo socio-económico y la seguridad jurídica de nuestros países.
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Pregunta 1: ¿Podría indicar una competencia que los notarios no tengan
en su país y que, sin embargo, le resultaría útil en su práctica diaria?

A. La cancelación en el Registro de la Propiedad de un pagaré extraviado.

De utilidad a la práctica notarial en Puerto Rico sería que los ciudadanos
pudieran tramitar en sede notarial la cancelación en el Registro de la Pro-
piedad de un pagaré extraviado. La pérdida de instrumentos negociables es
más generalizada en nuestro país de lo que comúnmente se piensa. En la ma-
yoría de las ocasiones, estos documentos se extravían en manos del acreedor
o del deudor hipotecario una vez cumplida la obligación principal. En otras,
se destruyen como consecuencia de los desastres naturales que con frecuencia
azotan nuestra isla. En ambas instancias, los ciudadanos tienen que acudir 
al tribunal para un pleito ordinario como única opción para el trámite co-
rrespondiente.

Reconociendo que la carga de los tribunales en Puerto Rico provoca demoras
en la gestión de documentos fundamentales para el tráfico jurídico y comer-
cial de nuestra sociedad, la Asamblea Legislativa intenta buscar alternativas
para hacer los trámites más accesibles y menos onerosos para la población
puertorriqueña a través del Notariado. Sabido es que, la intervención notarial
garantiza la legalidad y seguridad del proceso, al tiempo que protege los dere-
chos de las partes involucradas. Actualmente, el Colegio Notarial de Puerto Ri-
co promueve ante la Asamblea Legislativa de Puerto Rico el Proyecto del Sena-
do 394 a los fines de que le sea conferida al notariado puertorriqueño la au-
toridad para la cancelación en el Registro de la Propiedad de un pagaré extra-
viado de forma concurrente con los tribunales en determinadas circunstancias.

En la Exposición de Motivos, el ante proyecto de ley reza:

El Artículo 122 de la Ley 210-2015, según enmendada, conocida como la “Ley
del Registro de la Propiedad Inmobiliaria del Estado Libre Asociado de Puerto
Rico” regula un procedimiento frecuentemente utilizado por la ciudadanía
en los Tribunales de Justicia: la cancelación en el Registro de la Propiedad de
un pagaré extraviado...

Estos son casos en los que las partes pueden demostrar que (1) se trata de in-
strumentos pagaderos a la orden, (2) los créditos mencionados han sido to-
talmente saldados, (3) que el instrumento público no ha sido objeto de
negociación ni transferido a un tercero, y (4) que el instrumento negociable
se extravió estando en posesión de las partes mencionadas.
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En dichas circunstancias, al contar con la participación de todas las partes
interesadas, y con el debido aviso y notificación a posibles poseedores del 
instrumento negociable, no nos encontramos frente a un procedimiento con-
tencioso que requiera la intervención judicial.22

Bajo estos supuestos, se arguye que no debe existir impedimento legal para
que el Notario realice la cancelación de una hipoteca cuando el documento
original se haya perdido o destruido, cuando el acreedor y el deudor hipote-
cario (o sus sucesores) comparezcan al otorgamiento del instrumento público
a estos fines.

El procedimiento propuesto incluye la publicación de un edicto en un perió-
dico de circulación general, y la notificación por correo certificado con acuse
de recibo al acreedor hipotecario que surge del Registro de la Propiedad, en
aquellos casos en que éste sea diferente al que comparece en la escritura. De
este modo se garantiza que todas las partes potencialmente afectadas sean de-
bidamente informadas, protegiendo así los derechos del acreedor registrado,
de los posibles poseedores de buena fe del instrumento, así como los de cual-
quier persona con interés o reclamación sobre este. Finalmente, En aquellos
casos en los cuales se presente una reclamación, el Notario cesaría su inter-
vención inmediatamente y remitiría el asunto a la vía judicial.

En conclusión, el proyecto de ley, en el marco de la desjudicialización, pre-
tende simplificar las gestiones en asuntos relacionados con la propiedad in-
mobiliaria, aliviando la carga de los tribunales y fortaleciendo al Notariado
puertorriqueño como actor clave en la facilitación de procesos y en la protec-
ción de los derechos de las partes involucradas.

El gobierno debe incentivar legislación que viabilice la integración de proce-
dimientos formales de manera efectiva y permanente a favor de una mayor
seguridad jurídica en las transacciones comerciales inmobiliarias y del desa-
rrollo socioeconómico de Puerto Rico. Ejemplo de ello, es la Ley 118-2022 y
cualquier otra legislación propuesta debe proveer para atender los problemas
de titularidad sin que las facultades conferidas a los Notarios estén limitadas
al acceso de fondos de recuperación por daños ocasionados por desastres na-
turales. Además, para que la persona con interés tenga el beneficio de acudir
al Notario de su preferencia, la elección del Notario no debe estar designada
a un grupo determinado por una entidad o agencia gubernamental.

22 P. de la S. 394 de 7 de marzo de 2025, 1ra. Ses. Ord., 20ma Asam. Leg. (énfasis suplido).
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Por último, cabe destacar que la Comisión de Legislación del Colegio Notarial
de Puerto Rico trabaja en varios proyectos para ampliar las competencias en
sede notarial, entre ellos: la sustitución de pagare extraviado, el Execuátur, la
Mediación notarial y el expediente de dominio.

Pregunta 2: ¿Existe alguna competencia específica que su notariado 
posea y que, en su opinión, sería útil para los demás notariados?

A. Divorcio en sede notarial por la causal de ruptura irreparable en aquellas
instancias en las que el matrimonio no tenga hijos menores o incapacitados
ni bienes o deudas de naturaleza ganancial.

Respecto al divorcio en sede notarial, con el fin de aliviar las cargadas agendas
de los tribunales de justicia en Puerto Rico y de proveer a los ciudadanos un
sistema expedito, privado, accesible y económico en asuntos no contenciosos
a través de la función pública notarial, desde el año 2016 se autorizó la diso-
lución del vínculo matrimonial por la causal de ruptura irreparable. Se hacía
viable a través de la consignación del acuerdo en escritura pública otorgada
ante Notario en aquellas instancias en que no hubiera bienes ni deudas ganan-
ciales, ni hijos menores de edad o incapacitados. Lo anterior en virtud de la
Ley 155 del 10 de agosto de 2016. Al año siguiente, se autorizó la disolución
del vínculo matrimonial por la causal de consentimiento mutuo a través de
la consignación de ese acuerdo en escritura pública, en aquellos casos que 
no hubiera hijos incapacitados. Ello, en virtud de la Ley 52 de 27 de julio 
de 2017. Ambas disposiciones legales fueron posteriormente incorporadas 
al Código Civil de Puerto Rico23, el cual entró en vigor el 28 de noviembre
de 2020.

Desde su aprobación, el divorcio en sede notarial es uno de los asuntos no
contenciosos de mayor desarrollo en Puerto Rico. En el año 2017, hubo un
total de 8,765 divorcios en Puerto Rico. De estos, un 97.1% fueron concedi-
dos por un tribunal de justicia mientras un 2.9% fue autorizado mediante es-
critura pública ante Notario. Para el año 2019, los divorcios en sede notarial
representaban aproximadamente un 8% de la totalidad de divorcios en la isla
y en el año 2020 aproximadamente un 17%, reflejando un incremento de
aproximadamente 68% en la cantidad de divorcios autorizados en sede no-
tarial a dicha fecha.

23 CÓD. CIV. PR, art. 423, 473-475, 31 LPRA §§ 6761, 6831-6833.
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24 DEPARTAMENTO DE SALUD DE PUERTO RICO, INFORME ANUAL DE ESTADÍSTICAS VITALES:
MATRIMONIOS Y DIVORCIOS 2017 AL 2020 (2024). DEPARTAMENTO DE SALUD DE PUERTO
RICO, OFICINA DEL REGISTRO DEMOGRÁFICO, TOTAL DE MATRIMONIOS Y DIVORCIOS 
POR TIPO DE CELEBRANTE Y CANCELACIÓN 2021-2024 (2025). El total de los divorcios concedidos en
los años 2018 y 2020 fueron afectados por el paso de los huracanes Irma y María y la pandemia del COVID-19,
respectivamente.

Para el año 2024, la cantidad de divorcios ante el tribunal había disminuido
a 5,042 al tomar en consideración para el año 2017 que fue de 8,515, una re-
ducción de aproximadamente 41%. Mientras, el número de divorcios en sede
notarial aumentó de 250 divorcios en el año 2017 a 1,154 en el año 2024,
representando un 18.6% de la totalidad de divorcios en la isla y un 362% de
aumento desde que le fue conferida esta competencia a los Notarios en nues-
tra jurisdicción. Véase la siguiente ilustración:

DIVORCIOS EN PUERTO RICO POR MODALIDAD24

Como regla general, el divorcio en sede notarial es un proceso más ágil y me-
nos costoso que el divorcio judicial. Sin embargo, existen otras consideracio-
nes que pueden explicar la preferencia de los ciudadanos de acudir ante un
Notario para disolver su vínculo matrimonial en aquellos casos permitidos
por ley. Entre ellos procede mencionar:
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1. El procedimiento notarial es menos burocrático y provee mayor flexibilidad
en los acuerdos que se pueden alcanzar entre las partes.

2. Los procedimientos notariales se manejan de forma privada y confidencial.
3. El divorcio en sede notarial solo es posible cuando ambas partes están de
acuerdo en la disolución del matrimonio. Esto puede facilitar la resolución
del matrimonio de manera más amigable y consensuada, evitando asi situa-
ciones que afecten las relaciones familiares a futuro.

4. No hay necesidad de realizar un juicio ni de que un tercero, en este caso
un juez intervenga.

5. Es un proceso más sencillo y directo.

6. Inmediatez del resultado del acto, toda vez que se produce la disolución
inmediata del vínculo matrimonial al firmarse la escritura pública. Lo ante-
rior, en contraposición al término de treinta días que deben transcurrir a par-
tir de que el tribunal dicte Sentencia para que advenga final y firme.

BIBLIOGRAFÍA

CAMACHO MELÉNDEZ, Alexandra, et als, El Notariado puertorriqueño
como agente de cambio social ante nuevos retos sociales, normativos y tec-
nológicos, 2023.

OCASIO, José, “La Titularidad Propietaria: Su Formalidad Opresiva en un
Puerto Rico Post María”, Revista Jurídica de la Universidad de Puerto Rico,
San Juan, 2018.

RIVERA CRUZ, Annie I., Del Pasado al Presente: Transformaciones del No-
tariado Latino en Puerto Rico: Historia, Legislación y Justicia Preventiva, Po-
nencia en la Jornada Notarial Iberoamericana, Santa Cruz de Tenerife,
España, 2022.

LEYES, REGLAMENTOS Y JURISPRUDENCIA

Const. P.R., Artículo V, § 1, (1952).

Código Civil de Puerto Rico, Artículos 423, 473-475, 31 LPRA §§ 6761, 6831-
6833, (2020).

250



RIN 134

Ley Núm. 282 de 21 de agosto de 1999, “Ley de Asuntos No Contenciosos
Ante Notario”, 4 L.P.R.A. §2155 et seq., (1999).

Ley 118 de 23 de diciembre de 2022, “Ley para Acelerar los Procesos para
Otorgar Títulos de Propiedad bajo el Programa de Autorización de Títulos
adscrito al Departamento de la Vivienda” 17 L.P.R.A. § 1581 et seq., (2022).
Reglamento Notarial de Puerto Rico, 4 L.P.R.A. Ap. XXIV, (1995).

In Re Aprobación de Reglas para la Implantación de la Ley de Asuntos No
Contenciosos Ante Notario, 2011 TSPR 135, (2011).

FUENTES ADMINISTRATIVAS Y OTROS

Colegio de Abogados de Puerto Rico, Informe de la Cumbre sobre retos de-
mográfico de Puerto Rico (2024).

CDBG-DR, Guías del Programa, Programa de Autorización de Títulos, DE-
PARTAMENTO DE LA VIVIENDA (2 de agosto de 2023), https://cdbg-
dr.pr.gov/download/programa-de-autorizacion-de-titulos/?ind=166681478260
7&filename=1666814782wpdm_TITLE%20CLEARANCE%20PRO-
GRAM%20(TC)%20-%20PROGRAM%20GUIDELINES%20(V.3)%
20(ES).pdf&wpdmdl=6539&refresh=644d29eeb2bc01682778606. (última
visita 22 de abril de 2025)

Departamento de Salud de Puerto Rico, Informe anual de estadísticas vitales:
matrimonios y divorcios 2017 al 2020 (2024).

Departamento de Salud de Puerto Rico, Oficina del Registro Demográfico,
Total de matrimonios y divorcios por tipo de celebrante y cancelación 2021-
2024 (2025).

United Nations Office for Disaster Risk Reduction, The Sendai Framework
Terminology on Disaster Risk Reduction. "Disaster", (2017) https://www.
undrr.org/terminology/disaster. (última visita 22 de abril de 2025).

Informe positivo sobre el P. de C.1063 de 25 de mayo de 2021, 3ra. Sesión Or-
dinaria, 19ma. Asamblea Legislativa.

P. de la S. 394 de 7 de marzo de 2025, 1ra. Sesión Ordinaria, 20ma. Asamblea
Legislativa.

ef

251



SOBRE LA COMPETENCIA DE LOS
NOTARIOS UCRANIANOS PARA OBTENER

CERTIFICADOS DE VIVIENDA

INFORME DE UCRANIA

El notariado ucraniano sigue funcionando sin interrupción, incluso bajo el
régimen legal de la ley marcial. A pesar de la constante amenaza de ataques con
cohetes y artillería, la inestable situación de seguridad y la destrucción de las
infraestructuras civiles, los notarios ejercen su profesión, incluso en las zonas
del frente.

Garantizar el acceso de los ciudadanos a los actos notariales en estas regiones
es esencial para el ejercicio de sus derechos.

Desde los primeros meses de la guerra, se hizo patente en Ucrania la necesidad
real de ayudar a los ciudadanos en nuevos trámites, que hasta entonces no se
confiaban a los notarios. El Estado puso en marcha el proceso de registro de
los daños y la destrucción de bienes inmuebles. Se estableció un mecanismo
para permitir la presentación de solicitudes por daños y destrucción a través de
los notarios.

Posteriormente, se ampliaron las competencias de los notarios y se estableció
un mecanismo de indemnización. Estas cuestiones se rigen por la ley ucraniana
«sobre la indemnización por daños y destrucción de determinadas categorías
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de bienes inmuebles como consecuencia de hostilidades, actos terroristas y
sabotajes causados por la agresión armada de la Federación de Rusia contra
Ucrania», así como por el «Registro Nacional de Bienes Dañados y Destruidos
como Consecuencia de Hostilidades, Actos Terroristas y Sabotajes Causados
por la Agresión Armada de la Federación de Rusia contra Ucrania» de 23 de
febrero de 2023 y los textos reglamentarios derivados de la misma.

Gracias a la actividad de los notarios, se garantiza la seguridad jurídica, la con-
tinuidad de los procesos de registro y la protección adecuada de los derechos
e intereses legítimos de las personas físicas y jurídicas, incluso en condiciones
de hostilidades activas.

Los notarios prestan especial atención a la atención personalizada a los ciu-
dadanos, incluidos aquellos que carecen de acceso a los medios digitales debi-
do a la destrucción de infraestructuras críticas o a la falta de acceso a los servi-
cios electrónicos. Así, el notario ucraniano garantiza el mantenimiento del
or- den jurídico en un contexto de mayor peligro, contribuyendo así a la es-
tabilidad, la confianza en las instituciones públicas y el respeto de los dere-
chos humanos.

En el marco de sus competencias, los notarios presentan solicitudes, en nom-
bre de las víctimas, con el fin de constatar los daños o la destrucción de bienes
inmuebles causados por hostilidades, actos terroristas o actos de sabotaje:

. En caso de daños materiales, los notarios emiten avisos informativos que
sir- ven como prueba para obtener una indemnización o la protección de los
derechos;

. En caso de destrucción total de un bien inmueble, los notarios acompañan
todos los trámites: desde el registro de las solicitudes de indemnización hasta
la certificación de las transacciones de compra de una nueva vivienda median-
te un certificado de vivienda.

Descripción paso a paso del procedimiento para obtener una nueva vivienda
para los propietarios de viviendas destruidas y la intervención de un notario:

- inscripción de los derechos de propiedad sobre la vivienda destruida en el
Registro Nacional de Derechos (si los derechos sobre la vivienda destruida no
se han inscrito previamente en el registro electrónico); este paso se realiza a
través de un notario;
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- presentación de una notificación de destrucción - posible presentación a
través de un notario;

- presentación de una solicitud de indemnización por parte del propietario
de la vivienda destruida - posible a través de un notario;

- examen de la solicitud y adopción de una decisión por parte de la Comisión
sobre el importe de la indemnización;

- expedición de un certificado de vivienda correspondiente al importe de la
indemnización al propietario de la vivienda destruida: generado automática-
mente por un programa informático;

- búsqueda de una nueva vivienda para comprar;

- registro oficial de la pérdida de la propiedad de la vivienda destruida, reali-
zado a través de un notario;

- autenticación de un contrato de compraventa de vivienda por el que se abo-
nan los fondos acreditados en el certificado de vivienda en concepto de in-
demnización, realizada exclusivamente por un notario;

- registro estatal de la aparición de los derechos de propiedad sobre la nueva
vivienda, imposición de una prohibición de enajenación durante un período
de 5 años, registro estatal del contrato de compraventa en el Registro de bienes
dañados y destruidos: se realiza exclusivamente por un notario.

La notificación de daños o destrucción de bienes también puede realizarse a
través de un notario. En este caso, el notario:

• establece la identidad del solicitante o los poderes del representante 
de la persona jurídica;

• establece la notificación a través del portal Diya;
• coloca una firma electrónica cualificada;
• proporciona una copia impresa de la notificación a petición del solicitante.

Los notarios proceden al registro oficial de la pérdida de propiedad del objeto
destruido. Este registro es de vital importancia, ya que es tras la pérdida de
propiedad cuando el contrato de venta de la vivienda puede autenticarse me-
diante un certificado de vivienda.
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Al autenticar un contrato de compraventa de vivienda mediante un certifi-
cado de vivienda, el notario, además de las acciones habituales que se llevan
a cabo al autenticar un contrato de compraventa de bienes inmuebles, tam-
bién realiza una serie de otras acciones específicas, que se describen en los
siguientes pasos:

Paso 1: Verificación de los datos del certificado de vivienda en el Registro de
bienes dañados y destruidos mediante la obtención de un extracto del certi-
ficado de vivienda. Este extracto debe contener información sobre el estado
«Fondos reservados» y se adjunta al contrato.

Paso 2: Constatación de la pérdida de la propiedad del bien destruido. El no-
tario verifica la información relativa a la pérdida de la propiedad obteniendo
información detallada del Registro Nacional de Derechos de Propiedad In-
mobiliaria.

Paso 3: Verificación de la pertenencia territorial del bien. El notario debe ase-
gurarse de que la vivienda adquirida no se encuentre en territorios temporal-
mente ocupados o oficialmente en estado de hostilidad, según las listas
vigentes.

Paso 4: Consideración de las condiciones particulares del contrato (prohibi-
ción de enajenar el objeto durante un período de cinco años; especificación
de los detalles del certificado de vivienda; especificación del procedimiento
de distribución de los fondos mediante varios certificados o en caso de múlti-
ples vendedores).

Paso 5: Obtención del consentimiento del otro cónyuge, si el derecho de fa-
milia lo prevé en materia de comunidad de bienes.

Paso 6: Verificación de los detalles de las cuentas del vendedor, que deben
abrirse exclusivamente en bancos públicos ucranianos.

Paso 7: Evaluación del valor del objeto del contrato con mención obligatoria
del valor según el informe de evaluación en el texto del contrato.

Paso 8: Pago de impuestos, impuesto militar y cotizaciones al Fondo de Pen-
siones sobre una base general.

Paso 9: El registro de la propiedad de la vivienda adquirida se realiza si-
multáneamente a la autenticación del contrato por un notario, sin gastos ad-
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ministrativos para los ciudadanos cuyos bienes hayan sido destruidos como
consecuencia de las hostilidades, y se impone la prohibición de enajenación.

Paso 10: Registro del contrato en el Registro de Bienes Dañados y Destruidos.

Una vez completados todos los pasos anteriores, la información relativa al
contrato autenticado aparece en el Registro de Bienes Dañados y Destruidos
(en adelante, RBED), lo que da lugar a la transferencia de fondos por parte
del Estado a la cuenta del vendedor.

La interacción de los notarios con el RBED es una característica de la parti-
cipación de los notarios en el procedimiento de indemnización. Los notarios
están conectados al RBED y tienen la condición de funcionarios del registro
civil para el registro de la información relativa al uso de los certificados de
vivienda y los contratos notariales para la compra de bienes inmuebles resi-
denciales.

Los notarios introducen los siguientes datos en el registro a través de la oficina
electrónica:

• los detalles del contrato notarial (número de registro del acta notarial, fecha
de autenticación);

• el costo de la vivienda previsto en el contrato;

• el importe del pago en concepto de certificado de vivienda;

• la información relativa al vendedor del inmueble (para las personas físicas:
nombre completo, número de registro de la tarjeta de identificación fiscal
(NECIC) o datos del pasaporte; para las personas jurídicas: nombre completo
y código del Registro Nacional Unificado de Empresas y Organizaciones de
Ucrania (RNUEOU);

• los datos bancarios del vendedor;

• el número de registro del inmueble o del derecho de propiedad 
especial (si procede);

• el tipo, la dirección y la superficie total del inmueble;

• en caso de compra del inmueble con terreno: sus números 
de registro y catastral.
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Los notarios ucranianos desempeñan así un papel importante en la asistencia
al Estado y a los ciudadanos afectados por la guerra. Sus competencias en este
ámbito no dejan de ampliarse.

Gracias al trabajo diario de los notarios, incluidos los que trabajan en las
zonas de primera línea, se garantiza el registro estatal de los derechos sobre
los bienes inmuebles, el rápido establecimiento de los derechos de indemni-
zación, la asistencia en el registro de los daños y destrucciones, la certificación
notarial de los contratos de compra de nuevas viviendas y la inscripción de la
información pertinente en los registros.

La participación activa de los notarios en el procedimiento de indemnización
garantiza el respeto de los principios de legalidad, seguridad jurídica y justicia,
lo que es especialmente importante en tiempos de ley marcial y reconstrucción
del Estado. Garantizar el acceso de los ciudadanos a los actos notariales contri-
buye al restablecimiento de su situación patrimonial, al fortalecimiento de la
confianza en las instituciones estatales y al mantenimiento del orden jurídico,
incluso en caso de desafíos excepcionales. Los programas de indemnización
del Estado estimulan las nuevas construcciones, incluso en tiempos de guerra.

La comunidad notarial de Ucrania sigue desempeñando concienzudamente
sus funciones, siendo un apoyo fiable en el proceso de protección de los dere-
chos y libertades de los ciudadanos, así como en el desarrollo del Estado de
derecho en el contexto de la lucha por la independencia y la integridad terri-
torial de nuestro país.
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REGISTRO DE BENEFICIARIOS
REALES EN LA REPÚBLICA CHECA

KATERINA PROTIVOVA/ NOT. EN REPÚBLICA CHECA

1. INTRODUCCIÓN

El ejercicio de la función notarial ha experimentado una rápida evolución en
los últimos años y las autoridades públicas se han comprometido a transferir
las competencias no jurisdiccionales del juez a otra emanación del Estado: el no-
tario. La profesión notarial está experimentando una transformación impulsa-
da por los avances tecnológicos y las exigencias cambiantes del mercado global. 

El objetivo de este informe es analizar y comparar las competencias indiscutibles
adquiridas en el ámbito de las inscripciones directas por parte de los notarios
en el Registro de Titulares Reales. 

Los notarios de la República Checa tienen importantes responsabilidades en
relación con el Registro de Titulares Reales, en particular en lo que se refiere a
las inscripciones directas en el registro. Estas responsabilidades se derivan de
la función tradicional de la profesión notarial de autenticar documentos legales
y garantizar la legalidad y exactitud de dichas inscripciones. 

Los notarios desempeñan un papel importante a la hora de garantizar la exac-
titud, la legalidad y la transparencia del Registro de Titulares Reales en la Re-
pública Checa.  

Las responsabilidades incluyen entradas directas, verificación de la información
sobre la propiedad, asistencia a las entidades en materia de cumplimiento y
garantía del tratamiento adecuado de los datos. Todo ello contribuye a reforzar
el papel de los notarios en el gobierno corporativo. 
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El Registro de Titulares Reales es un sistema de información en el que se in-
troducen los datos de los titulares reales tal y como los define la ley. El registro
público lo mantiene un tribunal (en lo sucesivo, «tribunal registrador»), pero
las inscripciones directas también pueden ser realizadas por un notario. La
obligación de determinar y conocer al beneficiario efectivo es impuesta por
ley a una serie de entidades, lo que ha llevado a la necesidad de transferir esta
competencia no jurisdiccional del juez (juzgado registrador) al notario. Una
de las transformaciones clave implementadas en nuestro país son las inscrip-
ciones notariales directas. Este cambio ayuda a los empresarios y ha hecho
más eficiente el trabajo de los notarios, permitiendo una prestación integral
de servicios al público.

2. BREVE DESCRIPCIÓN DE LA LEY ANTERIOR 

Antes de la actual ley sobre el Registro de Titulares Reales en la República
Checa, el marco jurídico que regulaba la identificación y la divulgación de
los titulares reales era menos completo y carecía de un registro público cen-
tralizado para este fin. 

Antes de la introducción de la Ley n.º 37/2021 Coll., que estableció el Regis-
tro de Titulares Reales, no existía un registro público centralizado que exigiera
a las entidades informar sobre sus titulares reales. La Ley n.º 368/2016 Coll.,
que modificó la Ley n.º 304/2013 Coll., sobre registros públicos, con efecto
a partir del 1 de enero de 2018, amplió las facultades del notario para inscribir
datos en registros o archivos (no) públicos, concretamente en el Registro de
Titulares Reales. 

Si bien las empresas estaban obligadas a mantener registros internos sobre la
propiedad y el control, no existía ningún requisito formal de presentar esta
información a una base de datos gubernamental.  

La creación del Registro de Titulares Reales en la República Checa se vio in-
fluida en gran medida por las directivas de la UE, concretamente por la Direc-
tiva (UE) 2015/849 (la cuarta Directiva contra el blanqueo de capitales) y sus
posteriores modificaciones. Estas directivas exigían a los Estados miembros de
la UE que introdujeran mecanismos para identificar y revelar la identidad de
los titulares reales con el fin de mejorar la transparencia y luchar contra el blan-
queo de capitales y la financiación del terrorismo. Sin embargo, antes de la en-
trada en vigor de la ley checa, la aplicación de esta directiva se centraba más
en la presentación de informes internos y no en un registro público centralizado. 
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El Registro de Titulares Reales, administrado por el Ministerio de Justicia de
la República Checa, se utiliza para registrar a las personas físicas que ejercen
un control efectivo sobre personas jurídicas o fideicomisos. Se introdujo prin-
cipalmente con el objetivo de aumentar la transparencia de las estructuras de
propiedad. 

3. DEFICIENCIAS/DIFICULTADES DE LA LEY 
ANTERIOR Y VENTAJAS DE LA NUEVA LEY

Antes de la introducción del Registro de Titulares Reales en la República
Checa, el marco jurídico se basaba principalmente en la normativa contra el
blanqueo de capitales y el derecho societario para recabar información sobre
la titularidad real. 

No existía un registro público centralizado y la transparencia de la propiedad
efectiva era más limitada, ya que solo se exigía a las empresas la presentación
de informes internos con fines reglamentarios. 

La nueva ley relativa al Registro de Titulares Reales en la República Checa,
que entró en vigor el 1 de junio de 2021, ha aportado varias ventajas significa-
tivas, especialmente en lo que se refiere a la transparencia, el cumplimiento nor-
mativo y el papel de los notarios en el proceso. La ley crea un registro público
y centralizado que facilita el acceso a la información sobre la titularidad real
al público, las autoridades y los organismos reguladores. Esta transparencia ayu-
da a prevenir el ocultamiento de los titulares reales y reduce el riesgo de acti-
vidades ilegales como el blanqueo de capitales y la financiación del terrorismo. 

El Registro de Titulares Reales de la República Checa es un paso crucial para
garantizar una mayor transparencia en la propiedad de las personas jurídicas.
Este sistema proporciona una forma clara y accesible de rastrear a las personas
que controlan en última instancia las empresas, lo que contribuye a un entor-
no empresarial más responsable y transparente. Otra mejora es la posibilidad
de realizar inscripciones en el registro a través de cualquier notario. 

Se ha producido un aumento de los costes para los tribunales de registro que
llevan a cabo procedimientos sobre inscripciones de titulares reales o irregula-
ridades en el registro, debido principalmente a la necesidad de tecnología, per-
sonal o capacidad para llevar a cabo esta agenda. Sin embargo, esta agenda se
ha trasladado en gran medida a los notarios mediante la delegación de esta
competencia. 
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La ley refuerza el papel profesional de los notarios en el gobierno corporativo,
convirtiéndolos en actores clave en la prevención del fraude, el cumplimiento
normativo y la promoción de la transparencia. Los notarios actúan como in-
termediarios de confianza que velan por la exactitud e integridad de la infor-
mación presentada al Registro de Titulares Reales. 

4. FUNCIÓN DE LOS NOTARIOS: 
DESCRIPCIÓN DE SU MISIÓN Y VALOR 
AÑADIDO DE SU INTERVENCIÓN 

Los notarios son ahora parte integral del proceso de garantía del cumplimien-
to de la nueva ley. Verifican la identidad de los beneficiarios efectivos y ayudan
a las personas jurídicas a presentar correctamente la información al registro. 

Los notarios, al garantizar el cumplimiento, contribuyen a crear un merca-
do más predecible y transparente, lo que puede dar lugar a una mayor inver-
sión extranjera y animar a las empresas a operar en la República Checa con
confianza. 

Los notarios son responsables de verificar la identidad de los beneficiarios
efectivos de una empresa u otra persona jurídica. Deben confirmar que la per-
sona o personas que figuran como beneficiarios efectivos cumplen los criterios
legales establecidos en la Ley n.º 37/2021 Coll. y otras normativas pertinentes.
Los notarios deben garantizar que la estructura de propiedad o control de la
empresa se represente con precisión. Esto incluye verificar el porcentaje de
acciones o derechos de voto que poseen los beneficiarios efectivos y confir-
mar cualquier otro medio de control o influencia que la persona tenga sobre
la empresa.

El valor añadido del notario también reside en el alivio que supone para los
tribunales registradores. Se habría producido un aumento de los costes para
los tribunales registradores, debido principalmente a la necesidad de tec-
nología, personal o capacidad para llevar a cabo esta tarea. Sin embargo, esta
tarea se ha trasladado en gran medida a los notarios mediante la delegación
de esta competencia. 

Si bien los abogados pueden asesorar a los clientes sobre el proceso de registro
y ayudarles a preparar la documentación necesaria, solo los notarios tienen
la autoridad legal para realizar inscripciones directas en el Registro de Titulares
Reales de la República Checa. Los abogados pueden orientar a los clientes,
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pero no pueden actuar como registradores oficiales de la información sobre
la titularidad real. 

Los notarios también desempeñan un papel esencial en el registro inicial de
los beneficiarios efectivos en el Registro de Beneficiarios Efectivos. Cuando
se crea una nueva empresa (también a través de un notario) o cuando se pro-
duce un cambio en la propiedad, los notarios ayudan a presentar la informa-
ción necesaria al registro. 

5. EXPERIENCIA PRÁCTICA

El proceso práctico de inscripción de un beneficiario efectivo en el Registro
de Beneficiarios Efectivos de la República Checa por parte de un notario im-
plica varios pasos clave. Estos pasos garantizan la correcta identificación, veri-
ficación y presentación de la información sobre la propiedad para cumplir los
requisitos establecidos por la Ley n.º 37/2021 Coll. y los reglamentos perti-
nentes. De la práctica actual de los notarios en materia de inscripción, se pue-
de concluir que el requisito más frecuente para la inscripción del beneficiario
efectivo en el Registro de Beneficiarios Efectivos es la inscripción del benefi-
ciario efectivo de las sociedades mercantiles. 

Si se trata de una empresa con una estructura organizativa sencilla y un bene-
ficiario efectivo claramente definido, lo más probable es que la información
se transcriba automáticamente desde otros registros (por ejemplo, el Registro
Mercantil). En este caso, no es necesario hacer nada más que comprobar la
inscripción en el registro de beneficiarios efectivos. Por lo tanto, no es nece-
sario acudir a un tribunal o notario y el registro se realizará automáticamente.
Sin embargo, si la sociedad tiene una estructura organizativa y una gestión
más complejas, es necesario realizar el registro sin demora injustificada tras la
ocurrencia de un hecho decisivo (por ejemplo, tras la constitución de la so-
ciedad o el cambio de beneficiario efectivo). 

El registro del beneficiario efectivo puede realizarse a través de un tribunal o
un notario. Las inscripciones notariales tienen varias ventajas en comparación
con las inscripciones a través de los tribunales desde el punto de vista del
usuario. En primer lugar, todo el proceso es menos formal que el registro por
vía judicial, lo que también lo hace más rápido. Es posible elegir cualquier
notario para el registro, sin importar dónde tenga su sede la empresa, etc., se
puede elegir según las propias preferencias. Sin duda, considero que esto es
una ventaja muy positiva, ya que permite elegir un notario para el registro di-
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recto a su discreción, lo que permite realizar ajustes muy rápidamente en
relación con cualquier cambio en la empresa. 

En cuanto al proceso, el notario se reúne con los representantes de la persona
jurídica (por ejemplo, los directores, accionistas o representantes legales de la
empresa) para discutir la estructura de la empresa y determinar los beneficia-
rios efectivos, y el notario también recopilará información preliminar sobre
la estructura de propiedad de la empresa, sus accionistas y cualquier persona
que tenga control directo o indirecto sobre la empresa. 

El notario no redacta una escritura notarial subyacente, como es el caso de
las inscripciones en el Registro Mercantil, sino que expide un certificado para
su inscripción en el Registro de Titulares Reales y, tras su expedición, realiza
una inscripción directa. Por lo tanto, la inscripción en el Registro de Titulares
Reales no se realiza sobre la base de una escritura pública. 

Los datos registrados deben estar respaldados por documentos pertinentes.
Uno de los documentos requeridos es aquel que acredite la información iden-
tificativa del beneficiario efectivo registrado. En el caso de los extranjeros, es
posible verificar los datos de identificación, por ejemplo, a partir de la direc-
ción que figura en un extracto de un registro extranjero, una certificación no-
tarial, una copia del documento de identidad o del pasaporte. Sin embargo,
el pasaporte no contiene la información registrada: la dirección de residencia.
Como otro ejemplo de documento, se pueden citar sin duda los extractos del
registro mercantil de personas jurídicas nacionales o extranjeras, que mostra-
rán la estructura de propiedad o la influencia ejercida por una persona física
concreta. En el caso de una cadena de personas jurídicas, es necesario pro-
porcionar extractos de los registros mercantiles de todas las personas vincu-
ladas. Sin embargo, puede haber situaciones en las que no sea posible deter-
minar el propietario real a partir de dicha declaración. En ese caso, el notario
deberá conformarse con una declaración jurada. 

También se registran otros datos, por ejemplo, en el caso de una designación
indirecta, se registra una descripción de la estructura de las relaciones (rela-
ciones a través de las cuales se obtiene indirectamente un beneficio o se ejerce
indirectamente una influencia, con indicación del tamaño de la partici-
pación), datos sobre la naturaleza de la condición de beneficiario efectivo (ya
sea el beneficiario final o la persona con influencia final, o ambos), la fecha
de creación y extinción de la condición de beneficiario efectivo. 
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Tras el registro, el notario expedirá a la persona que haya solicitado el registro
del beneficiario efectivo un extracto completo de los datos válidos del registro
de beneficiarios efectivos. 

6. CONCLUSIÓN 

Los notarios de la República Checa desempeñan un papel esencial a la hora
de garantizar la exactitud y autenticidad de la información presentada al Re-
gistro de Titulares Reales, en particular a través de inscripciones directas. 

El notario está autorizado a realizar tales inscripciones no solo en el caso de
sociedades mercantiles, sino también en el caso de fundaciones, institutos,
fondos de dotación, fondos fiduciarios, asociaciones, sociedades de utilidad
pública, comunidades de propietarios, iglesias, sociedades religiosas u otras
entidades jurídicas, que se rigen por una normativa especial. 

El registro puede ser automático a partir de los registros públicos o previa so-
licitud a un tribunal o notario, con tasas que dependen del tipo de entidad.
El registro incluye datos de identificación, acciones y la estructura de la
relación. El acceso a los datos es gratuito, pero solo los inscritos o los benefi-
ciarios efectivos pueden obtener un extracto completo. Las irregularidades de-
ben rectificarse a petición del tribunal o se enfrentarán a multas. El manteni-
miento de registros es fundamental para la transparencia y la protección de
los derechos de las personas implicadas, así como para la prevención de pro-
blemas legales y financieros. 

La condición de los notarios como funcionarios públicos legalmente autori-
zados garantiza que sus inscripciones tengan valor legal y proporcionen un
nivel de confianza en la exactitud e integridad del Registro de Titulares Reales. 

ef
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RESUMEN

La “Ley contra el blanqueo de capitales de la República Popular China” revi-
sada incluye por primera vez a las instituciones notariales en la categoría de in-
stituciones no financieras específicas que deben cumplir con las obligaciones
contra el blanqueo de capitales. La asunción de las obligaciones contra el blan-
queo de capitales por parte de las instituciones notariales no solo es un requisito
inevitable para alinearse con la experiencia internacional, sino también una
manifestación clara de la responsabilidad de las instituciones notariales con el
desarrollo económico y social nacional. Con motivo de la revisión de la “Ley
contra el blanqueo de capitales”, las instituciones notariales y sus notarios
pueden enfrentarse a numerosos retos en los procesos notariales, los métodos
de práctica y el desarrollo del sector. En el futuro, se pueden realizar esfuerzos
para contribuir a la creación de una red más rigurosa de prevención y control
del blanqueo de capitales en China, reforzando la construcción de sistemas in-
ternos, mejorando el apoyo técnico y aplicando la comunicación y la coope-
ración entre departamentos.

Palabras clave: Lucha contra el blanqueo de capitales; Instituciones notariales;
“Ley contra el blanqueo de capitales de la República Popular China”.
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Con la aceleración del proceso de integración económica mundial, las activi-
dades delictivas de blanqueo de capitales se han vuelto cada vez más fre-
cuentes, y sus métodos son ahora más ocultos y diversos, lo que supone una
grave amenaza para el orden financiero y la estabilidad social. La lucha contra
el blanqueo de capitales se ha convertido en un tema de interés común para
la comunidad internacional. Las actividades de las instituciones notariales
suelen implicar grandes transferencias de capital y activos, lo que las hace vul-
nerables a ser explotadas por los blanqueadores de capitales. Además, como
parte importante del sistema de crédito social, las instituciones notariales no
solo desempeñan un papel clave en las actividades económicas, sino que tam-
bién simbolizan la credibilidad nacional. La “Ley contra el blanqueo de capi-
tales de la República Popular China” revisada (en lo sucesivo, la “Ley contra
el blanqueo de capitales”) define claramente las obligaciones de las institu-
ciones notariales en materia de lucha contra el blanqueo de capitales. Esto
no solo es un requisito inevitable para ajustarse a la tendencia internacional
contra el blanqueo de capitales, sino también una medida importante para
reforzar la línea de defensa de la seguridad financiera nacional. También este
año, el Ministerio de Justicia de la República Popular China, siguiendo la ten-
dencia, publicó el documento normativo de apoyo para el sector notarial, las
«Medidas administrativas para la lucha contra el blanqueo de capitales y la fi-
nanciación del terrorismo de las instituciones notariales (borrador para de-
bate público)”. 

Comentario, que proporciona un sólido respaldo legislativo a las instituciones
notariales de China para cumplir con sus obligaciones en materia de lucha 
contra el blanqueo de capitales. En este contexto, reviste gran importancia
teórica y práctica examinar las experiencias avanzadas desde una perspectiva
internacional y explorar en profundidad la aplicación de las responsabilidades
de lucha contra el blanqueo de capitales de las instituciones notariales en
combinación con las prácticas nacionales. 

I. Investigación de rastreo de las regulaciones
legales contra el lavado de dinero en China
Las regulaciones legales son, sin duda, el medio más eficaz para prevenir y conte-
ner las actividades de lavado de dinero. En China, la construcción y mejora
del sistema legal contra el lavado de dinero es un proceso en evolución gra-
dual, que ha pasado por un proceso desde su germinación hasta su desarrollo
gradual y madurez, lo que refleja la respuesta activa de China al llamado inter-
nacional contra el lavado de dinero y su responsabilidad como país importante. 
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(I) La evolución histórica de las leyes y reglamentos
contra el blanqueo de capitales en China 

El término “blanqueo de capitales» no es un término profesional en el sentido
jurídico. Como término profesional en el ámbito financiero, se originó en
los Estados Unidos a principios del siglo XX. Inicialmente, solo significaba
«limpiar monedas sucias” y no tenía ningún significado despectivo. Más tarde,
pasó a referirse gradualmente al acto de encubrir ganancias ilegales con una
apariencia legal.1

El proceso operativo del blanqueo de capitales es un comportamiento de tipo
financiero. A diferencia de la mayoría de los comportamientos tradicionales
de tipo personal y patrimonial, que suelen ser descubiertos por organismos
de investigación, el blanqueo de capitales se descubre principalmente durante
el funcionamiento de las instituciones financieras.2 Dada la naturaleza oculta
del blanqueo de capitales, China ha creado un sistema jurídico contra el blan-
queo de capitales cuyo núcleo es la “Ley contra el blanqueo de capitales”: 

1. Legislación especial: “Ley contra el blanqueo de capitales”

La “Ley contra el blanqueo de capitales” es una ley importante para mantener
el orden financiero y frenar los delitos de blanqueo de capitales. Esta ley regula
de forma exhaustiva los comportamientos contra el blanqueo de capitales en
aspectos como la supervisión y la gestión contra el blanqueo de capitales,
aclarando las obligaciones contra el blanqueo de capitales de las instituciones
financieras y específicas no instituciones financieras, aplicar los procedimien-
tos de investigación contra el blanqueo de capitales y promover la cooperación
internacional en la lucha contra el blanqueo de capitales. Su objetivo es pre-
venir las actividades de blanqueo de capitales y mantener un buen orden fi-
nanciero. La ley se aplicó por primera vez en enero de 2007. Más tarde, con
el fin de adaptarse a los rápidos cambios tecnológicos, en 2020 se inició la re-
visión de la “Ley contra el blanqueo de capitales”, que finalmente se revisó y
aprobó en 2024, entrando en vigor oficialmente el 1 de enero de 2025. La

1 Bank of China, International Finance Buzzwords Explained: anti-money laundering, en https://www.boc.cn/
aboutboc/ab8/201305/t20130517_2272747.html, consultado por última vez el 5 de febrero de 2025.
2 Sun Jianfeng, Yu Long y Li Wei, Explorando la vía de aplicación de la lucha contra el blanqueo de capitales y
la convergencia penal, 36 Revista de la Facultad de Contabilidad y Finanzas de Lixin de Shanghái (2024).
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“Ley contra el blanqueo de capitales” establece un sistema de supervisión y
gestión contra el blanqueo de capitales con una clara división del trabajo y la
cooperación coordinada, lo que puede prevenir eficazmente la erosión de las
actividades de blanqueo de capitales en las instituciones financieras, redu-
ciendo así los riesgos operativos de estas y garantizando el funcionamiento es-
table del sistema financiero. La ley también promueve activamente la coope-
ración internacional en el ámbito de la lucha contra el blanqueo de capitales,
lo que permite a las fuerzas del orden chinas integrarse al máximo con las
normas internacionales, compartir información y experiencias en materia de
lucha contra el blanqueo de capitales con otros países y regiones, y mejorar la
posición y la influencia de China en el ámbito internacional de la lucha con-
tra el blanqueo de capitales. 

2. Sanciones penales: “Código Penal de la  
Rep. Popular China” (en lo sucesivo, “el Código Penal”)

A diferencia del posicionamiento jurídico administrativo de la “Ley contra el
blanqueo de capitales”, las disposiciones sobre la lucha contra el blanqueo de
capitales del “Código Penal” tienen como objetivo principal definir los actos
delictivos de blanqueo de capitales y aclarar las normas de sanción penal para
los delitos de blanqueo de capitales y delitos relacionados, centrándose en san-
cionar los actos que ya constituyen delitos de blanqueo de capitales. El artículo
191 del “Código Penal” estipula específicamente la definición, los elementos
constitutivos y las normas de imposición de penas del delito de blanqueo de
capitales. En la práctica judicial, se considera generalmente que la determi-
nación del delito de blanqueo de capitales debe basarse en el establecimiento
de los hechos del delito anterior. Si existen circunstancias específicas, como
que el delito anterior no haya sido juzgado legalmente. 

Sin embargo, aunque hay pruebas que demuestran su existencia, esto no afecta
a la determinación del delito de blanqueo de capitales.3

3. Normativa y reglamentos de apoyo

Las normas y reglamentos complementarios de China en materia de lucha
contra el blanqueo de capitales se centran principalmente en estipular las
obligaciones de las instituciones financieras en este ámbito, las medidas regu-

3 Fiscalía Popular Suprema de la República Popular China, Interpretación del Tribunal Popular Supremo de la
Fiscalía Popular Suprema sobre varias cuestiones relativas a la aplicación de la ley en la tramitación de causas
penales por blanqueo de capitales, en https://www.spp.gov.cn/xwfbh/wsfbt/202408/t20240819_663652.shtml
#2, consultado por última vez el 9 de febrero de 2025.
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ladoras específicas y los detalles operativos. Por ejemplo, las “Medidas para la
diligencia debida con respecto al cliente y la conservación de la información
sobre la identidad del cliente y los registros de transacciones por parte de las
instituciones financieras” detallan los requisitos específicos, los métodos y los
plazos para que las instituciones financieras lleven a cabo la diligencia debida
con respecto al cliente y conserven la información sobre la identidad del
cliente y los registros de transacciones, lo que resulta útil para que las institu-
ciones financieras cumplan mejor sus obligaciones en materia de lucha contra
el blanqueo de capitales y prevengan los riesgos de blanqueo de capitales. Las
“Medidas para la supervisión y administración de la lucha contra el blanqueo
de capitales y la financiación del terrorismo por parte de las instituciones fi-
nancieras” refuerzan la supervisión y la gestión de la lucha contra el blanqueo
de capitales y la financiación del terrorismo por parte de las instituciones 
financieras, normalizan las medidas y procedimientos reglamentarios y esta-
blecen requisitos específicos para el control interno y la gestión de riesgos de
las instituciones financieras. Las “Medidas para la administración de la no-
tificación de transacciones de gran valor y transacciones sospechosas por 
parte de  las “Instituciones financieras” estipulan las normas, los procedimien-
tos de notificación y los métodos de notificación de las transacciones de gran
valor y las transacciones sospechosas que deben notificar las instituciones
finan-cieras, y constituyen una base importante para que las instituciones fi-
nancieras lleven a cabo la supervisión y la notificación de las transacciones
de gran valor y las transacciones sospechosas. 

Cabe señalar que, con el fin de ajustarse a las disposiciones relativas a las fun-
ciones de lucha contra el blanqueo de capitales de las instituciones notariales
en la Ley contra el blanqueo de capitales recientemente revisada, el Ministerio
de Justicia ha publicado este año el “Proyecto de medidas administrativas para
la lucha contra el blanqueo de capitales y la financiación del terrorismo de
las instituciones notariales (borrador para comentarios públicos)”. En ellas se
exige que, al prestar servicios notariales, las instituciones notariales deben lle-
var a cabo la debida diligencia con respecto a las partes pertinentes en aquellos
tipos de servicios que puedan ser sospechosos de implicar riesgos de blanqueo
de capitales. Además, se han establecido disposiciones específicas tanto sobre
los objetos como sobre las medidas de la debida diligencia enviando una señal
regulatoria contundente. 
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(II) Comparación entre la antigua y la nueva 
“Ley contra el blanqueo de capitales”

Desde su introducción, la “Ley contra el blanqueo de capitales” ha sentado
unas bases sólidas para crear un entorno financiero justo, equitativo y trans-
parente en China. Sin embargo, con el rápido desarrollo de la tecnología fi-
nanciera y los cambios en la situación internacional en materia de lucha
contra el blanqueo de capitales, los legisladores han realizado actualizaciones
iterativas de la ley en lo que respecta al ámbito de aplicación de las medidas
reguladoras y la cooperación internacional y responsabilidades legales, con el
objetivo de responder eficazmente a los nuevos tipos de riesgos de blanqueo
de capitales y hacer que la labor de lucha contra el blanqueo de capitales en
China sea más específica. En concreto, la comparación entre la nueva y la an-
tigua “Ley contra el blanqueo de capitales” se centra principalmente en los
dos aspectos siguientes: 

1. Ampliación de los sujetos regulados

La nueva “Ley contra el blanqueo de capitales” amplía el ámbito de aplicación
de las materias reguladas. La antigua “Ley contra el blanqueo de capitales”
limitaba las obligaciones en materia de lucha contra el blanqueo de capitales
a las instituciones financieras. De acuerdo con el artículo 64 de la nueva “Ley
contra el blanqueo de capitales”, determinadas instituciones no financieras
también deben asumir ciertas obligaciones contra el blanqueo de capitales
durante el proceso de realización de actividades notariales específicas, entre
ellas las empresas de promoción inmobiliaria, las agencias inmobiliarias, las
empresas de contabilidad, los bufetes de abogados, las instituciones notariales,
etc. La ampliación de los sujetos regulados en la nueva ley compensa las lagu-
nas normativas anteriores para las instituciones no financieras, lo que no solo
permite crear un sistema normativo contra el blanqueo de capitales más com-
pleto, sino que también contribuye a mejorar la sinergia normativa y la eficacia
general de la labor de lucha contra el blanqueo de capitales en China. 

2. Perfeccionamiento de las normas operativas

La antigua “Ley contra el blanqueo de capitales” contenía disposiciones rela-
tivamente generales sobre las medidas reguladoras que debían aplicar las ins-
tituciones financieras. 

Obligaciones contra el blanqueo de capitales. Los sujetos regulados pueden
sentirse limitados a la hora de llevar a cabo operaciones específicas en la prác-
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tica, lo que puede afectar al efecto real de la labor contra el blanqueo de ca-
pitales. Por ejemplo, en los ámbitos de la evaluación de riesgos y la diligencia
debida con respecto al cliente, la antigua ley solo exigía a las instituciones fi-
nancieras que identificaran la identidad de los clientes y conservaran los regis-
tros de las transacciones pertinentes. Sin embargo, la nueva ley exige tanto a
las instituciones financieras como a las no financieras que establezcan un
mecanismo perfecto de evaluación de riesgos, especialmente para reforzar la
diligencia debida con respecto a los clientes de alto riesgo y los comportamien-
tos transaccionales de alto riesgo, y comprender el origen y el uso de los fondos
pertinentes. En el ámbito de la notificación de transacciones de gran valor y
sospechosas, la antigua ley solo exigía a las instituciones financieras que noti-
ficaran las transacciones de gran valor y sospechosas, pero tras la introducción
de la nueva ley, se establecieron requisitos más detallados para dichas notifi-
caciones, haciendo hincapié en que las instituciones financieras tienen la
obligación de supervisar y notificar las transacciones transfronterizas y las tran-
sacciones con monedas virtuales. Estas directrices operativas detalladas no
solo son una medida importante para hacer frente a los cambios en los medios
de blanqueo de capitales en los nuevos modelos de negocio notariales, sino
también un eslabón clave para alinearse con las normas internacionales contra
el blanqueo de capitales y mejorar la imagen internacional. En general, esta
revisión de la ley envía una señal de “supervisión reforzada”. Esto se debe
principalmente a que el grupo de Acción Financiera Internacional (GAFI),
una organización internacional contra el blanqueo de capitales, señaló du-
rante su evaluación del trabajo de China en materia de lucha contra el blan-
queo de capitales que existían deficiencias en los sistemas específicos de apli-
cación y de lucha contra el blanqueo de capitales de las instituciones no
financieras específicas de China.4 Los legisladores esperan que, mediante esta
revisión de la ley, se pueda mejorar de manera integral el sistema regulador
de China en materia de lucha contra el blanqueo de capitales, se pueda per-
feccionar el sistema regulador financiero moderno y se pueda promover un
desarrollo financiero de alta calidad financiero de alta calidad. 

II. Justificación para que las instituciones 
notariales apliquen las responsabilidades 
contra el blanqueo de capitales

El artículo 64 de la Ley contra el blanqueo de capitales recientemente revisada
incluye claramente a las instituciones notariales en la categoría de institu-
ciones no financieras específicas que deben cumplir con las obligaciones con-
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tra el blanqueo de capitales.5 De hecho, antes de la revisión de esta ley, la Ad-
ministración de Servicios Jurídicos Públicos del Ministerio de Justicia y la
Asociación Notarial de China emitieron conjuntamente la “Notificación
sobre la regulación de la gestión de los negocios notariales relacionados con
el extranjero”, en la que se exigía el refuerzo de la gestión de los negocios rela-
cionados con el extranjero por parte de las instituciones notariales y la mejora
de la gestión interna del control de calidad .6 Negocios notariales relacionados
con el extranjero no solo demuestra la capacidad de las instituciones notariales
para realizar operaciones relacionadas con el extranjero, pero también sirve
para mostrar la imagen internacional de China. Por lo tanto, todas las insti-
tuciones notariales deben ser extremadamente cautelosas a la hora de aceptar
operaciones relacionadas con el extranjero. Dado que la conexión entre las
actividades de blanqueo de capitales y los negocios notariales se observa prin-
cipalmente en el ámbito de la notarización relacionada con el extranjero,
como las inversiones en el extranjero de personas físicas y empresas que se in-
ternacionalizan, esta puede ser la razón por la que los legisladores consideran
imponer obligaciones contra el blanqueo de capitales a las instituciones no-
tariales. El autor demostrará la justificación de que las instituciones notariales
apliquen responsabilidades contra el blanqueo de capitales desde dos aspectos:
la dimensión financiera y la dimensión social. 

(I) Dimensión financiera 
La seguridad y la estabilidad del sistema financiero están estrechamente rela-
cionadas con el orden económico y social de China. En los últimos años, con
la mejora de las políticas y regulaciones pertinentes en China, como las Me-
didas para la Administración de Inversiones en el Extranjero, y la mejora del
entorno de inversión internacional, se han proporcionado mejores condicio-
nes y garantías para las inversiones en el extranjero de los inversores chinos.

4 Zhang Weiwei, La Ley contra el blanqueo de capitales se somete a su primera revisión: refuerzo de la prevención
y el control de los nuevos tipos de riesgos de blanqueo de capitales, (9) Congreso Nacional Popular de China
35, 36 (2024).
5 Art. 64 de la Ley contra el blanqueo de capitales de la República Popular China: “Las siguientes instituciones
establecidas en el territorio de la República Popular China cumplirán las obligaciones contra el blanqueo de
capitales de las instituciones no financieras específicas, tal y como se establece en la presente Ley.......... (2) Las
empresas de contabilidad, los bufetes de abogados, las notarias, etc., a las que se les confía la compra y venta de
bienes inmuebles para clientes, la gestión de fondos, valores u otros activos en su nombre, la gestión de cuentas
bancarias y cuentas de valores en su nombre, la recaudación de fondos para la creación y el funcionamiento de
empresas, y que actúan como agentes para la compra y venta de entidades operativas” 
6 Ministerio de Justicia de la República Popular China: “Notificación de la Administración de Servicios Jurídicos
Públicos del Ministerio de Justicia y la Asociación Notarial de China sobre la regulación de la gestión de los ne-
gocios notariales relacionados con el extranjero”, en https://www.moj.gov.cn/pub/sfbgwapp/zwgk/tzggApp/
202105/t20210517_395824.html, consultado por última vez el 12 de febrero de 2025. 
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En 2024, la inversión directa exterior total de China en todos los sectores al-
canzó los 1,159,27 mil millones de yuanes, lo que supone un aumento intera-
nual del 11,3 %7, tanto si se trata de un particular como de una empresa, cuan-
do se producen transferencias de propiedad y transacciones de capital durante.

En el caso de las inversiones en el extranjero, la mayoría de ellas se encargarán
de las notarizaciones pertinentes de certificados de identidad, declaraciones,
comisiones, etc., para cumplir con los requisitos de las instituciones perti-
nentes en el extranjero. Tomando como ejemplo las inversiones extranjeras
en Japón, si una persona física desea establecer una empresa en Japón, de
acuerdo con los requisitos de la parte japonesa, se encargará de la notarización
de la declaración de su propia firma y sello. Al tramitar este tipo de opera-
ciones de inversión en el extranjero, las instituciones notariales, de conformi-
dad con normativas como el Reglamento de la República Popular China sobre
la Administración de Divisas (Decreto n.º 532 del Consejo de Estado) y las
Medidas para la Administración de Divisas Individuales (Decreto n.º 3 del
Banco Popular de China de 2006), notificarán especialmente a los solicitantes
de los servicios notariales que la inversión en el extranjero del solicitante y el
uso del certificado notarial no deben infringir las normativas estatales perti-
nentes en materia de inversión en el extranjero y gestión de divisas. En caso
de que se produzcan actos ilegales y delictivos, como arbitraje, evasión de di-
visas, fraude y recaudación ilegal de fondos, se investigará la responsabilidad
legal de conformidad con la ley. Además, el notario encargado del trámite
también preguntará al solicitante si tiene experiencia previa en la constitución
de empresas y si puede proporcionar actualmente la documentación perti-
nente para constituir una empresa en el extranjero, etc. La razón por la que
las instituciones notariales son tan cautelosas a la hora de tramitar este tipo
de asuntos relacionados con el extranjero es que, una vez expedido el certifi-
cado notarial, significa que la institución notarial y el notario encargado han
llevado a cabo una revisión sustancial del propósito de la solicitud y el uso
del solicitante notarial. Detrás de este tipo de negocios suele haber un gran
volumen de flujo de capital e información sobre transacciones. Si el solicitante
del servicio notarial utiliza una forma jurídica para encubrir fines ilegales, no
solo tendrá un impacto fatal en la autoridad y la credibilidad de la institución
notarial y del notario, sino que también dañará la buena imagen que China
ha establecido desde hace tiempo en la comunidad internacional, y las con-
secuencias son inimaginables. Por lo tanto, la nueva Ley contra el blanqueo

7 Ministerio de Comercio de la República Popular China: «”Breves estadísticas sobre la inversión directa exterior
de China en todos los sectores en 2024”, en https://www.mofcom.gov.cn/tjsj/gwjjhztj/art/2025/art_ 044cb
9f995184b4e88970994c22a7881.html, consultado por última vez el 13 de febrero de 2025.
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de capitales estipula claramente las obligaciones de las instituciones notariales
en materia de lucha contra el blanqueo de capitales, con la expectativa de que
todas las instituciones notariales mantengan siempre una reputación neutral
y objetiva en la práctica, eviten ser utilizadas por los infractores de la ley, impi-
dan que los fondos ilegales se mezclen con las transacciones financieras nor-
males, interfieran en el funcionamiento normal del mercado financiero y
aumentar los factores de inestabilidad del sistema financiero. 

(II) Dimensión social 
Por un lado, como parte importante del sector de los servicios jurídicos, la
reputación externa y la credibilidad de las instituciones notariales revisten
una gran importancia. La aplicación activa de las responsabilidades en materia
de lucha contra el blanqueo de capitales demuestra la actitud de tolerancia
cero de las instituciones notariales hacia los actos ilegales y delictivos, lo que
constituye una triple manifestación de profesionalidad jurídica, ética pro-
fesional y responsabilidad social. Esto beneficia enormemente a la reputación
y la imagen generales del sector notarial y crea un buen entorno externo pa-
ra el desarrollo saludable del sector notarial. Por otra parte, desde la pers-
pectiva de la protección de los intereses públicos sociales, las actividades de
blanqueo de capitales son solo un eslabón más en la cadena de actos ilegales
y delictivos de los infractores de la ley. El blanqueo de capitales suele estar
asociado a otros delitos previos, como los delitos de corrupción, contrabando
y tráfico de drogas, etc. Si no se refuerza la prevención del riesgo de las activi-
dades de blanqueo de capitales, se puede provocar una gran conmoción en el
orden financiero y económico de China y destruir el buen sistema de crédito
social establecido en la sociedad china desde hace mucho tiempo. Cuando
las instituciones notariales asumen obligaciones contra el blanqueo de capita-
les durante la tramitación de los casos, pueden bloquear en cierta medida los
canales de blanqueo de capitales, frenar los delitos de blanqueo de capitales
en su fase inicial, reducir el apoyo financiero a las actividades ilegales y delic-
tivas, evitar que los riesgos de blanqueo de capitales provoquen un enorme
impacto en el orden financiero y económico existente en China, contribuir a
crear un entorno de mercado financiero justo y competitivo, garantizar la au-
tenticidad, exactitud e integridad de la información sobre las transacciones
en el mercado financiero, impedir la interferencia indebida de fondos ilegales
en el mercado financiero y promover la salud y el desarrollo sostenible del
mercado financiero. 
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III. Experiencias internacionales de las instituciones
notariales en la aplicación de las responsabilidades 
en materia de lucha contra el blanqueo de capitales

La lucha contra el blanqueo de capitales siempre ha sido una cuestión inter-
nacional. En 1990, el Grupo de Acción Financiera Internacional (GAFI) pu-
blicó por primera vez las “40 Recomendaciones on Anti-Money Laundering
(GAFI 40 Recommendations)”, que proporcionaban una norma unificada y
un marco orientativo para la labor mundial de lucha contra el blanqueo de
capitales. Muchos países y regiones de todo el mundo las han tomado como
base para formular sus propios sistemas jurídicos y políticas nacionales y re-
gionales de lucha contra el blanqueo de capitales.   

A nivel de la Unión Internacional de Notarios, la conferencia internacional
celebrada por la Unión en Samarcanda (Uzbekistán) en 2023 tuvo como tema
“La prevención del blanqueo de capitales en la práctica notarial”. Richard
Bock, presidente del Comité de Cooperación Internacional de la Unión In-
ternacional de Notarios, señaló que las formas y el alcance de la integración
de las instituciones notariales en las tareas de lucha contra el blanqueo de
capitales varían entre los diferentes países y regiones. Sin embargo, en esencia,
se confía a las instituciones notariales un nuevo tipo de tarea nacional para
establecer la imagen de servicio de las instituciones notariales y reducir la
carga sobre el sistema judicial.8

A continuación se presentan las disposiciones pertinentes de las leyes y regla-
mentos de algunos países en relación con la aplicación de las responsabilida-
des de lucha contra el blanqueo de capitales por parte de las instituciones
notariales: 

(I) Senegal 
Debido a que la inversión inmobiliaria es extremadamente propensa a dar lu-
gar a actividades de blanqueo de capitales y financiación del terrorismo, Sene-
gal, al igual que muchos países con sistemas de derecho civil, exige que las
transferencias inmobiliarias dentro del país se basen en la premisa de que la
institución notarial ha recibido un contrato auténtico.9 En realidad, esto es

8 Richard Bock, “Prevención del blanqueo de capitales en la práctica notarial”, en la conferencia de la CCNI so-
bre “PREVENCIÓN DEL BLANQUEO DE CAPITALES EN LA PRÁCTICA NOTARIAL” celebrada en
Samarcanda, 2023.
9 Daniel-Sedar Senghor, “Prevención del blanqueo de capitales en la práctica notarial”, en la conferencia 
del CCNI sobre “PREVENCIÓN DEL BLANQUEO DE CAPITALES EN LA PRÁCTICA NOTARIAL” en
Samarcanda, 2023.
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una manifestación intuitiva del importante papel que desempeñan las insti-
tuciones notariales senegalesas en el ámbito de la prevención de los riesgos
de blanqueo de capitales. El Gobierno senegalés ha creado una Unidad de
Inteligencia Financiera dentro de su estructura interna como organismo na-
cional encargado de gestionar la información financiera, y le ha concedido
amplios privilegios específicos en materia de investigación. Al tramitar asuntos
notariales, los notarios senegaleses deben informar sin demora a esta agencia
en caso de situaciones sospechosas relacionadas con transacciones financie-
ras.10 La Unidad de Inteligencia Financiera organizará periódicamente cursos
de formación profesional para las instituciones notariales, ya que, como de-
positarias del poder público, las instituciones notariales, además de propor-
cionar las garantías legales necesarias para las transacciones pertinentes, tam-
bién deben ser responsables de prevenir y controlar los posibles riesgos de
blanqueo de capitales.

(II) Austria 
Por naturaleza, las actividades de blanqueo de capitales que utilizan el sistema
financiero para blanquear los ingresos procedentes de actividades delictivas
suelen ser transnacionales. Tras la creación del mercado común con la elimi-
nación de las fronteras internas, especialmente en el mercado financiero, la
lucha contra el blanqueo de capitales se ha convertido en uno de los princi-
pales retos a los que se enfrenta la región europea.11 Con el fin de mantener
la solidez y la estabilidad del sistema financiero de la Comunidad Europea y
la confianza del público. 

Confiando en su eficacia, la Unión Europea ha publicado sucesivamente seis
versiones de la Directiva contra el blanqueo de capitales. La última directiva
incluye contenidos como el control de los países de alto riesgo y el refuerzo
de las competencias de inteligencia de las unidades financieras, con el objetivo
de proporcionar a los Estados miembros un entorno normativo integral y
multinivel contra el blanqueo de capitales. Los legisladores austriacos han tra-
ducido ahora los requisitos de la directiva a la legislación nacional mediante
reglamentos departamentales. Las disposiciones relativas a las responsabili-
dades de las instituciones notariales y los notarios en materia de lucha contra
el blanqueo de capitales en la legislación nacional austriaca se encuentran en

10 Daniel-Sedar Senghor, “Prevención del blanqueo de capitales en la práctica notarial”, en la conferencia del
CCNI sobre “PREVENCIÓN DEL BLANQUEO DE CAPITALES EN LA PRÁCTICA NOTARIAL” en
Samarcanda, 2023.
11 Wang Xin, An Huiyu, Investigación sobre las directivas de la UE contra el blanqueo de capitales y sus impli-
caciones, (3) People's Procuratorial Work 54, 60 (2024).
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la Ley de Notarios, la Ley de Transferencia de Capital y la Ley de Registro de
Propietarios Económicos (Wirtschaftliche Eigentümer Registergesetz). 

Tomando como ejemplo la Ley de Registro de Titularidad Económica, de acuer-
do con los requisitos de la Quinta Directiva contra el Blanqueo de Capitales
de la Unión Europea, cada Estado miembro de la Unión Europea debe man-
tener un registro central para inscribir a los titulares efectivos de las personas
jurídicas (empresas, fundaciones, fideicomisos y acuerdos fiduciarios simila-
res).12 En Austria, en lugar de utilizar o ampliar el registro existente para cum-
plir los requisitos anteriores, se ha creado un nuevo registro, que puede ser
consultado por los beneficiarios efectivos de las empresas, las autoridades ju-
diciales y los obligados a prevenir el blanqueo de capitales y la financiación
del terrorismo en el caso de los fideicomisos y acuerdos fiduciarios similares.
De hecho, la consulta del registro es una medida adecuada para  las institcio-
nes notariales deben verificar la propiedad de las personas jurídicas, asegurán-
dose de que las instituciones notariales han cumplido con sus obligaciones
de diligencia debida. Si una institución notarial descubre que la información
relevante registrada en el registro es incorrecta o incomple- ta durante el pro-
ceso de consulta, está obligada a hacer una anotación en el registro, y este
contenido puede ser identificado por otras entidades obligadas cuando con-
sulten el registro. 

(III) El Reino Unido 
Aunque el Reino Unido se ha retirado de la Unión Europea, el sistema contra
el blanqueo de capitales existente en el Reino Unido sigue cumpliendo plena-
mente con la Directiva contra el blanqueo de capitales de la UE. Antes de
que el Reino Unido saliera oficialmente de la UE, esta directiva ya se había
incorporado a la legislación británica. El notario británico Nigel Ready señaló
que, en la lucha internacional contra el blanqueo de capitales y la financiación
del terrorismo, los notarios desempeñan un papel importante en las transac-
ciones inmobiliarias y financieras y son combatientes de primera línea.13

Como centro financiero mundial, las instituciones notariales de Londres se
enfrentan cada día a un gran número y volumen de transacciones financieras.
Además, el mercado inmobiliario londinense siempre ha sido un objetivo es-
pecial para los delincuentes internacionales que desean ocultar sus ganancias

12 Alexander Winkler, “AML-regulations in the Austrian Notariat” (Normativa contra el blanqueo de capitales
en el notariado austriaco), en la conferencia de la CCNI sobre “PREVENCIÓN DEL BLANQUEO DE CAPI-
TALES EN LA PRÁCTICA NOTARIAL” celebrada en Samarcanda, 2023.
13 Nigel Ready, «Prevención del blanqueo de capitales en jurisdicciones de derecho anglosajón, práctica del
Reino Unido», en la conferencia del CCNI sobre «PREVENCIÓN DEL BLANQUEO DE CAPITALES EN
LA PRÁCTICA NOTARIAL» celebrada en Samarcanda, 2023.
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ilegales, lo que significa que cada institución notarial debe ser especialmente
cautelosa a la hora de identificar a los clientes, los beneficiarios corporativos
y el origen de los fondos.

La legislación vigente en materia de lucha contra el blanqueo de capitales en
el Reino Unido es la Ley sobre los productos del delito, promulgada en 2003.
Esta ley exige a las instituciones notariales que realicen evaluaciones de riesgo
documentadas cuando tramiten asuntos notariales pertinentes, y que formu-
len y mantengan políticas y procedimientos para prevenir el blanqueo de capi-
tales y la financiación del terrorismo. Entre ellas se incluye la realización de
la debida diligencia con los clientes, es decir, se exige la identificación y veri-
ficación de la identidad tanto de las personas físicas como de las jurídicas.14 

Además, las instituciones notariales también deben impartir formación a los
notarios y demás miembros del personal, para que comprendan las leyes rela-
cionadas con el blanqueo de capitales y la financiación del terrorismo, así
como la forma de identificar y gestionar las transacciones y otras actividades
que puedan estar relacionadas con el blanqueo de capitales blanqueo de capi-
tales o la financiación del terrorismo.  

IV. El impacto de la Ley contra el blanqueo de 
capitales revisada en las instituciones notariales 
de China y las contramedidas 
El impacto más intuitivo de la nueva Ley contra el blanqueo de capitales es
que las instituciones notariales tienen una obligación legal adicional y que
hay un sujeto regulador legal más dentro del sistema regulador financiero de
China. De hecho, antes de la introducción de la nueva Ley contra el blanqueo
de capitales, las instituciones notariales solían tomar medidas relevantes para
evitar los riesgos de blanqueo de capitales al gestionar negocios relacionados
con inversiones en el extranjero. Esta revisión de la ley tiene como objetivo
legalizar legalizar la ética profesional y social original, las responsabilidades de
las instituciones notariales y los notarios. 

Sin embargo, tras la revisión de esta ley, se producirán inevitablemente muchos
cambios en las instituciones notariales y los notarios de China en lo que res-
pecta a los procesos empresariales, los métodos de práctica y el desarrollo del

14 Legislation.gov.uk, Ley sobre los productos del delito de 2002, en https://www.legislation.gov.uk/ukpga/2002/
29/conte nts, consultada por última vez el 22 de febrero de 2025.
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sector. Cada institución notarial debe aprovechar esta oportunidad que brinda
la revisión de la ley y, al tiempo que obtiene mayores beneficios de desarrollo
para sí misma, asumir las responsabilidades que le corresponden en el desa-
rrollo económico y social del país. 

(I) El impacto de la revisión de la Ley contra el blanqueo 
de capitales en las instituciones notariales de China
En general, como entidad reguladora legal contra el blanqueo de capitales, las
instituciones notariales se enfrentarán a los siguientes impactos:

1. Aumento de los costes de cumplimiento

Como se ha mencionado anteriormente, antes de la revisión de la nueva ley,
la supervisión de la lucha contra el blanqueo de capitales por parte de las in-
stituciones notariales y sus notarios se basaba principalmente en la ética pro-
fesional y la responsabilidad social de los notarios encargados, más que en el
sistema de supervisión contra el blanqueo de capitales dentro de las institu-
ciones notariales. Con la introducción de la nueva ley, es un requisito inelu-
dible que cada institución notarial cumpla activamente con sus obligaciones
legales mediante el establecimiento de un conjunto de sistemas de control in-
terno contra el blanqueo de capitales. Sin embargo, el establecimiento efectivo
de dicho sistema no puede completarse de la noche a la mañana. Las institu-
ciones notariales deben invertir más recursos humanos, materiales y tiempo
para establecer y mejorar el sistema interno de supervisión contra el blanqueo
de capitales, lo que incluye la creación de un departamento especial de su-
pervisión contra el blanqueo de capitales o designar a una persona específica
para que se encargue de ello, etc. Al mismo tiempo, también es necesario re-
forzar la gestión de la información sobre la identidad de los clientes y los regis-
tros de transacciones, garantizar la seguridad y la confidencialidad de los datos
y mejorar la protección de la información personal de los clientes, lo que au-
mentará los costes operativos de las instituciones notariales. 

2. Cambios en los procesos notariales 

Al tramitar asuntos notariales específicos, como los relacionados con inver-
siones en el extranjero y transacciones inmobiliarias, las instituciones notaria-
les y sus notarios deben aplicar estrictamente las responsabilidades legales en
materia de lucha contra el blanqueo de capitales y llevar a cabo una diligencia
debida más exhaustiva con respecto a los clientes. No solo deben verificar la
información de identidad de los clientes, sino también comprender el origen
de sus fondos, los fines de las transacciones, etc. Si es necesario, se debe exigir
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a los clientes que proporcionen la documentación pertinente para demostrar
los fines y usos de sus solicitudes de certificación notarial. Esto complicará
los procesos comerciales y puede prolongar el tiempo de tramitación. 

3. Aumento de los riesgos en el ejercicio profesional 

Si una institución notarial incumple sus obligaciones legales en materia de
lucha contra el blanqueo de capitales, se enfrentará a responsabilidades ad-
ministrativas y legales, como la rectificación en un plazo determinado, adver-
tencias y multas. Esto no solo causará pérdidas económicas a la institución
notarial, sino que también afectará a su reputación y credibilidad pública, lo
que tendrá un impacto adverso en el de la institución notarial. 

(II) Contramedidas de las instituciones notariales
en China tras la revisión de la Ley contra 
el blanqueo de capitales 
Combinando las responsabilidades en materia de lucha contra el blanqueo
de capitales estipuladas en la nueva Ley contra el Blanqueo de Capitales con
las características del sector notarial, las instituciones notariales de China
pueden realizar ajustes y reforzar sus respuestas desde los siguientes aspectos: 

1. Reforzar la construcción de sistemas internos
Mejorar el mecanismo de evaluación del riesgo de blanqueo de capitales, rea-
lizar evaluaciones periódicas del riesgo de los servicios notariales, determinar
los niveles de riesgo de blanqueo de capitales de diferentes empresas y grupos
de clientes, y proporcionar una base para adoptar las medidas correspondien-
tes de prevención y control del riesgo. Además, dado que la nueva Ley contra
el Blanqueo de Capitales ha perfeccionado las disposiciones pertinentes sobre
evaluación de riesgos, diligencia debida, etc., cada institución notarial debería
organizar periódicamente la participación del personal notarial en cursos de
formación sobre leyes y reglamentos contra el blanqueo de capitales, conoci-
mientos profesionales y habilidades, de modo que el personal notarial se fa-
miliarice con las políticas, reglamentos y requisitos de trabajo contra el blan-
queo de capitales, y domine habilidades tales como la diligencia debida con
respecto al cliente y la identificación de transacciones sospechosas. Al mismo
tiempo, los comités de orientación empresarial establecidos dentro de cada
institución notarial pueden recopilar y organizar casos típicos de lucha contra
el blanqueo de capitales en los sectores notariales nacionales y extranjeros y
en otros ámbitos. A través del análisis de casos y a través del debate, se puede
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mejorar la concienciación sobre la lucha contra el blanqueo de capitales y la
capacidad de prevención de riesgos del personal notarial, lo que les permitirá
reconocer la importancia y la urgencia de la labor de lucha contra el blanqueo
de capitales. 

2. Reforzar el apoyo técnico 

Apoyándose en medios técnicos avanzados, como la tecnología jurídica, in-
troducir herramientas técnicas contra el blanqueo de capitales para lograr la
automatización y la inteligencia de tareas como la verificación de la identidad
de los clientes y la supervisión de las transacciones, y mejorar la eficiencia y
la precisión de la labor contra el blanqueo de capitales. Establecer un sistema
sólido de gestión de datos para la información de los clientes y los registros
de transacciones, gestionar y almacenar de forma centralizada los datos de los
clientes y las transacciones para garantizar la seguridad y la trazabilidad de los
datos, lo que facilita la consulta y el uso de la labor de lucha contra el blan-
queo de capitales. 

3. Implementar la comunicación y
la colaboración entre departamentos

Mantener un estrecho contacto con los organismos reguladores de la lucha
contra el blanqueo de capitales. Las autoridades deben comprender rápida-
mente los cambios y requisitos de las políticas reguladoras contra el blanqueo
de capitales, cooperar activamente con la supervisión e inspección de las au-
toridades reguladoras, presentar la información y los datos sobre la labor de
lucha contra el blanqueo de capitales según sea necesario, y rectificar y aplicar
sin demora los problemas y sugerencias planteados por las autoridades regu-
ladoras. Al mismo tiempo, deben reforzar los intercambios y la cooperación
con instituciones pertinentes, como entidades financieras, bufetes de aboga-
dos y empresas de contabilidad, compartir experiencias e información sobre
la lucha contra el blanqueo de capitales, establecer conjuntamente un meca-
nismo de colaboración en la lucha contra el blanqueo de capitales y formar
una fuerza conjunta para la lucha contra el blanqueo de capitales. 

CONCLUSIÓN 
La Ley contra el blanqueo de capitales de la República Popular China, recien-
temente revisada, proporciona una base jurídica sólida para la labor de lucha
contra el blanqueo de capitales de las instituciones notariales. Para estas ins-
tituciones, asumir responsabilidades en materia de lucha contra el blanqueo
de capitales no solo es una necesidad para construir un sistema financiero
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sano, estable y sostenible en China, sino también una triple manifestación
de la profesionalidad jurídica, la ética profesional y la responsabilidad social
de las instituciones notariales. Ya existen precedentes a nivel internacional
que estipulan que las instituciones notariales son instituciones no financieras
que deben asumir responsabilidades en materia de lucha contra el blanqueo
de capitales. Estos modelos maduros de lucha contra el blanqueo de capitales
y estas experiencias normativas proporcionan referencias útiles para China.
De hecho, antes de la introducción de la nueva Ley contra el Blanqueo de
Capitales, las instituciones notariales de China ya habían llevado a cabo revi-
siones sustanciales de las actividades relacionadas con las inversiones en el ex-
tranjero en la práctica para minimizar al máximo el riesgo de blanqueo de
capitales. En el futuro, bajo la guía de la nueva Ley contra el Blanqueo de
Capitales, cada institución notarial deberá alinearse estrechamente con las úl-
timas políticas y regulaciones nacionales e internacionales contra el blanqueo
de capitales, mejorar continuamente el sistema legal y el mecanismo regula-
torio nacional contra el blanqueo de capitales, mejorar sus propias capacida-
des y concienciación en materia de lucha contra el blanqueo de capitales y
garantizar la aplicación efectiva de las responsabilidades en este ámbito, con
el fin de desempeñar un papel más importante en la protección de la seguri-
dad financiera nacional y el desarrollo saludable de la economía. 

¡Gracias al Sr. Zheng ZHANG, miembro del CCNI de la UINL, a la Sra. Yuqi
HE y a la Sra. Yiyan DU, de la Notaría Jing'an de Shanghái, y al Sr. Dilshod
Ashurov, presidente de la Asociación de Notarios de Uzbekistán, por su gran
apoyo en la redacción de este artículo! 
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INTRODUCCIÓN

En las últimas décadas, la actividad económica mundial ha experimentado
profundos cambios que han transformado el panorama mundial y han genera-
do un interés sin precedentes por las actividades internacionales a través de un
proceso de globalización e innovación inherente, cuyo impacto directo ha sido
la creación de nuevas ramas económicas y la intensificación de la competencia
entre ellas. De hecho, la apertura de las economías nacionales se ve favorecida
por la interdependencia entre las personas, la liberalización del comercio y la
deslocalización de la actividad a través de las inversiones extranjeras directas
(IED). En busca de medios para explotar las perspectivas que ofrece el mercado
mundial, las empresas se orientan cada vez más hacia enfoques y estructuras
que trascienden las fronteras. 

Por otra parte, el patrimonio inmobiliario constituye un elemento clave en la
estructura económica de las sociedades. Su transmisión por herencia o muta-
ción y su gestión pueden ser objeto de prácticas ilícitas, como el blanqueo de
capitales. En este contexto, se han promulgado nuevas reformas en Argelia,
concretamente en su Ley de Finanzas 2025, para poner fin a estos abusos y re-
forzar la transparencia. Esta reforma supone una transformación importante

283



RIN 134

en el mercado inmobiliario argelino, al imponer la obligación de utilizar
medios de pago formales, como transferencias bancarias y cheques, para todas
las transacciones inmobiliarias. 

En este contexto, y bajo el impulso de la última reforma de la ley de finanzas
del año en curso, Argelia muestra su voluntad de proteger a los inversores y
reforzar su lucha contra el blanqueo de capitales, cuyo objetivo principal es
ser incluido en la lista blanca1. 

A tal efecto, el objetivo de nuestro trabajo es realizar, de forma modesta, sen-
cilla pero eficaz, un balance de la realidad de la protección del patrimonio in-
mobiliario y de las operaciones de inversión en Argelia contra el blanqueo de
capitales, poniendo así de relieve el papel del notario en la correcta ejecución
y aplicación de sus reformas. 

Todo ello nos ha llevado a formular nuestra principal problemática de la si-
guiente manera: ¿Cuál es el impacto de la nueva reforma de la Ley de Finanzas
en Argelia, a través de su artículo 207, en materia de patrimonio y vivienda?
¿Y qué aporta a la inversión y a la lucha contra el blanqueo de capitales? En
nuestro trabajo, intentaremos resolver esta problemática, tratando de dar res-
puestas inmediatas a las siguientes preguntas intermedias.

• ¿Qué es el patrimonio inmobiliario y las operaciones de inversión?

• En qué ésta enmienda es eficaz para atraer y aumentar el número
de inversores?

• ¿Y cómo se aborda el fenómeno del blanqueo de capitales?

I. EL PATRIMONIO INMOBILIARIO
Y LAS OPERACIONES DE INVERSIÓN

1. El patrimonio inmobiliario

1.1. Definición de patrimonio inmobiliario:
El patrimonio inmobiliario se define como el conjunto de bienes inmuebles
que posee una persona o entidad. Estos bienes inmuebles pueden ser casas,
apartamentos, terrenos edificables, construcciones en curso, edificios clasifi-

1 Lista blanca del GAFI: aunque no se trata de una lista oficial del Grupo de Acción Financiera Internacional,
la lista blanca incluye a todos los países y territorios que no figuran ni en la lista negra ni en la lista gris y que
mantienen con éxito sistemas financieros conformes con las recomendaciones contra el blanqueo de capitales. 
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cados como «monumentos históricos» e incluso bosques, campos y planta-
ciones agrícolas. El patrimonio inmobiliario también puede incluir derechos
sobre estos bienes, como el usufructo o la hipoteca2. 

Representa el conjunto de bienes que pertenecen a una persona física (par-
ticular) o jurídica (empresa). Por lo tanto, esta persona tiene la posibilidad de
hacer valer un título de propiedad o un derecho que puede venderse. A dife-
rencia del patrimonio financiero, que incluye activos financieros como accio-
nes, bonos o efectivo, el patrimonio inmobiliario es tangible y puede ofrecer
una fuente de ingresos estable, así como protección contra3

1.2. Tipos de patrimonio inmobiliario
En derecho, se distinguen dos tipos principales de bienes inmuebles que cons-
tituyen el patrimonio inmobiliario: los bienes inmuebles4 por naturaleza y los
bienes inmuebles por destino. Los bienes inmuebles por naturaleza son el
suelo, el subsuelo y todo lo que está fijado al suelo. Los bienes inmuebles por
destino son bienes muebles vinculados de forma duradera a un inmueble.
Por otra parte, también existen inmuebles por el objeto al que se aplican (los
derechos reales inmobiliarios: usufructo, servidumbres, derecho de uso y de
habitación). 

Por último, el patrimonio inmobiliario también puede incluir «papel inmo-
biliario», que se refiere a inversiones que permiten convertirse indirectamente
en propietario de la totalidad o parte de un bien. Estas inversiones pueden
incluir, en particular, participaciones en una SCPI (Sociedad Civil de Inver-
sión Inmobiliaria).

Se divide en varias categorías 

Inmuebles residenciales. Incluye residencias principales y secundarias. Inmue-
bles de alquiler: incluye propiedades de alquiler que generan ingresos regu-
lares. Inmuebles comerciales: abarca oficinas, tiendas y otras propiedades
utilizadas por empresas. Terrenos edificables: terrenos destinados a la cons-
trucción de nuevos edificios. Propiedades agrícolas: bosques, campos y otras
propiedades utilizadas para la agricultura. Los conceptos jurídicos también
son importantes en la gestión del patrimonio inmobiliario. 

2 Fréderic FANGIO. El concepto de patrimonio inmobiliario: aspectos jurídicos y fiscales: público.2020. P. 73.
3 J. Morand — Deviller: Los procedimientos específicos de protección del patrimonio cultural. En La protección
del patrimonio cultural inmueble, Ed. Economica 1985. Pág. 28.
4 Es decir, elementos que no pueden ser trasladados, a diferencia de los bienes muebles o inmateriales.
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El usufructo permite a una persona utilizar un bien y percibir los ingresos
que genera sin ser su propietario. La nuda propiedad se refiere a la propiedad
de un bien cuyo usufructo pertenece a otra persona. La plusvalía es la dife-
rencia positiva entre el precio de venta y el precio de adquisición de un bien.
La minusvalía representa la pérdida realizada cuando el precio de venta es in-
ferior al precio de adquisición. Casos particulares como la Sociedad Civil In-
mobiliaria Familiar (SCI) y la renta vitalicia ofrecen estrategias de inversión y
transmisión del patrimonio. 

La «piedra papel», o la inversión en sociedades civiles de inversión inmobilia-
ria (SCPI), representa una alternativa de inversión indirecta en el sector in-
mobiliario. 

1.3. Modalidades de adquisición 
La adquisición de la propiedad puede realizarse mediante transferencia, acceso
o posesión. Mediante transferencia, el adquirente obtiene el derecho de pro-
piedad de su autor. La venta, el intercambio, la donación o el legado son actos
de transferencia de propiedad establecidos por notario. 

Todas las modalidades de adquisición se rigen por textos jurídicos fundamen-
tales en Argelia: 

- Código Civil argelino (Ordenanza 75-58): 
regula los derechos reales, en particular los artículos 674 a 791. 

- Ley de orientación territorial (ley 90-25): 
organiza el uso y el desarrollo del suelo. 

- Ley de urbanismo (ley 08-15): 
regula las licencias de obra y el uso del suelo urbano. 

- Ordenanza 75-74: 
impone la publicidad de los bienes inmuebles. 

- Ley sobre los bienes del Estado (Ley 01-10): 
regula los bienes públicos y privados del Estado. 

1.4. Valorización del patrimonio inmobiliario: 
El valor de un patrimonio inmobiliario se determina mediante los alquileres
percibidos por los bienes alquilados o mediante su valor venal estimado para
los bienes no alquilados. Para estimar este valor se utiliza con frecuencia el
método de comparación, que se basa en las transacciones de bienes similares
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en la misma zona geográfica. Entre los factores que influyen en el valor de un
bien se encuentran la ubicación, las infraestructuras circundantes y la diná-
mica del mercado inmobiliario. Los ingresos por alquiler también pueden 
utilizarse para evaluar el valor de un bien, aplicando un coeficiente de rendi-
miento del alquiler.5

Con el objetivo de adaptar la capacidad contributiva de los ciudadanos, algu-
nos impuestos prevén gravar únicamente a las personas que poseen determi-
nados tipos de bienes y a partir de un determinado importe. 

Este es el caso del impuesto sobre el patrimonio, previsto en el código de im-
puestos directos e impuestos asimilados. 

Es muy frecuente que los ciudadanos subvaloren6 los bienes inmuebles adquiri-
dos para eludir el pago de impuestos, lo que puede acarrear graves consecuencias. 

Como en el caso de una transmisión sucesoria, por ejemplo, el legado de par-
ticipaciones sociales que incluyen activos inmobiliarios. Cuando hay varios
herederos, las participaciones sociales o las acciones se someten al régimen
de indivisión en proporción a sus derechos en la sucesión. ¡La integración de
los herederos puede resultar compleja! 

Por otra parte, la sobrevaloración de los bienes inmuebles conduce al proble-
ma del blanqueo de capitales7. 

2. LAS OPERACIONES DE INVERSIÓN 

2.1. Definición: 

Las operaciones de inversión son empleos que comprenden esencialmente
operaciones no repetitivas que modifican la consistencia o el valor del patri-
monio del municipio: compras de materiales duraderos, construcciones o
acondicionamientos de edificios, obras de infraestructura, grandes repara-
ciones de edificios. 

La inversión es una operación financiera que consiste en colocar dinero en
un proyecto o una empresa con el fin de obtener un beneficio futuro. Puede

5 Para realizar el cálculo, basta con establecer el importe total de sus activos (posesiones) y (deudas y otros préstamos).
6 La subvaloración se refiere a la práctica que consiste en declarar intencionadamente un valor inferior a su valor
real o venal en una transacción o declaración fiscal.
7 Véase la parte II. P
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adoptar diferentes formas, como la compra de acciones, bonos, bienes inmue-
bles o incluso la creación de una empresa8. 

También es la adquisición de bienes duraderos que permiten a la empresa
obtener una ventaja económica futura. En contabilidad, el término utilizado
es «inmovilizado». Cada inversión es una serie de operaciones en un orden
muy específico. Por eso se utiliza la expresión «ciclo de inversión». El ciclo de
inversión es un ciclo largo porque, por lo general, las operaciones se desarro-
llan a lo largo de varios años. 

La voluntad de promover la inversión privada nacional y extranjera en Argelia
está claramente recogida en el texto constitucional, que establece que «el Es-
tado se esforzará por mejorar el clima de negocios. Fomenta, sin discrimina-
ción, el desarrollo de las empresas al servicio del desarrollo económico y social»9.

2.2. Inmovilizado material 

Un activo fijo tangible es un activo10 físico destinado a ser utilizado de forma
duradera en la actividad de la empresa. Los activos fijos intangibles son bienes
que no tienen existencia física. No hay que confundir un activo fijo con un
gasto, que es un bien o servicio destruido o consumido durante el ciclo de
explotación (empobrecimiento de la empresa). En contabilidad, un activo fijo
representa una inversión duradera para la empresa, es decir, la compra de un
bien que aumenta su patrimonio y, de hecho, el activo de su balance contable.
Se habla de activos fijos para referirse a los activos inmovilizados. 

El activo fijo para la empresa es un bien o un derecho del que es propietaria:
- Aumenta el valor del patrimonio de la empresa y es una fuente de beneficios
económicos futuros previstos; - Está destinado a servir de forma duradera a
la actividad de la empresa (a menudo más de un año); No se destruye con el
primer uso, a diferencia de un gasto. El concepto de inmovilizado solo se co-
rresponde en parte con el de inversión en el sentido económico: la publicidad
y la formación se consideran inversiones inmateriales en economía, pero gas-
tos en el sistema de información contable. 

8 ZAOUI Amine. El marco jurídico de las operaciones de inversión argelinas en el extranjero. Volumen 14, nú-
mero 2, páginas 432-446, del 22/04/2022.
9 Constitución argelina. 15 Joumda El Oula 1442, 30 de diciembre de 2020
10 Un activo es un elemento identificable del patrimonio que tiene un valor positivo para la entidad, es decir,
un elemento que genera un recurso que la entidad controla como resultado de acontecimientos pasados y del
que obtiene beneficios económicos futuros. 
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2.3. La adquisición de un activo fijo 

La adquisición marca la entrada del activo fijo en el patrimonio de la empre-
sa. Este activo fijo debe valorarse a su coste de adquisición11 para entrar en el
patrimonio. 

La cesión del activo fijo: El activo fijo es utilizado por la empresa durante un
período variable. Por diversas razones, la empresa puede verse obligada a des-
prenderse de él, a cederlo. Esta cesión permite (en la mayoría de los casos) a
la empresa percibir el precio de venta, lo que genera un registro. 

La contabilización de la enajenación de un activo fijo tiene repercusiones
tanto en el balance como en la cuenta de resultados12. 

Una vez adquiridas, las inmovilizaciones materiales se registran en la conta-
bilidad y figuran en el patrimonio de esta última. En virtud del principio del
coste histórico, figuran en el balance con un valor bruto que corresponde al
coste de adquisición sin impuestos. Pero si bien las «ventajas económicas es-
peradas» del uso de los activos fijos son duraderas, no son infinitas: la vida
útil de los activos fijos es limitada y determinable. 

Por lo tanto, está claro que la adquisición de un activo fijo (es decir, la inver-
sión) aumenta el patrimonio, ya que la empresa es su propietaria. Los activos
fijos son activos que figuran en el balance. Por el contrario, la venta de un ac-
tivo fijo reduce el valor del patrimonio. Esto nos lleva directamente a nuestro
segundo tema. 

II. IMPACTO EN EL PATRIMONIO INMOBILIARIO Y LA INVERSIÓN

La Ley de Finanzas de 2025, publicada en el Boletín Oficial, introduce una
importante medida destinada a regular las transacciones económicas en
Argelia. El artículo 207 de dicha ley pone fin al uso de pagos en efectivo para
determinadas transacciones, en particular las inmobiliarias, ya se trate de in-
muebles construidos o sin construir. Estas transacciones deben realizarse, por
medios distintos al efectivo, a través de los circuitos bancarios y financieros.

11 Este coste de adquisición incluye: el precio pagado, una vez deducidas las posibles reducciones o financieras).
Los gastos de entrega e instalación, dado que el bien debe ser inmovilizado. El precio de compra y los gastos ac-
cesorios se consideran sin IVA.
12 Impacto en el balance: se observa un aumento de los activos por el importe de la deuda, así como un aumento
de los pasivos, ya que la partida «deuda» aumenta como consecuencia del impacto de la cuenta del IVA recau-
dado; Impacto en el resultado: se observa un aumento de los ingresos por el importe sin IVA de la cesión. 
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Esta disposición podría tener un impacto notable en varios sectores, al obligar
a los agentes económicos a adaptarse a los nuevos requisitos en materia de
pagos. Esta medida también podría contribuir a luchar contra la informalidad
en determinados ámbitos de la economía nacional. Sobre todo, permite lu-
char contra el blanqueo de capitales, lo que protege a los inversores en acti-
vos fijos al ofrecer un clima sano y, sobre todo, estable. 

Cabe destacar que el predominio de las actividades informales en el mercado
argelino es considerable. En su informe de 2023, el Banco de Argelia estimó
que 8273 millones de dinares de la masa monetaria estaban en circulación
fuera del circuito bancario, de un total de 24 330 millones de dinares. Al tipo
de cambio actual, esto representa más de 60 000 millones de dólares. Una su-
ma considerable que escapa a todo control13. Esta situación requiere medidas
decididas, como las introducidas por la Ley de Finanzas de 2025. 

La imposición de medios de pago electrónicos o bancarios, como los cheques,
podría contribuir a reducir la magnitud de la evasión fiscal. En el sector inmobi-
liario, por ejemplo, muchas transacciones importantes escapan al circuito legal.

1. Leyes sobre inversión 

1.1 Las leyes de inversión de 1993 y 2001 contenían disposiciones importantes
en materia de inversión, en particular en lo que respecta a la libre transferen-
cia de capitales y principios de inversión como el principio de libertad de in-
versión, trato equitativo y otros. Esto permitió a los organismos internacio-
nales elaborar informes en los que se señalaba la existencia de importantes
esfuerzos para ofrecer garantías a las inversiones extranjeras. Sin embargo,
esto puede entrar en conflicto con el concepto de buena gobernanza, que
exige más transparencia y claridad en la gestión de la esfera económica y, por
lo tanto, la provisión de seguridad jurídica. Esto requiere aclarar las notas
sobre lo que se ha inscrito en el sistema jurídico, independientemente de si
beneficia o no a la inversión extranjera. 

A través de diversas reformas, el Estado argelino busca promover y proteger
la inversión creando un clima favorable a la misma.14 En este contexto, el legis-
lador argelino ha creado organismos que supervisan el proceso de inversión
con el fin de ayudar a los inversores en sus trámites. 

13 Informe anual del Banco de Argelia 2023. Evolución económica y monetaria.
14 Un dispositivo de apoyo a los inversores que les concede ventajas y facilidades a través de una agencia pública
especializada (la Agencia Nacional de Desarrollo de la Inversión) y el Consejo Nacional de Inversiones.
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1.2. La Ley de Finanzas de 202515 supone una transformación importante en
el mercado inmobiliario argelino al imponer la obligación de utilizar medios
de pago formales, como transferencias bancarias y cheques, para todas las
transacciones inmobiliarias. Esta reforma tiene por objeto limitar los flujos
financieros no declarados y reforzar la transparencia. Sin embargo, esta nueva
medida también podría frenar las actividades del sector.

2. Una transición difícil: Fin de las transacciones en efectivo

El mercado inmobiliario en Argelia se basa en gran medida en transacciones
en efectivo, lo que permite cierta flexibilidad, pero abre la puerta a prácticas
poco escrupulosas, como la evasión fiscal y el ocultamiento de fondos. Al in-
troducir la obligación de utilizar transferencias y cheques, el Gobierno no solo
pretende garantizar la trazabilidad de los flujos financieros, sino también
luchar contra la economía informal, que representa una parte importante de
las transacciones, y, al mismo tiempo, combatir el blanqueo de capitales, que
son delitos financieros con repercusiones económicas. Pueden amenazar la
estabilidad del sector financiero de un país o, de manera más general, su es-
tabilidad exterior. 

Esta enmienda era esencial para proteger la integridad de los mercados y la
estructura financiera nacional y mundial, ya que contribuyen a mitigar los
factores que facilitan los abusos financieros. Las medidas contra el blanqueo
de capitales no solo son un imperativo moral, sino también una necesidad
económica. 

3. Posibles repercusiones 

- Mayor transparencia y control Al obligar a que las transacciones se realicen
a través de canales formales, el Estado espera sanear el sector inmobiliario re-
duciendo la subdeclaración de los precios de los bienes inmuebles. Esta medi-
da también permitirá un mejor control de los ingresos fiscales procedentes de
las transacciones inmobiliarias y podría limitar ciertas prácticas fraudulentas.

- Ralentización de las transacciones inmobiliarias Sin embargo, esta reforma
podría provocar una ralentización temporal, o incluso duradera, del sector.
Una gran parte de las transacciones inmobiliarias en Argelia se realizan de
manera informal, lo que supone un obstáculo para una transición rápida

15 Este texto legislativo introduce varias medidas fiscales y económicas significativas. La Ley de Presupuestos para
2025, publicada en el Boletín Oficial n.º 84 del 26/12/2024, contiene 234 artículos.
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hacia los medios de pago formales. Los vendedores y compradores acostum-
brados a los pagos en efectivo podrían mostrarse reacios a esta nueva norma-
tiva, especialmente en las zonas rurales o en las ciudades pequeñas, donde el
acceso a los servicios bancarios es limitado. 

- Riesgo de reducción de las transacciones La obligación de utilizar transfer-
encias bancarias o cheques puede frenar las transacciones de aquellos que pre-
fieren el anonimato o buscan evitar las comisiones bancarias. Esto podría
afectar directamente a la fluidez del mercado y ralentizar las inversiones, en
particular en el caso de las pequeñas transacciones que tradicionalmente es-
capaban al control fiscal.

- Formalización de la economía A largo plazo, esta reforma puede ayudar a
formalizar el sector inmobiliario y a luchar contra la economía sumergida. Al
regular mejor las transacciones, el Estado espera reducir la evasión fiscal, al
tiempo que impone un sistema más equitativo. 

- Oportunidad de crecimiento para el sector bancario Los bancos argelinos
también saldrán ganando con esta reforma, ya que aumentará el volumen de
transacciones bancarias. Esto podría animar a más ciudadanos a abrir cuentas
bancarias e integrar los servicios financieros en sus hábitos cotidianos, re-
forzando así la inclusión financiera. 

4. ¿A quién beneficia la reforma? 

Las autoridades públicas y el Gobierno El Gobierno argelino es uno de los
principales beneficiarios de esta reforma, en particular por sus esfuerzos de
modernización de la economía. Al reducir el uso del efectivo, el Estado espera
aumentar los ingresos fiscales y luchar más contra la corrupción y el blanqueo
de capitales, que son algunos de sus principales objetivos. Además, se ha
puesto en marcha una estrategia nacional de prevención y lucha contra el
blanqueo de capitales y la financiación del terrorismo (2024-2026). 

Los bancos Las instituciones bancarias se beneficiarán de la obligación de
pasar por sus servicios para cada transacción inmobiliaria. Se beneficiarán del
aumento del volumen de transferencias y cheques, y de la posible ampliación
de su base de clientes. 

Los inversores16 y los compradores formales Para los inversores extranjeros o
los compradores locales que ya cumplen las normas fiscales y realizan sus tran-

16 Para los inversores, el dispositivo ofrece numerosas ventajas en materia de derechos de aduana, realización de
infraestructuras, concesión de terrenos, etc.
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sacciones por medios formales, esta reforma podría ofrecer una mayor seguri-
dad y reforzar su confianza en el mercado. La reducción de las prácticas in-
formales también podría estabilizar los precios de los bienes inmuebles. 

Agencias inmobiliarias y promotores oficiales Los profesionales del sector,
como las agencias inmobiliarias y los promotores que operan dentro de la le-
galidad, podrían beneficiarse de la reforma. Al reducir la competencia infor-
mal, se podría sanear el mercado y darles una ventaja. 

5. El notario ante esta reforma 

A tal efecto, la Cámara Nacional de Notarios ha hecho hincapié, en una cir-
cular17 dirigida a los notarios, en la obligación de recurrir exclusivamente a
transacciones bancarias para los intercambios relacionados con transacciones
inmobiliarias que afecten a inmuebles construidos y sin construir. 

Por lo tanto, esta circular constituye una instrucción firme: los notarios ya no
deben redactar contratos si la transacción se realiza mediante medios de pago
ajenos a los circuitos bancarios o financieros. De hecho, los notarios no expe-
dirán ningún contrato de venta en los sectores mencionados si la transacción
no se ha realizado a través de los canales bancarios oficiales. 

En resumen, y de conformidad con las recomendaciones de su Colegio Nacio-
nal, los notarios deben asegurarse a partir de ahora de que ningún pago se rea-
lice en efectivo. El método de pago utilizado en cada acto (transferencia o che-
que certificado) debe verificarse y mencionarse en el contrato. 

En este contexto, insistió en el papel central de los notarios en la aplicación
del artículo 207 de la ley, pidiéndoles que verifiquen rigurosamente los meca-
nismos de pago a través de los canales bancarios y que consignen en las escri-
turas registradas las modalidades y medios de pago utilizados. 

Repercusiones positivas en la economía: Los expertos afirman que la aplica-
ción estricta de esta medida debería poner fin definitivamente a los pagos en
efectivo, que constituyen la principal fuente de blanqueo de capitales y co-
rrupción. El Estado ha declarado la guerra al dinero en efectivo con el fin de
sanear un mercado nacional aún dominado en gran medida por la economía
sumergida. 

17 Circular de la Cámara Nacional de Notarios N° 02/2025 O: 23/04/2025.
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Este fenómeno perjudica en primer lugar la imagen del país, que aspira a
unirse al grupo de países emergentes, y frena sobre todo la promoción de la
inversión al limitar el atractivo de la IED. 

La regulación del mercado negro, al absorber las enormes sumas de dinero,
permitirá dar más transparencia a la actividad económica, al tiempo que se
movilizan los recursos financieros necesarios para financiar la economía na-
cional. La recuperación de estos fondos no podría ser más que un respiro para
la economía argelina en plena transformación.

CONCLUSIÓN 

La reforma introducida por la Ley de Finanzas de 2025 representa un punto
de inflexión para el mercado inmobiliario argelino. Si bien ofrece perspectivas
positivas a largo plazo en términos de transparencia y control, sin embargo,
corre el riesgo de frenar parte de las transacciones, especialmente las relacio-
nadas con la economía informal, que representa cerca del 50 % de las opera-
ciones. El éxito de esta transición dependerá de la capacidad del Gobierno
para sensibilizar a la población y garantizar un acceso más amplio a los servi-
cios bancarios, especialmente en las zonas remotas. 

Se presenta como una palanca estratégica para sanear nuestras cuentas públi-
cas, estimular la inversión, apoyar la economía nacional, mejorar las condi-
ciones de vida de los ciudadanos y luchar contra el blanqueo de dinero. 

El Estado está decidido a reducir el uso del dinero en efectivo en las diferentes
transacciones financieras. Se han tomado medidas importantes en este sen-
tido, y la ley de Las finanzas 2025 ya han registrado el fin de los pagos en efec-
tivo en determinadas transacciones a través de su artículo 207. Una circular
de la Cámara Nacional de Notarios, publicada la semana pasada (el 23 de
abril de 2025), instaba a los miembros de la corporación a aplicar rigurosa-
mente las disposiciones del artículo 207 de la LF2025. 

Hecho en Argel el 30 de abril de 2025 
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EL PAPEL DEL NOTARIO EN LOS CONTRATOS PPP
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RESUMEN

Si bien hoy en día los contratos de asociación público-privada (APP) consti-
tuyen un nuevo modelo de buena gobernanza, percibido como una de las condi-
ciones más favorables para alcanzar el desarrollo sostenible, el papel del notario
sigue siendo un factor crucial en el ámbito de las relaciones contractuales
público-privadas, resulta esencial y debe ser resaltado, dada la seguridad jurídica
y el equilibrio contractual tan buscado por el inversor o el titular privado del
contrato con sus financiadores frente a la robustez de estos contratos adminis-
trativos que involucran a la administración para defender el interés general. 

Este artículo pretende examinar en profundidad el papel y la contribución del
notario en los contratos PPP en el derecho argelino, ya que la nueva legislación
relativa a la concesión del dominio privado del Estado en el marco de la pro-
moción de las inversiones industriales y agrícolas, y la relativa a los terrenos
económicos, confiere expresamente al notario el poder de intervenir en los
actos que impliquen hipoteca o transmisión de derechos reales resultantes de
la concesión del dominio privado del Estado. 
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INTRODUCCIÓN

Hoy en día, se reconoce generalmente que la insuficiencia de las herramientas
contractuales tradicionales en materia de contratación pública (contratos
públicos, concesiones, privatizaciones) explica el desarrollo de asociaciones
público-privadas, más adaptadas a las necesidades del servicio público y, por
tanto, complementarias de los contratos públicos y las delegaciones de servicio
público (PSD), de las que se diferencian.1 

Las principales ventajas de esta relación contractual son: 

- La integración de contratos normalmente separados 
en un único procedimiento.

- Optimizar recursos y la relación coste/resultados. 

- Reducción y reparto de riesgos entre autoridades públicas 
y empresas privadas. 

- La retención por parte de la autoridad pública del control 
estratégico sobre el servicio público. 

Y, por último, la ventaja de tratar con un sector privado 
experimentado y solvente. 

Además, si hoy en día, las PPP2 constituyen un nuevo modelo de buena gober-
nanza3, considerada como una de las condiciones más favorables para lograr
el desarrollo sostenible. Sin embargo, el papel del notario sigue siendo esencial
y debe ser resaltado. 

El notario, en su calidad de funcionario público, debe también apoyar esta
evolución, en particular desempeñando un papel de regulador del mercado y
de operador activo en el mismo, siempre que cuente con la confianza del Es-
tado y de la empresa. 

1 Didier Linotte y Jean Luc Pissaloux, Sobre un nuevo contrato administrativo: el contrato de sociedad de la or-
denanza del 17 de junio de 2004. 
2 Mohamed Mouloud Belaid, Asociaciones público-privadas, Revista de ciencias económicas, 2010, nº 10, p. 2
- Principales modelos de asociaciones público-privadas (subcontratación, gestión, gestión delegada, arrendamien-
to y concesión). 
3 El concepto fue revisado por el Banco Mundial, el Fondo Monetario Internacional y el Programa de las Nacio-
nes Unidas para el Desarrollo, que le dieron un contenido más amplio que incorpora, entre otras cosas, la trans-
parencia, la rendición de cuentas, la responsabilidad, el estado de derecho y la libertad de expresión. 
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El Estado ya no cuenta con los recursos financieros para actuar directamente
y mantener sus administraciones. Se ve obligado a delegar cada vez más sus
prerrogativas a profesiones que controla, como los notarios. 

Pero ¿es la profesión notarial capaz de desempeñar el papel económico de ope-
rador?1 ¿Crucial? Porque solo el Estado está en condiciones de delegar esta mi-
sión a un operador que considera crucial para un sector. 

La pregunta relevante aquí es si los actos notariales y la profesión notarial tienen
capacidad y habilidad para penetrar en el ámbito de los contratos públicos. 

Dado que los contratos APP son contratos administrativos que involucran a
la administración para defender el interés público, están sujetos por tanto a
las normas del derecho administrativo. 

Sin embargo, es importante recordar que estos contratos toman su contenido
de los contratos clásicos, tal como se definen en los códigos (civil, mercantil,
de procedimiento civil y administrativo, y, finalmente, la ley de competencia).
Y utilizan las múltiples posibilidades de los principios establecidos en el Libro
II del Código Civil, que trata de las obligaciones y los contratos. 

Para abordar este tema, parece útil examinar la experiencia y la práctica de los
contratos de asociación público-privada en Argelia (I), analizar de cerca el pa-
pel y el lugar del notario en estos nuevos mercados del derecho contractual
(II) y, finalmente, considerar la pertinencia de este análisis dado que el marco
jurídico actual, en particular en el derecho argelino, no 

¿Cuál es el operador crucial de la regulación? La definición adaptada al no-
tariado se inspira en la del profesor Frison-Roche, Colección Dalloz - 2006,
n.º 27 - Doctrina. Distribución de la competencia: 

El operador regulador crucial: Se trata de una entidad jurídica y económica
(una empresa, una profesión organizada, etc.) que construye o mantiene un
sector económico en un equilibrio entre varios objetivos. Estos incluyen la com-
petencia, por un lado, y objetivos ajenos a la competencia, por otro; por ejem-
plo, garantizar la seguridad del sector, pero también objetivos no relacionados
con la competencia, como prevenir litigios o garantizar el acceso a la justicia,
u objetivos que contradicen la competencia, como asegurar la resolución de ca-
sos tanto pequeños como grandes. En cualquier caso, una entidad capaz de... 

1 Marie Anne Frison-Roche, la concepción renovada de la profesión notarial a través de la lente de la regulación e-
conómica 38 Congreso del Movimiento de Jóvenes Notarios, San Francisco, 18-24 de noviembre de 2007, pág. 50
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para resolver o mitigar significativamente los conflictos y asumir los riesgos.
A mitad de camino 

Entre el estatismo y el liberalismo, el notariado puede desempeñar el papel
económico de "operador crucial": una concepción renovada del notariado
desde la perspectiva de la regulación económica. 

El papel crucial del operador es prevenir los riesgos del mercado o garantizar
la protección pública. 

Esto no permite la contribución concreta de los notarios a los contratos PPP,
más allá de algunas disposiciones contenidas en las leyes que regulan el suelo
económico1 así como la concesión industrial2 Esta disposición legislativa otor-
ga al concesionario, con la asistencia del notario, la facultad de hipotecar el
derecho real resultante de la concesión, o incluso el derecho de transmitirlo
al mismo tiempo que los edificios de los que tiene pleno dominio. (III). 

I) Asociaciones público-privadas en Argelia

El crecimiento y el desarrollo económico nacional están marcados hoy por un
fenómeno relativamente reciente: la cooperación entre los sectores público y
privado en el marco de una asociación público-privada.3

En Argelia, la principal preocupación de las autoridades públicas es satisfacer
las crecientes necesidades de la población y mejorar la calidad de los servicios
prestados. Ante esta necesidad, asistimos a una creciente dependencia de las
autoridades públicas de nuevos métodos de financiación y gestión, especial-
mente en los sectores de la agricultura, el agua, el transporte y la hostelería.
Esta transición hacia nuevos métodos de gestión se ha visto impulsada por la
insuficiencia de las soluciones que ofrece la legislación en materia de contra-
tación pública.4

2 Ordenanza 08-04 del 1 de septiembre de 2008 relativa a la concesión terrenos pertenecientes al dominio
privado del Estado.
3 Cabe señalar que, según la doctrina establecida, los contratos de asociación pueden ser celebrados por el Estado
y sus instituciones públicas (cualquiera que sea su naturaleza administrativa, industrial o comercial), pero ex-
cluyen a las entidades privadas encargadas de una misión de servicio público. 
4 La contratación pública se refiere a todos los contratos públicos en los que una parte es parte. Administración
pública. Se trata de un término genérico que se refiere a todos los contratos celebrados por entidades públicas
para satisfacer sus necesidades. La contratación pública, por lo tanto, abarca un concepto muy amplio que
abarca diversas modalidades, como contratos públicos, delegaciones de servicios públicos, contratos de colabo-
ración, convenios para la ocupación de bienes públicos ligeros, concesiones de desarrollo, etc. (Seminarios sobre
Actividades Públicas y Competencia, Universidad de Évry Val d'Essonne, 2013-2014) 
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A) La práctica de los contratos PPP en Argelia 

Por definición, un contrato de asociación es un contrato de contratación pú-
blica que, en derecho interno, se sitúa entre los contratos públicos y las dele-
gaciones de servicios públicos. Se diferencia de estos en su finalidad, su méto-
do de financiación y su reparto de riesgos. 

Con este fin, y con el fin de cumplir los objetivos de los poderes públicos, los
poderes públicos han recurrido a los contratos PPP, en particular en los si-
guientes sectores: 

- Agricultura1, mediante la implementación de un mecanismo de asociación
PPP orientado a rentabilizar las fincas piloto2 en particular para las wilayas
del sur y las altas mesetas, que constituyen una fuente definida de produc-
ción agrícola. 

- Sobre la gestión delegada del agua3 Encomendado a un socio extranjero,
"Suez Environnement", con la obligación de transferir toda la experiencia y
los conocimientos técnicos de este grupo al socio argelino. En este marco,
Argelia ha desarrollado un modelo de APP altamente eficiente para plantas
de desalinización de agua de mar y ha adquirido una sólida experiencia en
proyectos de tipo EIP (Productor Independiente de Energía). 

- Respecto a la gestión de la infraestructura portuaria4 las administraciones
públicas han recurrido a modelos de colaboración privada extranjera, con el
objetivo de lograr la eficiencia portuaria y aumentar así su capacidad de in-
fraestructura. De esta forma, se concluyó un contrato PPP con el tercer ope-
rador de terminales de contenedores más grande del mundo, Dubai World
Ports, con sede en los Emiratos Árabes Unidos. 

En este sentido, y a pesar de la ausencia de un marco jurídico específico para
las APP5 las autoridades públicas han desarrollado programas y proyectos, ba-
sándose en la legislación existente (ley de concesiones, de inversiones, de con-
tratación pública).

1 Plan quinquenal 2015-2019 para la campaña agrícola 2014-2015 
2 Circular Nº 681 de 29 de octubre de 2014 relativa al plan quinquenal 2015/19 para la campaña agrícola 2014-/15 
3 Ley nº 05/12, de 4 de agosto, relativa al agua, en particular los artículos 104 y 105, Diario Oficial nº 60, 4 de
septiembre de 2005, págs. 3-18. 
4 Radhia Tadjine y Malika Ahmed Zaid, Capacidad logística y gobernanza de los puertos argelinos, Facultad de
Ciencias Económicas, Universidad Mouloud Mammeri.
5 Finalmente, cabe señalar que en la forma como se aborda la participación de los oferentes en el proceso de con-
tratación, la legislación vigente no permite que el órgano de contratación tenga discusiones estructuradas y si-
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B) Marco jurídico de los contratos PPP en el derecho argelino 

El estudio y análisis de los contratos APP bajo el derecho argelino conduce a
las siguientes observaciones: 

- Se trata de contratos de derecho público (código de contratación pública,
convenios de delegación de servicios públicos), sujetos a las disposiciones y
normas del derecho administrativo en cuanto a su formación, celebración y
ejecución. 

- Enmarcado por una legislación que no tiene en cuenta las características de
los contratos PPP (contrato global, contrato de largo plazo y contrato con ré-
gimen de remuneración original). 

II) Contribución del notario 
a las APP en el derecho argelino 

Según la legislación argelina (Ley n.º 06.02 sobre la organización de la profe-
sión notarial), el notario, en su calidad de funcionario público, interviene en
asuntos de derecho privado (A) y, por consiguiente, no tiene competencia ra-
tione materiae en los contratos y convenios celebrados por la administración
pública. Sin embargo, la nueva legislación...1 relativo a la concesión de propie-
dad privada estatal en el marco de la promoción de inversiones industrial y
agrícola, y lo referente a la tierra económica mi2, confieren expresamente al no-
tario la facultad de intervenir en los actos relativos a hipoteca o transmisión de
derechos reales resultantes de la concesión del dominio privado del Estado (B). 

A) El estatuto del notario en el derecho argelino y los contratos PPP 

Desde la promulgación de la Ley nº 06.02 del 20 de febrero de 2006 relativa
a la organización de la profesión notarial, así como del nuevo Código de Pro-

multáneas con los oferentes competidores. La evaluación de las ofertas, que sigue siendo el método más adecua-
do, tiene un impacto directo en la relación coste-beneficio en relación con la elección de la estructura de la APP.
La legislación argelina adopta métodos basados en la evaluación de las ofertas en función de los requisitos del
proyecto (selección de la solución menos costosa) y la consideración de la oferta económica (la más ventajosa
económicamente). 
1 Ordenanza 08-04 del 1 de septiembre de 2008 relativa a la concesión de terrenos pertenecientes al dominio
privado del Estado 
2 Ley nº 23-17, de 15 de noviembre de 2023, por la que se establecen las condiciones y procedimientos para la
concesión de terrenos económicos pertenecientes al dominio privado del Estado destinados a la ejecución de
proyectos de inversión. 

301



RIN 134

cedimiento Civil y Administrativo promulgado durante el año 2008 (Ley nº
08.09 del 25 de febrero de 2008), el notario argelino está dotado de un ver-
dadero poder normativo. En este sentido, el notario participa en el funcio-
namiento general del mercado de bienes inmuebles, valores e inversiones. Espe-
cialista en derecho civil, el notario se sitúa a la vanguardia de la economía de
mercado en el derecho argelino.

El artículo 324 bis 1 del Código Civil impone la regla de las formalidades
obligatorias para los actos jurídicos1 las transacciones más importantes y ries-
gosas entre individuos. 

Tal como está configurado, el estatuto del notario bajo el derecho argelino no
le confiere ninguna competencia o autoridad expresa que permita su partici-
pación en el proceso de estructuración financiera, estudios de viabilidad o en
las fases de negociación, formación y ejecución de contratos PPP. Sin embargo,
el inversionista y sus financistas pueden, de acuerdo con la ley, recurrir a un
notario para la constitución de garantías reales o personales, la creación de
PYMES que ocupen un lugar estratégico en el desarrollo de APP o la redac-
ción de estatutos que establezcan un consorcio. 

B) Concesión del dominio privado del Estado 
como parte de la promoción de inversiones 

Vale la pena recordar que la nueva legislación2 relativo a la concesión de
propiedad privada estatal para la promoción de inversiones y el relativo a tie-
rras de uso económico3 citado anteriormente; han reforzado el acto de invertir
a través de la promoción y protección sostenible de la inversión. Este texto
legislativo se enmarca en una estrategia de desarrollo sostenible a través de la
regulación del mercado utilizando bienes financieros públicos.

1 El artículo 324 bis 1 del Código Civil dispone: Toda escritura de transferencia de bienes inmuebles o derechos
sobre bienes inmuebles, de una empresa comercial o industrial, o de cualquiera de sus componentes, así como la
transferencia de acciones o participaciones sociales en sociedades, arrendamientos rurales, arrendamientos comer-
ciales y contratos de administración de empresas o establecimientos industriales, deberá, bajo pena de nulidad,
formalizarse en forma auténtica, y el pago del precio deberá efectuarse al funcionario público que la haya otor-
gado o redactado. El producto de estas operaciones también deberá registrarse mediante instrumento auténtico
y depositarse ante el funcionario público que haya otorgado los estatutos o las modificaciones de la sociedad,
bajo pena de nulidad. 
2 Ordenanza 08-04 del 1 de septiembre de 2008 relativa a la concesión de terrenos pertenecientes al dominio
privado del Estado.
3 El artículo 14 de la Ley n.º 23-17, de 15 de noviembre de 2023, estipula: “La Agencia Argelina de Promoción
de Inversiones concede, por delegación del Estado, a través de la ventanilla única, terrenos económicos a los in-
versores mediante concesión negociada convertible en cesión, de conformidad con un pliego de condiciones
estándar establecido por reglamento, que incluye cláusulas administrativas generales y cláusulas específicas que
tienen en cuenta las orientaciones estratégicas y su impacto en el desarrollo económico y social”. 
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El contrato de concesión es un contrato administrativo, mediante el cual el
Estado otorga por un período determinado el goce permanente de un bien
inmueble perteneciente a su dominio privado, para que sirva como terreno
para el establecimiento de un proyecto de inversión productiva. 

En esta relación contractual, el Estado es un socio, no un competidor1 por-
que comparte el mismo objetivo que el empresario: el desarrollo industrial
de Argelia2.

El inversor de la concesión, por su parte, disfruta de una situación jurídica
estable y financieramente ventajosa. Legalmente, el concesionario se beneficia
de un derecho estable de ocupación y explotación del terreno por hasta 99
años. Este disfrute goza de una seguridad jurídica innegable, ya que su derecho
de disfrute duradero no puede ser cuestionado por caducidad o rescisión. El
sistema también permite al concesionario disfrutar de todas las prerrogativas
del propietario, con la excepción de una: la capacidad de enajenar la propie-
dad concedida. 

La ordenanza otorga al concesionario la facultad de hipotecar el derecho real
resultante de la concesión, e incluso el derecho a transferirlo junto con cual-
quier edificio del que sea propietario. En términos financieros, la ordenanza
permite al concesionario controlar la financiación de su proyecto, ya que el
canon de arrendamiento que cobra el Estado a cambio del uso del terreno
concesionado ofrece una clara ventaja en términos de ahorro. 

En este contexto, podrá exigirse al concesionario que establezca la escritura
de hipoteca o cesión del derecho real resultante de la concesión y de los edi-
ficios erigidos sobre ella que le pertenecen en pleno dominio. 

III) Reflexiones sobre una contribución
efectiva del notariado a los contratos PPP

La idea de involucrar a notarios en los contratos APP es un asunto muy deli-
cado pero es accesible en la medida en que cuente con el apoyo de las autori-
dades públicas desde el acto notarial "De lege lata" se confirma en la jerarquía

1 Mahfoud BOUHACENE, Derecho internacional de la cooperación industrial, tesis doctoral, Oficina de Pu-
blicaciones de la Universidad de Argel, edición de 1982. 
2 Ordenanza 08-04 relativa a la concesión del dominio privado del Estado, acto de promoción de inversiones,
AKROUNE yakout, profesor en la Escuela Superior de Magistratura y en la Universidad Youssef Ben Khedda,
Revisión del Tribunal Supremo 2010, pág. 62,63. 
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de instrumentos jurídicos, en el mismo lugar que el de la sentencia, el notario
es por lo tanto, a su manera, un magistrado de prevención de conflictos1. 

“De lege ferenda, la contribución del notariado al proceso de redacción, cele-
bración y ejecución de contratos públicos exige una auténtica reforma del
derecho civil, del estatuto del notario y de la legislación relativa al ámbito
público y privado del Estado”, cuyos puntos principales deberían basarse en:

- El establecimiento de nuevas reglas sustantivas y procesales que permitan la
extensión a los contratos APP.

El principio de formalismo obligatorio establecido en el artículo 324 bis 1 del
Código Civil, antes citado, permite una mejor trazabilidad y transparencia de
los actos y operaciones que vinculan a las partes del contrato de compraventa. 

- La adaptación del estatuto del notario (ley n° 06.02 del 20 de febrero de
2006) al CP, que sin duda confirmará la calidad y el papel del notario como
operador crucial de la regulación económica. 

- Inclusión de nuevas normas sustantivas relativas a los contratos de ocupación
de bienes estatales públicos o privados, en particular los arrendamientos a
largo plazo2 administrativos. (contratos de arrendamiento con opción de com-
pra vinculados a un permiso de ocupación temporal).

Por incumplimiento de las obligaciones contractuales. La BEA puede utilizarse
para otras misiones que incumben al municipio, como el tratamiento de

1 El Tribunal Europeo de Derechos Humanos de Estrasburgo ha equiparado un acto notarial con fuerza ejecutiva
a Una decisión judicial en virtud del artículo 6, § 1, del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos
Humanos y de las Libertades Fundamentales, que consagra el derecho a un juicio justo. Dado que el tribunal
deduce del derecho a un juicio justo el derecho a la ejecución de la sentencia en un plazo razonable, concedió
una indemnización al acreedor que no había... 
No se ha obtenido la ejecución, en un plazo razonable, de un derecho establecido mediante escritura notarial.
De igual modo, la normativa europea, cuyo objetivo es crear un espacio judicial europeo facilitando la circulación
de las resoluciones judiciales, reconoce la misma ejecutoriedad de una escritura notarial que de una sentencia. 
2 En derecho comparado, un contrato de arrendamiento enfitéutico se define como un contrato mediante el cual
un propietario pone a disposición un terreno o edificio a un inquilino (el arrendatario enfitéutico) a cambio
de una renta por un plazo fijo (de 18 a 99 años). El arrendatario enfitéutico se compromete a realizar inversiones
en el terreno o la estructura. Al finalizar el arrendamiento, la propiedad revierte al propietario sin coste alguno.
El contrato de arrendamiento enfitéutico, que debe ser otorgado por notario, tiene una duración máxima de
18 a 99 años, renovable. Solo se aplica a bienes inmuebles. El arrendatario se beneficia de un derecho real sobre
su propiedad y sobre las estructuras e instalaciones de carácter inmobiliario; es decir, puede hipotecar los edifi-
cios, alquilarlos o subarrendarlos; debe asumir todos los gastos y reparaciones importantes, y pagar una renta
sujeta a revisión en las mismas condiciones que la renta para arrendamientos comerciales. El contrato de arren-
damiento puede ser rescindido judicialmente en caso de impago de la renta durante dos años o más. 
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aguas, que requiere la construcción de una planta de tratamiento de aguas
residuales, o incluso la construcción de un gran estadio de fútbol. 

CONCLUSIÓN

Finalmente, concluiré con la notable expresión del decano Didier PARDILLO
respecto al análisis del comunicado de prensa del 17 de junio de 2004:

"Por último, cabe destacar que la implementación de este nuevo tipo de con-
trato debe realizarse con cautela y minucioso cuidado, obviamente en estricto
cumplimiento de las normas que lo rigen, y necesariamente por profesionales
especializados y experimentados …Pero la solidez de estos contratos, y en par-
ticular la sostenibilidad de su ejecución, requiere una coordinación perfecta
entre esta "parte pública" y la "parte privada", que rige la relación entre el con-
tratista privado y sus financiadores. El éxito a corto plazo (la celebración del
contrato) y a largo plazo (su correcta ejecución) implica, por lo tanto, que el de-
sarrollo del contrato de colaboración se lleve a cabo, en la medida de lo posi-
ble, en conjunción con el establecimiento de la estructura de financiación; en
resumen, que la interacción entre las dos partes del contrato y las dos ramas
del derecho pertinentes se considere y resuelva lo antes posible. ¡No es poca co-
sa! Pero la modernización de la gestión pública exige asumir y afrontar este reto.  

ef
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1) INTRODUCCIÓN

Contexto de la reforma, que implica una transferencia de compe-
tencias hacia los notarios. Peticiones y necesidades de la sociedad

Contexto de la reforma. La apostilla y la legalización son procedimientos esen-
ciales para garantizar la autenticidad de los documentos públicos destinados a
ser utilizados en el extranjero. Confirman la veracidad de la firma y la capacidad
del firmante, permitiendo que el documento viaje conservando su valor proba-
torio en su país de origen.

Este procedimiento, a menudo percibido como puramente administrativo, de-
sempeña un papel crucial para garantizar la seguridad jurídica y frenar la circu-
lación de documentos públicos falsos que puedan producirse en el extranjero. 

Sin embargo, la constatación de que el marco de estos procedimientos, vigente
hasta entonces, presentaba limitaciones, llevó al legislador francés a una reforma
que implicaba una transferencia de poderes a los notarios franceses. 

De hecho, según las estadísticas del Ministerio para Europa y de Asuntos Exte-
riores (MEAE), cada año en Francia aproximadamente 230.000 documentos
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públicos destinados a ser utilizados en el extranjero son apostillados por las
fiscalías y 110.000 documentos son legalizados por la oficina de legalización
del MEAE.1

Estos trámites, realizados casi exclusivamente "a mano" a partir de registros de
firmas "en papel", pesaban considerablemente sobre el servicio público de justicia. 

El aumento exponencial del comercio internacional, que ha provocado un
aumento en el uso de estas complejas formalidades, ha llevado al legislador a
reconocer dificultades para cumplir su misión de servicio público debido a:

. Por un lado, falta tiempo para realizar una revisión rápida de las acciones. 

. Además, los registros de firmas que debían verificarse, principalmente en
papel, no se actualizaban sistemáticamente, lo que dificultaba el control por
parte de la autoridad administrativa y ya no respondía a las necesidades de 
fiabilidad y seguridad jurídica a nivel internacional.2

Frente a estos procedimientos poco adaptados a la era digital y en el contexto
de una transferencia de competencias hacia las profesiones delegadas por un
servicio público de justicia, el legislador francés ha previsto una reforma con
motivo de la Ordenanza nº 2020-192, de 4 de marzo de 2020, por la que se
reforman las modalidades de expedición de la legalización y la apostilla, adop-
tada sobre la base de la ley de 23 de marzo de 2019 relativa a la programación
2018-2022 y a la reforma de la justicia. 

Demandas y necesidades de la sociedad. El objetivo es mejorar la eficiencia del
servicio de apostilla y legalización, fortalecer la seguridad jurídica y reducir la
carga administrativa del servicio público. Esta reforma también forma parte
de una tendencia más amplia hacia la modernización y digitalización de los
trámites.

Transferencia de competencias a la profesión notarial. Dado que la autenti-
cación de documentos y la seguridad jurídica forman parte del ADN del no-
tariado francés, que desde hace varios años apuesta con éxito por digitalizar
su práctica, el legislador ha recurrido naturalmente a la profesión para que se
encargue de esta importante misión de servicio público. 

1 https://www.legifrance.gouv.fr/jorf/id/JORFTEXT000041686725/
2 Informe al Presidente de la República sobre la Ordenanza n.º 2020-192, de 4 de marzo de 2020, 
por la que se reforman los procedimientos de expedición de legalizaciones y apostillas
3 ibídem.
4 ibídem.

307



RIN 134

Como funcionario público directamente adscrito al Ministerio de Justicia y
titular de una delegación de servicio público, el nombramiento del notario
para desempeñar esta nueva misión era obvio. 

Como profesional jurídico local, el notario tiene jurisdicción nacional. La re-
forma buscaba ofrecer a los usuarios la posibilidad de realizar sus trámites en
un solo lugar y en cualquiera de las quince notarías regionales (CR), interre-
gionales (CIR), departamentales (CD) e interdepartamentales (CID) desig-
nadas para tal fin.3

En efecto, antes de la reforma, y como se menciona en el informe dirigido a
la Presidencia de la República Francesa sobre el tema, "La competencia de los
ministerios públicos se limita a los actos establecidos en el ámbito de su juris-
dicción de apelación, lo que puede obligar a los usuarios que necesiten apos-
tillar varios documentos a dirigirse a diferentes tribunales de apelación.4

Estas formalidades, cada vez más esenciales en un contexto de creciente com-
ercio internacional, no siempre se han percibido como una contribución sig-
nificativa a la seguridad jurídica, por lo que fue necesario esperar a que el
legislador francés de 2019 las devolviera al lugar que les corresponde en el or-
denamiento jurídico. 

2) BREVE DESCRIPCIÓN
DE LA LEGISLACIÓN ANTERIOR 

La base de la legalización en Francia. Históricamente, la legalización en Fran-
cia encuentra su origen en el artículo 23 del Título IX del Libro I de la Orde-
nanza Real de la Marina de agosto de 1681, según el cual "Todos los documen-
tos enviados a países extranjeros donde haya cónsules sólo serán válidos si han
sido legalizados por ellos". Promulgada en Fontainebleau en agosto de 1681
durante el reinado de Luis XIV, esta ordenanza es una de las más famosas del
Antiguo Régimen y codificó las prácticas relativas al transporte marítimo entre
estados. Este artículo fue derogado “por error”.5 De conformidad con el párra-
fo II del art.7 de la Ordenanza nº 2006-460, de 21 de abril de 2006, por la que
se reforma la parte legislativa del Código General de Bienes Públicos. Sin em-
bargo, se mantiene el requisito de legalización, basado en la costumbre interna-
cional y confirmado por jurisprudencia constante de los tribunales franceses.6

5 Sr. REVILLARD, “Derecho internacional privado y europeo: práctica notarial”, 10.ª ed., 4 de abril de 2022
6 En efecto, en dos sentencias dictadas el 4 de junio de 2009, los tribunales franceses reafirmaron la obligación
de legalizar los documentos públicos extranjeros, en particular los documentos de estado civil, a pesar de la
derogación de la Ordenanza Real de la Marina de agosto de 1681, que preveía esta formalidad. 
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Sin embargo, la jurisprudencia ha podido considerar que esta formalidad "No
es un elemento constitutivo de la autenticidad, es mera prueba de ella, y su
ausencia no hace nulo el acto." A menudo basada en la falta de fundamento
jurídico, esta postura se ha vuelto necesaria para restaurar la plena importan-
cia de esta formalidad dentro del proceso de seguridad jurídica, tanto para los
documentos que entran como salen del territorio francés. El Decreto nº 2024-
87, de 7 de febrero de 2024, basado en la Ley de 20 de noviembre de 2023,
sobre la orientación y programación de la Justicia para 2023-2027, estipula
que, salvo disposición en contrario de un acuerdo internacional, todo docu-
mento público emitido por una autoridad extranjera y destinado a ser uti-
lizado en Francia debe estar legalizado para surtir efecto legal. Por lo tanto,
sin pronunciarse sobre su validez intrínseca, el legislador buscó reforzar la im-
portancia de esta formalidad. Sin ella (salvo exención), el documento carece
de efecto. 

De la costumbre internacional a la codificación.El uso de la costumbre inter-
nacional se mantendrá hasta la intervención legislativa en 2019. En efecto,
esta última adoptará el 23 de marzo de 2019 la Ley n.º 2019-222 de programa-
ción 2018-2022 y una reforma para la justicia que devolverá la base textual a
la legalización7. 

Se hizo una aclaración, de acuerdo con el artículo 1 del Decreto Nº 2021-1205
del 17 de septiembre de 2021, que tiene por objeto establecer las condiciones
para la implementación de la reforma de los procedimientos de emisión de
legalizaciones y apostillas, resultante de la Ordenanza Nº 2020-192 del 4 de
marzo de 2020: Salvo acuerdo en contrario del derecho internacional, todo
documento público francés destinado a ser utilizado en el extranjero deberá
estar legalizado. 

La fecha de entrada en vigor de este decreto, que transfiere esta competencia
a la profesión notarial, se había fijado inicialmente para el 1 de septiembre de
2023 y, en consecuencia, preveía la derogación del decreto nº 2007-1205, de
10 de agosto de 2007 modificado, relativo a las competencias del Ministro de
Asuntos Exteriores, de los embajadores y de los jefes de oficina consular en
materia de legalización de actos. 

Su implementación fue inicialmente pospuesta al 1 de enero de 20258

7 Artículo 16 de la Ley N° 2019-222, de 23 de marzo de 2019, relativa a la programación 2018-2022 y la reforma
de la justicia.
8 Decreto Nº 2023-25 de 23 de enero de 2023, Diario Oficial No. 0021 de 25 de enero de 2023.
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A finales de diciembre, el Gobierno volvió a posponerlo9 para una imple-
mentación en dos etapas: 

- A partir del 1 de mayo de 2025 para la expedición de apostillas; 
- A partir del 1 de septiembre de 2025 para la expedición de legalizaciones. 

¿Legalización, Apostilla o exención? La exigencia de legalización de actos públi-
cos extranjeros podrá ser flexibilizada mediante convenios bilaterales o mul-
tilaterales celebrados por Francia. 

Cabe recordar que la legalización es un procedimiento que certifica la auten-
ticidad de un documento público mediante su validación a través de varias
etapas por parte de las autoridades competentes. En Francia, implica una veri-
ficación inicial por parte de una autoridad local (anterior al 1º de septiembre
de 2025, este trámite lo realizaba la oficina de legalización del Ministerio de
Asuntos Exteriores), seguida de la validación por la embajada o el consulado
del país receptor. Este trámite es necesario para que los documentos se utilicen
en países que no son signatarios del Convenio de La Haya y, por lo tanto, no
reconocen la apostilla, ni están sujetos a un acuerdo con Francia que exima
de cualquier formalidad.  

La apostilla, establecida por el Convenio de La Haya del 5 de octubre de 1961,
tiene como objetivo simplificar el proceso de legalización eliminando un paso.
En Francia, esta formalidad, antes del 1º de Mayo de 2025, debía realizarse en
la secretaría del tribunal judicial territorialmente competente. 

Por último, algunas convenciones multilaterales10. Los acuerdos bilaterales
eliminan la exigencia de esta formalidad, apoyándose en la confianza total y
mutua entre los Estados firmantes. 

Sin embargo, a veces resulta difícil para los usuarios orientarse en este labe-
rinto administrativo. Estos trámites, percibidos como una limitación más, de-
bían ser más fluidos y rápidos, y el notariado francés, gracias a su propia es-
tructura, se perfiló como el más adecuado para organizar un servicio de apos-
tilla y legalización que satisfaga las necesidades actuales de la sociedad. 

9 Decreto Nº 2024-1200 de 23 de diciembre de 2024, Diario Oficial No. 0304 de 24 de diciembre de 2024 y
Orden de 23 de diciembre de 2024, Diario Oficial No. 0304 de 24 de diciembre de 2024.
10 Al igual que ciertas regulaciones europeas
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3) LAGUNAS/DIFICULTADES DE LA LEY ANTERIOR Y
APORTE/VENTAJAS DE LA NUEVA LEY DE SERVICIO
PÚBLICO ESTATAL A AUTORIDAD PÚBLICA 
DIRECTAMENTE RESPONSABLE DE SUS ACCIONES

La misión de apostilla y legalización, antes ejercida por el servicio público del
Estado, está ahora confiada a una autoridad pública directamente responsable
de sus actos, es decir, el notario. 

Este es un avance importante, ya que anteriormente la responsabilidad de
quien emitía la formalidad de un documento falsificado debía reclamarse ante
los órganos administrativos. Esto dependía de la responsabilidad del Estado.
Si bien el procedimiento es largo y a veces desalentador, el hecho de que el
servicio público de apostilla y legalización lo preste una autoridad pública, di-
rectamente responsable de sus actos, probablemente tranquilizará tanto a los
usuarios como a las autoridades extranjeras. 

De hecho, dada la posibilidad de acciones legales directas, los notarios han
ejercido durante mucho tiempo una vigilancia extrema en sus evaluaciones
legales, poniendo en riesgo tanto su responsabilidad profesional individual
como la garantía colectiva de los notarios. Lo que está en juego en su análisis
exige que los notarios justifiquen sus decisiones y conserven pruebas que sus-
tenten sus juicios. Anteriormente, en ocasiones se emitían apostillas innece-
sariamente, se colocaban legalizaciones cuando una simple apostilla habría
bastado, e incluso se denegaban formalidades cuando eran necesarias. Por lo
tanto, los notarios deben prestar aún más atención a la correcta aplicación
de los convenios internacionales, para evitar perjudicar al cliente, de cuyas
consecuencias finalmente serán responsables. 

Multiplicidad de interlocutores limitada por la competencia territorial hacia
un único interlocutor con un servicio específico dedicado y competente a
nivel nacional. De acuerdo con la formalidad designada por las convenciones
internacionales o en su ausencia, la persona de contacto no era la misma. Es-
to, en ocasiones, implicaba que el proceso se fragmentaba inevitablemente
para el usuario. Si bien es poco común que una persona necesite apostillar o
legalizar varios documentos simultáneamente en diferentes lugares, esta situa-
ción no es infrecuente en una empresa. 

Como anteriormente la competencia estaba limitada a la jurisdicción territo-
rial del Tribunal de Apelación del que procede el documento, la apostilla no
podía ser expedida, por ejemplo, por el Tribunal de Apelación de Lyon cuan-
do el documento público había sido expedido por una autoridad pública si-
tuada en Marsella. 
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De igual manera, como los trámites de apostilla y legalización no los realiza la
misma autoridad, ciertas situaciones llevaron a la dispersión del proceso para
una empresa que debía enviar distintos documentos a distintos países. 

Por lo tanto, el legislador francés ha reconocido que el proceso, tal como se
concibió originalmente, ya no satisface las expectativas, en particular, de las
empresas. En un mundo donde los intercambios se multiplican y la necesidad
de rapidez es cada vez más urgente, la designación de un único interlocutor,
el notario, se ha convertido en un primer paso hacia una solución. 

Artículo 1º La Ordenanza del 4 de marzo de 2020, completada por el Decreto
nº 2021-1205 del 17 de septiembre de 2021, designa a los presidentes de los
consejos regionales (CR) e interregionales (CIR) y de las cámaras interdepar-
tamentales (CID) de notarios, así como a sus delegados, como autoridades
competentes para la expedición de legalizaciones y apostillas. 

Hoy en día, los usuarios pueden consolidar sus trámites con una sola entidad. 

El informe dirigido al Presidente de la República relativo a la Ordenanza nº
2020-192 del 4 de marzo de 2020, por la que se reforman los procedimientos
de expedición de legalizaciones y apostillas, fija como objetivo la reducción
de las ventanillas físicas a medida que aumenta el número de documentos
públicos emitidos en forma electrónica. 

En otras palabras, los contadores físicos, necesarios durante el período más o
menos largo que llevará gradualmente pasar a lo digital, están destinados a
disminuir (pero no a desaparecer). 

Las autoridades públicas manifiestan claramente su confianza en el notariado
para afrontar el reto de la digitalización. 

El desafío de la digitalización.La ambición de la reforma reside en la necesaria
digitalización de estos trámites en aras de la agilidad, la modernización en un
mundo cada vez más digital y la seguridad jurídica. Para afrontar este reto, los
participantes en la reforma se han centrado en dos áreas principales: 

Fomento de la creación de un fichero digital
de firmas "del registro al registro electrónico"11:

11 P. Callé, De la apostilla a la e-apostilla, del registro al e-registro: LPA 24 de mayo de 2019, n° 144p4, p. 41 s.
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El informe destacó la necesidad de establecer una base de datos digital na-
cional de muestras de firmas de autoridades públicas. "Sólo la comparación
electrónica de la identidad y el estatus de la autoridad pública que emitió el
documento con los datos de esta base de datos permitirá a las autoridades
competentes verificar la autenticidad de las firmas de forma segura y rápida." 

Inexistente antes de la reforma, la creación de este archivo de firma digital es
el reto que debe superar el notariado, y se irá consolidando gradualmente me-
diante las auditorías realizadas por los notarios. De hecho, el informe especi-
fica que no todas las autoridades públicas francesas estarán sujetas a esta
obligación de transmisión ab initio; esta obligación puede recaer sobre las au-
toridades que firmaron los documentos públicos. 

Este fichero, puesto bajo la responsabilidad del Consejo Superior del Notaria-
do, fue creado oficialmente mediante decreto del 25 de marzo de 202512, pu-
blicada en el Diario Oficial el 27 de marzo de 2025.  

El presente decreto especifica, en particular, el contenido de este expediente13,
sus procedimientos de acceso14 y actualización15.  

Sin embargo, la profesión notarial no esperó a su creación para organizarse y
anticiparse a la recogida de firmas y sellos.  

Por lo tanto, con esto en mente, el 31 de enero de 2025, Bertrand Savouré,
presidente del Consejo Superior del Notariado, David Lisnard, presidente de

12 Orden de 25 de marzo de 2025 por la que se establece un sistema de tratamiento de datos personales denomi-
nado «Base Nacional de Firmas Públicas», previsto por el Decreto n.º 2021-1205, de 17 de septiembre de 2021,
modificado, relativo a la legalización y apostilla de documentos públicos expedidos por las autoridades francesas
(JORF n.º 0074, de 27 de marzo de 2025). 
13 Artículo 2 del decreto de 25 de marzo de 2025: Los siguientes datos personales e informaciones relativos a
los firmantes de actos públicos se registran en el tratamiento mencionado en el artículo 1, en la medida en que
sean necesarios para la consecución de sus fines: - el nombre, apellido(s) y título del firmante; - la dirección de
correo electrónico profesional; - la autoridad pública competente; - la fecha en la que el firmante obtuvo la au-
torización para estampar su firma; - la fecha en que el firmante dejó de tener capacidad para estampar su firma;
- la firma manuscrita; - el sello o timbre que acompaña a esta firma; - respecto de los funcionarios judiciales que
firman actos públicos, el identificador profesional. 
14 Artículo 3 Sólo las personas autorizadas a acceder al tratamiento, en función de sus funciones y dentro de los
límites de su necesidad de conocer, tienen acceso a lo siguiente: - agentes de las autoridades públicas que emitan
los actos públicos enumerados en el artículo 2 del citado decreto de 17 de septiembre de 2021, para el suministro
y actualización de los datos que figuran en la base de datos; - las autoridades competentes para la expedición de
apostillas y legalizaciones mencionadas en el citado decreto modificado de 7 de abril de 2023 y los agentes en-
cargados de la tramitación de las solicitudes de apostilla o legalización de actos públicos y autorizados por dichas
autoridades competentes. 
15 Artículos 4 a 6 del decreto de 25 de marzo de 2025 
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la Asociación de Alcaldes de Francia (AMF), y Valérie Delnaud, directora de
Asuntos Civiles y del Sello, enviaron una carta a los alcaldes de Francia. Esta
carta detalla las medidas que deben adoptar los alcaldes franceses en el marco
de esta reforma y la actualización de la base de datos de firmas digitales. 

El notariado también depende de diversas autoridades públicas para orientar
a la ciudadanía e informarle sobre los trámites necesarios. Estas autoridades
actúan como un filtro inicial, orientando a quienes deben seguir el procedi-
miento correcto o incluso eliminando la necesidad de cualquier acción en los
casos en que se aplica una exención. 

Como se aclaró en el informe presentado al Presidente de la República, la
obligación de alimentar la base de datos de firmas no aplica a todas las auto-
ridades firmantes. Por lo tanto, los municipios con menos de 3500 habitantes
no están sujetos a esta obligación desde el principio, pero podrían estar obli-
gados a verificar las firmas y completar la base de datos específica.

Además, para satisfacer la necesidad de digitalizar el proceso, el notariado ha
implementado una plataforma digital que permite a los usuarios obtener los
documentos necesarios de forma digital y segura. Sin embargo, el éxito de
esta plataforma, y en general de la digitalización del proceso, depende del de-
sarrollo de la e-postilla. 

Promoción de las apostillas electrónicas y
del registro digitalizado de apostillas:

Hasta la fecha, 56 de las 128 partes contratantes utilizan el e-APP, de las cuales
36 han implementado sus dos componentes:

• la apostilla electrónica, que corresponde a una apostilla emitida sobre un
documento electrónico, en formato electrónico y autenticada por una firma
electrónica (concierne a 36 países); 

• el registro electrónico que permite registrar la expedición de apostillas elec-
trónicas así como de apostillas en papel y garantizar su retirada según lo pre-
visto en el Convenio de La Haya de 5 de octubre de 1961. 

El XIII Foro Internacional sobre el Programa de Apostilla Electrónica (e-
APP)16 recordó que el e-APP es parte integral del funcionamiento de la Con-

16 21 y 22 de octubre de 2024.
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vención de Apostilla de la HCCH de 1961. Está diseñado para garantizar el
funcionamiento. "Una Convención de Apostilla práctica, eficiente y segura en un
entorno ca-racterizado por un constante progreso tecnológico." 

El informe de este foro destaca que, frente al papel, las e-Apps permiten refor-
zar la eficiencia de los trámites, reducir costes y minimizar el fraude documental. 

El legislador francés sigue esta línea de pensamiento ya que la reforma, detrás
de la exigencia de digitalización, está en perfecta sintonía con los objetivos
perseguidos por este foro. 

En particular, la minimización del riesgo de fraude documental es una idea
que resuena en la profesión, ya que la preocupación por la seguridad corre
por sus venas. 

De hecho, es más difícil falsificar un documento digital seguro de extremo a
extremo que un sello de papel, especialmente uno que esté húmedo (en forma
de sello) en lugar de seco (mediante un sistema de estampado en papel). 

Además, las conclusiones del XIII Foro destacan comentarios positivos, seña-
lando que la implementación de la e-App (en sus dos dimensiones) permite: 

- Acelerar la emisión de Apostillas y por ende reducir consecuentemente "Redu-
cir la carga administrativa de las autoridades competentes y mitigar los retrasos inhe-
rentes a los procedimientos tradicionales en papel." Esto libera tiempo para los de-
partamentos pertinentes, que luego pueden dedicar a otras tareas. 

- Simplificar los trámites para un mejor acceso a los servicios públicos. De he-
cho, los procesos en papel requieren que los usuarios se desplacen y dediquen
tiempo a completarlos. Si bien la jurisdicción nacional de cada Consejo Re-
gional, Consejo Interregional, Consejo Departamental y Centro de Informa-
ción Notarial permite a todos acceder al lugar más conveniente, la digitali-
zación sigue siendo innegablemente más rápida. 

- Simplificar el seguimiento y archivo de documentos, permitiendo la accesi-
bilidad en cualquier momento independientemente de la zona horaria, sin
necesidad de asistencia de la autoridad competente emisora y en una interfaz
multilingüe. 

Sensible a todos estos argumentos, la legislatura francesa basó su reforma en
la digitalización casi total de la apostilla. Sin embargo, su éxito depende del
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desarrollo de la e-apostilla, tanto en su versión física como digital, en los otros
92 países que han ratificado el Convenio de La Haya. 

Para combinar con éxito la seguridad jurídica y la digitalización, el notario se
ha demostrado como el mejor candidato, en primer lugar por su condición
de funcionario público y ministerial, y por otro lado porque ya está bien ver-
sado en el ejercicio por sus experiencias pasadas.  

4) ROL DEL NOTARIO - DESCRIPCIÓN DE SU MISIÓN -
VALOR AÑADIDO DE SU INTERVENCIÓN - 
EXPERIENCIA PRÁCTICA

Una misión de seguridad jurídica llevada a cabo por una autoridad pública: 

Como funcionario público, el notario actúa en nombre del Estado y garantiza
la seguridad jurídica de las transacciones. 

La seguridad jurídica que ofrecen los notarios, esencial para garantizar la con-
fianza de los inversores y el atractivo económico de un país, ya no se limita a
las fronteras de Francia y a sus ámbitos de especialización tradicionales. 

Los legisladores han comprendido desde hace tiempo que los notarios deben
ocupar una posición estratégica en la seguridad jurídica, e incluso nacional,
a través de los documentos que gestionan en sus oficinas.

De hecho, desde 1998, los notarios han sido actores clave en la lucha contra
el blanqueo de capitales y el terrorismo, y han tenido la oportunidad de de-
mostrar a las autoridades públicas que pueden depositar su confianza en la
profesión para contribuir a combatir las actividades fraudulentas en general. 

Mediante esta reforma de las apostillas y la legalización, los notarios desem-
peñan un papel crucial para romper la cadena de falsificación de documentos
públicos. Al autenticar el origen de un documento público, contribuyen di-
rectamente a la confianza jurídica entre los estados. 

El notario es ahora quien garantiza a las autoridades extranjeras la seguridad
jurídica de los documentos que autoriza a circular más allá de las fronteras. 
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Sujeto a algunas raras excepciones17 está llamado a supervisar acciones en di-
versos ámbitos e intervenir en la vida cotidiana de los usuarios. Por ejemplo,
durante un trasplante de órganos para salvar una vida en otro país, verificará
que este valioso cargamento no sea producto de la trata. O, de nuevo, si una
familia desea emigrar. 

Con su compañero de cuatro patas, garantizando al país anfitrión que no
porta enfermedades ni es producto del tráfico de animales, emitirá la apostilla
o legalización del certificado veterinario. Estas formalidades también pueden
ser necesarias para que una empresa establezca una sucursal, celebre un con-
trato público o invierta en una filial en el extranjero. 

Son muchas las ocasiones en las que el notario tendrá que estar alerta, pues
lo que está en juego puede ser mucho para la seguridad de un país, ya sea en
materia jurídica, financiera, sanitaria, medioambiental… 

Esta nueva misión es sin duda una muestra de la confianza del Estado en la
profesión, pero también incluye grandes desafíos como la digitalización con
su corolario de la ciberseguridad. 

La experiencia de la profesión notarial en digitalización y ciberseguridad: 

La profesión notarial históricamente ha sabido adaptarse a los avances tec-
nológicos integrando la digitalización y la ciberseguridad en el corazón de sus
prácticas. 

La escritura electrónica auténtica, de uso generalizado en la actualidad, este
es un ejemplo perfecto. Creados por la ley del 13 de marzo de 2000 e imple-
mentados por el decreto del 10 de agosto de 2005, los instrumentos auténticos
pueden formalizarse electrónicamente, es decir, mediante un proceso de firma
electrónica cualificada. El notario firma el instrumento utilizando su clave
real, una especie de memoria USB cifrada adjunta a su usuario, el notario, y
operada con un código secreto. 

17 Esto incluye excepciones relativas a solicitudes de asistencia jurídica mutua en materia penal, disposiciones
especiales para territorios de ultramar y ciertas incapacidades especiales que pueden impedir a un notario, por
ejemplo, expedir legalizaciones y apostillas para documentos redactados por él mismo o por otro notario que
ejerza en la misma oficina, o para documentos que contengan disposiciones a su favor o a favor de otro notario
de la misma oficina. Lo mismo se aplica a los documentos en los que sea parte uno de sus parientes por con-
sanguinidad o afinidad, en línea directa de cualquier grado, o en línea colateral hasta el grado de tío o sobrino
inclusive, o que contengan disposiciones a su favor. 
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Este documento conserva el mismo valor legal que un documento en papel,
es decir, fecha legalmente establecida, fuerza probatoria y exigibilidad. Está
sujeto a los mismos requisitos de almacenamiento que un documento en
papel, pero no se almacena en la notaría, sino a través de un servidor nacional
seguro llamado MICEN. Esta bóveda electrónica es accesible únicamente al
notario firmante. Solo él puede consultarla o imprimir copias en cualquier
momento. 

A partir de este éxito en la transición del papel a la digitalización, la profesión
ha demostrado una gran capacidad de adaptación para afrontar la pandemia
de Covid, que podría haber paralizado la profesión y, de forma más general,
todo un sector de la economía. 

Ante la imposibilidad de viajar debido al confinamiento, la profesión ha desa-
rrollado la práctica de escritura electrónica remota y poder notarial remoto.

Estos procesos permiten a los clientes formalizar documentos sin necesidad
de viajar, garantizando al mismo tiempo una rigurosa validación legal. 

Así, por ejemplo, si una empresa lionesa desea firmar una escritura de com-
praventa en fase futura de ejecución con un comprador en Burdeos, la necesi-
dad de desplazarse a un notario en Burdeos o Lyon podría provocar largos
retrasos en la firma. 

Los clientes ahora tienen la opción de: 

- Como alternativa, el documento puede firmarse electrónicamente a distan-
cia: cada parte puede acudir a su notario local y firmar en su presencia me-
diante un sistema seguro de videoconferencia y firma. No es necesario des-
plazarse al otro lado de Francia, solo a su propio notario local. 

- Se trata de formalizar un poder notarial con comparecencia remota a través
de su notario: un trámite que se desarrolla en dos fases: 

- El primer paso implica la verificación de identidad y el envío de documentos
por parte de un proveedor de servicios que emite firmas electrónicas cualifi-
cadas que cumplen con el nivel de seguridad requerido. DocuSign, empresa
autorizada por la Agencia Nacional de Ciberseguridad de Francia (ANSSI),
utiliza IDnow para la verificación de identidad. 

- El segundo paso consiste en una videoconferencia con el notario, que se rea-
liza mediante transmisión continua durante la lectura del documento. Esto
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permite al cliente interactuar con el notario en tiempo real y resolver cualquier
duda. Tras la lectura, se envía un enlace a la dirección de correo electrónico
y al número de teléfono móvil proporcionados previamente por el cliente. El
cliente firma electrónicamente el poder notarial introduciendo un código
recibido por SMS. Una vez completado este paso, el notario estampa su firma
en el poder notarial electrónico auténtico, garantizando así la representación
del firmante en la firma del documento en cuestión.  

Esta segunda opción resultó útil para los clientes radicados en el extranjero.
De hecho, desde la eliminación a partir del 1º de enero de 2019, en lo que res-
pecta a los poderes notariales de los consulados franceses, podría resultar com-
plejo para los clientes extranjeros firmar documentos auténticos en Francia. 

Obligaron a estos clientes a buscar un notario en su país de residencia para
recibir un poder auténtico (lo que no es posible en países que no tienen esta
profesión) o a viajar a Francia. 

El poder notarial con comparecencia remota nos ha permitido superar las di-
ficultades de nuestros clientes extranjeros y recibir documentos en Francia
mediante este sistema. Con este proceso, no se requiere apostilla ni legal-
ización, ya que el poder se considera recibido en Francia. 

Aunque revolucionario, este proceso no es accesible para todos, ya que requie-
re ciertos requisitos, como tener una computadora relativamente nueva y una
buena conexión a internet. Sin embargo, por diversas razones, como la edad,
vivir en una zona digitalmente aislada o la falta de alfabetización digital, la
firma remota no siempre es viable. 

Además, como no todos los países aceptan documentos electrónicos, sigue
vigente el uso de documentos en papel, que deben ser apostillados o legaliza-
dos si se pretende producir en el extranjero. 

Cabe recordar también que la reforma no se limitó a transferir a la profesión
las facultades de apostilla y legalización de los actos notariales. Los notarios
también deberán evaluar la veracidad de todos los documentos públicos18 (con

18 Decreto nº 2024-87, de 7 de febrero de 2024, relativo a la legalización de documentos públicos expedidos por
una autoridad extranjera Art.2. I. Se consideran actos públicos en el sentido del artículo 1: 1° Los actos emana-
dos de los tribunales administrativos o judiciales, de los ministerios públicos establecidos en estos últimos y de
sus registros; 2° Los documentos expedidos por los agentes judiciales y los funcionarios de justicia; 3° Los docu-
mentos de estado civil expedidos por los registradores civiles; 4° Los documentos expedidos por las autoridades
administrativas; (por ejemplo, el extracto Kbis); 5° Las escrituras notariales; 6° Las declaraciones oficiales tales
como asientos de registro, visas para fecha determinada y certificaciones de firmas, estampadas en documento
privado. II. Se consideran también actos públicos en el sentido del artículo 1 los actos emitidos por agentes di-
plomáticos y consulares. 
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algunas excepciones) que van desde certificados de nacimiento hasta decretos
de adopción, patentes de propiedad intelectual o certificados veterinarios. 

Esta nueva misión implicó reflexionar sobre cómo organizar este nuevo ser-
vicio, que no se desarrolla dentro de los estudios sino en las instalaciones de
los organismos profesionales. 

La capacidad del notariado francés para estructurar un servicio público “La
legalización es actualmente un trámite complejo debido a la multiplicidad de regímenes
aplicables (procedimiento estándar, apostilla, exención), los actos y documentos que
abarca y las fuentes en las que se basa (convenios bilaterales y multilaterales, reglamento
europeo, etc.) hace que los notarios, que estarán mañana en primera línea, deban com-
prender rápidamente esta cuestión para ser operativos.19

En respuesta a la pregunta de los expertos sobre este tema, el notariado en-
tendió que tal servicio requería una organización metódica. 

Una profesión rigurosamente estructurada y su organización "garantiza, a largo
plazo, su cohesión, su desarrollo y su influencia".20

A su cabeza se encuentra el Consejo Superior del Notariado (CSN), estableci-
miento de utilidad pública creado en 1941, que es la organización profesional
del notariado autorizada a hablar en nombre de los notarios de Francia. 

Por ello, el CSN se compromete con la calidad de sus relaciones con los orga-
nismos territoriales que estructuran la profesión y les brinda apoyo continuo
en sus misiones. 

Esta organización aporta una fortaleza a la profesión para asegurar el manejo
de nuevas misiones encomendadas por el legislador como la transferencia de
competencia en materia de apostilla y legalización. 

Así se diseñó la misma organización para los 15 CR, CIR, CD y CID desig-
nados con el fin de garantizar la legibilidad del proceso para todos y la igual-
dad de trato de los usuarios independientemente de su ubicación geográfica. 

19 Práctica Notarial Internacional - 3 Preguntas para Marjorie Devisme. - "El notariado se convertirá en la autori-
dad competente para la legalización de documentos y la emisión de apostillas." La Semaine Juridique Notariale
et Immobilière, n.° 45, 10 de noviembre de 2023, artículo 1118 
20 https://www.csn.notaires.fr/fr/le-conseil-superieur-du-notariat 
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De esta forma, los locales están dedicados exclusivamente a recibir al público
para la obtención de este trámite, contando con personal permanente que
asegura la continuidad del servicio y un servicio de seguridad que garantiza
la seguridad de las personas que visitan estos locales. 

Este personal permanente brinda un apoyo invaluable a los notarios de apos-
tilla/legalización, ya que su función es realizar una evaluación inicial de las
solicitudes. Sin embargo, la autoridad recae en el presidente de las cámaras
de notarios designados regionales (CR), interregionales (CIR), departamenta-
les (CD) e interdepartamentales (CID) o sus delegados. La evaluación final y
la emisión del trámite requieren que sea realizada por un notario en ejercicio.

Si bien el objetivo de la digitalización reducirá en última instancia la necesidad
de visitas presenciales a este servicio, inicialmente se requerirá la presencia
de notarios que expidan apostillas/legalizaciones in situ. La digitalización del
proceso se implementará gradualmente. El trámite en papel sigue siendo el
principal método de emisión por ahora, mientras los usuarios y los países ex-
tranjeros se adaptan a la digitalización. 

Dado que los notarios también son empresarios, es inconcebible que un solo
notario se encargue de esta tarea, dado el volumen y las limitaciones de tiempo
que requiere completar los trámites. Por ello, las notarías encargadas de emi-
tir apostillas, legalizaciones y otros documentos legales deben operar con equi-
pos rotativos de notarios capacitados y autorizados para emitir apostillas/
legalizaciones. 

El plazo de entrega estándar estipulado por la normativa es de tres días hábiles
para atender las exigencias de celeridad, con un procedimiento acelerado in-
ferior a 48 horas para las situaciones más urgentes. 

Para ayudarles a cumplir con estos plazos, los Consejos Regionales de Notarios
(CR), los Consejos Interregionales (CIR), los Consejos Departamentales (CD)
y los Consejos Interregionales (CID) cuentan con potentes herramientas para
el análisis fiable y rápido de documentos. Dependiendo de su naturaleza y
uso previsto, determinar la formalidad adecuada (o su ausencia) puede ser
complejo y llevar mucho tiempo. Responsable de las consecuencias de su de-
cisión, el presidente del Consejo Regional de Notarios, CIR, CD o CID, a
través de su delegado, debe justificar su decisión (legalizar, apostillar o rechazar
cualquier formalidad) remitiéndose a los textos legales pertinentes. Con más
de 210 países y territorios y unos 11.000 procedimientos diferentes, esto puede
suponer un auténtico reto. 
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Afortunadamente, la profesión puede contar con herramientas como, en par-
ticular, el "Cuadro resumen del estado actual del Derecho de los tratados en
materia de legalización" elaborado por el Ministerio para Europa y de Asuntos
Exteriores, así como con soluciones digitales procedentes de iniciativas priva-
das que se han puesto al servicio de la profesión notarial, como DIETHNIS,
un software que proporciona una respuesta instantánea con referencias ju-
rídicas precisas, basándose en su base de datos exclusiva y actualizada cons-
tantemente. 

5) CONCLUSIÓN
Consejos para otros Notarios que también quieran adquirir
nuevas competencias en este ámbito - Mejoras que se podrían
introducir en el sistema (formación de notarios, etc.) 

La integración gradual de la apostilla y la legalización por parte de los notarios
requiere una implementación estructurada y prevista. 

Las demoras impuestas por el legislador francés para la transferencia de auto-
ridad pusieron de relieve la ventaja de limitar inicialmente esta autoridad a
los actos notariales y al trámite de la apostilla, para luego ampliar gradual-
mente su alcance a la legalización y a todos los documentos públicos. Este en-
foque ofrece la ventaja de permitir una transición fluida y un aumento con-
trolado de la autoridad. 

Esto brinda la oportunidad de probar la organización concebida de antemano,
pero cuya implementación sin duda requiere ajustes. 

Desde un punto de vista práctico, se recomienda habilitar locales específica-
mente dedicados a esta formalidad, con personal capacitado, incluso multi-
lingüe, para poder acoger mejor a un público internacional. Es aconsejable
organizar un horario de apertura restringido para el servicio o implementar
un servicio de reserva de citas, en particular a través de una plataforma inspi-
rada en... Doctolib21 con apoyo dedicado para ayudar a personas con difi-
cultades digitales o que viven en zonas con acceso limitado a internet. Esta
organización es necesaria para que los notarios/legalizadores tengan el tiempo
necesario para analizar los documentos y determinar si requieren apostilla o
legalización. Se recomienda brindar un servicio de seguridad, ya que la ur-

21 Una plataforma que permite reservar citas médicas en línea.
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gencia de ciertas solicitudes puede generar tensiones e interacciones agresivas
con el personal de servicio. 

Para reducir los tiempos de tramitación, la reforma prioriza acertadamente la
digitalización de los archivos de firma y del propio trámite. La implementación
de bases de datos seguras facilita la autenticación rápida de firmas y refuerza
la fiabilidad del proceso. Esta digitalización no se improvisa y requiere tanto
la implementación de recursos técnicos como la cooperación previa de las au-
toridades públicas. 

La formación previa de los notarios, así como de las autoridades públicas,
sobre estos nuevos procedimientos es fundamental. Esto les permitirá actuar
como filtro inicial, canalizando correctamente las solicitudes y evitando la so-
brecarga del servicio de apostilla/legalización. 

Adoptar las herramientas adecuadas para un análisis fiable y rápido también
es clave para el éxito, ya que la velocidad del análisis influye directamente en
la fluidez y la eficiencia del proceso. Sin embargo, confundir velocidad con
prisa puede llevar a errores de juicio. Usar las herramientas digitales adecuadas
permite combinar seguridad y rapidez. 

Finalmente, es fundamental prever el coste de la implementación de este ser-
vicio, que conlleva gastos. La instalación de nuevas instalaciones, la contra-
tación de nuevo personal y la implementación, el mantenimiento y la segu-
ridad de las herramientas digitales representan un coste significativo. Se su-
giere establecer una tarifa que refleje el coste real del servicio. También debería
establecerse una tarifa específica y significativa para las solicitudes urgentes,
cuya tramitación requiere recursos adicionales. La transparencia y la comuni-
cación clara sobre los costes contribuirán a una mejor comprensión del servi-
cio por parte de los usuarios. 

Si bien esta transferencia de competencias representa un desafío tanto hu-
mano como financiero para la profesión, la confianza que el legislador vuelve
a demostrar en la profesión notarial justifica tal inversión. 

1°) ¿Podrías indicar una habilidad que los notarios no tienen en tu país pero
que te sería útil en tu práctica diaria? 

Una habilidad que sería particularmente útil para los notarios en nuestro país
sería la capacidad de emitir apostillas directamente en sus propias oficinas.
Al igual que en Bélgica, donde las apostillas se pueden emitir directamente
en las notarías, esta delegación de autoridad permitiría un acceso geográfico
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más fácil para los clientes gracias a la red territorial, una mejor distribución
de la carga de trabajo entre los propios notarios ya que cada notario se con-
vierte en apostillero, y una reducción significativa de los costes relacionados con
los servicios administrativos, tanto en términos de personal como de locales. 

Esto también estandarizaría el costo del servicio para el usuario (además de
la tarifa). Actualmente, no es obligatorio acudir a una notaría para completar
este trámite, y el costo del servicio queda a discreción de cada firma, lo que
genera importantes disparidades de costos entre oficinas. 

Por último, limitar inicialmente la misión de la apostilla a los actos notariales
habría permitido una implementación más gradual, permitiendo a los nota-
rios adaptarse mejor y comprender la formalidad. 

2°) ¿Existe alguna habilidad particular que posea su notario y que usted crea
que sería útil para otros notarios?   

Una habilidad particular que posee nuestro notario, y que sería beneficiosa
para otros notarios, radica en la desmaterialización de la formalidad de la
apostilla, en particular a través de la aceptación de la escritura electrónica.   

Este enfoque permite un proceso fluido para los usuarios (aunque todavía
será necesario mantener el proceso en papel para permitir que los usuarios
que no saben leer ni escribir en línea o que se encuentran en desiertos digi-
tales puedan obtener esta formalidad).  

Además, mejora la seguridad del documento, ya que una apostilla digital codi-
ficada es más difícil de falsificar que una versión tradicional en papel.   

Además, la digitalización contribuye a un ahorro significativo de papel, lo que
se traduce en un notable beneficio ambiental. Al adoptar esta práctica, los
notarios no solo podrían mejorar la eficiencia y la seguridad de sus servicios,
sino también contribuir activamente a la reducción de su huella ambiental.

The Impact of the Entry into Force of the Hague Apostille Convention on the
Cancellation of Certification on China's Foreign Notarization. Practice and its Response 

Zheng ZHanG y yijun caO/notarios en china (EnG)
https://drive.google.com/file/d/1gW0uXaym08TdGoWl2idufm1HB9_imlpl/view?usp=sharing

LEER ADEMÁS
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CUENTA DE DEPÓSITO EN
GARANTÍA NOTARIAL EN BRASIL

idiOma
ORiGinal

6

MESA
REDONDA 3

LA ECONOMIA Y LA EMPRESA

la TEcnOlOGia al SERViciO dE la EcOnOmia 
mOdERadORa: faTOu mBallO THiam

UBIRATAN GUIMARÃES/NOTARIO EN BRASIL
Miembro del Comité Directivo de la UINL

VISIÓN GENERAL

EL PROBLEMA: ¿El comprador paga antes de recibir la mercancía
o el vendedor entrega la mercancía antes de recibir el pago?

Normalmente las partes contratantes no se conocen y tienen esta duda legítima.
Las soluciones encontradas hasta el momento eran burocráticas y de difícil im-
plementación, como por ejemplo, la firma de la escritura dentro de una sucursal
bancaria, entre otras…

BASE LEGAL

La cuenta de depósito en garantía fue creada en Brasil por la Instrucción Nor-
mativa de la Comisión de Valores Mobiliarios n.º356/2001, posteriormente dero-
gada por la Resolución CVM 175/2022, que se encuentra disponible en “Artículo
38: El custodio es responsable de las siguientes actividades: 

VII – recaudar y recibir, en nombre del fondo, pagos, rescates de títulos o cualquier
otro ingreso relativo a valores mantenidos en custodia, depositando los montos
recibidos directamente en: 

b) cuenta especial constituida por las partes ante instituciones financieras, bajo
contrato, destinada a recibir los depósitos constituidos por escritura pública y
mantenidos en custodia, para su liberación previo cumplimiento de requisitos de-
terminados y verificados por el custodio (cuenta de depósito en garantía).” 
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Resolución CVM 175/2022 vigente: Arte. 2º Para los efectos del presente
Anexo Normativo II, se entiende por: VII – cuenta vinculada: cuenta especial
constituida por las partes ante una institución financiera o de pago, en virtud
de un contrato, destinada a recibir pagos de los donantes y mantener los re-
cursos en custodia, para su liberación una vez satisfechos determinados req-
uisitos, los cuales serán certificados por el administrador, entidad registradora
o custodio, según corresponda. 

La Ley n.ºLa Ley 14.711/23 reguló el uso de la Cuenta de Garantía en su art.
7º-A y §1ºde la siguiente manera: 

1. El precio del negocio o valores relacionados podrá recibirse o consignarse
por conducto de notario; 

El depósito deberá realizarse en una cuenta vinculada al negocio. 

El depósito no puede ser embargado por las autoridades judiciales 
o fiscales por obligaciones del depositante, de cualquier parte o del 
notario, por razones relacionadas con el propio negocio. 
(JURISPRUDENCIA NO CONSOLIDADA – En relación con 
el depósito en garantía estándar).

El depósito deberá realizarse de conformidad con el convenio 
celebrado entre la entidad profesional nacional y la institución
financiera acreditada. 

2. Se constituirá entonces un patrimonio segregado:(Cuenta de depósito es-
tándar – por falta de previsión legal la cuenta de depósito no podría conside-
rarse sujeta al régimen de patrimonio afectado). 

3. El notario trasladará el importe a la parte correspondiente para que verifi-
que la ocurrencia o frustración de las condiciones contractuales aplicables;

LANZAMIENTO

Publicación de la Disposición
197 durante la Reunión
Notarial del Norte por él
Inspector Nacional

Transmisión en vivo del 
lanzamiento y Debates 
técnico-jurídicos sobre la
Cuenta Notarial para notarios
de todo el mundo Brasil
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EN LA PRÁCTICA
Los fondos pueden permanecer depositados hasta 180 días, contados a partir
del cierre del depósito. Este plazo podrá prorrogarse, con justificación razona-
ble, dentro de los 30 días posteriores a su vencimiento. El notario recibe una
remuneración de la entidad financiera contratada, según el convenio firmado
con el CNB/CF.

PUNTOS IMPORTANTES
3 Características:
Certificación de las condiciones de depósito
Impenetrabilidad / Patrimonio segregado
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1. Certificación de Condiciones:
El fideicomiso se originó en la ley anglo-san como una forma de coordinar
pagos rápidamente: la propiedad del receptor del pago no se transfirió ni se
pagó antes de tener la certeza de que se transferiría. Se armoniza rápidamente,
asignando al armonizador (agente de fideicomiso) la función de certificar la
ocurrencia o el cumplimiento de las condiciones comerciales. 

2. Depósito:
La transferencia de posesión implica que el fideicomiso también cumple una
función de garantía. A diferencia del depósito común, en el fideicomiso, el
depositario, que es el agente fiduciario, no puede devolver el bien a petición
del depositante. La custodia funciona como garantía para ambas partes. 

3. Impenetrabilidad y Activos Segregados:
Esta es la única cuenta de depósito en garantía con cláusulas de inembargo.
Dado que el depósito existe necesariamente, podría eventualmente considerar-
se un contrato real. La naturaleza del contrato real ayuda a delimitar el mo-
mento de la segregación de activos, que está protegida contra las obligaciones
de las partes contratantes.

. Se firma un acuerdo con una institución financiera para 
que cuentas específicas se identifiquen con una cláusula de inequidad.

ef
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NOT. GIACOMO OBERTO
Secretario General de la Unión Internacional de Magistrados

En el marco del ensayo escrito que preparé para el foro de mañana sobre la con-
tractualización del derecho de familia, dediqué un párrafo a la cuestión de las
relaciones entre la contractualización y la desjudicialización. El título es:

3.4. Cuando la contractualización se une a la desjudicialización: 
cuando el contrato puede determinar estatus

En los últimos tiempos, ha surgido un nuevo fenómeno en varios de los prin-
cipales ordenamientos jurídicos europeos. Bajo la presión de la desjudiciali-
zación y la necesidad de reducir la carga de trabajo y los atrasos de los tribunales,
se ha permitido a las partes no solo estipular acuerdos sobre los efectos de una
crisis matrimonial (como ha sido el caso durante mucho tiempo), sino también
abordar el núcleo mismo de los procedimientos que tradicionalmente regían
la separación legal y el divorcio. En otras palabras, estamos asistiendo a un cam-
bio por el que el divorcio y la separación por mutuo acuerdo están quedando
totalmente «desjudicializados», no solo en lo que respecta a sus efectos, sino
también en lo que se refiere a la disolución (en el caso del divorcio) o la ruptura
(en el caso de la separación) del vínculo matrimonial en sí, en muchos sistemas
jurídicos de Europa y fuera de ella.

TRaducción
al ESPaÑOl

1

MESA
REDONDA 4

PUNTOS DE VISTA EXTERNOS

PunTO dE ViSTa dE la maGiSTRaTuRa SOBRE la TRanSfEREncia

y El REPaRTO dE cOmPETEnciaS cOn lOS nOTaRiOS

mOdERadORa: PROf. daniEla Piana

PUNTO DE VISTA DEL PODER JUDICIAL

SOBRE LA TRANSFERENCIA/COMPARTICIÓN DE

COMPETENCIAS CON LOS NOTARIOS

EN MATERIA DE DERECHO DE FAMILIA
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Por ejemplo, Italia introdujo en 2014 la denominada «negoziazione assistita»
(negociación asistida), que permite a las parejas resolver crisis matrimoniales
sin intervención judicial en una amplia gama de casos.

Describo este proceso en detalle en mi informe escrito, ya que no disponemos
de tiempo para explicarlo exhaustivamente en este momento.

En esencia, hay que señalar que, a diferencia de lo que ocurre en Francia, los
notarios han quedado excluidos del procedimiento, salvo en los casos en que
las partes deciden regular sus relaciones financieras mediante la transferencia
de uno o varios bienes inmuebles. En tales circunstancias, los representantes
legales de las partes, que son los principales actores en este tipo de acuerdos,
deben recurrir a un notario, tanto por razones jurídicas como prácticas. Desde
el punto de vista jurídico, así lo exige la reforma pertinente; desde el punto
de vista práctico, la transmisión de bienes inmuebles en Italia se ha convertido
en una cuestión tan compleja que solo un notario posee los conocimientos
necesarios para llevarla a cabo.

Lamentablemente, la adopción de la «negoziazione assistita» sigue siendo esta-
dísticamente limitada. A diferencia de lo que ocurre en Francia, la separación
legal y el divorcio por mutuo acuerdo en Italia aún pueden tramitarse por los
medios tradicionales, ya sea ante el tribunal o, cuando no se prevé la transfe-
rencia de bienes, directamente ante el registrador del estado civil. Los datos
estadísticos (referidos a 2023) son los siguientes:

Separaciones consensuadas

. Total de separaciones consensuadas: aproximadamente 82 392

. Negociación asistida por abogados (en virtud del artículo 6): 11,8 %

. Presentadas ante el tribunal: aproximadamente el 64,7 %

. Registradas directamente en el Registro Civil Local (en virtud del artículo
12): 16,8 % Solicitudes conjuntas de divorcio

. Total de divorcios consensuales: aproximadamente 79 875

. Negociación asistida por abogados (en virtud del artículo 6): 9,1 %

. Presentadas ante el tribunal: aproximadamente el 53,4 %
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. Registrados directamente en el Registro Civil Local (en virtud del artículo
12): 23,8 % El éxito limitado de este procedimiento se debe en gran medida
a la reticencia de los abogados a arriesgarse a cometer errores de procedimien-
to. Tienden a favorecer los procedimientos tradicionales de separación o divor-
cio consensual ante el Tribunal. Paradójicamente, en esos casos, se permiten
las transferencias de bienes inmuebles sin la intervención de notarios, lo que
a menudo da lugar a problemas importantes, ya que los abogados italianos
no siempre están familiarizados con las complejidades técnicas inherentes a
este tipo de transacciones.

Desde el 1 de enero de 2017, Francia permite que el divorcio por consentimiento
mutuo se formalice mediante un simple acuerdo entre las partes, refrendado
por sus abogados e incorporado a una escritura notarial (véase el artículo 229-
1 del Código Civil francés).

En este contexto, los juristas derivan cada vez más la regulación de los acuer-
dos de divorcio y separación del derecho contractual general. Como observó
un autor francés: «¿Qué otra herramienta que no sea un contrato puede dar
fuerza vinculante al acuerdo de los cónyuges sobre el principio y los efectos
del divorcio, cuando se anula la decisión judicial?». (Véase por ejemplo, FRÉ-
VAL, Droit des contrats et divorce par consentement mutuel extrajudiciaire,
Nantes, p. 10, en:

https://irdp.univ-nantes.fr/medias/fichier/memoire-emma-freval-m2-dpg-
droit-descontrats-et-divorce-par-consentement-mutuel-extrajudiciaire_
1661244695299-pdf?ID_FICHE=1448620&INLINE=FALSE).

A diferencia de otras formas de divorcio, todo el proceso de divorcio por
mutuo acuerdo se basa, por definición, en el acuerdo de los cónyuges. Es pre-
cisamente su voluntad compartida, tanto en lo que respecta al principio como
a las consecuencias del divorcio, lo que desencadena el efecto jurídico
(MALAUnIE y AYN s, Droit de la famille, 7.ª ed., París, 2020, p. 46 ; POURE,
La convention de divorce par consentement mutuel, un contrat à part, mais un contrat
tout de même, en  Droit de la famille, 2018, n° 3, 

https://droit.cairn.info/article/CDLJ_1701_0161/pdf?lang=fr,

p. 1) Como acertadamente señaló otro autor, se trata de «un contrat à part,
mais un contrat tout de même» («un tipo de contrato particular, pero un contrato
al fin y al cabo») (PoURE, op. cit., p. 1).
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Del mismo modo, en muchos países de Europa y del mundo ahora es posible
divorciarse de manera «contractual», sin un juez, siempre que se respeten cier-
tas formalidades. Estas varían de un país a otro y suelen implicar la interven-
ción de un funcionario público. Entre los países europeos que lo permiten se
encuentran Dinamarca, Islandia, Noruega, Suecia, Estonia, Lituania, Rusia,
Ucrania, Moldavia, Portugal (desde 1995), España (desde 2015) y Rumanía
(desde 2010).

La doctrina jurídica tiende a agrupar estos sistemas en dos categorías:

a) Divorcio notarial (por ejemplo, países bálticos, Francia, España);
b) Divorcio administrativo (por ej., países escandinavos y de Europa del Este).

El caso de las antiguas repúblicas soviéticas es especialmente interesante, ya
que varias de ellas han mantenido el divorcio administrativo incluso después
de la caída de la URSS (por ejemplo, Estonia, Lituania, Moldavia, Rusia y
Ucrania).

Según un estudio reciente de la Comisión de Asuntos Europeos de la Unión
Internacional del Notariado (UINL), más del 32 % de los países europeos
prevén actualmente el divorcio notarial, un mecanismo que era prácticamente
desconocido hace solo dos décadas (Véase Union Internationale du Notariat -
Commission des Affaires Européennes - Législature 2023- 2025, Les competences no-
tariales en matiere non contentieuse. Etude de la Commission des Affaires Européennes
(CAE), 2024, Sous la responsabilité de Me Bertrand Basseville (Notaire en France)
et la Présidence de Me Valentina Rubertelli (Notaire en Italie), p. 2 (el estudio está en
proceso de publicación).

Algunos sistemas jurídicos siguen firmemente anclados al principio de que
el matrimonio solo puede disolverse por orden judicial.

Este es el caso, por ejemplo, de Alemania. De hecho, el Código Civil alemán
(BGB) establece en su artículo 1564 que «Eine Ehe kann nur durch richterliche
Entscheidung auf Antrag eines oder beider Ehegatten geschieden werden» («Un ma-
trimonio solo puede disolverse mediante una resolución judicial a petición
de uno o ambos cónyuges»). Quizás esta sea la razón por la que el idioma
alemán no tiene una palabra equivalente a «desjudicialización». La doctrina
ju-rídica prefiere utilizar frases largas, como, por ejemplo, «Justizentlastung durch
Aufgabenverlagerung von den Richter auf andere Organe» («Reducir la carga del
poder judicial trasladando algunas de sus tareas de los jueces a otros órganos»:
KAMPMANN y ZWICKEL, Zivil- und zivilprozessrechtliche Aspekte der grofien
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Justizreform in Frankreich (Justice du 2léme siécle), en Civil Procedure Review, p. 14.

https://www.civilprocedurereview.com 

Sin embargo, no cabe duda de que la tendencia aquí descrita está en expan-
sión. Cuenta con el respaldo de iniciativas tanto nacionales como suprana-
cionales destinadas a mejorar la eficiencia de la justicia en toda Europa.

La desjudicialización en el derecho de familia está estrechamente relacionada
con la contractualización (el tema del foro de mañana). Es cierto que, como
señaló acertadamente un académico francés, la contractualización no implica
necesariamente la desjudicialización, ya que permitir a las partes firmar con-
tratos abre la puerta a posibles disputas judiciales sobre la validez o la aplica-
bilidad de dichos contratos.

Sin embargo, como explico en mi presentación escrita, este argumento no
puede utilizarse en contra Por ejemplo, el uso de acuerdos prenupciales con
vistas al divorcio. En realidad, esa observación no implica que los acuerdos
prenupciales sean inútiles o que den lugar a un aumento de los litigios, sobre
todo si se tiene en cuenta el número de posibles disputas que evitan o la me-
dida en que reducen la complejidad de las cuestiones jurídicas que pueden
surgir entre las partes.

De hecho, debemos evitar la trampa conceptual de negar el claro vínculo entre
estos dos fenómenos (a saber: la contractualización y la desjudicialización).
«Desjudicializar» un aspecto determinado de la vida significa que ya no está
regulado por la autoridad judicial (o por un híbrido de autonomía privada y
supervisión judicial), sino por la voluntad de las partes implicadas. Si bien
esto puede seguir dando lugar a una intervención judicial posterior, dicha in-
tervención ya no es una condición previa necesaria para que la separación o
el divorcio por mutuo acuerdo surtan efectos jurídicos. El juez simplemente
ya no forma parte del proceso. Gracias a los acuerdos prematrimoniales y de
separación, la intervención judicial se convierte en la excepción y no en la
norma, lo que supone una diferencia significativa.

En este contexto, cabe mencionar un dictamen emitido en 2023 por la
Comisión Europea para la Eficiencia de la Justicia (CEPEJ) del Consejo de
Europa, basado en la labor del Grupo de Trabajo CEPEJ-GT-SATURN, que
tengo el honor de presidir. El 16 de junio de 2023, la Asamblea Plenaria de
la CEPEJ aprobó un proyecto elaborado por este Grupo para actualizar la Re-
comendación (86)12 del Comité de Ministros a los Estados miembros sobre
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«Medidas para prevenir y reducir la carga de trabajo excesiva de los tribunales».
Una vez aprobada la propuesta por la Asamblea Plenaria de la CEPEJ en junio
de 2023, se ha remitido al Comité Europeo de Cooperación Jurídica (CDCJ),
que es el «motor» oficial de cualquier iniciativa de este tipo en el Consejo de
Europa, especialmente cuando se trata de recomendaciones oficiales del
Comité de Ministros. Así, entre otras cosas, el dictamen hace hincapié en la
necesidad de actualizar la lista de tareas no judiciales de las que podrían libe-
rarse los jueces. Este último punto incluye una lista exhaustiva de tareas que
podrían delegarse en profesionales distintos de los jueces, en particular los
notarios.

CEPEJ-SATURN Proyecto de dictamen sobre la actualización
de la Recomendación (86) 12 / Propuesta de nuevo anexo 

Propuesta de actualización: ejemplos de tareas no judiciales de las que podrían
liberarse los jueces en algunos Estados, en función de las circunstancias es-
pecíficas de cada país

1. DERECHO DE LAS PERSONAS
Declaración de ausencia y fallecimiento

•Decisión de autorizar o registrar el consentimiento para la donación de órganos

•Decisión de autorizar la protección para salvaguardar los derechos de los
niños y las personas con discapacidad

•Aprobación o autorización judicial para la realización de actos de enajena-
ción, gravamen u otros actos relacionados con los bienes y derechos de niños
o adultos con discapacidad

•Concesión de poderes de representación, como el «mandato de protección futura»

•Concesión judicial de la emancipación y de la mayoría de edad

•Reasignación de género

•Casos no contenciosos relativos al estado de las personas físicas:

• Nombramiento de tutores, curadores y otros administradores
• Administración de los bienes de las personas incapacitadas
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2. DERECHO DE FAMILIA

•Divorcio y separación legal por mutuo consentimiento 
para parejas sin hijos o con hijos adultos únicamente

•Cambio del régimen matrimonial

•Celebración y registro de uniones civiles

•Concesión de pensión alimenticia y resolución de cuestiones 
derivadas de la misma

•Adopción / consentimiento para la adopción de personas mayores de edad

•Aprobación o autorización en procedimientos no contenciosos de la decla-  
ración de paternidad con respecto a los hijos nacidos fuera del matrimonio

•Recopilación de consentimientos en el contexto de la reproducción asistida

•Tramitación de procedimientos no contenciosos para la administración de 
bienes gananciales cuando uno de los cónyuges se encuentra incapacitado

3. DERECHO INMOBILIARIO, PATRIMONIAL Y SUCESORIO 
Supervisión de registros inmobiliarios

Supervisión de registros de propiedad relacionados con vehículos de motor,
barcos, embarcaciones y aeronaves Procedimientos no contenciosos en el ám-
bito del derecho sucesorio:

•Presentación y publicación de testamentos secretos

•Declaración de apertura de sucesión

•Elaboración de inventarios

•Expedición de un certificado sucesorio nacional o europeo

•Aceptación de una herencia con el beneficio de inventario

•Expedición de una autorización para aceptar o renunciar a una herencia 
o un legado, cuando dichos actos se sometan a autorización
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• Presentación de las cuentas de los albaceas y destitución de los mismos, 
autorización de actos de disposición por parte de los albaceas (excepto 
en el caso de menores y personas incapacitadas)

•Autorización de la compraventa de bienes heredados

•Liquidación y división de bienes en el contexto de casos
no litigiosos y litigiosos

4. DERECHO MERCANTIL Y CONTRACTUAL

Emisión de órdenes de pago y de ejecución.
Decisión de autorizar la constitución y el registro de personas jurídicas.
Presentación de cuentas por parte de personas obligadas a llevar registros con-
tables o a presentar cuentas Reclamaciones de menor cuantía relacionadas con
litigios en materia de consumo.

Procedimientos no contenciosos relativos a fideicomisos:

•Aprobación de «acuerdos» particulares en nombre de cualquier persona 
que pueda tener un interés real o contingente en un fideicomiso (incluidos 
los hijos no nacidos)

•Modificación o revocación de todos o algunos de los términos del fideicomiso

•Aprobación de transacciones consideradas convenientes pero que no 
pueden llevarse a cabo por falta de facultades del fideicomisario 
o por cualquier otra razón.

•Emisión de declaraciones sobre la validez o la ejecución de un fideicomiso, 
la existencia de un fideicomiso resultante o constructivo, el incumplimiento 
de un fideicomiso o el fracaso de un fideicomiso, etc.

•Procedimientos no contenciosos relativos al alivio o la liquidación de deudas 
de personas físicas

5. DERECHO PENAL

Autorización del pago o del aplazamiento del pago de multas.
Transcripción de testimonios o declaraciones prestadas durante las audien-
cias y posterior revisión de los documentos judiciales relacionados.
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6. DERECHO PROCESAL

Control del pago de las tasas judiciales.
Participación en disputas de acuerdos extrajudiciales/realización 
de procesos de mediación/conciliación.

7. PROCEDIMIENTOS DE EJECUCIÓN

Ventas judiciales por subasta
Declaración de ejecutabilidad de las resoluciones judiciales.

8. OTROS

•Nombramiento y participación de jueces como miembros o presidentes 
de juntas o comités disciplinarios o de selección en relación con personas
que no son miembros del poder judicial (por ejemplo, notarios, abogados, 
contables).

•Administración de juramentos para profesionales no judiciales 
(auditores, notarios), recogida de testimonios y pruebas escritas.

•Legalización o apostilla de documentos

Cabe señalar que el ámbito más afectado por estos «vientos de cambio» es el
de la denominada «jurisdicción voluntaria» (fiuridiction gracieuse, volontaria
giurisdizione, freiwillige Gerichtsbarkeit, etc.). Se trata de actividades que suelen
realizar los jueces y que no consisten en resolver litigios entre partes enfren-
tadas, sino en evaluar la idoneidad o conveniencia de un acto jurídico.

Para dar un buen ejemplo relativo a la jurisdicción voluntaria no relacionada
con las relaciones entre cónyuges o parejas de hecho: en Italia, el Decreto
Legis-lativo n.º 149, de 10 de octubre de 2022, en vigor desde el 18 de octubre
de 2022, derogó el artículo 375 del Código Civil. Esta reforma transfirió la
responsabilidad de expedir las autorizaciones pertinentes del tribunal al juez
tutelar, incluida la autorización para la continuación de la actividad empre-
sarial (anteriormente regulada por el artículo 320, apartado V, del Código
Civil). Nos referimos aquí a las autorizaciones para la realización de actos de
administración extraordinaria relativos al patrimonio de menores o de per-
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sonas incapacitadas, ya sea por interdicción, inhabilitación o por estar sujetas
a una orden de administración de apoyo. Como resultado, las autorizaciones
previstas en el artículo 374 del Código Civil pueden ahora ser expedidas por
un notario (concretamente, el notario encargado de redactar la escritura),
cuya competencia se complementa ahora con la del juez tutelar, que sigue
siendo el dominador de la materia.

Esto sustituye al anterior sistema, en el que el tribunal, a veces en composición
colegiada, tenía competencia. La autorización se concede previa solicitud por
escrito de las partes (padres de los menores, tutores, curadores o admin-
istradores de la manutención), ya sea personalmente o a través de un abogado,
y es comunicada por el notario al secretario del juez tutelar competente para
dictar la orden de homologación, así como al fiscal del mismo tribunal.

Si me permiten añadir una observación personal: esta reforma era muy nece-
saria desde hacía tiempo. La actitud de los jueces ante estos asuntos solía ser
excesivamente cautelosa. La mentalidad —a veces incluso los prejuicios y una
especial predilección por la complejidad procesal— de muchos jueces italianos
les llevaba con frecuencia a buscar motivos ocultos detrás de tales solicitudes,
sospechando de un fraude intrafamiliar. En realidad, lo que se escondía de-
trás de estas solicitudes no era más que la necesidad urgente y desesperada de
una familia de vender los bienes de un familiar anciano para poder sufra-
gar su cuidado.

El resultado eran retrasos a menudo intolerables, con la desafortunada con-
secuencia de que la contraparte contractual se retiraba o la persona afectada
fallecía antes de que se pudiera completar la transacción. Por esta razón, esta
reforma debe acogerse como un paso adelante hacia la modernización, que
acerca el engorroso y obsoleto marco procesal italiano a los estándares de un
sistema jurídico civilizado.

En cuanto a la jurisdicción voluntaria en Italia, cabe señalar que en 2000 se
adoptó una solución legislativa igualmente acertada, con la supresión de la
denominada revisión de homologación por parte de los tribunales y la con-
siguiente transferencia de la responsabilidad de la constitución de socieda-
des y corporaciones ante notario. Para dar una idea del impacto: antes del
año 2000, el proceso de homologación de las escrituras societarias requería
ap-roximadamente 150 días desde su formalización hasta su entrada en vigor.
Hoy en día, dichas escrituras pueden entrar en vigor el mismo día o en
cuestión de días.
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Por último, es importante reconocer que la tendencia hacia la contractuali-
zación y la desjudicialización también ha sido reconocida por la Unión Euro-
pea. De hecho, la UE ha mostrado un interés creciente por este fenómeno a
través de un proyecto emprendido por el Instituto Europeo de Derecho (ELI),
titulado «Administración extrajudicial de la justicia en asuntos transfronteri-
zos de familia y sucesiones».

Esta iniciativa se basa en una tendencia notable entre los Estados miembros
a transferir competencias en materia de derecho de familia y sucesiones de
los órganos judiciales a otras autoridades alternativas, como notarios, fun-
cionarios del registro civil, organismos de protección de la infancia, funcionar-
ios judiciales, profesionales del derecho y, en algunos casos, las propias partes
privadas. Como resultado, surge una pregunta fundamental: ¿en qué medida
las normas vigentes en materia de competencia judicial, ley aplicable y re-
conocimiento y ejecución de resoluciones judiciales extranjeras son adecuadas
para abordar este proceso de desjudicialización?

Véase

https://www.europeanlawinstitute.eu/projects-publications/currentprojects/
current-projects/eli-principles-extra-judicial-administration-of-justice-incross-
border-family-and-succession-matters/

El primer resultado del proyecto será una declaración política dirigida tanto
al legislador europeo como al TJUE. En lugar de sugerir soluciones detalladas
a las diversas cuestiones que rodean a las autoridades no judiciales, tanto a
nivel nacional como de la UE, su objetivo será la elaboración de recomenda-
ciones y directrices interpretativas. Una opción política inicial sería considerar
una definición más abierta de «tribunal» en los instrumentos europeos y la
ampliación de las disposiciones sobre jurisdicción a otras autoridades no ju-
diciales. En la segunda fase del proyecto, el equipo se centrará en detectar
cuestiones cruciales y problemas prácticos, así como en identificar las mejores
prácticas a nivel nacional, con el fin de mejorar la aplicación y la ejecución
de los procedimientos extrajudiciales y, con ello, proteger los derechos fun-
damentales de las partes implicadas.

Ya han surgido algunas respuestas dignas de mención a nivel legislativo de la
Unión Europea. Un ejemplo ilustrativo se encuentra en el Reglamento Bruse-
las II-ter, que establece expresamente en su artículo 65 que los mecanismos
de reconocimiento y ejecución se extienden no solo a las resoluciones judi-
ciales, sino también a «los documentos públicos y los acuerdos relativos a la
separación judicial y el divorcio».

339



RIN 134

Véase el Reglamento (UE) 2019/1111 del Consejo, de 25 de junio de 2019,
relativo a la competencia, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones en
materia matrimonial y de responsabilidad parental, y al secuestro interna-
cional de menores (refundición), artículo 65: 65 Reconocimiento y ejecución de
documentos públicos y acuerdos 1. Los documentos públicos.

Los instrumentos y acuerdos sobre separación judicial y divorcio que tengan
efectos jurídicos vinculantes en el Estado miembro de origen se reconocerán
en los demás Estados miembros sin necesidad de ningún procedimiento es-
pecial. La sección 1 del presente capítulo se aplicará en consecuencia, salvo
que se disponga lo contrario en la presente sección. 2. Los documentos públi-
cos y acuerdos en materia de responsabilidad parental que tengan efectos ju-
rídicos vinculantes y sean ejecutables en el Estado miembro de origen se
reconocerán y ejecutarán en los demás Estados miembros sin necesidad de de-
claración de ejecutividad. Las secciones 1 y 3 del presente capítulo se aplicarán
en consecuencia, salvo que se disponga lo contrario en la presente sección.

De este modo, podemos afirmar con seguridad que la autonomía de las partes
tiene ahora el poder no solo de regular las consecuencias del estado civil, sino
también de configurar el propio estado civil, a través del instrumento del con-
trato, lo que pone claramente de manifiesto la relevancia del papel que de-
sempeñan los notarios en este marco.

ef

Soluciones contractuales a los problemas familiares
Giacomo Oberto

https://drive.google.com/file/d/1yH972ewrgiz-i_muW65dQusfRkxhnP9q/view?usp=sharing

LEER ADEMÁS
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MAAIKE DE LANGEN - OCDE / BERLÍN
Asesora Principal de Políticas / División Alianzas Globales, Inclusión y Justicia

Excelencias, distinguidos colegas, señoras y señores.

Es un verdadero placer estar aquí en el Congreso Internacional de Notarios y
hablar con ustedes hoy en nombre de la OCDE. Mi objetivo es ofrecer una
"perspectiva externa" al final de las discusiones de hoy. Hemos escuchado ejem-
plos impresionantes de cómo la profesión de notario está evolucionando para
satisfacer las nuevas realidades sociales y económicas.

Me gustaría dar un paso atrás y observar el sector de la justicia en su conjunto
—el sistema más amplio en el que trabajan los notarios—, en línea con nuestro
trabajo en la OCDE.

La justicia no es la tarea o responsabilidad de una profesión. El sector de la jus-
ticia es un ecosistema de diferentes actores: tribunales, notarios, abogados, me-
diadores, registros, organismos administrativos, mecanismos de reclamación,
institutos del ombudsman, organizaciones de la sociedad civil y, cada vez más,
plataformas digitales.

La OCDE analiza  gobernanza pública, que se centra en garantizar que las ins-
tituciones públicas sean efectivas y confiables.

Desde esta perspectiva, analizamos la Justicia como un servicio público. Y nos
centramos en el propósito del sector de la justicia: resolver problemas, ayudar a
solucionar disputas de manera pacífica y regular las relaciones de manera justa.

TRaducción
al ESPaÑOl

2

MESA
REDONDA 4

PUNTOS DE VISTA EXTERNOS

la nEcESidad dE una JuSTicia cEnTRada En la PERSOna

mOdERadORa: PROf. daniEla Piana

PUNTO DE VISTA DE LA OCDE:
LA NECESIDAD DE UNA

JUSTICIA CENTRADA EN LAS PERSONAS
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Ver la justicia como un servicio plantea la pregunta: ¿estamos diseñando ser-
vicios de justicia para satisfacer de manera efectiva y justa las necesidades le-
gales y los problemas de justicia de las personas, las comunidades y las empresas?

Como hemos escuchado hoy, los notarios ya encarnan muchos elementos de
un enfoque centrado en las personas: trabajan como proveedores de servicios
de primera línea, donde la gente acude con problemas concretos o necesidades
legales. Traducen leyes complejas en pasos prácticos, utilizando un lenguaje
sencillo para explicar procedimientos complejos y guiando a las personas a
través del proceso. Su rol demuestra cómo los profesionales de confianza
pueden hacer que la justicia sea comprensible y utilizable para la gente común.
Cada año, cientos de millones de personas en todo el mundo se enfrentan a
problemas de justicia.

Sabemos por las encuestas de necesidades legales que los problemas de justicia
son frecuentes: a nivel mundial, aproximadamente el 50% de las personas ex-
perimentará un problema de justicia grave en cualquier período de dos años.
Acabo de regresar de una misión en Italia, donde los datos preliminares mues-
tran que el 58.3% de todos los italianos ha tenido un problema de justicia en
los últimos dos años. Y en Malta, otro país donde trabajamos, y también a
partir de datos preliminares, esta cifra se sitúa en el 46.8%.

Muchos de estos problemas nunca se resuelven. Se estima que 600 millones
de personas en los países miembros de la OCDE tienen un problema de jus-
ticia civil, penal o administrativa que no pueden resolver. A nivel mundial,
esta estimación se sitúa en 1.500 millones de personas.

Solo una fracción de estos problemas de justicia llegará a un abogado, un no-
tario o un tribunal.

Como afirma Rebecca Sandefur: 
“Los tribunales y los actores legales formales son periféricos para la mayoría
de las experiencias de justicia civil de las personas”.

La mayoría de las personas ni siquiera piensa en sus problemas como "legales".
Muchas no necesitan un procedimiento judicial. Necesitan información, 
asesoramiento, negociación, documentación, empatía. A veces necesitan 
un profesional de confianza para oficializar un acuerdo y asegurar sus dere-
chos. Muy a menudo, necesitan ayuda práctica para resolver conflictos antes
de que escalen.
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La brecha entre los problemas de las personas y las soluciones y servicios que
ofrece el sector de la justicia sigue siendo amplia, pero este es también un es-
pacio de oportunidad: muchos de estos problemas no resueltos podrían abor-
darse antes y de manera más efectiva si los servicios adecuados estuvieran
disponibles.

Otros sectores han aprendido a cerrar tales brechas. El sector de la salud es el
ejemplo más claro. En el sector de la salud, también hay una variedad de acto-
res que brindan servicios, hay mecanismos para la colaboración, procedimien-
tos efectivos para el triaje, asegurando que el servicio —o tratamiento— correcto
esté disponible para el problema o la enfermedad en cuestión.

La medicina se basa en datos, ensayos clínicos y medición de resultados. Los
métodos utilizados se basan en la evidencia. De hecho, usar métodos que no
se basan en la evidencia no es solo inusual, sino que se considera antiético en
el sector de la salud.

La Justicia, sin embargo, todavía depende demasiado de la tradición y la in-
tuición profesional. Necesita volverse más empírica: impulsada por los datos
y basada en la evidencia, recurriendo también a las ciencias del compor-
tamiento para comprender cómo actúan y toman decisiones las personas
cuando se enfrentan a problemas de justicia, cómo se pueden abordar los con-
flictos de manera más efectiva y qué acción preventiva se necesita para em-
poderar a las personas.

La OCDE trabaja con sus países miembros y socios para que sus sistemas de
justicia sean más efectivos y centrados en las personas.

La Recomendación de la OCDE sobre el Acceso a la Justicia y los Sistemas
de Justicia Centrados en las Personas —fue negociada entre todos los países
miembros de la OCDE y acordada en 2023. Adopta un enfoque práctico:

• Medir las necesidades legales y los problemas 
de justicia sistemáticamente a través de encuestas;

• Diseñar servicios en torno a la experiencia y necesidades 
reales de los usuarios;

• Usar la tecnología de manera prudente, salvaguardando 
la equidad y la confianza;

• Prevenir la escalada de conflictos centrándose en la resolución temprana;
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La Recomendación contiene una fundación y cuatro pilares: construir un
propósito y una cultura centrados en las personas en el sistema de justicia;
diseñar y prestar servicios de justicia centrados en las personas; establecer una
infraestructura de gobernanza habilitadora; empoderar a las personas para
que estén informadas y participen; y comprometerse con la planificación, el
seguimiento y la evaluación basados en la evidencia.

A lo largo de todo, la OCDE adopta un enfoque de todo el sector —reuniendo
a una variedad de actores. El objetivo no es reemplazar un actor por otro. Es
saber —con evidencia— qué personas y qué problemas son mejor atendidos
por qué servicio.

¿Por qué es esto importante? Porque los problemas de justicia no resueltos
son costosos —para los individuos, para las empresas y para la sociedad.

A nivel individual, sabemos por las encuestas de necesidades legales cuáles
son los impactos. Cuando los problemas de justicia permanecen sin resolver,
dañan la salud de las personas, provocan la ruptura de relaciones, alimentan
el estrés e incluso el abuso de sustancias, y empujan a las personas a la dificul-
tad financiera.

Y los costos para la sociedad de todo esto son significativos. La OCDE estimó
en 2019 que los problemas de justicia no resueltos cuestan a los países entre
el 0.5% y el 3% del PIB. Esta es una estimación temprana y actualmente es-
tamos trabajando en un análisis más detallado de estos costos.

Así que esto hace que sea vital reducir el costo de la resolución, dirigiendo a
las personas a los servicios más efectivos y proporcionales. Los notarios, con su
rol preventivo y de resolución de problemas, pueden ser parte de esta solución.

Así que volvamos al rol de los notarios. Las sesiones de hoy mostraron cómo
los notarios y los jueces se complementan: trasladando el trabajo no conten-
cioso, acelerando los resultados y proporcionando servicios preventivos e impar-
ciales. Esto no es una cuestión de quién es "mejor". Es una cuestión de diseño
empírico:

• ¿Qué asuntos encajan con la experiencia basada 
en el consentimiento de los notarios?

• ¿Cuándo es esencial la autoridad judicial para decidir 
sobre cuestiones legales fundamentales?

• ¿Cómo puede la cooperación dar a las personas 
soluciones más rápidas, justas y asequibles?
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En conclusión, la Justicia no es solo sobre derecho; es sobre personas.

Construir la justicia como un servicio accesible, efectivo, preventivo y adaptado
—requiere la colaboración en todo el sector. Jueces, notarios, abogados, medi-
adores, organizaciones comunitarias e innovadores deben trabajar juntos.

Así que mi invitación a la profesión notarial 
—y a todos ustedes en esta sala— es esta:

• Sigan haciendo preguntas empíricas: ¿Qué funciona? 
¿Para quién? ¿Y a qué costo? ¿Qué problemas enfrenta la gente? 
¿Y qué experimentan mientras intentan resolverlos?

• Inviertan en Investigación y Desarrollo (I+D) para el sector 
de la justicia, recopilando datos y reuniendo evidencia de lo que 
funciona, como lo hacen otros sectores públicos.

• Trabajen con socios —y con la OCDE— para construir sistemas 
de justicia que sean prácticos, confiables y centrados en las personas.

PERSONAS EN EL CENTRO DE LA JUSTICIA
Una perspectiva desde afuera de la OCDE

Poner a las personas en el centro de la justicia

• Ecosistema de justicia: 
Enfoque de todo el sector (Whole-of-sector approach) con muchos actores.

• Gobernanza pública: La justicia como un servicio.

• Diseñar servicios de justicia efectivos y centrados 
en las personas para resolver problemas de justicia.

• Datos globales: alrededor del 50% de las personas experimentará 
un problema de justicia grave en un período de dos años.

• En los países miembros de la OCDE, 600 millones de personas tienen un 
problema de justicia civil, penal o administrativa que no pueden resolver.

• Cerrar esta brecha: Aprender del sector de la salud.
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OCDE
Recomendación sobre el Acceso a la Justicia
y Sistemas de Justicia Centrados en las Personas (2023)

• Adoptada en 2023, basándose en una década de trabajo por parte 
de la OCDE, países miembros y socios, y otros socios a nivel mundial.

• Acceso a la justicia = la capacidad de las personas, las empresas 
y las comunidades para prevenir y resolver problemas de justicia.

• Garantizar el acceso a la justicia requiere sistemas de justicia 
centrados en las personas: cinco componentes en la Recomendación.

• Impulsado por los datos (Data-driven) y basado en la evidencia
(evidence-based).

Recomendación de la OCDE sobre el Acceso a la 
Justicia y los Sistemas de Justicia Centrados en las Personas

La Recomendación se organiza en torno a
un fundamento y cuatro principios principales:

PILAR 1
Diseñar y prestar servicios jurídicos y de justicia centrados en las personas

PILAR 2
Establecer una infraestructura de gobernanza que habilite una justicia 
centrada en las personas

PILAR 3
Empoderar a las personas para que la transformación centrada 
en las personas se haga realidad

PILAR 4
Comprometerse con una planificación, seguimiento y evaluación 
participativos y basados en la evidencia
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Fundamento / Base: Establecer un propósito y una cultura centrados en las
personas en el sistema de justicia.

Los Notarios en un Sistema de Justicia Centrado en las Personas

• Complementan la función de los jueces y otros actores de la justicia.

• Se centran en las personas: prestan servicios de primera línea, 
en lenguaje sencillo, que hacen que la ley sea utilizable y accesible.

• Hacen preguntas empíricas: qué funciona, para quién y cómo.

• Recopilan datos y evidencia centrados en las personas sobre 
los problemas de justicia, su impacto y la experiencia de las personas.

• Diseñan y prestan servicios basados en la investigación y el desarrollo (I+D).

• Se asocian con otros para construir sistemas de justicia prácticos, 
confiables y centrados en las personas.

ef
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https://drive.google.com/file/d/1juPazyhsBn-z2Pn5KfWva3mlssdtKiJw/view?usp=sharing

VER PRESENTACIÓN

accademia notarile della commissione affari Europei (caE) 
dell’unione internazionale del notariato (uinl)

Torino

***
nOTaRiaTO Ed EREdiTa’ diGiTalE

il destino dei beni e dei dati digitali in caso di decesso 
***

https://drive.google.com/file/d/1nQfov9izWBafqH8yaibREx6m_5fiOyKi/view?usp=sharing

SÍNTESIS
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La «jurisdicción voluntaria» o «no contenciosa» conforma una unidad semán-
tico-jurídica inescindible con el concepto de desjudicialización. Este fenómeno
se inscribe en un movimiento contemporáneo más amplio de contractualización
del derecho, auge de los derechos fundamentales, emergencia de nuevas liber-
tades y del retroceso progresivo del orden público. La desjudicialización es tam-
bién, cada vez con mayor frecuencia, la respuesta de los poderes públicos a la
congestión de los tribunales. En todos los ámbitos, el Estado trata de raciona-
lizar sus acciones públicas y, en particular, en materia judicial, para prevenir y
reducir la excesiva carga de trabajo de los tribunales1.

Sin embargo, son muy pocos los Estados dispuestos a confiar todo a la au-
tonomía de la voluntad y a desentenderse por completo de prestar apoyo a las
relaciones humanas y familiares. Más que a una privatización total de las mate-
rias, asistimos más bien a una substitución de la autoridad pública: las compe-
tencias ejercidas originariamente de forma exclusiva por el juez se transfieren
totalmente a otra autoridad o se comparten con ésta.

Numerosos Estados están emprendiendo actualmente este proceso. «Desjudi-
cializar» significa «evitar la intervención judicial cuando no es necesaria»2, es-
pecialmente cuando no hay ningún litigio que resolver. La desjudicialización
permite así una redistribución de competencias: a los jueces, la jurisdicción con-
tenciosa a través de la resolución de litigios, y a los notarios, la jurisdicción vo-
luntaria, a través de su misión de dar fe de la legalidad de los actos.

TRaducción
al ESPaÑOl

CONCLUSIONES
TEMA II

cOORdinadORa inTERnaciOnal: ValEnTina RuBERTElli

LAS CONCLUSIONES SE HAN ELABORADO A PARTIR DE LAS

CONTRIBUCIONES SOLICITADAS A LOS 92 NOTARIADOS MIEMBROS DE LA UINL

ef

1 Véanse, en particular, los trabajos del grupo de trabajo CEPEJ-SATURNE en el marco del Consejo de Europa.
2 «Judicializar» significa llevar un asunto por vía judicial cuando podría resolverse por otros medios. «Desjudi-
cializar», por lo tanto, implica lo contrario: retirar o evitar la intervención judicial en un asunto que podría resol-
verse por otros medios. Miguel Alfredo Ledesma Chavarro (Colombia), Hacia una teoría de la desjudicialización
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Las presentes conclusiones proponen:

• Sintetizar los objetivos que el movimiento de desjudicialización 
invita a perseguir (I),

• Una argumentación a los notariados miembros a favor de esta 
redistribución de competencias entre notarios y jueces (II);

• Definir los diferentes ámbitos y materias en los cuales la 
desjudicialización es posible (III).

• Recomendaciones a los notarios y a los notariados miembros (IV).

I. OBJETIVOS DE LA “JURISDICCIÓN
VOLUNTARIA” O “DESJUDICIALIZACIÓN”

Hacer que el sistema judicial sea «más accesible, más rápido y más humano»3.

El notariado, a través de la transferencia y/o el reparto de competencias entre
jueces y notarios, persigue los siguientes objetivos:

1) Adaptar la justicia a las necesidades de la sociedad y de las personas

De conformidad con la resolución de la OCDE «Acceso a la justicia y sistemas ju-
diciales centrados en las personas», el notariado, a través del movimiento de desju-
dicialización, desea responder a las necesidades y evoluciones de la sociedad.

Entre estas necesidades figura el objetivo fundamental de la personalización
y la accesibilidad del derecho. En el contexto de la contractualización del dere-
cho y la desjudicialización, el notario es más que un redactor de actos. Es un
«acompañante, un divulgador, un apaciguador. Su misión consiste en trans-
formar un procedimiento jurídico en una experiencia humana»4.

Esto es especialmente cierto en lo que respecta a la protección de las perso-
nas vulnerables.

3 Sonia Lemieux, notaria en Quebec (Canadá), Cuando el derecho se convierte en apoyo: el notario al servicio
de las familias vulnerables
4 Sonia Lemieux, notaria en Quebec (Canadá), Cuando el derecho se convierte en apoyo: el notario al servicio
de las familias vulnerables
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Además de su función de jurista de proximidad, el notario también debe pro-
poner soluciones jurídicas como «un traje a la medida», particularizadas y
adaptadas a la situación personal y familiar del usuario. No puede contentarse
con respuestas estandarizadas y debe velar por el respeto de los derechos y las
necesidades de la persona.

EJEMPLOS ILUSTRATIVOS

En Colombia5 y en España, el notario se ha convertido en la principal insti-
tución de apoyo a las personas vulnerables: les ayuda a expresar su voluntad
y a ejercer sus derechos, de conformidad con las reco-mendaciones de las Na-
ciones Unidas (Convención de Nueva York, de 13 de diciembre de 2006,
sobre los derechos de las personas con discapacidad (CIDPH). 

En Francia, el notario redacta un poder preventivo «a medida», adaptado a la
situación y las necesidades de la persona6. 

El papel del notario en materia de protección de las personas vulnerables se
ha reforzado especialmente en Quebec (Canadá) en el marco de la Ley sobre el
curador público y diver-sas disposiciones en materia de protección de las personas (L.Q.
2020, c. 11), que ha llevado a la abolición de la curatela y a la introducción de
la tutela modulada.

2) Simplificar la vida de los ciudadanos y las empresas

Simplificar la vida de los ciudadanos y las empresas significa simplificar y acele-
rar a los procedimientos, hacerlos menos costosos, sin por ello renunciar a la
necesidad fundamental de seguridad jurídica. El tiempo y el dinero ahorrados
en una primera fase no deben conducir a una «rejudicialización» en una fase
posterior, es decir, a un proceso judicial en caso de litigio.

EJEMPLOS ILUSTRATIVOS 
En Rumanía, el notario es competente para pronunciar un divorcio por
mutuo acuerdo, incluso en presencia de hijos menores. Este procedimiento
es ahora el preferido por los ciudadanos, ya que es más sencillo, más rápido
y menos costoso. De hecho, no se necesita la intervención de un abogado, ya
que un solo profesional se encarga del procedimiento, el notario, cuyo coste
está definido por el arancel. Todo el procedimiento se centraliza en torno a
la figura del notario («ventanilla única»), que se encarga del acuerdo de divor-
cio, del acuerdo sobre el ejercicio de la responsabilidad parental, del acuerdo
sobre las prestaciones compensatorias, de la liquidación del régimen matri-
monial y del reparto de los bienes7. 
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En Francia, el notariado se encarga de los trámites de legalización y apostilla,
en lugar de la administración y los tribunales de apelación, lo que simplifica
y agiliza enormemente los trámites de las empresas y los ciudadanos8.

3) Responder a las necesidades institucionales del Estado

Responder a las necesidades institucionales del Estado significa descongestio-
nar los tribunales, reforzar la seguridad jurídica y apoyar el desarrollo eco-
nómico del país. 

Aliviar la carga de los tribunales

EJEMPLOS ILUSTRATIVOS 

En Rumanía9 y Perú10, la práctica del divorcio por mutuo acuerdo ante nota-
rio ha permitido descongestionar los tribunales. 
En Uzbekistán11 y en Argentina12, la práctica de la mediación notarial evita
que un nuevo litigio llegue al despacho del juez. 
En Chile, la nueva competencia de los notarios en materia de cobro de pensio-
nes alimenticias consiste en confiarles un papel clave en la prevención y la eje-
cución del pago de las pensiones, evitando así el recurso sistemático al juez13.

5 Miguel Alfredo Ledesma Chavarro (Colombia), Hacia una teoría de la desjudicialización
6 También se está llevando a cabo un proyecto de reforma para introducir este instrumento en el derecho polaco.
Véase “El poder preventivo en el derecho polaco: el papel central del notario en una nueva forma de mandato de protección
futura» (Pawel Dabrowski, notario en Polonia). Los mandatos de protección futura o «poderes preventivos» se
han desarrollado en muchos países (España, Alemania, Bélgica, Rumanía, etc.).
7 Dra. Ana-Luisa Chelaru, «Notarial Divorce Procedure in Romania: A Step Towards Efficient Dejudicialization» (Pro-
cedimiento notarial de divorcio en Rumanía: un paso hacia la desjudicialización eficiente).
8 Los ciudadanos y las empresas ahora solo tienen un interlocutor para obtener la apostilla o la legalización de
sus documentos (los centros de expedición notariales). Ya no necesitan desplazarse y «enviar» su solicitud a los
diferentes tribunales de apelación territorialmente competentes, para la apostilla, y a la oficina de legalizaciones
del Ministerio de Asuntos Exteriores, para la legalización. Véase Coralie Foënard, Réforme de l’Apostille et de la
Légalisation en France : le notaire au coeur de la modernisation et de la sécurité juridique des échanges internationaux.
9 «Esta solución legislativa surgió de una doble necesidad: las personas necesitaban una forma más sencilla y
rápida de divorciarse, y el Estado tenía que aliviar a los tribunales de los casos que podían resolverse mediante
un procedimiento no contencioso. El procedimiento de divorcio notarial fue la respuesta natural: se redis-
tribuyeron las competencias y el resultado fue una justicia más equilibrada, que ofrecía a los ciudadanos una
forma eficaz y predecible de cerrar una etapa de su vida». Dra. Ana-Luisa Chelaru, Procedimiento de divorcio
notarial en Rumanía: un paso hacia la desjudicialización eficaz.
10 Mag. Victor Hugo Estacio Chan, El impacto de la competencia notarial material en la desjudicialización del divorcio
incluido con supuestos de hijos menores de edad del matrimonio
11 Not. Dilshod Ashurov, Resolución de disputas previas al juicio: nuevas funciones del notario al servicio de la sociedad
12 Not. Carla Balducci, Not. Graciela Curuchelar, Not. María Cristina García, Not. Graciela Vilalta, «La inserción
de la cláusula de mediación para la solución integral de controversias en Argentina»
13 Not. Elena Pía Ramírez Catalán (Chile), Mecanismos de cobro de pensiones alimenticias adeudadas en Chile, la silen-
ciosa pero eficaz labor notarial en la desjudicialización de procesos de cobro
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Fortalecer la seguridad jurídica

Gracias a los notarios, los registros públicos (registros de la propiedad, registro
mercantil, etc.) se alimentan de forma fiable, lo que garantiza la seguridad, la
legalidad y la transparencia de las transacciones.

EJEMPLOS ILUSTRATIVOS 
Garantizar la seguridad de los registros
A los notarios de la República Checa se les han confiado importantes respon-
sabilidades en lo que respecta al registro de beneficiarios efectivos, en parti-
cular en materia de inscripciones directas en el registro14. 
Garantizar la seguridad de la vivienda
En Argentina, los notarios son actores clave en la seguridad de la vivienda.
Participan activamente en el mecanismo jurídico de «regularización de la
propiedad», que permite otorgar títulos de propiedad a los ocupantes legítimos
de bienes inmuebles urbanos en situación irregular15. 
En Puerto Rico, la intervención notarial, prevista por la Ley de Emergencia
nº 118-2022, permitió a miles de familias obtener, tras el paso de los huracanes
Irma y María, un título de propiedad, facilitar su inscripción en el Registro
de la Propiedad y acceder a fondos de indemnización, lo que les concedió re-
construir sus viviendas. Posteriormente, esta ley resultó ser un motor del de-
sarrollo económico y social del país16.

Dinamizar la economía y hacerla más 
atractiva para los inversores

La reducción de los plazos judiciales, la seguridad de las transacciones y los
registros, la prevención de conflictos y la pacificación son argumentos trascen-
dentes para los inversores.

14 Katerina Protivova, notaria en la República Checa: «Los notarios en la República Checa tienen importantes
responsabilidades en relación con el Registro de Titularidad Real, especialmente en lo que se refiere a las ins-
cripciones directas en el registro».
15 Gonzalo Matías Vásquez, Martín Leandro Russo, Mariana Hefling, La regularización dominial en la Rep. Argentina.
16 «De este modo, la propiedad volvió a ser un activo financiable, objeto de créditos, hipotecas y transacciones.
Este movimiento dinamizó sectores enteros de la economía: la construcción, la financiación, los servicios jurí-
dicos y notariales, y se tradujo en un aumento de los ingresos fiscales para el Estado». Not. Lillianne Muñiz
Mariani, El notariado puertorriqueño como referente en procesos de recuperación ante desastres naturales bajo el marco de
la desjudicialización.
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EJEMPLOS ILUSTRATIVOS 

En Argelia, en el marco de los contratos de colaboración público-privada
(PPT), el notario desempeña un papel central como enlace entre el Estado, el
inversor y la empresa; es garante de la seguridad jurídica del contrato y del equi-
librio contractual17. 
En Senegal, los notarios desempeñan un papel central en el derecho de socie-
dades, concretamente en la redacción de los estatutos y en las operaciones de
modificación de los mismos en el curso de la vida social18.

II. ARGUMENTOS A FAVOR 
DE LA “DESJUDICIALIZACIÓN”19

¿Por qué transferir nuevas competencias a los notarios en materia no contenciosa?

1. El estatuto de oficial público

Al igual que el juez, el notario también goza de una verdadera legitimidad de
autoridad pública: también es un oficial público y ejerce, por delegación del
Estado y bajo su control, la función pública de autenticar actos, hechos, con-
venios extrajudiciales y actos de jurisdicción no contenciosa20. Por este motivo,
al notario se le denomina a veces «magistrado de la justicia amistosa»21 o magis-
trado de jurisdicción voluntaria.

EJEMPLOS ILUSTRATIVOS 

En Perú, desde 1996 se han confiado a los notarios numerosas competencias
en materia no contenciosa (adopción de personas mayores de edad capaces,
divorcio, rectificación del estado civil, etc.). Esta transferencia de competencias
se ha justificado, en particular, por la «fe» o «confianza» pública que el Estado
delega en el notario22.

2. Independencia e imparcialidad

Al igual que el juez, el notario ejerce sus funciones con total independencia
y su decisión de autorizar un acto o negocio jurídico es imparcial, sin estar
sujeta a ninguna dependencia jerárquica.

17 Not. Ladjel Abdelkader, El papel del notario en los contratos PPP (asociaciones público-privadas) en el derecho argelino
18 Fatou Mballo-Thiam, La desjudicialización en Senegal
19 O Redistribución de competencias entre jueces y notarios en materia no contenciosa
20 Artículo 6 del Código Internacional del Notariado
21 CEDH, Ana Ionita contra Rumanía, de 21 de marzo de 2017
22 José A. Huachillo Cevallos (Perú), El notario peruano y su rol en la desjudicialización mediante los asuntos no contenciosos
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EJEMPLOS ILUSTRATIVOS 
EnQuebec, si el legislador ha otorgado al notario la competencia para autor-
izar los contratos de gestación subrogada es, en particular, porque «su deber
de imparcialidad le permite apoyar a los principales actores favoreciendo el
mantenimiento de un justo equilibrio entre sus respectivos intereses»23. 
En Alemania, la decisión de transferir a los notarios la competencia relativa
al reparto de los bienes procedentes de una sucesión o de una comunidad
conyugal se basó en su función «cuasi judicial» y en su condición de oficiales
públicos «neutrales»24.

3. Rapidez del procedimiento gracias 
al dominio de las herramientas digitales

El notariado ha sabido enfrentar el reto digital y desarrollar herramientas tec-
nológicas que permiten acelerar y simplificar los procedimientos no conten-
ciosos. Esta capacidad de adaptación al mundo moderno ha llevado a los po-
deres públicos a confiar nuevas competencias al notariado en numerosos países.

EJEMPLOS ILUSTRATIVOS 
En Croacia, los notarios, en calidad de comisarios judiciales, llevan a cabo
procedimientos de ejecución de forma rápida y electrónica. La digitalización
completa del proceso de ejecución, gracias al sistema «eNotar», permite acele-
rar y simplificar el procedimiento, y hacerlo más transparente y accesible para
los usuarios25. 
En Francia, si el Estado ha querido confiar la competencia de la expedición
de la apostilla y la legalización al notariado, es, por supuesto, porque existía una
«necesidad real de descargar a la administración y a los tribunales de apelación,
así como una necesidad de agilizar el procedimiento», pero también «porque
ofrecía una plataforma digital segura que permitía a los usuarios descargar su
documento digital y obtener a cambio una apostilla electrónica »26. 
En Bélgica, el notariado ha creado la plataforma «Biddit» para subastas públi-
cas en línea. Además de mantener los requisitos de autenticidad, ofrece a los
usuarios un procedimiento rápido y eficaz y dinamiza el mercado inmobiliario. 

23 Alexis Brien-Langevin (Quebec), El notario en el centro de una convención floreciente.
24 «La decisión de transferir competencias a los notarios se basó en su función cuasi judicial y en su condición conso-
lidada de funcionarios públicos neutrales. De este modo, demostraron ser una excelente alternativa a los tribunales.
Además, los notarios deben observar la neutralidad procesal, garantizar el debido proceso y documentar exhaustiva-
mente todas las etapas del procedimiento». Stefan Bandel (Alemania), Competencia notarial en asuntos de división de
bienes en Alemania.
25 Tihana Sudar (Croacia), El notario público como comisionado judicial en los procedimientos de ejecución
26 Coralie Foënard, Reforma de la apostilla y la legalización en Francia: el notario en el centro de la modernización y la seguridad
jurídica de los intercambios internacionales.
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En Brasil, el notariado ha creado la plataforma e-Notariado, que permite a los
usuarios comparecer ante su notario en línea y firmar numerosos documentos
notariales. Gracias a esta plataforma, el notariado ha adquirido nuevas com-
petencias, entre las que se encuentra la «cuenta de custodia notarial». Este
mecanismo permite al notario retener los fondos de una transacción en una
cuenta bancaria segura y separada hasta que se cumplan las condiciones acor-
dadas, protegiendo así a ambas partes y fortaleciendo la confianza en el mer-
cado brasileño.

4. El arancel público

El procedimiento ante notario suele ser menos costoso para el ciudadano que
un procedimiento judicial. Además de la reducción de los gastos procesales,
la remuneración del notario la fija el Estado según un arancel público, lo que
garantiza una accesibilidad de los ciudadanos al servicio público de la justicia.

EJEMPLOS ILUSTRATIVOS 
En Argentina, la vía extrajudicial notarial para regularizar las viviendas infor-
males es menos larga y menos costosa que la vía judicial27. 
En Rumanía, el divorcio ante notario ha tenido un gran éxito entre los ciuda-
danos. El procedimiento es más rápido y también menos costoso. Su coste
está regulado por un arancel y no es obligatorio recurrir a un abogado.

5. El valor jurídico de la escritura pública notarial

La escritura notarial sustituye perfectamente a la decisión judicial, gracias a
su fuerza probatoria y, en su caso, ejecutiva.
Al igual que las resoluciones judiciales, también puede inscribirse directa-
mente en los registros públicos (registros de la propiedad, de sociedades, regis-
tros relacionados con el estado civil: adopción, reconocimiento de filiación,
divorcio, parejas de hecho, etc.), manteniendo así el mismo nivel de seguri-
dad jurídica. El notario también se encarga de la conservación de la escritura.

6. La técnica jurídica notarial

El notario es un jurista que ha recibido una formación jurídica universitaria
de alto nivel28, similar a la de los magistrados. También está obligado a man-

27 Gonzalo Matías Vásquez, Martín Leandro Russo, Mariana Hefling, La regularización dominial en la Rep. Argentina
28 «La excelencia profesional, la formación del más alto nivel y la supervisión rigurosa del Estado. Control del co-
rrecto uso del poder certificante, a través, de un procedimiento disciplinario; garantiza un notariado eficiente, in-
corruptible y muy eficaz, en el que no habrá la menor duda de encargarle asuntos no contenciosos» José Alberto
Huachillo Cevallos (Perú), El notario peruano y su rol en la desjudicialización mediante los asuntos no contenciosos
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tener sus competencias actualizando sus conocimientos mediante la formación
continua. Su experiencia jurídica en los distintos ámbitos del derecho (derecho
de familia, derecho de las personas, derecho inmobiliario, derecho contrac-
tual, derecho de sociedades, derecho internacional privado, derecho mercantil,
etc.) le permite asumir las mismas funciones que el juez en materia no conten-
ciosa, ejercer un control de legalidad y asumir una función de asesoramiento.

7. El control de legalidad y más allá

La correcta aplicación de la ley por las partes y el control del cumplimiento de
dicha ley abogan por un control de los contratos desde el momento de su
firma (ex ante) y no a través de un litigio posterior (ex post) que prosperaría
sobre un contrato mal redactado o sobre una aplicación incorrecta de la ley.
Más allá del control de legalidad, el notario también es garante del equilibrio
del acuerdo29. En ocasiones, el legislador también le encarga controlar el in-
terés de la familia o el interés superior del niño30, e incluso la oportunidad
del acto para la persona vulnerable o el menor31.

EJEMPLOS ILUSTRATIVOS 

En Cuba, los pactos de parentalidad están sujetos a un control preventivo de
legalidad notarial. Además, el notario evalúa el interés superior del niño, ve-
rifica la equidad de los pactos familiares y su carácter razonable. De esta ma-
nera, el notario se convierte en juez del «equilibrio entre el orden público
familiar y la autonomía»32. 
En Italia, los notarios son competentes para autorizar actos o negocios jurídi-
cos en favor de una persona vulnerable o de un menor (venta de un bien,
aceptación o renuncia a una herencia, etc.). La autorización del juez ya no es
obligatoria, sino que también puede ser otorgada por el notario encargado
de la escritura principal. En este caso, el notario evaluará si el acto o negocio
jurídico es conforme al interés de la persona vulnerable o del menor, y exam-
inará su necesidad y oportunidad, incluida económica, para la persona vul-
nerable o el menor en cuestión. Dispone entonces de un «poder de investiga-
ción», y el notario podrá negarse a autorizar el acto o negocio jurídico si no
está «convencido» de su utilidad y oportunidad para la persona protegida33.

29 Algunos notarios hablan incluso de la equidad y el carácter «razonable» del acuerdo (véase Leonardo B. PÉREZ 
GALLARDO, Código de las familias y argumentación notarial).
30 Es el caso, por ejemplo, del notario rumano, que es garante del interés del menor en el marco de un divorcio de 
mutuo acuerdo en presencia de hijos menores.
31 Véase el ejemplo de Italia más abajo.
32 Leonardo B. PÉREZ GALLARDO, Código de las familias y argumentación notarial
33 Sabrina Belloni (Italia), Notario y desjudicialización en materia de personas vulnerables en Italia
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Dado que esta facultad de apreciación llega hasta la toma de decisiones, se
recomienda al notario que motive su actuación. El «Código de Familia» cuba-
no también exige al notario «una argumentación jurídica en sus decisiones»34.

El razonamiento jurídico seguido, la motivación y la justificación del acto o
negocio jurídico o de la decisión permiten, en efecto, su plena comprensión
por las partes y un posible recurso posterior. Si esta motivación es obligatoria
para el juez en el marco de la jurisdicción contenciosa, también debería serlo
para el notario en el marco de la jurisdicción voluntaria35.

8. El asesoramiento del notario

El notario tiene el deber de asesorar de forma imparcial a las partes. Este ase-
soramiento es personalizado y se adapta a las necesidades y a la situación par-
ticular de las personas y las familias.

EJEMPLOS ILUSTRATIVOS 

El notario es el asesor jurídico de las familias. Les asesora sobre todos los as-
pectos patrimoniales, sucesorios, fiscales, etc., de una operación jurídica36. 
En Polonia, el notario propone a las partes nuevos actos jurídicos en materia
sucesoria, tras haber ejercido su deber de asesoramiento: los «legados por reivin-
dicación» y las «fundaciones familiares»37. 
En Quebec, el notario «asesora jurídicamente a la madre subrogada y a los
padres intencionales de manera imparcial, autoriza los actos jurídicos exigidos
por la ley en un entorno sereno y sigue el progreso del proyecto parental de
forma personalizada con ellos»38.

9. La proximidad

El número de notarios y su distribución geográfica en el territorio nacional
son determinados y revisados por el Estado teniendo en cuenta las necesidades
actuales y previsibles del servicio público, así como la población, la actividad
económica y las particularidades territoriales39.

34 Leonardo B. PÉREZ GALLARDO, Código de las familias y argumentación notarial
35 Véase, en este sentido, Boris Antonio Vilca Gutiérrez (notario en Perú), Motivación y justificación de las decisiones
notariales en los procesos de sucesión intestada en el Perú
36 Véase, por ejemplo, en materia matrimonial y sucesoria: Gabriela Bouvier y Gabriela Silva Pedragosa, La juris-
dicción voluntaria en Uruguay
37 Kacper Górniak (Polonia), Competencias de los notarios polacos en materia sucesoria
38 Alexis Brien-Langevin (Quebec), El notario en el centro de una convención floreciente
39 Artículo 13 del Código Internacional del Notariado
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Esta regulación de la profesión garantiza a los ciudadanos el acceso a los pro-
cedimientos de jurisdicción voluntaria en todo el territorio.

EJEMPLOS ILUSTRATIVOS 

En Alemania, los notarios adquirieron en 2013 una nueva competencia en ma-
teria de partición de bienes procedentes de una sucesión o de una sociedad
conyugal, gracias, en particular, a la accesibilidad de las notarías y a su distribu-
ción geográfica uniforme en el territorio40.

10. La deontología notarial

El notario está sujeto a estrictas normas deontológicas. La independencia y la
imparcialidad, la probidad, la delicadeza y la dignidad, la disponibilidad y la
diligencia son principios esenciales que favorecen la confianza de la sociedad
en la figura del notario. Además, el notario tiene la obligación de ejercer su
función cuando le sea requerido, lo que garantiza el buen funcionamiento del
servicio público notarial41.

III. TAREAS Y MATERIAS QUE PUEDEN
SER OBJETO DE UNA REDISTRIBUCIÓN 
DE COMPETENCIAS ENTRE JUECES Y NOTARIOS

Los trabajos realizados durante el Congreso han permitido elaborar una lista
(indicativa y no exhaustiva) de tareas o misiones no contenciosas que, en ausen-
cia de litigios por resolver, pueden ser objeto de una transferencia o un reparto
de competencias entre el juez y el notario, o de una colaboración entre ambos.

Derecho de las personas

• Rectificación de actos del registro civil42;
• Declaración de ausencia o fallecimiento;
• Actas relativas al consentimiento para la donación de órganos;
• Autorizaciones para la realización de actos en el interés y la protección 
de menores y adultos vulnerables43;

40 «Los tribunales no siempre están distribuidos de manera uniforme geográficamente, lo que creaba dificultades
a los ciudadanos que deseaban regular asuntos de división de bienes, ya que el tribunal competente solía ser poco
o nada accesible. Esto, a su vez, provocaba con frecuencia frustración y cansancio procesal». Stefan Bandel (Ale-
mania), Competencia notarial en asuntos de división de bienes en Alemania.
41 Véanse los artículos 27 y 40 a 46 del Código Internacional del Notariado.
42 Véase José Alberto Huachillo Cevallos (Perú), El notario peruano y su rol en la desjudicialización mediante los asuntos
no contenciosos.
43 V. Sabrina Belloni (Italia), El notario y la desjudicialización en materia de personas vulnerables en Italia.
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• Establecimiento de poderes preventivos44; posibilidad de designar o excluir
por adelantado a un representante (tutor, curador, etc.); actos no conten-
ciosos relativos a la administración de los bienes de una persona vulnerable;

• Consentimiento para el matrimonio de un menor ante notario45;
• Autorizaciones de viaje.

Derecho de familia
La pareja

• Celebración de matrimonios46;
• Celebración, registro y disolución de uniones registradas;
• Divorcio o separación de cuerpos por mutuo acuerdo, 
con o sin hijos menores47;

• Acuerdos amistosos sobre la pensión alimenticia, la prestación 
compensatoria y sus modificaciones, si procede;

• Modificación del régimen matrimonial;
• Procedimientos no contenciosos relativos a la administración de los 
bienes comunes cuando uno de los cónyuges es incapaz de actuar;

• Pactos de «parentalidad» y otros pactos familiares48.

La filiación o sus alternativas

• Recopilación de consentimientos para la adopción; 
Adopción de personas mayores de edad49;

• Reconocimiento de hijos;
• Recopilación de consentimientos en el marco de la reproducción asistida;
• Acuerdos de gestación subrogada50;
• Familia de crianza51;
• Kafala52.

Derecho sucesorio

• Certificado de notoriedad/certificados de heredero/
certificado sucesorio europeo53;

44 V. Pawel Dabrowski (notario en Polonia), «La procura registrada» en el Derecho polaco: el papel central del notario
en una nueva forma de mandato de protección futura»; Bertrand Basseville, El mandato de protección futura en el
derecho francés; Sonia Lemieux, notaria en Quebec (Canadá), Cuando el derecho se convierte en apoyo: el no-
tario al servicio de las familias vulnerables.
45 Fatou Mballo-Thiam, La desjudicialización en Senegal.
46 Leonardo B. PÉREZ GALLARDO, Código de las familias y argumentación notarial.
47 V. Dra. Ana-Luisa Chelaru, El procedimiento notarial de divorcio en Rumanía: un paso hacia la desjudicialización eficiente.
48 Leonardo B. PÉREZ GALLARDO, Código de las familias y argumentación notarial.
49 V. José A Huachillo Cevallos (Perú), El notario peruano y su rol en la desjudicialización mediante los asuntos no contenciosos
50 V. Alexis Brien-Langevin (Quebec), El notario en el centro de una convención floreciente.
51 V. Miguel Alfredo Ledesma Chavarro (Colombia), Hacia una teoría de la desjudicialización.
52 Ratiba Sekkate (Marruecos), La Kafala y el Tanzil.
53 Kacper Górniak (Polonia), Competencias de los notarios polacos en materia sucesoria.
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• Procedimientos de apertura y validación de testamentos;
• Opciones sucesorias:
Recopilación de una renuncia a la sucesión, aceptación bajo beneficio 
de inventario;
Expedición de una autorización para aceptar o renunciar a una sucesión 
o un legado si dicha autorización es necesaria;

• Procedimientos relativos a sucesiones vacantes y en desheredación;
• Elaboración de un inventario;
• Entrega de legados;
• Operaciones de liquidación y partición54, tanto en el marco de una 
partición amistosa como de una partición judicial (en este último caso, 
en colaboración con el juez);

• Herencia digital55;
• Tanzil56.

Patrimonio y vivienda

• Participación en la resolución extrajudicial de litigios/
conducción de procesos de mediación/conciliación57;

• Procedimientos de ejecución;
• Procedimientos de requerimiento de pago58;
• Control de los registros inmobiliarios;
• Partición de bienes en indivisión59;
• Regularización de títulos de propiedad60;
• Expedición de «certificados de vivienda»61;
• Prestación de juramento; toma de testimonios, pruebas escritas;
• Subastas

54 Stefan Bandel (Alemania), Competencia notarial en asuntos de división de bienes en Alemania.
55 V. Clarissa Fonda (Italia), Las herencias digitales.
56 V. Ratiba Sekkate (Marruecos), La Kafala y el Tanzil.
57 Not. Dilshod Ashurov, Resolución de controversias previa al juicio: nuevas funciones del notario al servicio de la
sociedad; Not. Carla Balducci, Not. Graciela Curuchelar, Not. María Cristina García, Not. Graciela Vilalta, «La
inserción de la cláusula de mediación para la solución integral de controversias en Argentina».
58 Tihana Sudar (Croacia), El notario público como comisionado judicial en los procedimientos de ejecución;Dra. Klaudia
Takács (Hungría), La reforma del procedimiento monitorio: transferencia de competencia a los notarios de
derecho civil en Hungría; Zhanabilova Assel, La inscripción ejecutiva como forma de resolución extrajudicial de con-
troversias civiles en Kazajistán.
59 V. Stefan Bandel (Alemania), Competencia notarial en materia de división de bienes en Alemania.
60 V. Gonzalo Matías Vásquez, Martín Leandro Russo, Mariana Hefling, La regularización dominial en la República
Argentina; Lillianne Muñiz Mariani, El notariado puertorriqueño como referente en procesos de recuperación ante desastres
naturales bajo el marco de la desjudicialización.
61 Ucrania, Los certificados de vivienda.
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Empresa y economía

• Inscripción y acceso a los registros (registros mercantiles, 
registros de beneficiarios efectivos62, etc.);

• Contratos de colaboración público-privado63;
• Expedición de apostillas, trámites de legalización64;
• Cuenta de garantía bloqueada «Escrow account».

IV. RECOMENDACIONES
A LOS NOTARIADOS MIEMBROS:

1. Proponer a los poderes públicos soluciones jurídicas que permitan simpli-
ficar y acelerar los procedimientos, sin por ello renunciar a la necesidad fun-
damental de seguridad jurídica.

2. Desarrollar herramientas digitales seguras (como las plataformas notariales)
que demuestren la capacidad de adaptación del notariado al mundo moderno
y que contribuyan a convencer a las autoridades públicas a conferirles nuevas
competencias en materia no contenciosa.

3. Garantizar la accesibilidad de los ciudadanos al servicio público de la «juris-
dicción voluntaria», en particular gracias a un arancel público y una distribu-
ción geográfica adecuadas de los notarios.

4. Valorar, en el diálogo con los responsables políticos, el papel fundamental
que desempeña actualmente el notariado en la lucha contra el blanqueo de ca-
pitales y la financiación del terrorismo, así como en la fiabilidad y transparen-
cia de los registros públicos, elementos que lo acercan al papel de la magistratura.

5. Promover entre los responsables políticos la capacidad del notario para lle-
var a cabo, como mínimo, un control de la legalidad del acto de jurisdicción
voluntaria, e incluso más allá, es decir, un control del interés de la familia,
del niño y de la persona vulnerable, que puede llegar hasta una valoración de
la oportunidad de autorizar el acto jurídico.

62 Katerina Protivova (República Checa), El registro de beneficiarios efectivos en la República Checa
63 Not. Ladjel Abdelkader, El papel del notario en los contratos PPP (asociaciones público-privadas) en el derecho argelino
64 Coralie Foënard (Francia), Reforma de la apostilla y la legalización en Francia: el notario en el centro de la moderniza-
ción y la seguridad jurídica de los intercambios internacionales
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A LOS NOTARIOS:

1. Proponer soluciones humanas y personalizadas a sus requirentes, es decir,
actos y negocios jurídicos y asesoramiento apropiados a sus necesidades, es-
pecialmente cuando se trata de personas vulnerables.

2. Prevenir los litigios y descongestionar los tribunales, gracias a su papel tradi-
cional de pacificador y tercero imparcial, así como al ejercicio de nuevas com-
petencias en materia no contenciosa (por ejemplo, mediación y conciliación).

3. Actualizar sus conocimientos jurídicos en todos los ámbitos del derecho
(derecho de familia, derecho de la persona, derecho inmobiliario, derecho
contractual, derecho de sociedades, derecho internacional privado, derecho
mercantil, etc.) con el fin de ejercer un control de legalidad y un asesora-
miento de calidad.

4. Motivar su escritura, su interpretación fáctica y jurídica y, en su caso, su
decisión, con el fin de justificar el razonamiento jurídico seguido y permitir
su perfecta comprensión por las partes.

ef

363




